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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Orpis Bouchon, Jaime
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Peñailillo Briceño; y del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco Suárez.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:24, en presencia de 16 señores Senadores.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 50ª, ordinaria, y 51ª, ordinaria, de 30 de septiembre y 1° de octubre del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.

(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficios


De la Honorable Cámara de Diputados:



Comunica la aprobación del proyecto de acuerdo que aprueba el Convenio 189, sobre el Trabajo Decente para las Trabajadoras y los Trabajadores Domésticos, adoptado por la Organización Internacional del Trabajo el 16 de junio de 2011 (boletín N° 9.560-10) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Del señor Ministro de Energía:


Responde consulta, hecha en nombre del Senador señor Harboe, relativa a la posibilidad de impulsar el proyecto de ley, radicado en la Cámara de Diputados, que establece compensaciones por el uso alternativo del suelo y beneficios objetivos y directos a las comunidades en las cuales se instalan plantas de generación eléctrica, cualquiera que fuere la naturaleza de estas.


Del señor Director Nacional (TP) del Servicio Nacional del Consumidor:



Da respuesta a solicitud de información, cursada en nombre del Senador señor Guillier, sobre las razones por las que Sky Airlines ha dejado de servir la ruta Antofagasta-Lima-Antofagasta y de las medidas adoptadas para atender la situación de cientos de pasajeros que habían adquirido boletos de viaje.


Del señor Alcalde de Valdivia:



Contesta solicitud de antecedentes, remitida en nombre del Senador señor De Urresti, acerca del apoyo dado a las labores de búsqueda de don Juan Santana Delgado, desaparecido tras caer a las aguas del río Calle Calle, y respecto de la relación jurídica con esa corporación edilicia de la empresa subcontratista para la que prestaba servicios la víctima del accidente.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


Dos de la Comisión de Economía, recaídos en los proyectos de reforma constitucional, en primer trámite constitucional, que se especifican a continuación:


1.- Sobre protección de los derechos de los consumidores (boletín N° 7.563-07) (Véase en los Anexos, documento 2).


2.- El que incorpora, en el numeral 21° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, el deber del Estado de proteger y garantizar el ejercicio de los derechos de los consumidores y el principio pro consumidor (boletín N° 9.463-03) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Quedan para tabla.

Mociones


De los Senadores señor Chahuán, señoras Allende y Muñoz y señores Pérez Varela y Pizarro, con la que inician un proyecto de ley que establece la conmemoración del Día Mundial del Agua el 22 de marzo de cada año (boletín N° 9.622-09) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Pasa a la Comisión de Obras Públicas.




Dos del Senador señor Bianchi, con las que da inicio a los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley que modifica las fuentes de los ingresos de los partidos políticos y elimina el financiamiento privado de las campañas electorales (boletín N° 9.632-06) (Véase en los Anexos, documento 5).


2.- Proyecto de reforma constitucional que crea un fondo de fortalecimiento de la actividad política (boletín N° 9.633-06) (Véase en los Anexos, documento 6).


--Pasan a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Dos de los Senadores señora Allende y señores De Urresti, Harboe y Walker (don Patricio), con las que dan inicio a las iniciativas que se señalan a continuación:


1.- Proyecto de reforma constitucional que modifica el artículo 19, N° 7°, letra i), de la Carta Fundamental, en materia de derecho a la acción de indemnización por error judicial (boletín N° 9.634-07) (Véase en los Anexos, documento 7).


2.- Proyecto de ley que modifica el régimen de responsabilidad civil del Estado por conductas injustificadamente erróneas o arbitrarias del Ministerio Público, regulado en el inciso primero del artículo 5° de la ley N° 19.640 (boletín N° 9.635-07) (Véase en los Anexos, documento 8).


De los Senadores señores Walker (don Patricio) y Araya, con la que inician un proyecto de ley que excluye en el delito de estupro, sancionado en el artículo 363 del Código Penal, la aplicación de las penas sustitutivas establecidas en el artículo 1° de la ley N° 18.216 (boletín N° 9.636-07) (Véase en los Anexos, documento 9).


--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Declaraciones de inadmisibilidad


Moción de la Senadora señora Goic, con la que propone modificar el Código del Trabajo en materia de cálculo y pago de gratificaciones.


--Se declara inadmisible, por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el número 4° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política.



Moción de los Senadores señores Montes, Araya, Lagos, Pérez Varela y Ossandón, con la que proponen una ley que interprete los artículos 84 y 85 del DL Nº 1.939, de 1977, en relación con la disposición de terrenos fiscales para la ejecución de programas públicos de vivienda social y económica o urbanismo.


--Se declara inadmisible, por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65, en relación con el artículo 63, N° 10), de la Constitución Política.

Proyectos de acuerdo


De los Senadores señores Ossandón, Allamand, Bianchi, García-Huidobro y Guillier, con el que piden al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones que se incluya, en los exámenes teóricos de obtención de licencias de conducir clases B y C, el conocimiento de las normas que rigen a los ciclistas (boletín Nº S 1.733-12) (Véase en los Anexos, documento 10).


De los Senadores señores Ossandón, Bianchi, García-Huidobro y Guillier, con el que piden al señor Ministro de Hacienda que realice gestiones ante el Directorio del Banco del Estado de Chile para la eliminación de los cobros por giros, transferencias y consultas de saldo o, en su defecto, que establezca una cantidad de operaciones mensuales exentas de pago (boletín Nº S 1.734-12) (Véase en los Anexos, documento 11).


De los Senadores señores Prokurica, Bianchi, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Horvath, Larraín y Montes, con el que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que disponga las medidas necesarias para dar cumplimiento a las sentencias ejecutoriadas que obtuvieron 848 profesores de las comunas de Chañaral, Vallenar, Parral, Cauquenes, Chanco y Pelluhue, en contra de sus respectivas municipalidades, por la denominada “deuda histórica” (boletín Nº S 1.735-12) (Véase en los Anexos, documento 12).


--Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Solicitud de permiso constitucional



Del Senador señor Tuma, para ausentarse del territorio de la República a contar del día 11 del presente mes.



--Se accede a lo solicitado.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento ha llegado a la Mesa el siguiente documento: 
Oficio



De la Honorable Cámara de Diputados:



Comunica que aprobó el proyecto de ley que crea el Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género, y modifica normas legales que indica (boletín N° 9.287-06) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 13).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y a la de Hacienda, en su caso.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la Cuenta.

)-----------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Saludo al Instituto Comercial Alberto Valenzuela Llanos, de San Fernando; a los alumnos del segundo año medio del Colegio Alemán de Chillán, que fueron invitados por la Senadora señora Van Rysselberghe, y a la Federación de Sindicatos de Manipuladoras de Alimentos de Chile.



¡Sean todos bienvenidos!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)-----------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra la Senadora señora Muñoz.

La señora MUÑOZ.- Señora Presidenta, respecto del proyecto de ley que establece una serie de beneficios a las manipuladoras de alimentos -figura con el número 3 de la tabla-, solicito tratarlo en primer lugar, a fin de que las representantes de ese sector que se hallan en tribunas y que han viajado desde distintos lugares del país puedan presenciar su discusión.



Existe acuerdo transversal y en la Comisión no hubo dificultad para aprobar la iniciativa. Así que podríamos proceder en esos términos.



--(Aplausos en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Esa era la intención, señora Senadora. De hecho, alcancé a plantear el punto en la Comisión de Régimen Interior, aunque en realidad corresponde hacerlo en Comités. Pero me acaba de señalar un asesor que por ahora parece inconveniente tratar ese proyecto como si fuera de Fácil Despacho.


En todo caso, hay dos antes que ese, que sería el tercero.



Es una duda legítima, pues es un asesor de Gobierno el que me pidió mantener la iniciativa en el lugar donde actualmente se encuentra. De modo que, por ahora al menos, no sería posible tratarla como si fuera de Fácil Despacho, aunque espero que el debate de las dos primeras no sea particularmente largo.



Ahora, si la Sala decidiera tratar ese proyecto en primer lugar -y está en su pleno derecho resolverlo así-, aunque no necesariamente como si fuera de Fácil Despacho, habría que proceder en esa forma.



--(Aplausos en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro.
El señor PIZARRO.- Señora Presidenta, estuvimos conversando este asunto con los colegas de la Comisión de Trabajo, incluida la Senadora Carolina Goic.



Debido a la urgencia de despachar el proyecto de capitalización del Banco del Estado -que tiene que ver, fundamentalmente, con el apoyo a la pequeña empresa, al emprendimiento- y considerando que nos hallamos en una situación muy trascendente en términos de empleo, sugerimos tratarlo como si fuera de Fácil Despacho y después analizar la iniciativa sobre manipuladoras de alimentos, que es tan importante como la otra.



Eso significa que podríamos escuchar el informe del Presidente de la Comisión de Hacienda, dar la palabra a dos Senadores y enseguida proceder a votar. 



Se trata de un proyecto aprobado por unanimidad, de modo que no requiere un debate mayor. Pero sí es imprescindible aprobarlo ahora.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Debo señalar que habló conmigo el Vicepresidente del Banco del Estado para que despacháramos sin falta la iniciativa relacionada con dicha entidad, que obviamente es muy relevante, pensando en el FOGAPE y en todo lo que pueda beneficiar a la pequeña y mediana empresa.



Me parece bien tratar como si fuera de Fácil Despacho el proyecto sobre capitalización del Banco del Estado, con el acuerdo de que el Presidente de la Comisión haga su informe, haya una o dos intervenciones más y proceder luego a su votación.



De ser así, analizaríamos en segundo lugar la iniciativa sobre manipuladoras de alimentos y, enseguida, la relativa a la planta de Carabineros de Chile.



Tiene la palabra el Honorable señor Montes.

El señor MONTES.- Es para otro asunto, señora Presidenta, aunque comparto lo sugerido por los Senadores señora Muñoz y señor Pizarro respecto de tratar ahora mismo la iniciativa sobre manipuladoras de alimentos, aunque no como si fuera de Fácil Despacho, tal como usted señaló.

)--------------------(

El señor MONTES.- Señora Presidenta, deseo consultar lo siguiente.



La Mesa declaró inadmisible un proyecto de mi autoría.



¿Cuál es el procedimiento para discutir esa decisión? ¿Puede hacerse en otra sesión? ¿Existe algún documento que señale los argumentos en que se basó la declaración de inadmisibilidad? Y, en caso afirmativo, ¿cómo podrían ser rebatidos?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tal como me explica el señor Prosecretario, la moción sobre disposición de terrenos fiscales para la ejecución de programas públicos de vivienda social y económica fue declarada inadmisible por abordar una materia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

El señor MONTES.- ¿Existe alguna instancia reglamentaria para apelar a ese pronunciamiento? Lo pregunto porque la normativa no destina terrenos, sino que simplemente incorpora un trámite dentro del proceso, de modo que todos los terrenos públicos no puedan ser vendidos a terceros mientras el SERVIU no dé su opinión.



En eso consiste, fundamentalmente, el proyecto.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Si le parece, revisaremos la situación y le comunicaremos lo que corresponda en la siguiente sesión. 

El señor MONTES.- Muy bien.

La señora ALLENDE (Presidenta).- La Mesa puede revisar si corresponde o no la declaración de inadmisibilidad y aclarar el punto en otra sesión.

El señor MONTES.- Muchas gracias.

El señor COLOMA.- ¡La moción es inadmisible!

La señora ALLENDE (Presidenta).- Hasta ahora, la opinión de la Mesa es esa. Pero estamos dispuestos a revisar la decisión. El señor Prosecretario me reitera que es inadmisible.

)-------------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra la Senadora señora Goic.

La señora GOIC.- Señora Presidenta, también se declaró inadmisible otra moción, de mi autoría, que propone modificar el Código del Trabajo en materia de cálculo y pago de gratificaciones.



Por consiguiente, solicito oficiar, en mi nombre, a las Ministras del Trabajo y Secretaria General de la Presidencia a fin de que revisen la iniciativa y ojalá el Ejecutivo decida patrocinarla para que pueda ser discutida aquí, en el Congreso.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Si le parece a la Sala, enviaremos el oficio correspondiente en nombre del Senado.



--Acordado.

)-----------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señora Presidenta, quiero insistir en la petición de la Senadora Adriana Muñoz.



No cabe ninguna duda de que esta Honorable Sala va a aprobar la iniciativa sobre capitalización del Banco del Estado, pues todos estamos contestes en la importancia que revisten para las pequeñas y medianas empresas los fondos relevantes que va allegar esta medida propuesta por la Presidenta Bachelet.



Pero, habida consideración de que muchas de las manipuladoras de alimentos presentes en tribunas viajaron desde regiones bastante alejadas y deben volver a sus trabajos a cumplir sus respectivas funciones -de lo contrario, les descontarán días laborales-, propongo tratar en primer lugar el proyecto relativo a esas trabajadoras, que no genera ningún tipo de controversia y concita bastante unanimidad en la Sala, y después pasar al relacionado con la capitalización del Banco del Estado. Ello, en consideración -insisto- a la lejanía de los hogares de muchas trabajadoras presentes.



--(Aplausos en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Como no se había visto esa variable, nos parecía razonable lo propuesto por el Senador Pizarro en el sentido de tratar primero el proyecto sobre capitalización del  Banco del Estado, pero como si fuera de Fácil Despacho, para que no hubiera ninguna dilación.



Eso quiere decir que escucharemos un informe del Presidente de la Comisión; intervendrán a continuación a lo más dos Senadores (uno a favor; otro, en contra, cosa que no creo que suceda, pues estamos todos de acuerdo); procederemos a votar, y enseguida veremos la iniciativa relacionada con las manipuladoras de alimentos.

El señor HARBOE.- Muy bien.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Si le parece a la Sala, procederemos en esos términos. 



--Acordado.

V. ORDEN DEL DÍA
APORTE EXTRAORDINARIO DE CAPITAL PARA BANCO DEL ESTADO DE CHILE Y AMPLIACIÓN DE FONDO DE GARANTÍA PARA PEQUEÑOS EMPRESARIOS
La señora ALLENDE (Presidenta).- Corresponde analizar en primer lugar el proyecto de ley, iniciado en mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, en primer trámite constitucional, que faculta al Ministro de Hacienda para realizar un aporte extraordinario de capital al Banco del Estado de Chile y amplía el Fondo de Garantía para Pequeños Empresarios, con informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.520-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 42ª, en 2 de septiembre de 2014.



Informe de Comisión:



Hacienda: sesión 52ª, en 7 de octubre de 2014.
El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los objetivos principales del proyecto son:



-Realizar un aporte extraordinario de capital al Banco del Estado por el equivalente a 450 millones de dólares de Estados Unidos de América o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional.



-Ampliar el patrimonio que contempla el decreto de ley N° 3.472, del Ministerio de Hacienda, de 1980, que creó el Fondo de Garantía para Pequeños Empresarios, en el equivalente a 50 millones de dólares de Estados Unidos de América o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional.



La Comisión de Hacienda discutió el proyecto en general y en particular, en virtud del acuerdo adoptado por la Sala el 23 de septiembre de 2014, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.



En cuanto a la discusión en particular, por la misma unanimidad consignada en forma previa, el órgano técnico efectuó algunas enmiendas de adecuación meramente formales.



El texto que se propone aprobar se consigna en la parte pertinente del informe de la Comisión y del boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En discusión general y particular a la vez.



Conforme a lo acordado con anterioridad, les daré la palabra a dos oradores, el primero de los cuales será el Honorable señor Coloma.



Tiene la palabra.

El señor COLOMA.- Señora Presidenta, este proyecto, que fue aprobado por unanimidad en la Comisión de Hacienda, tuvo una gestación no tan breve.



Esta materia se discutió durante los últimos años al interior de la banca y, particularmente, a raíz de cambios internacionales alcanzados en los llamados “Acuerdos de Basilea III”, que modificaron la forma de trabajar en el mercado financiero: prestar o captar en función del capital, haciéndolo más exigente.



Esa operación internacional hizo que el Banco del Estado quedara disminuido en su capacidad de crédito. Si no podía generar un crédito mayor que tantas veces capital, tenía dos opciones: o se convertía en un banco objetivamente más pequeño o se le inyectaba capital para compensar los cambios planteados por Basilea III.



Esto se discutió en la Comisión de Hacienda en dos sesiones. Incluso, hicimos un ejercicio que considero sano: invitar a quien había dirigido anteriormente el Banco del Estado y también a su actual Presidente, porque aquí hay que hacer política estatal. Ambos coincidieron en que era indispensable, si uno quería tener un Banco del Estado que funcionara y no estuviera imposibilitado de ejercer su labor de modo competitivo, entregarle un aumento de capital, considerando adicionalmente, conforme a la ley -me parece que es así-, que las utilidades generadas por el banco son entregadas vía impuesto o aporte directo al Fisco.



Entonces, no hay un sistema que le permita al Banco autocapitalizarse -por así decirlo- en un porcentaje, por lo que la única forma de hacerlo es a través de la ley.



El monto que se estima adecuado para la capitalización es de 450 millones de dólares y, asimismo, se aportan 50 millones de dólares, básicamente enfocados a la pequeña y mediana empresa, a través del FOGAPE.



Uno podrá discutir -no es del caso hacerlo ahora- si el objeto de lo propuesto es aplicar una política contracíclica, lo que ya tanto hemos discutido. Sin embargo, insisto, hoy el problema no tiene que ver con lo contracíclico.



Pero no voy a profundizar en eso. Solo deseo plantear que este es un escenario de Estado, en donde todos los sectores económicos coinciden en la necesidad, para dar cumplimiento a las normas internacionales de Basilea III, de aumentar el capital.



Además, existe un compromiso particular del mismo Banco, en el sentido de que, ya que se amplía el Fondo de Garantía para Pequeños Empresarios y se incrementa su capital, se haga un esfuerzo particular para que las pequeñas y medianas empresas, cuyas ventas anuales no excedan de 50 mil unidades de fomento, puedan tener un espacio mejor. Esto considerando que el Banco del Estado no persigue una lógica de fomento -lo podremos discutir más adelante-, sino otros objetivos.



Claramente, a través de estas modificaciones se aspira a darle herramientas al Banco del Estado para que pueda trabajar normalmente y se concentre en las pymes.



Fue parte de la discusión habida en la Comisión de Hacienda, a propósito de las dos sesiones en que se analizó este proyecto, revisar en profundidad qué rol cumple el Banco del Estado a nivel nacional, qué cosas efectúa que no hacen otros y que justifica la lógica de ser una institución estatal.



Por otro lado, hay todo un tema respecto a la CuentaRUT, cuyo número alcanza a cerca de 8 millones, que es importante destacar. Esta, obviamente, ha permitido incorporar a un sector amplio de chilenos al mercado formal, como se nos explicó. Y creo que eso figura dentro de los activos.



Sin perjuicio de ello, cabe preguntarse si no será necesario reflexionar en forma más profunda sobre materias referidas a fomento, que forman parte esencial de la discusión. 



En resumidas cuentas, señora Presidenta, el proyecto fue aprobado por unanimidad en la Comisión, y pienso que fue bien y largamente pensado, por tratarse de una medida necesaria. Su objetivo -como señalé- es poner al día al BancoEstado en materia internacional, pero también darle más herramientas para colaborar con la pequeña y mediana empresa, en momentos en que el crédito, además, paradójicamente está barato desde un punto de vista mundial. Y, por lo mismo, es bueno tener espacios para el traspaso de esas tasas a las pymes lo más rápidamente posible.



Por eso, voto a favor.

)------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Deseo saludar a las delegaciones del Club de Pacientes Crónicos de Batuco y del Club del Adulto Mayor Teresita del Niño Jesús, también de Batuco, que fueron invitados por el Honorable señor Allamand.



¡Muy bienvenidos a este Senado!

)------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señora Presidenta, estimo que el Senador Coloma anticipó un poco cual fue el criterio adoptado por la Comisión de Hacienda por unanimidad en un proyecto que tiene mucha trascendencia desde el punto de vista de lo que significa el Banco del Estado, que todos sabemos que se encuentra inserto en la economía del país en forma muy arraigada, sobre todo en lo que respecta a la pequeña y mediana empresa.



Se incrementa el capital en 450 millones de dólares. Es una de las capitalizaciones más importantes que ha tenido el Banco del Estado en su historia.



Esto debe hacerse porque la institución tiene que mejorar sus indicadores, en virtud de los Acuerdos de Basilea III. Ellos se deterioraron en el transcurso del tiempo, por lo cual se encuentra en una situación más desmedrada en comparación con el resto del sector financiero.



El aumento de capital propuesto, que se concretará dentro del plazo de 18 meses desde la publicación de la ley, traerá como consecuencia la ampliación de la capacidad crediticia del banco, en un monto de operaciones que, por efecto de la capitalización, podría llegar hasta los 5 mil millones de dólares.



A su vez, se establece que se aumentará el Fondo de Garantía para Pequeños Empresarios, y se dispone, además, un mecanismo respecto a qué empresas pueden acceder a él y sus límites de financiamiento.



Lo importante es que el patrimonio del FOGAPE, que hoy día asciende a 207 millones de dólares, se ve aumentado en 50 millones más, lo cual le permitirá, de acuerdo a lo que hablamos antes, incrementar el crédito a la pequeña y mediana empresa, por sumas equivalentes, más o menos, a 2 mil 600 millones de pesos. O sea, se potencia en forma muy importante la capacidad de gestión del Banco del Estado, sobre todo en lo referente a los pequeños y medianos empresarios.



El Banco del Estado es, en la actualidad, uno de los que tienen el programa más preciso de apoyo a la pequeña y mediana empresa, y estos recursos le permitirán asistirla con mucha más fuerza.



Asimismo, le posibilitará aumentar los créditos hipotecarios, sobre todo a los sectores de medianos ingresos. Ello es también muy positivo, porque el país vive una desaceleración de su economía, y esto indiscutiblemente la va a potenciar.


Por tales razones, según consta en el informe que nos han entregado, la Comisión de Hacienda aprobó el proyecto en forma unánime.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Conforme al acuerdo adoptado por la Sala, voy a abrir la votación.

El señor BIANCHI.- Yo quería intervenir, señora Presidenta.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Disculpe, Su Señoría, pero usted llegó después de que la Sala acordara tratar esta iniciativa como si fuera de Fácil Despacho, con la condición de que solo hablaran dos señores Senadores.



Por supuesto, la Mesa no le puede impedir que funde su voto. No obstante, el acuerdo unánime adoptado por la Sala es el que le acabo de mencionar, considerando que el segundo punto de la tabla es la iniciativa que dice relación con las manipuladoras de alimentos. 



Eso fue lo que resolvimos.

El señor BIANCHI.- Respeto el acuerdo de la Sala.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Si Su Señoría lo desea, puede fundamentar su voto. La Mesa no se lo va a impedir. Y le agradezco su gesto, porque precisamente se hizo hincapié en que ojalá solo intervinieran dos oradores, con el objeto de no retrasar más el tratamiento del segundo proyecto, que es muy importante, como explicaron los Senadores señor Harboe y señora Muñoz.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (26 votos a favor); por no haberse formulado indicaciones, se aprueba también en particular, y queda despachado en este trámite.


Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García-Huidobro, Harboe, Horvath, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Vamos a pasar al análisis de la iniciativa que dice relación con las manipuladoras de alimentos.



--(Aplausos en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Agradezco la presencia de nuestras amigas en las tribunas, pero les recuerdo que deben guardar silencio y solo observar el desarrollo de la discusión.

ASEGURAMIENTO DE DERECHOS DE MANIPULADORES DE ALIMENTOS EN ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES
La señora ALLENDE (Presidenta).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que precisa normas vigentes para asegurar los derechos de los manipuladores de alimentos de establecimientos educacionales, con informe de la Comisión de Trabajo  y Previsión Social, y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8.048-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 36ª, en 6 de agosto de 2014.



Informe de Comisión:



Trabajo y Previsión Social: sesión 52ª, en 7 de octubre de 2014.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los principales objetivos de la iniciativa son:



-Asegurar la continuidad laboral de las manipuladoras y los manipuladores de alimentos, mediante la prórroga de sus contratos de trabajo por los meses de diciembre, enero y febrero, y el otorgamiento del derecho a indemnización por años de servicio.



-Darles prioridad, en la evaluación de las licitaciones de los contratos de la administración del Estado por prestaciones de servicios, a las ofertas de mejores sueldos por sobre el ingreso mínimo; a las remuneraciones de mayor valor, tales como las gratificaciones legales; a los contratos indefinidos, y a las condiciones laborales más ventajosas.



La Comisión de Trabajo y Previsión social discutió este proyecto en general y en particular, en virtud del acuerdo adoptado por la Sala en su oportunidad, y
aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Senadores señoras Goic y Muñoz y señores Allamand, Larraín y Letelier. En cuanto a la discusión en particular, la Comisión efectuó diversas enmiendas que aprobó también unánimemente.



La Comisión de Trabajo y Previsión Social deja constancia de que, atendido que la enmienda a la Ley de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios dice relación solamente con la forma de evaluar las ofertas, acordó que no se requerirá informe de la Comisión de Hacienda.



El texto que se propone aprobar se consigna en la parte pertinente del informe de la Comisión y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En la discusión general, tiene la palabra la Senadora señora Muñoz, Presidenta de la Comisión de Trabajo.

La señora MUÑOZ.- Señora Presidenta, como ya señaló sucintamente el señor Secretario, este proyecto de ley fue puesto en discusión en la Cámara de Diputados el año 2011. Se originó en una moción de mi autoría en conjunto con los entonces Diputados señora Goic y señor De Urresti y con la concurrencia de otras señoras y señores Diputados.



Su propósito es -como ya se dijo- enfrentar la situación de precariedad laboral de las manipuladoras y de los manipuladores de alimentos, lo cual ya habíamos intentado hacer en el año 2008 a través de una moción, patrocinada posteriormente por la Presidenta Bachelet en su primer mandato, que trató de remediar una serie de irregularidades y precariedades que laboralmente vivían las manipuladoras de alimentos.



Ahora, ese mismo año se estableció en la ley N° 20.238 la obligación de pagarles las remuneraciones de los meses de enero y febrero. Pero esta medida no fue suficiente y, además, hubo escasa fiscalización.



Ello me motivó a presentar en 2011 la iniciativa en debate, la cual ya fue vista por la Cámara de Diputados y ahora le corresponde ser revisada por el Senado.



El énfasis en este proyecto radica en las bases de licitación y de la evaluación de las ofertas para los contratos con la administración del Estado. Así, se establece que se dará prioridad a aquellas empresas que propongan la duración indefinida de los contratos, mayores sueldos por sobre el ingreso mínimo y otras remuneraciones de mayor valor. En este último punto nuestra Comisión incorporó, explícitamente y a modo ilustrativo, las gratificaciones legales, a fin de hacernos cargo de un planteamiento permanente de las manipuladoras de alimentos y sus dirigentes.



El segundo tema que aborda esta iniciativa apunta a prorrogar los contratos de trabajo de las manipuladoras y de los manipuladores de alimentos, que se encuentren vigentes al mes de noviembre, por los meses de diciembre, enero y febrero, siempre que cuenten con un desempeño de a lo menos seis meses en forma continua. Las remuneraciones de dichos meses deberán pagarse en las mismas condiciones de los meses precedentes.



Y el tercer punto es que en caso de terminar el contrato por la causal de necesidades de la empresa, las y los trabajadores tendrán derecho a la indemnización por años de servicios respectiva, más las remuneraciones que comprendan desde la fecha de terminación hasta el día anterior al mes de inicio del siguiente año escolar.



Durante la tramitación del proyecto en nuestra Comisión el Gobierno, liderado por la Ministra del Trabajo, señora Javiera Blanco, y la JUNAEB, elaboraron un protocolo de acuerdo donde se recogieron las demandas de las manipuladoras de alimentos, en el sentido de incorporar un bono por sobre el sueldo mínimo que aumente de alguna manera las escasas remuneraciones que reciben estos trabajadores.



De ahí que sea muy importante la firma de este protocolo que va a permitir que se pueda adicionar en forma permanente un bono a las remuneraciones de los manipuladores de alimentos.



Este es un paso más, señora Presidenta, en este camino largo. Y desde aquí, desde esta Sala, quiero rendir un homenaje a las dirigentes de las manipuladoras de alimentos de todo el país, quienes se han movilizado en forma permanente. Esto data del año 2011, pues se trata del segundo intento de perfeccionar la ley, y ellas son las que se movilizaron en todas las regiones del país, las que llamaron la atención, las que fueron organizándose y sindicalizándose de modo progresivo.



En verdad, esta ley en proyecto, que estamos a punto de aprobar en el Parlamento, es mérito de estas dirigentes.



Por eso, señora Presidenta, invito a los colegas a respaldar esta iniciativa y a tramitarla con prontitud, con el propósito de que las más de 35 mil trabajadoras que desempeñan esta función a lo largo de nuestro país puedan, de una vez por todas, recibir estos beneficios y terminar con la situación de precariedad que las afecta.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señora Presidenta, me están pidiendo que transmita la necesidad de abrir la votación.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Si le parece a la Sala, no hay problema.



Antes -disculpe la interrupción, señor Senador- deseo saludar a la Ministra del Trabajo, quien nos acompaña en el Hemiciclo. 



¡Bienvenida!



¿Hay acuerdo para abrir la votación, manteniendo los tiempos de intervención?



Acordado.



En votación general.


--(Durante la votación).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Harboe.
El señor HARBOE.- Señora Presidenta, las manipuladoras de alimentos constituyen parte importante de nuestra comunidad escolar. Ellas mantienen un contacto directo con los menores en una situación muy relevante: en el momento de la alimentación, la cual muchas veces no llega a zonas alejadas o no es de la calidad que dichas trabajadoras y trabajadores consideran que debiera ser. 



Este personal pone gran esfuerzo en su trabajo para dar a nuestros niños, particularmente a los de escasos recursos, los alimentos de manera correcta.



Lamentablemente, estas trabajadoras no han sido consideradas parte de la comunidad escolar ni parte del sistema. Siempre se habla de los profesores, de los asistentes de la educación, de los auxiliares, pero no de las manipuladoras de alimentos. 



¡Y, por Dios, que es importante contar con un régimen laboral que dignifique una función fundamental para el buen trato, el cariño y la alimentación, por cierto, de nuestros niños!



En razón de ello, hace algún tiempo, junto al Diputado Manuel Monsalve, tuvimos la oportunidad de trabajar directamente con las dirigentas de las organizaciones de manipuladoras de alimentos de la provincia de Arauco. Y luego me tocó emprender una tarea similar con el Diputado Jarpa en la provincia de Ñuble.



Ahí uno comienza a conocer más de cerca una labor esencial y se da cuenta, además, de la precariedad del trabajo. 



Al buscar alternativas de solución a dicha situación, empieza a operar la lógica del comprahuevos.



Las trabajadoras plantearon el problema. Nosotros fuimos a conversar con la empresa concesionaria, que nos señaló: “No podemos pagar más a las manipuladoras de alimentos ni mejorar sus condiciones, porque son las bases de licitación las que fijan los términos contractuales que nos permiten financiar el sistema”.



En su oportunidad nos reunimos con gente del Ministerio de Educación de la Administración anterior, que recogió estas peticiones con muy buena voluntad. 



Lamentablemente, no contamos con atribuciones para presentar proyectos en ese ámbito. 



Pero había una iniciativa en el Congreso que podía servir a ese objetivo: el proyecto de Ley de Presupuestos.



De hecho, en la discusión presupuestaria del año pasado, junto con la Diputada Muñoz y los Diputados Monsalve, De Urresti y otros -entonces yo también era Diputado-, presentamos indicaciones para condicionar ese tipo de contratos. Estas, como usted comprenderá, señora Presidenta, eran completamente inadmisibles, pero perseguían un fin: plantear el tema, ponerlo en discusión para que no pasara al olvido por ser poco conocido. De lo contrario, se seguirá desmejorando la condición laboral de las manipuladoras de alimentos.



Celebro que esta iniciativa, originada en moción de los entonces Diputados señora Muñoz y señor De Urresti, entre otros, llegue a esta instancia.



Felicito a la señora Ministra del Trabajo por tomar la decisión de darle la urgencia respectiva a este proyecto para sacarlo adelante y poner término a una situación tremendamente injusta.



Con esta propuesta legislativa vamos a terminar con esa cadena de excusas y pasaremos a la acción de solución. 



Esta futura ley de la República -independiente del Gobierno de turno, del director de la JUNAEB, del director de la JUNJI, de quien administre el establecimiento escolar, del concesionario- va a establecer prioridades e incentivos positivos para beneficiar en los procesos de licitación a las empresas que tengan un buen trato laboral con sus trabajadoras y trabajadores.



Se trata de un derecho permanente. Más allá de si uno sigue o no en el Senado; de si los Diputados cambian o son los mismos o de si el Gobierno de turno es tal o cual, el derecho referido seguirá operando. Este es un tremendo logro y reconoce el trabajo que han hecho todas las dirigentas de las organizaciones de manipuladoras de alimentos.



El presente proyecto plantea, entre las empresas que postulen a los contratos, priorizar a las que paguen los mayores sueldos por sobre el ingreso mínimo mensual. Es decir, el Estado deberá preferir a las concesionarias que entreguen buenas remuneraciones a sus trabajadoras. 



¡Ese es un tremendo incentivo!



Pero también se preferirá a las empresas que establezcan mejores gratificaciones y ofrezcan contratos de duración indefinida.



Ahí se observa otro problema, señora Presidenta: la inestabilidad laboral.



Mientras muchas familias descansamos durante el mes de febrero, un conjunto de chilenas y chilenos no puede hacerlo porque viven la angustia de no tener contrato ni en diciembre ni en enero ni en febrero. Por tanto, deben ahorrar parte de la escasa remuneración que ganan durante el año para sobrevivir esos tres meses y llegar a marzo sin saber si les van a renovar el contrato. 



Aquí se propone premiar el contrato de duración indefinida; por ende, les damos estabilidad y tranquilidad a nuestras manipuladoras de alimentos.



Es más, se dispone la obligación de pagos durante los meses de diciembre, enero y febrero. Con ello otorgamos a esas trabajadoras una remuneración para todo el año, independiente de que algunos establecimientos cierren durante enero y febrero. Es lo que corresponde, pues se trata de un personal permanente que ayuda enormemente con su labor.



Adicionalmente, señora Presidenta, este proyecto contempla el derecho de indemnización por años de servicio para quienes han trabajado durante mucho tiempo en esta actividad.



Felicito a la señora Ministra del Trabajo por su cometido. 



La iniciativa se encamina en la dirección correcta y corresponde a un compromiso que, por lo menos a mí en mi región, me tocó adquirir siendo candidato. Y los compromisos se deben cumplir. 



Hoy día, menos discursos. Votemos para que, independiente del Gobierno de turno, nuestras manipuladoras de alimentos en todo Chile tengan una mejor condición laboral.



Hay que aprobar este proyecto.



--(Aplausos en tribunas).
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señora Presidenta, comparto completamente las declaraciones que acaba de hacer el Senador Harboe.



Junto con reconocer el valor de este proyecto desde el punto de vista laboral, cabe dejar constancia de que sus normas resuelven varios requerimientos que estaban puestos en la agenda pública desde hace mucho por parte de nuestras manipuladoras de alimentos.



Lo relativo al pago de remuneración durante diciembre, enero y febrero es una demanda de hace varios años. Y la verdad es que la forma de resolverla no ha sido completamente eficiente ni eficaz. 



Por otra parte, además de una tremenda precariedad laboral, se advierte toda clase de abusos. Por ejemplo: el despido a mitad de año sin ningún tipo de justificación.



Esta futura ley va a permitir que la persona que sea despedida tenga derecho a que se le pague entre el último día del contrato y el inicio del año escolar posterior, sin perjuicio, por cierto, de la indemnización por años de servicio.



También me parece importante que se incorporen en las bases de las licitaciones aspectos relevantes, como el salario. No hay ninguna justificación -ni resulta lógico- para que un grupo de mujeres y hombres -principalmente, mujeres- que realiza una labor tan importante, como es la nutrición y alimentación de nuestros niños, reciba el sueldo mínimo. Realmente debiésemos sentir vergüenza por eso como país.



Por lo dicho, estimo relevante incluir en las bases de licitación esos parámetros, que tiene que ver con la remuneración, con el contrato indefinido, con las gratificaciones.



Sin embargo, más allá de los aspectos laborales, que son  tremendamente importantes e implican un avance, quiero dejar planteado un desafío fundamental para el futuro. Me refiero a algo que he sostenido en múltiples reuniones tanto en el norte de Chile como en otras regiones: a que se debe cambiar el trato hacia las manipuladoras de alimentos.



Estas hoy son contratadas por empresas externas que prestan servicios dentro del sistema educativo. Bien lo dijo el Senador Harboe: resulta contradictorio que en este ámbito no se considere a dichas trabajadoras. Se habla de asistentes de la educación, de profesores, de personal no docentes, del estatuto del sector, en fin, de funcionarios que dependen y se identifican con su escuela, mientras que las manipuladoras de alimentos se hallan en una categoría distinta. 



Ese es un trato francamente discriminatorio, que no se condice con la naturaleza esencial de la labor que desempeñan.



Por eso, pienso que debemos no solo aprobar el proyecto, sino también dar un paso más allá. Hoy es el momento, toda vez que nos encontramos discutiendo una reforma estructural a la educación y, próximamente, ingresará al Parlamento el proyecto que fija el Plan Nacional Docente, mediante el cual se establece una carrera docente.



Además, se está hablando de un estatuto especial para los asistentes de la educación. Ante ello, creo que las manipuladoras de alimentos deben formar parte de este grupo.



¡No hay ningún fundamento lógico para que tales trabajadoras no sean consideradas asistentes de la educación! 



¡No hay motivo alguno para que ellas sean contratadas por empresas externas que prestan un servicio a determinada escuela!



Por ello, señor Presidente, además de aprobar este proyecto de ley, debemos comprometernos como Senado a hacer todos los esfuerzos posibles -está en la Sala la Ministra del Trabajo y acaba de llegar el Ministro del Interior- para incorporar a las manipuladoras de alimentos a la categoría de asistentes de la educación, con todos los beneficios y con un estatuto específico que les garantice una carrera.



--(Aplausos en tribunas). 



Es más; generando mejores condiciones laborales y mayores espacios para la capacitación, estas trabajadoras podrían cumplir un rol tremendamente relevante desde el punto de vista educativo en materia de promoción de hábitos de vida saludable y combate a la obesidad.



Para ello, tenemos que darles la oportunidad, las herramientas, las justas remuneraciones y condiciones de trabajo estables que pongan fin a la precariedad, muchas veces inhumana, que vemos en tantas regiones del país.



En consecuencia, me siento muy contento de apoyar este proyecto de ley y estoy convencido de que el Congreso Nacional y el Gobierno estarán disponibles para lograr que las manipuladoras de alimentos pasen a ser parte de la comunidad escolar, como corresponde, en calidad de asistentes de la educación.



--(Aplausos en tribunas). 
)-----------(

El señor TUMA (Vicepresidente).- Antes de continuar dando la palabra, deseo expresar un saludo muy afectuoso al Club de Diabéticos Gloria y Esperanza, de San Joaquín.



¡Bienvenidos!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).  

)-----------(

El señor TUMA (Vicepresidente).- A continuación, tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Senado, durante mucho tiempo hemos estado trabajando con las representantes de las manipuladoras de alimentos de mi Región. De hecho, hemos presentado proyectos de acuerdo para velar por la dignidad de su labor.



En primer lugar, felicito a los autores del proyecto, especialmente a la Senadora Adriana Muñoz, quien ha liderado esta iniciativa,...



--(Aplausos en tribunas).    


... y, por supuesto, a las dirigentas, que han estado movilizándose y a quienes hemos apoyado en la medida de nuestras posibilidades.



Nos parece de toda justicia la norma que propone acabar con la incertidumbre que se genera año a año entre los meses de diciembre y marzo, por no saber si se tendrá la posibilidad de seguir trabajando y por no contar con la certeza de recibir una remuneración.



Asimismo, consideramos muy importante que se avance en términos de premiar, en las bases de la licitación y en la evaluación respectiva, las propuestas que contemplen remuneraciones más dignas para las manipuladoras de alimentos.



También resulta relevante la disposición que fija una indemnización por años de servicio, en caso de término de contrato por la causal contenida en el artículo 161 del Código del Trabajo.



En ese mismo sentido, debo señalar que esta iniciativa ofrece estabilidad, pues garantiza que dichas trabajadoras recibirán remuneraciones en los meses de diciembre, enero y febrero, siempre que hayan prestado servicios, a lo menos, durante seis meses en la respectiva empresa.



Sin lugar a dudas, ello significa un avance muy importante en términos de dignidad.



Por otra parte, coincido con el Senador Rossi en el sentido de que las manipuladoras de alimentos pueden ser un actor relevante en la generación de hábitos de alimentación saludable para los niños.



Felicito el esfuerzo tanto de los autores de la iniciativa como de las organizaciones de dichas trabajadoras, que, gracias a su consistencia, su persistencia, su movilización permanente, lograron que hoy estemos aprobando en el Senado una iniciativa que, sin lugar a dudas, dará mayor dignidad a esa labor.



Por supuesto, ellas también tienen un lugar en el proceso educativo, y debemos velar en el futuro por incluirlas en otras materias que digan relación con la función que desempeñan, como la promoción de hábitos de alimentación saludable, lo cual permitirá contar con una comunidad estudiantil cada vez en mejores condiciones.



Finalmente, cabe expresar que lo que estamos haciendo hoy no es otra cosa que darles mayor dignidad y equidad a las manipuladoras de alimentos, quienes hasta ahora estaban condenadas a recibir un salario mínimo.



Sin embargo, en virtud del estímulo virtuoso que se propone, la empresa se abrirá a ofrecer mejores remuneraciones a sus trabajadoras, porque sabe que de ese modo su propuesta va a ser mejor evaluada y, en definitiva, podrá adjudicarse el servicio.



Por lo tanto, felicito a las trabajadoras por el esfuerzo realizado.



¡Ustedes han hecho posible este proyecto de ley!



A las dirigentas les digo que me siento satisfecho de cumplir la palabra empeñada, el compromiso, al aprobar una iniciativa que entrega mejores condiciones de equidad a todas las trabajadoras del sector.



Por último, señor Presidente, saludo de modo especial a las manipuladoras de alimentos de mi Región.



--(Aplausos en tribunas).

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Goic.



--(Aplausos en tribunas).
La señora GOIC.- Señor Presidente, parto saludando a las dirigentas que nos acompañan, pues creo que este proyecto es un logro de ellas.



Comentaba la Senadora Adriana Muñoz, autora principal de esta propuesta, la cantidad de tiempo que llevamos estudiando esta materia. Pero no hubiera sido posible llegar a esta instancia solo con el trabajo parlamentario.



Las manipuladoras de alimentos se han movilizado y organizado. Por tanto, la aprobación de la iniciativa que se está consiguiendo hoy es un justo reconocimiento a ese esfuerzo.



Saludo muy especialmente a Norma, Ximena y Magaly, dirigentas de Magallanes, quienes han seguido esta discusión en forma muy remota. Ellas, por la dificultad del traslado, no han podido estar presentes en este debate, aunque no por ello ha sido menor su aporte.



--(Aplausos en tribunas).


Recuerdo que en la última movilización, a pesar de la nieve, ellas salieron a la calle e hicieron sus planteamientos. Eso valió no solo un avance importante en el proyecto, sino también un protocolo de acuerdo, que, como aquí se ha señalado, va a garantizar la fijación de un bono especial para todas las manipuladoras de alimentos del país, no solo para aquellas que trabajan en las regiones que están sometidas a licitación.



Asimismo, en la misma línea de lo que el proyecto establece como derecho permanente, se incorpora el beneficio de premiar a las empresas que ofrecen mejores condiciones laborales.



Al respecto, cabe destacar que las manipuladoras de alimentos han dado una pelea para favorecer no solo a las trabajadoras incluidas  en los contratos licitados en virtud del Programa de Alimentación Escolar, sino también a las involucradas en otras contrataciones públicas. Porque la modificación se hace en la Ley de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios, relativa a la forma como se efectúan las licitaciones en el sector público.



Creo que constituye un tremendo avance otorgar el peso que se requiere a las cuestiones laborales, a cómo se entregan las gratificaciones, a la duración indefinida de los contratos. Es significativo visibilizar el hecho de que la empresa compita por tratar mejor a sus trabajadoras y reconocerlas, y que no interese solo la composición de los alimentos, el valor final de la oferta, como se hacía tradicionalmente.



Destaco que esta ha sido una larga tarea y que hoy las manipuladoras quedarán protegidas en un aspecto que la ley resolvió parcialmente, como ya se mencionó. Ellas tenían garantizado un bono para enero y febrero, pero eso no daba continuidad a sus contratos. Y, lamentablemente -hay que decirlo-, algunas empresas emplearon la fórmula de despedirlas previamente y, por lo tanto, en diciembre no todas tenían asegurados su puesto de trabajo y su remuneración. 



Con la fórmula ya explicada se da continuidad: si están trabajando en noviembre, se extiende su contrato hasta el último día de febrero; y en los casos en que lleven seis meses trabajando se encarece el costo del despido, para evitar la mala práctica de las empresas de despedirlas, finiquitarlas y contratarlas de nuevo.



Con ello se reconoce que no es posible que con recursos públicos una empresa tenga garantizada una licitación por cuatro años mientras las empleadas se encuentran en la incertidumbre de si seguirán trabajando o no.



Señora Presidenta, quiero agradecer y reconocer la labor y el compromiso de la Ministra del Trabajo y de la Dirección Nacional de la JUNAEB. Creo que han generado condiciones para el diálogo, pero también para abordar esta materia con la seriedad que merece.



En tal sentido, hemos escuchado compromisos respecto de fiscalización que considero muy importantes.



Y, junto con la aprobación final de la ley en proyecto, hay que considerar cómo se asumen desafíos para ampliar la cobertura. Me parece una tremenda noticia que se llegue a 60 por ciento en los establecimientos educacionales con el Programa de Alimentación Escolar (PAE). Pero eso requerirá también revisar infraestructura, equipamiento, para que junto con el bono que se ha comprometido, que implica mejores condiciones de estabilidad, también las manipuladoras accedan a condiciones de seguridad y de mejor desempeño en su tarea.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señora Presidenta, estimados colegas, señora Ministra, parto saludando a las federaciones de manipuladoras de alimentos presentes, y en especial a sus dirigentas, las responsables de este documento, que cambió la historia para esas trabajadoras.



--(Aplausos en tribunas).


Una cosa es el proyecto de ley que vamos a discutir, al cual me quiero referir, pero otra el protocolo que suscribieron, después de un esfuerzo tremendo, tres federaciones de manipuladoras de alimentos, dirigentas sindicales de un mundo laboral sumamente disperso, en el cual resulta muy complejo agruparse.



En tal sentido, saludo a FENAMA, a FEMAI y a la Federación de Manipuladores de Alimentos de Chile (FEMACH), cuyas dirigentes de diversos puntos del país están aquí presentes. Las menciono individualmente: Guadalupe Salas, Marta Albornoz, Ana Osses, Alejandra Muñoz, Cecilia Orellana, Sandra Alvarado, Carmen Campos, Isabel Hidalgo, Carmen Rivera, Beatriz San Martín, Angélica Asencio y Gisele Valenzuela. Ellas incidirán en un cambio que afectará no solo a las manipuladoras de alimentos.



Me explico, señora Presidenta.



En el anterior Gobierno de la Presidenta Bachelet se realizó la primera modificación de la Ley de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios, la Ley de ChileCompra, por así llamarla.



En ese momento se logró en el Senado modificar la normativa para obligar a que en las licitaciones se pagara enero y febrero. Hasta esa fecha la precariedad de los contratos de cerca de 35 mil mujeres era tremenda.



A partir de esa ley comenzó un transitar para asegurar que a las manipuladoras les pagaran enero y febrero.



A todo el sector de educación se le cancelaba enero y febrero, con excepción de las “tías”, quienes son responsables de alimentar a cientos de miles de niños; de que la JUNAEB tenga la calificación internacional que posee; de asegurar el plan de alimentación escolar más exitoso del planeta.


Esas mujeres trabajaban diez meses al año, y las despedían o las dejaban en condiciones precarias. Y ellas lograron tal avance.



Después se incorporaron en la Ley de Presupuestos los otros grupos de mujeres, pertenecientes a zonas donde ya se había efectuado licitación. Y por ello comenzó una segunda batalla, en la que varios de los colegas presentes participaron en forma muy activa.



Hoy, producto de una iniciativa de, entre otros, Diputadas que ya no lo son, estamos debatiendo un segundo proyecto de ley.



Yo solo quiero, señora Presidenta, recordar lo que dice el protocolo, porque se sienta un precedente que no solo beneficiará a este grupo de mujeres, sino que además deberá servir de antecedente para trabajadores de otras empresas que le prestan servicios al Estado, como aquellos que participan en la extracción de basura, en los contratos con los municipios, etcétera.



Se incorpora como primer logro un bono garantizado para las manipuladoras, con un piso de 67 mil 500 pesos.



Se establecen a lo menos tres bonificaciones durante el año.



Se contempla el pago de gratificaciones. Esto fue parte del largo debate que sostuvimos para asegurar un mecanismo que entregara más puntaje a las empresas que pagaran gratificaciones a sus trabajadoras.



Lo importante es que el protocolo incluye las próximas licitaciones, que se desarrollarán en las Regiones Cuarta, Quinta, Novena y Duodécima, así como en parte de la Metropolitana. 



Adicionalmente, se considera el compromiso de incorporar en la Ley de Presupuestos los recursos necesarios -el debate lo tendremos el próximo mes- para asegurar que los dos tercios del país que no se liciten también cuenten con esos derechos, a partir de marzo de 2015.



Señora Presidenta, en la ley en proyecto se expresan esos criterios. Pero no está en ella el texto del protocolo.



Deseo solo dejarlo consignado, porque nos gustaría que algún día se plasmara en la ley lo que figura en el protocolo, para que esto no dependiera de las autoridades de turno.



--(Aplausos en tribunas).

El señor LETELIER.- Porque existe el compromiso de que en las próximas licitaciones van…

La señora ALLENDE (Presidenta).- Ha terminado su tiempo, señor Senador.

El señor LETELIER.- ¿Puedo redondear?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Por supuesto.

El señor LETELIER.- Queremos asegurar, señora Presidenta, que lo que he mencionado esté a futuro en la ley.



Se incluye el encarecimiento del despido -lo indicaban las Senadoras Goic y Muñoz-, algo muy importante, que se encuentra en el artículo 2°.



Espero que el logro alcanzado permita que iniciemos un camino para valorizar social y económicamente la labor de las manipuladoras de alimentos. Y ojalá que, a la vez, sirva de precedente para miles de trabajadores que les prestan servicio a políticas públicas que no tienen por qué estar sometidos a empresas que dicen no tener utilidades y que están en situaciones tremendamente precarias, cuando sabemos que ello no es cierto.



El Estado debe ser un buen empleador, pero también un buen contratador de empresas que les paguen bien a sus empleados.



Felicito a las trabajadoras.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).-  Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señora Presidenta, creo necesario hacer justicia en esta iniciativa recordando a sus autores.



Ya se ha mencionado a algunos. Pero creo que es justo nombrarlos a todos.



No obstante que pareciera ser que la actual Senadora Adriana Muñoz fue la líder en la Cámara de Diputados, cabe recordar que también participaron en la formulación del proyecto la entonces Diputada y hoy Senadora Carolina Goic; el entonces Diputado y actual Senador Alfonso de Urresti; la Diputada Alejandra Sepúlveda; los Diputados Manuel Monsalve, Sergio Ojeda y Patricio Vallespín y los entonces Diputados María Antonieta Saa y Felipe Salaberry.



--(Aplausos en tribunas).



Creo que ellos interpretaron el sentimiento de injusticia que embargaba a las manipuladoras de alimentos de establecimientos educacionales.



Por lo que he podido apreciar, gracias a la fuerza de sus dirigentas -las conocí tanto en mi Región como a nivel nacional- se juntó lo que se necesita para que este tipo de proyectos prosperen: voluntad política y decisión de los dirigentes.



Las federaciones de manipuladoras de alimentos, además, demostraron que, a pesar de que son varias las organizaciones que las agrupan, saben actuar en forma unida y coordinada.



Nosotros recibimos a la Federación Nacional de Manipuladoras de Alimentos PAE y PAP; a la Federación de Manipuladoras del Norte; al Sindicato de Manipuladoras de la Cuarta Región; al Sindicato de Manipuladoras de la Quinta Región; a la Federación Central de Manipuladoras de Santiago; a la Federación Interregional de Manipuladoras de la Octava Región; es decir, a una gama muy representativa de dirigentas de todo nuestro país. Ello permitió constatar que efectivamente se trata de una causa justa y que merece todo nuestro respaldo.



Por eso, me sumo a las felicitaciones que se han expresado. Porque quienes han estado en contacto con dichas dirigentas -como me tocó en este último tiempo, cuando me he integrado a la Comisión de Trabajo- y visto cómo se desempeñan se habrán dado cuenta de que son dignas de nuestro respeto y reconocimiento.



Ahora bien, el proyecto fue aprobado por la Comisión en sus tres aspectos.



Uno que me interesaba particularmente decía relación con el hecho de que en las bases de licitación se incluyera un incentivo para que ganara la licitación quien ofertara mayores sueldos por sobre el ingreso mínimo mensual.



Habríamos querido que se incorporara un porcentaje. Pero se señaló que eso no era propio de la ley. Sin embargo, en el protocolo de acuerdo ello tampoco ocurrió.



Creo que es tiempo de que se añadan los porcentajes. Porque eso irá midiendo el compromiso que realmente se tiene para mejorarles el ingreso base a las manipuladoras de alimentos.



Junto a ello, sí logramos incorporar en esta iniciativa algo que ya venía consignado en el protocolo suscrito en agosto recién pasado, cuando se hablaba de la mejoría que debía haber en el ingreso mínimo y las demás remuneraciones. Como en el concepto de remuneraciones se entienden comprendidas las gratificaciones, se especificó que el incentivo pertinente se refería también a las gratificaciones legales.



Discutimos en la Comisión si acaso era conveniente que esa gratificación, que de acuerdo al artículo 50 del Código del Trabajo es del 25 por ciento de la remuneración -tal vez es menor que la establecida en el artículo 47 del mismo cuerpo legal, pero es segura-, fuera incorporada en las normas de la ley en proyecto.



Se estimó que era impropio, porque alteraba el sistema regular de las gratificaciones.



Pero hay que hacer algo.



Por lo menos dimos la señal en el sentido de adjudicar la licitación a quienes ofrezcan los mejores sueldos por sobre el ingreso mínimo, pero priorizando respecto de aquellos que además comprometan gratificaciones legales seguras.



Lo digo porque me llamó la atención la información que nos dieron muchas federaciones en cuanto a que, curiosamente, las empresas no reciben utilidades y, por lo tanto, no entregan gratificaciones.



Aquello, sin lugar a dudas, no es así.



En la Comisión le solicitamos al Servicio de Impuestos Internos que nos informara acerca de esa situación, al objeto de evitar que se burle el pago de las gratificaciones, más todavía cuando se dice que se cancelan las de otro personal de la empresa de alimentos, pero no las correspondientes a las manipuladoras. Ello, ciertamente, no corresponde.



Asimismo, se estableció -como ya se ha dicho- la obligación del pago de las remuneraciones de diciembre.



La legislación actual ya había considerado enero y febrero. Pero hecha la ley, hecha la trampa: las empresas estaban cortando los contratos antes. En consecuencia, se dispuso también el pago de las remuneraciones de diciembre, para evitar esa situación.



De igual forma -quizás no se ha subrayado, pero es importante-, se incorporó una norma que hoy existe en el Código del Trabajo para el personal docente, mediante la cual se extiende el beneficio…

La señora ALLENDE (Presidenta).- Puede concluir, señor Senador.

El señor LARRAÍN.- Señora Presidenta, en rigor, el tiempo para intervenir debería ser de diez minutos, porque estamos en la discusión general.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Señor Senador, como abrimos la votación y nadie pidió que se conservaran los tiempos, corresponden cinco minutos para fundamentar el voto.



Si me lo hubieran planteado antes, no existiría ninguna objeción. Pero -reitero- nadie lo solicitó.

El señor LAGOS.- ¡Había letra chica…!

El señor LARRAÍN.- Siempre se pide así, sin letra chica. Pero, en fin, trataré de ser breve.



Simplemente, quiero mencionar que la norma vigente dispone que los contratos de trabajo “se entenderán prorrogados por los meses de enero y febrero, siempre que el docente tenga más de seis meses continuos de servicio en el mismo establecimiento”.



Esa disposición se extendió también a las manipuladoras de alimentos, lo cual permitirá que, si tienen esos seis meses, al aplicarse una causal de despido también se les pagará la indemnización por años de servicio. Con ello se evitará la burla de un derecho que les asiste a las manipuladoras, como a cualquier otro trabajador.



Por todo lo expuesto, considero que se trata de una gran iniciativa. En consecuencia, la aprobamos con entusiasmo.



--(Aplausos en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señora Presidenta, han sido muchas las veces en que hemos señalado que el Estado es un muy mal empleador. Y esta no es la excepción.



Me asombra que nos sorprendamos frente al abuso que han tenido que vivir las mujeres y hombres que trabajan en esta importante actividad: la manipulación de alimentos.



A vista y paciencia de cada uno de nosotros ha habido abuso del Estado, que, aparte ser un mal empleador, tampoco da garantías cuando debe tercerizar un servicio como el que realizan esos trabajadores, que se lleva adelante ni más ni menos que para dar alimentación a los más pequeños, quienes muchas veces presentan altos grados de vulnerabilidad.



Hoy se está haciendo justicia. Y me sumo al saludo afectuoso y respetuoso a la dirigencia nacional, a las mujeres y los hombres que han llevado adelante un trabajo importante.



Por supuesto, saludo a Normita, a Ximena, a Magaly, a las trabajadoras y a los trabajadores de la Región de Magallanes.



Pero tengo algunas dudas, señora Presidenta, y no quiero dejar de plantearlas.



Era tremendamente necesario reconocer la labor que dicho personal realiza y la inestabilidad en que quedaba durante diciembre, enero y febrero.



Era un sufrimiento eterno para ellos: trabajo por un par de meses; luego caían en la situación descrita, y sobrevenía la incertidumbre absoluta.



Ahora se les dará una garantía a las trabajadoras y a los trabajadores que se hayan desempeñado a lo menos seis meses como manipuladores de alimentos.



Pero cuidado con eso. Deberemos tener todos mucho cuidado. No vaya a suceder que a la empresa se le ocurra la brillante idea de ¡desvincular a los trabajadores antes de los seis meses para que no se dé la continuidad laboral…!


Sé que las directivas nacionales y regionales han sido muy rigurosas y llevaron a cabo un trabajo tremendamente serio. Eso para nosotros constituye una enorme garantía.



Lo que estamos logrando hoy, sobre la base del trabajo de las dirigentes del sector, es lo que el Estado siempre debió haber hecho. Al licitar las bases, la JUNAEB tendría que haber pedido de manera permanente que la empresa se obligara a entregar un sueldo más arriba del ingreso mínimo.



Eso no se hizo nunca.



Dichas trabajadoras tuvieron que dar una larga lucha. Y ahora se está haciendo justicia sobre la base del salario, de la gratificación, de la estabilidad, del reconocimiento por los meses o años de servicio.



Ahora bien, coincido con algunos Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra en cuanto a que las manipuladoras de alimentos no pueden estar ajenas a la situación, por ejemplo, de sus próximos iguales: los asistentes de la educación.



En tal sentido, me sumo al planteamiento hecho a la Ministra para que considere la urgente necesidad de que esas trabajadoras, en la actividad que llevan adelante, sean tratadas por igual dentro de la educación pública y formen parte de esa categoría: asistentes de la educación.



¡Si estas “tías” efectúan una enorme labor, que va más allá de lo que les exige el cargo! Conozco su desempeño. Me he reunido muchas veces con ellas, hemos trabajado juntos. De modo que sé que realizan una labor que excede con mucho sus obligaciones.



Quiero felicitar a las manipuladoras de alimentos de establecimientos educacionales; a la gente de la Región de Magallanes, quienes han dado una enorme lucha. Y creo que, simplemente, debemos comprometernos a buscar la estabilidad a como dé lugar, pero haciendo posible que el día de mañana esas trabajadoras sean parte de una estructura laboral que les permita tener muchas más garantías y mucha más estabilidad.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas)

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra la Senadora señora Muñoz.

La señora MUÑOZ.- Señora Presidenta, a decir verdad, siempre se puede más.



La propuesta contenida en el proyecto que nos ocupa es lo que humildemente hemos podido desarrollar durante todos estos años.



Quiero felicitar a mis colegas de la Comisión de Trabajo (Senadores Hernán Larraín, Andrés Allamand, Carolina Goic y Juan Pablo Letelier), pues el despacho de esta iniciativa fue posible por la voluntad que hubo en dicho órgano técnico.



--(Aplausos en tribunas)



Sabemos que se puede más. Es factible volver al Estado la función en comento, en fin. Y todos quisiéramos un debate más profundo sobre la materia.



Ahora bien, yo solo deseo puntualizar dos cuestiones que se me quedaron en el tintero cuando vi el informe.



La primera dice relación con el hecho de que en el proyecto original que presentamos se planteaba la situación de las manipuladoras que se desempeñan en los internados de las municipalidades.



Yo quiero tener la certeza de que con la redacción aprobada quedan incorporadas aquellas trabajadoras. Por ahí licitan los municipios, no la JUNAEB.



La otra cuestión se refiere al anuncio del Gobierno, hecho hoy en nuestra Comisión a través del Director del Trabajo, en el sentido de que en octubre se iniciará un masivo plan para fiscalizar la situación de las manipuladoras de alimentos a lo largo de todo el país.



Eso es muy importante, pues la ley puede ser letra muerta si no hacemos un seguimiento territorial directo a la forma de proceder en las nuevas licitaciones.



Por ello, felicito a la Ministra del Trabajo, quien echó a andar el mencionado plan, que prevé la realización de 450 fiscalizaciones en el tiempo que medie entre noviembre y diciembre. Y, por cierto, habrá que empezar a ver hasta qué punto las licitaciones que empezarán a correr desde esos meses van a recoger las propuestas que hacemos mediante la iniciativa de ley que estamos debatiendo esta tarde.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Ossandón.

El señor OSSANDÓN.- Yo voy a votar que sí, señora Presidenta. 



Trabajé por más de 20 años con el gremio, administrando colegios como alcalde. Por lo tanto, sé lo que pasa. 



Sin embargo, me preocupa que este proyecto, cuando dispone que en la licitación y evaluación de las propuestas “se dará prioridad”, no especifique.



Hay que decir la verdad: de la tabulación efectuada en la licitación dependerá si se paga o no el mínimo.



Como dijo el colega Bianchi, el Estado ha sido siempre un pésimo empleador.



Recuerdo que, cuando asumí como Senador, el primer proyecto que vimos fue el de los recolectores de basura. La  mayoría de estos trabajadores gana el sueldo mínimo. Y ello, porque las bases de licitación están mal hechas: potencian un montón de puntos, pero no los destinados a proteger a las personas.



Yo voy a votar que sí, señora Presidenta. Pero me gustaría que la señora Ministra instruyera a la JUNAEB y a otros entes en el sentido de que con un simple reglamento se puede reforzar una tabla que asegure realmente que no se pague el mínimo.



Cualquier licitación tiene varios puntos de evaluación. Y, a pesar de que aquí se dice que se dará prioridad a quien ofrezca los mayores sueldos, hay que considerar que eso entrará a competir con un montón de ponderaciones que perfectamente pueden hacer caer lo establecido y permitir que gane una empresa que paga el mínimo.



Una de las cosas que se podrían tabular perfectamente -sé que por ley no resulta factible disponerlo- es el otorgamiento de un puntaje alto a las empresas que en el plazo de la licitación -normalmente son 3, 4 años- tengan contrato por el período de aquella. Eso, en vez de contratos anuales y que terminan en diciembre.


Claramente, la oferta de la empresa va a estar definida por la plata que ponga quien hace la licitación. Y si se dice que las remuneraciones se pagan en los meses de enero y febrero, eso se va a incluir en el contrato. Es bastante simple.



Por ello muchas veces, como reza un dicho muy antiguo de Chile, la culpa es de quien da el afrecho, de quien fija las bases de licitación. 


Ojalá que, como Senado, seamos capaces de estudiar la materia.



El día en que asumí planteé la necesidad de buscar una normativa que obligara a los municipios a valorar con mayor ponderación las remuneraciones ofrecidas por los postulantes a la licitación: “Esto es para la basura, esto para mantención de áreas verde, esto para las manipuladoras de alimento de instituciones municipales”.



Ojalá que exista la instrucción a que me referí y que se vea por qué este proyecto no asegura que no se pague el sueldo mínimo -creo que esto es lo que estamos buscando-, ni tampoco la existencia de un contrato por los años de la licitación.



Si eso se especifica en las bases de licitación, la operatoria es muy simple, porque la empresa, lógicamente, tiene que incluir en su costo la indemnización por años de servicios, los meses que no se trabajan manipulando, etcétera. Y así vamos a proteger a la gente que trabaja y, por ende, tiene pleno derecho a percibir un sueldo decente y a disponer de buenas condiciones laborales.



Así que, señora Presidenta, voto que sí, con la salvedad de que a las organizaciones del Estado que van a hacer las licitaciones debe instruírselas para que en su reglamento se preocupen de que la ponderación asegure que no se va a pagar el sueldo mínimo.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señora Presidenta, soy Senador de La Araucanía, donde desde el año 2006, 2007, 2008 hemos estado trabajando con manipuladoras de alimentos que se han preocupado de representar a su gremio.



De verdad, les ha resultado muy difícil organizarse. Recuerdo que en 2007, cuando se intentó constituir un ente sindical, a varias se las despidió. Y no pudimos acreditar que había una práctica antisindical.



Dichas trabajadoras han sabido de una dificultad muy seria: la de enfrentar a un empleador que no tiene ninguna consideración.



A decir verdad, la responsabilidad, más que de ese empleador, quien tiene el carácter de concesionario, es de nosotros como Estado. Porque este, para ahorrarse los derechos laborales, ha externalizado la función que llevan a cabo las manipuladoras.



La reforma educacional nos dice que debemos atender íntegramente las necesidades de los alumnos. Y la alimentación es parte de la educación.



¿Por qué razón, entonces, otros actores de la educación son tratados con contratos permanentes, que incluyen asignaciones especiales y beneficios de diversa índole que no tocan a las manipuladoras de alimentos?



En esta materia, señora Presidenta, hemos de hacer un acto de justica.



Ya avanzó la Presidenta Bachelet el 2008 al aprobar una remuneración para los meses de enero, febrero y marzo o diciembre, enero y febrero. Pero aquí estamos dando otro paso.



Quiero felicitar a la Senadora Adriana Muñoz y a quienes la han acompañado en este proyecto, pues  con él vamos a lograr que dichas trabajadoras tengan mejores remuneraciones y mejores condiciones laborales, como asimismo que las ofertas de los postulantes a las licitaciones sean sobre el ingreso mínimo, en lo posible.



Tiene razón el Senador Ossandón: esto no se encuentra garantizado. Pero sí se garantiza que van a tener mejores condiciones. Y eso dependerá mucho del rol de la JUNAEB.



La duración indefinida de los contratos es indispensable. Lo más importante de este proyecto -diría yo- es que va a permitir que aquellos duren al menos el tiempo de la concesión: si esta es por 3, 4, 5 años, el plazo de la contratación no puede ser menor.


Se trata de un paso gigantesco, porque de esa manera se obtiene derecho a vacaciones, a reconocimiento de gratificaciones, a todo lo que consigna el ítem de remuneraciones. Y, por supuesto, en el caso de despido hay derecho a indemnización por años de servicio.



De verdad, este es un paso gigantesco. No está hecho todo; debemos seguir adelante. 



Señora Presidenta, quiero saludar a las manipuladoras de alimentos de la Región de La Araucanía, a quienes hace 15 días acompañé en un avance para su organización. Años atrás no podían organizarse 4 o 5: ¡hace un par de semanas se juntaron más de 150 en un sindicato interempresas!



Saludo especialmente a Mirna Chaves, quien fue elegida por amplia mayoría presidenta de esa agrupación.



Y saludo también a las manipuladoras de alimentos que nos acompañan hoy en las tribunas para defender a su gremio.



--(Aplausos en tribunas).



A ellas quiero expresarles que la ley en proyecto es un gran avance y que deberemos dar respaldo no solo a los derechos explicitados, sino también a las organizaciones sindicales que están siendo capaces de estructurarse.



He dicho. 



--(Aplausos en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señora Presidenta, ciertamente, voy a concurrir con mi voto favorable a la aprobación de este proyecto de ley. 



Como han señalado otros Senadores, acá hay dos objetivos principales: asegurar la continuidad laboral de las manipuladoras de alimentos durante los meses de diciembre, enero y febrero, y, al mismo tiempo, darles prioridad, a la hora de evaluar las licitaciones, a los contratos que ofrezcan mejores condiciones en términos de ser indefinidos, de incluir gratificaciones legales, de contemplar condiciones de trabajo más ventajosas.



Estamos de acuerdo con aquello. Pero quiero hacer dos reflexiones. 



En primer término, parece ser posible una discriminación positiva cuando el Estado compra servicios; cuando compra manipuladoras de alimentos para que trabajen y atiendan a nuestros hijos; cuando compra bienes públicos.



Por tanto, es factible que la compra de servicios se evalúe no solo en función de los requerimientos técnicos, sino también por la vía de introducir un elemento valórico. 



Lo señalo porque hasta antes de esta iniciativa, a la hora de elegir qué empleador se iba a llevar los contratos, se optaba al final del día por el que representaba el menor costo. Punto. Ese era el elemento y así era la regla. Y se decía que de esa forma el Estado ahorraba recursos que podía usar para otros fines.



Sin embargo, a medida que el Estado crece, a medida que Chile es menos pobre o dispone de más plata, puede, a la hora de licitar, poner otras variables sobre la mesa: por ejemplo, la dignidad laboral, los sueldos y otros elementos que antes no se consideraban. 



Esto se podría replicar en otros planos, señora Presidenta.



¿Qué pasa, por ejemplo, con las compras públicas a pequeñas y medianas empresas? Como los servicios estatales deben maximizar sus recursos, sus lucas, se tiende a privilegiar a las que tienen economías de escala, que muchas veces son empresas más grandes, dejándose fuera de la licitación a las medianas y a las más pequeñas, que no las tienen.



Pues bien: con el proyecto en debate se genera un precedente importante a la hora de discriminar la forma como el Estado realiza sus compras.



Señora Presidenta, me quiero detener en un tema que planteó la Senadora Adriana Muñoz y que considero muy importante.



Esta iniciativa hace una cosa. Sin embargo, simultáneamente ha habido otros acuerdos. Entre ellos está el suscrito entre la Dirección del Trabajo y las manipuladoras de alimentos con respecto a las fiscalizaciones. Y estas tienen un truco, una gracia: la Dirección del Trabajo no las va a hacer al azar; estarán conversadas con las manipuladoras de alimentos, para poder dirigirlas a los lugares donde se entiende que se deberían mejorar las condiciones laborales. 



Y nótese que no parto diciendo nada negativo: solo hablo de “mejorar las condiciones laborales”. Porque quién sabe mejor que aquellos que trabajan permanentemente dónde hay que poner el ojo y dónde hay que llevar a cabo las inspecciones. 



En este caso se trata de una fiscalización masiva, que va a tener lugar entre los meses de octubre y diciembre, respecto de 350 a 400 empresas.



Ello afecta a todas las regiones. El Senador Tuma hablaba de La Araucanía y del trabajo que ha realizado allá. En la Quinta Región también hemos tenido reuniones y trabajo coordinado con el Sindicato de Manipuladoras. Solo quiero mencionar a María Cortez, quien hace un par de meses organizó una reunión con la Ministra Javiera Blanco.



--(Aplausos en tribunas).



Por consiguiente, nosotros hemos estado encima.



Termino con esto, porque me queda un minuto.



Hacía rato que yo no estaba en el Senado. Y veo que en dos días seguidos el Congreso aprobó dos proyectos tremendamente importantes y que nos hacen ponernos al día en nuestras obligaciones como país en las cuestiones laborales: ayer se despachó definitivamente en la Cámara de Diputados -y pasó por el Senado- la iniciativa de ley que garantiza mejores condiciones a las mujeres trabajadoras de casa particular, puertas adentro y puertas afuera;...



--(Aplausos en tribunas).


... y esta tarde nos ponemos al día con las trabajadoras manipuladoras de alimentos. 



--(Aplausos en tribunas).


Y hay que hacer historia.



Como Chile crece, como somos un país al que le va mejor, la pregunta es de qué manera repartimos la torta.



Pues bien: hoy la repartimos haciéndonos cargo de algo que el Estado no asumía.



En efecto, antes, como teníamos menos lucas, decíamos: “No condicionamos las licitaciones; damos los contratos más eficientes desde el punto de vista económico, y no ponemos un valor adicional”.



Ahora, como Chile tiene más recursos, junto con buscar lo técnico, se agrega el componente laboral de dignidad en el trabajo.



Eso es lo que hace un país cuando crece: ofrece mejores bienes públicos para sus hijos, para los niños que se alimentan con los recursos de la JUNAEB, pero al mismo tiempo les hace justicia a aquellos que proveen los servicios pertinentes.



Así que, señora Presidenta, voto contento: segundo día en que estamos aprobando en el Parlamento legislaciones que hacen una diferencia concreta para muchos chilenos, y particularmente, en esta oportunidad, para mujeres.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señora Presidenta, en primer término, quiero valorar este proyecto. Me parece muy importante el trabajo de algunos parlamentarios y, especialmente, lo que han hecho las dirigentas de distintos sindicatos y organizaciones que por años están en esta lucha, que hoy alcanza un logro.



Es muy legítimo pelear por elevar las condiciones laborales de las manipuladoras de alimentos. Y -se ha dicho aquí- este articulado representa un avance muy significativo en lo concerniente a pago durante los meses de verano, sueldos más altos, mejores condiciones de trabajo, indemnización y, también, capacitación. 



Porque no he oído mencionar la capacitación. Pero es fundamental que las manipuladoras de alimentos tengan las condiciones generales de los trabajadores; por tanto, que se les permita ir accediendo a distintos niveles de formación y capacitación propios de nuestras leyes laborales.



Sin embargo, me preocupan mucho los niños de los colegios. Porque, al final, este es un sistema organizado para servirlos a ellos. Y me inquieta el modelo de producción de los alimentos.



Uno se pregunta qué está pasando con las raciones. Y la realidad es bien desigual. Hay empresas muy serias y lugares donde los inspectores son correctos; empresas regulares y empresas malas. 



Y se pregunta asimismo cuántos niños están accediendo a las raciones en los distintos colegios. Porque entiendo que el sistema de la huella digital no está funcionando como se pensaba. Empezó, pero no se terminó su implementación. A la vez, las calorías no dicen relación necesariamente con los requerimientos de los niños y no siempre la dieta contiene lo que a estos les gusta.



Esa es una realidad que también hay que tener en cuenta.



A mí me parece que todo el sistema de manejo de las empresas en esta materia es bien desigual. Y todavía no encontramos una manera adecuada de garantizar que todas las raciones sean como se plantea. 



En ese marco se dan las malas condiciones de trabajo. En ese marco, la fiscalización planteada aquí no es solo de las condiciones de trabajo: se debe determinar si este modelo de empresa, para responder a la necesidad en comento, es adecuado o no. 



Creo que ese es el problema de fondo.



Porque, como señalaba el Senador Lagos, en una época se optó por decir: “Tengamos empresas precarias para cumplir ciertos roles”. Aquí se han mencionado distintas actividades que lo requieren. El Estado llama a licitación por el menor valor posible. Pero los precios de las raciones son bajísimos; y las empresas ajustan para tener utilidades. Y lo cierto es que, al final, en muchos casos las raciones resultantes son bastante discutibles.



Hay también pérdida de alimentos, producto de problemas de organización de las empresas.



Yo he visto casos en que las bodegas y las condiciones sanitarias dejan mucho que desear. En una Comisión investigadora me tocó conocer, por ejemplo, el caso de Arica. Y, así, existen realidades que requieren bastante más detención.



Algunos Senadores han afirmado en esta Sala que el Estado es un mal empleador o un pésimo empleador.



Yo quiero decir que aquí hay un modelo de empresas precarias por el cual se optó y que debemos remplazar. Porque pagan el mínimo. Pero no podemos seguir así.



Uno dice: empresas públicas. Pero tenemos la Constitución, la norma sobre el Estado subsidiario, que les impide a los municipios o a otras instancias crearlas.



Deberíamos aspirar a empresas más estables, más sólidas, que fueran efectivas colaboradoras del Estado en la función de prestar servicios tan necesarios como el que nos ocupa.



A mi juicio, toda esta materia hay que verla en el marco de la reforma educacional. Es menester garantizar que la función de la JUNAEB de prestar alimentos se realice con personal que se encuentre en las mejores condiciones y tenga la mayor estabilidad. El que nos ocupa representa un campo de trabajo que se va desarrollando y fortaleciendo.



Lo mismo ocurre en otros ámbitos. No podemos hacernos los lesos. Aquí se optó -repito- por un modelo de precarización de ciertas actividades. Por eso, las licitaciones y las remuneraciones son como son.



El Senador que habla está muy de acuerdo con el proyecto, porque se empieza a decir: “Es preciso cambiar”. Se requieren pago digno de la función de las manipuladoras, indemnizaciones, capacitación, trato distinto, pero en el marco de un mejor servicio a los niños, porque ese es el objetivo para el cual se creó el sistema. Creo que este presenta deficiencias importantes y que es necesario ver cómo perfeccionarlo en el marco de la reforma educacional.



Muchas gracias.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, me he querido sumar, por cierto, al apoyo a la iniciativa.



Saludo a todas las dirigentes a lo largo del país y a las que se encuentran en la tribuna, que han sido tan activas.



Además de felicitarlas -la verdad es que han desplegado un esfuerzo incansable-, le brindo un reconocimiento a la Senadora señora Muñoz. La tramitación de la moción comenzó durante el paso de nuestra colega por la otra rama del Congreso y varios Diputados la acompañaron en impulsarla.



Desde hace bastante tiempo hemos venido hablando y hablando del asunto que nos ocupa, sobre todo por la situación injusta que se presenta en los meses de enero y febrero. Nuestro primer intento obviamente no dio el resultado que esperábamos, lo que ayudó a que hoy día, habiendo persistido nuestra preocupación, estemos dando un paso muy diferente, en la medida en que ya no se dependerá de la fiscalización, sino que tendrá que existir continuidad en el trabajo. Y ello es fundamental. Lo otro no podía ser. La regulación en estudio va a implicar, entonces, una relación laboral distinta, incluida la gratificación, si fuere del caso.



Junto a saludar a la señora Ministra, aquí presente, deseo agregar que me parece importante el protocolo logrado. Creo que mejorará sustantivamente un sueldo bruto de por sí bajo.



Mas también deseo compartir el hecho de que se trata de personas que cumplen una función tan delicada como la manipulación de alimentos, ni más ni menos.



Algo de lo expresado por el Honorable señor Montes no deja de preocuparme. Se precisa un sistema para garantizar el servicio que se entrega. Además de la consideración de la dignidad de los trabajadores, que merecen respeto -se trata de mujeres, fundamentalmente-, y de mejores condiciones laborales, capacitación y continuidad en el empleo, con gratificaciones y todo lo que sea necesario, cabe preguntarse si contamos con el procedimiento de licitación más conveniente y que efectivamente proporciona la mejor alimentación a nuestros niños.



Todos hemos conocido, en el último tiempo, las cifras demostrativas de que cada vez existe mayor obesidad infantil. Muchas veces, los alimentos vienen con más sal que lo adecuado o no se puede decir que han pasado por un profesional nutricionista que garantice que estamos entregando lo que en verdad requiere un menor.



No se ha destacado un aspecto adicional. Se mencionó que los cambios irán en beneficio de una gran mayoría de los manipuladores de alimentos, pero a través de licitaciones. La cuestión radica en que numerosos municipios contratan directamente a trabajadoras para que presten el servicio en colegios, y no sé en qué situación quedan aquellas que no alcanzan a ser cubiertas por no ser parte de la licitación.



Espero que la regulación no solo sea efectiva, ya que no queremos provocar una frustración mayor, sino que en el futuro también podamos revisar el modelo, como se ha dicho. No se trata de que sea prioritaria la empresa que entregue una mejor remuneración, que garantice la continuidad laboral, sino de buscar la manera de hacer el sistema mucho más taxativo y perentorio, para que no haya ningún intento de burlar la ley o de esquivar responsabilidades, o el resultado no sea el que esperamos.



Creo que todos los que hemos intervenido estamos contentos de decir: “Hemos dado un paso más para dignificar una labor tan importante, a la que no se le ha dado esa significación”.



Nuevamente saludo a las trabajadoras de la Región que represento y a aquellas que siempre se han mantenido activas y pendientes, a lo largo del país, de la aprobación del proyecto. Les hago presente que hemos cumplido. Por supuesto que vamos a acogerlo. Pero, sobre todo, deseo manifestarles que esperamos que este paso sea definitivo. Queremos que en el futuro todo trabajador sea reconocido en su dignidad, sus derechos, su función, su trayectoria, y tenga continuidad laboral y reciba todos los derechos que merece una labor decente.



Muchas gracias.



--(Aplausos en tribunas).
El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, he querido intervenir al final simplemente para agregarme a las expresiones de diversos colegas acerca de los méritos de la iniciativa, tanto desde el punto de vista de su origen como de su contenido.



En cuanto al origen, reitero las felicitaciones a los señores parlamentarios que estuvieron por ella desde el principio.



Me sumo a las manifestaciones de elogio al conjunto de organizaciones que han hecho posible que el proyecto finalmente salga adelante. Creo que desplegaron un notable esfuerzo las dirigentes de las manipuladoras de alimentos, quienes han encontrado finalmente una solución a las demandas que plantearon durante tanto tiempo.



Corresponde destacar la labor efectuada en la Comisión por la señora Ministra del Trabajo, lo que facilitó que en definitiva pudiera llegarse al texto que nos ocupa.



Dicho lo anterior, cabe consignar que varios Senadores han puesto de relieve la necesidad de introducir mejoramientos sustantivos en el sistema global de alimentación. El Honorable señor Montes lo mencionó con relación a los niños.



Escuchamos que se hizo referencia a haber optado por una suerte de precarización, desde el punto de vista de las licitaciones, lo que induciría a generar condiciones adversas para los trabajadores y, en forma simultánea, para el servicio, específicamente en cuanto a la alimentación.



La pregunta, entonces, es en qué topamos para proceder. Porque no observo que alguien esté en contra de una enmienda importante en cuanto a las condiciones existentes, el funcionamiento de las licitaciones, los precios que tienen que contemplar, la forma de garantizar de mejor manera los derechos de los trabajadores.



Lo que estoy haciendo presente es que carece de sentido reparar una y otra vez en una situación incorrecta y concordar todos en la necesidad de superarla, sin que el Ejecutivo intervenga para conseguirlo.



Existe la total disposición legislativa de perfeccionar el conjunto de las disposiciones que tienen que ver con las licitaciones del sector público y con un mayor estándar de todas las empresas participantes en ellas, de modo que la medida se pueda expresar en un objetivo mejoramiento de las condiciones de los trabajadores y del sistema en su conjunto.



En consecuencia, lo que corresponde es que el Gobierno, que tiene la iniciativa exclusiva en estas materias, simplemente se aboque a dicho mejoramiento global. Cabe anunciar desde ya que si lo hace va a contar con el total respaldo de la Sala, del mismo modo como el proyecto en debate fue apoyado por la unanimidad de la Comisión.



Si todos estamos de acuerdo en que se requieren modificaciones, no se advierte razón alguna para que no podamos avanzar y pasemos, en consecuencia, de una simple expresión de deseos a la materialización de un objetivo plausible y perfectamente alcanzable.



Por supuesto, voy a votar a favor. 



Felicito otra vez a las organizaciones que empujaron durante tanto tiempo el proyecto, a los parlamentarios que lo hicieron posible y a la señora Ministra del Trabajo, quien facilitó el trámite.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).
La señora ALLENDE (Presidenta).- Finalmente, puede intervenir el Senador señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señora Presidenta, dado que la iniciativa da lugar a tanto consenso, voy a tratar de ser más o menos breve para ganar tiempo.



Solo deseo consignar que las disposiciones en examen responden a un acuerdo suscrito por las partes: la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas y los representantes de los trabajadores del sector, y su propósito es terminar con malas prácticas de los empleadores para obtener más beneficios a cambio de los derechos laborales. Por consiguiente, media un criterio de justicia y de transparencia que estimo importante.



No voy a entrar al detalle del proyecto, que ya se expuso, pero sí formularé dos observaciones que podrían enriquecerlo.



Primero, me parece que sería interesante, al considerar las bases de licitación y evaluar las respectivas propuestas, ponderar el historial de las empresas para ver si en el pasado han sido buenas o malas ejecutoras de políticas públicas, lo que permitiría ir sacando del sector a aquellas que han hecho del abuso laboral una manera de obtener utilidades.



--(Aplausos en tribunas).


Lo segundo se refiere a la necesaria fiscalización del cumplimiento de los acuerdos, para evitar el descubrimiento o invención de nuevas formas de alterar los propósitos de la ley y de malas prácticas encubiertas que pudieran al final hacer nulo el esfuerzo que aquí se está desplegando.



Voto que sí.



--(Aplausos en tribunas).
El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (35 votos) y, por no haberse formulado indicaciones, queda aprobado también en particular y despachado en este trámite.


Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


--(Aplausos en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Antes de pasar al siguiente punto de la tabla, agradecemos una vez más la presencia de nuestras amigas y dirigentes que nos han acompañado en la tramitación legislativa.



--(Aplausos en tribunas).


Por otra parte, le doy la bienvenida al Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Peñailillo.

AUMENTO DE PLANTA DE PERSONAL DE CARABINEROS DE CHILE Y CONCENTRACIÓN EN SUBSECRETARÍA DEL INTERIOR DE FUNCIONES DE ORDEN Y SEGURIDAD PÚBLICA
La señora ALLENDE (Presidenta).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que aumenta las plantas de personal de Carabineros de Chile y modifica la ley N° 20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


--Los antecedentes sobre el proyecto (9.336-25) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite: sesión 42ª, en 2 de septiembre de 2014.



Informe de Comisión:



Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 48ª, en 23 de septiembre de 2014.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es aumentar gradualmente, durante los años 2015 a 2018, la planta de personal de Carabineros de Orden y Seguridad, de Intendencia y de Justicia, y concentrar en la Subsecretaría del Interior las funciones que en materia de orden y seguridad pública son de competencia del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, en su calidad de entidad coordinadora de las políticas e información que emanan de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública; además de regularse un bono de permanencia para Carabineros.


La Comisión discutió el proyecto solo en general, aprobando por la unanimidad de sus miembros, Honorables señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros, la idea de legislar.



Cabe tener presente que el artículo 3° es de rango orgánico constitucional, por lo que requiere 21 votos para su aprobación.



El texto que se propone acoger en general se transcribe en el primer informe.

El señor PROKURICA.- Pido la palabra para exponer una cuestión reglamentaria.
La señora ALLENDE (Presidenta).- Puede hacer uso de ella, señor Senador.

El señor PROKURICA.- Señora Presidenta, en representación de mi Comité, pido segunda discusión, conforme al artículo 129 del Reglamento, y quiero explicar por qué.



En reiteradas ocasiones he pedido que se resuelva la situación de DIPRECA y se genere alguna salida para un problema que implica una verdadera bola de nieve.



Actualmente, los funcionarios de Carabineros, de Investigaciones y de Gendarmería que pasan a retiro demoran hasta seis meses en recibir su primera pensión.



En seguida, todos los parlamentarios que representamos Regiones donde no hay hospitales institucionales, como Su Señoría y el Senador que habla, sabemos que en dicho sector, producto de la incorporación de más personal en el Gobierno anterior y de no haberse dispuesto los recursos respectivos para DIPRECA, se enfrentan dificultades serias para ser atendido. Hoy día, como Vallenar, Copiapó y Chañaral, por ejemplo, se encuentran en ese caso, estas personas y sus familiares tienen que viajar a Antofagasta o a Santiago, porque no los reciben en los hospitales públicos.



Además, como no hay convenios con clínicas privadas, tampoco pueden acceder a ellas, a pesar de que se les descuenta una cantidad importante por concepto de salud.



No se trata de remuneraciones muy altas, sino bajas, de gente que vive una realidad económica muy compleja.



Le pido al Ejecutivo, a través de los Ministros del Interior y del Trabajo, aquí presentes, que se dé una solución a la brevedad y que se traiga una respuesta al Congreso.



¡No más aumento de personal sin proporcionarse el respaldo económico correspondiente! Seamos responsables y no hagamos pagar el precio a familias humildes, que esperan meses para poder obtener atención de salud.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Por cierto, Su Señoría se halla en su derecho al solicitar la segunda discusión, lo que significa que se votará en la sesión siguiente.



Los señores Senadores pueden inscribirse para usar de la palabra en la primera discusión e igualmente puede intervenir el señor Ministro.



Por lo demás, una vez aprobado, el proyecto debe pasar a la Comisión de Hacienda.



Puede intervenir el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señora Presidenta, daré el informe de la Comisión de Gobierno en mi calidad de Presidente accidental, porque el titular aún se encuentra con licencia médica.



La Primera Mandataria presentó la iniciativa en la Cámara de Diputados con fecha 7 de mayo del año 2014, habiendo sido aprobada en general y en particular a la vez.



El 2 de septiembre recién pasado comenzó su tramitación en el Senado.



La Comisión de Gobierno invitó el 9 de septiembre al General Director de Carabineros de Chile, señor Gustavo González, quien hizo presente que en el año 2011 tuvo lugar uno de los últimos aumentos de la planta de la Institución, el cual representó más de siete mil cupos. En esa oportunidad se legisló también respecto del personal llamado nuevamente al servicio y de la contratación de personal civil, para un total de mil 689 cargos. Estas modificaciones, agregó, permitieron que se liberara igual número de funcionarios de Orden y Seguridad que cumplían labores intracuartel, administrativas o de apoyo logístico, con lo que se logró un incremento de personal operativo de alrededor de diez mil carabineros.



Enfatizó que la iniciativa en discusión contempla, a su vez, seis mil nuevas plazas, las que se traducirán en un aumento real de 5 mil 759 efectivos de Orden y Seguridad, lo que comprende tanto a oficiales como a personal de nombramiento institucional. Ello, unido al aumento de oficiales de Intendencia y de Justicia, suma las seis mil plazas antes indicadas, en un plazo de cuatro años.


El General Director hizo presente que la planta total actual de Carabineros alcanza a 53 mil 522 efectivos, cifra que refleja la planta legal. Sin embargo, sostuvo que ello no es igual a la planta efectiva, pues existen varios puestos vacantes. En el mismo sentido, enfatizó que para obtener la dotación total actual resulta necesario agregar a los cargos de planta los 537 carabineros llamados al servicio y los 5 mil 708 contratados por resolución.



En cuanto a la asignación especial de protección de autoridades que contempla la iniciativa en estudio, expresó que beneficiará a 499 carabineros que conforman el personal que presta servicios operativos en los departamentos de seguridad presidencial, guardia de palacio, escolta presidencial y los departamentos de protección de personas importantes, funcionarios que no cuentan con beneficio alguno por tal concepto.


Respecto de las modificaciones que se proponen a la ley N° 20.502, que creó el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, destacó que ellas proponen incorporar las facultades necesarias para que dicha Secretaría de Estado requiera en forma semestral a Carabineros de Chile los informes, antecedentes y estadísticas que permitan la adecuada evaluación de las medidas y programas de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública para una eficaz y eficiente mantención del orden público.



En concordancia con lo anterior, el señor General Director destacó que en la iniciativa se proponen modificaciones a la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, que son necesarias para compatibilizar las nuevas facultades del Ministerio del Interior y Seguridad Pública para recabar la información antes señalada.



La Comisión escuchó los planteamientos y analizó los antecedentes presentados por el señor General Director de Carabineros, así como también consideró debidamente los documentos presentados y, tal como se consigna en el informe respectivo, el proyecto, sometido a votación, fue aprobado en general por la unanimidad de sus miembros, por lo que proponemos a la Sala acogerlo en los mismos términos.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señora Presidenta, muchas veces hemos aprobado ampliaciones de la dotación de Carabineros, incluida la de oficiales. A mí me extraña mucho que no hayamos aprobado también una ampliación de la dotación del Ministerio Público, porque, si hoy tenemos fiscales con tres mil, cuatro mil causas, significa que parte del sistema no está funcionando.



Creo que el país está pagando cara la actitud que tuvo el ex Ministro Hinzpeter con el Fiscal Nacional señor Chahuán. Al final, un conflicto llevó a que aquello se postergara durante todo el Gobierno anterior. Y en cuanto al actual, yo espero que al menos en el Presupuesto venga algo que al menos complemente, pues las condiciones en que se hallan las fiscalías, particularmente las que atienden mayor cantidad de causas, son bastante precarias.



 O sea, nos estamos engañando. Porque lo que están haciendo las fiscalías es simplemente sacar para el lado las causas menos complejas y decir: “Nos vamos a dedicar a estas y a estas otras no”, lo que produce gran insatisfacción de los afectados.



Al igual que en oportunidades anteriores, aprobaré el proyecto.



Sin embargo, a uno le surgen dudas. Como va a haber un nuevo debate, quisiera plantear algunas preguntas. Probablemente, el Ministro del Interior y el propio General Director pueden informarnos de los análisis que hacen.



Porque, ¿qué ha pasado con el crecimiento de la dotación de Carabineros? ¿Qué efectos ha tenido? ¿En qué se ha traducido en términos de conocimiento, control y prevención del delito?



Durante los últimos años -los últimos diez, más o menos- prácticamente se ha duplicado la dotación.



Se optó por un modelo distinto y se dijo: “En las comisarías más numerosas no vamos a tener mayores, sino comandantes”. Y yo quiero preguntar qué ha significado eso en la realidad. ¿Hasta qué punto el hecho de tener comandantes ha generado una dinámica de funcionamiento diferente en relación con el Ministerio Público, con la Policía de Investigaciones, con el conocimiento de la realidad?



Se optó también por crear más comisarías, las cuales han aumentado, después de mucho tiempo en que su número estuvo congelado. De repente se dijo: “Ampliémoslas”. ¡Ya! Carabineros llegó a la conclusión de que era necesario ampliarlas cuando antes pensaba todo lo contrario: que entre menos comisarías hubiera sería mejor.



Todos los años, en la discusión del Presupuesto nacional, nos toca ver la situación de Carabineros. Y la discusión sobre el Plan Cuadrante es un tema muy importante. La pregunta es: ¿qué pasa con este plan? Siempre se nos responde que funciona bien en regiones, aunque no en la Región Metropolitana, porque ahí faltan recursos. En cambio, en regiones hay más recursos para la complejidad de las realidades que allí existen.



Yo quisiera saber por qué no hay metas de gestión en el Plan Cuadrante. ¿Por qué no este año se propone una meta para cada cuadrante y al final del período se da una cuenta respecto de lo que se ha logrado y lo que no se ha logrado?



Más de alguna vez esto ha quedado en una glosa presupuestaria, en términos de que la cuenta no debe ser por comisaría sino por cuadrante, de tal forma que la ciudadanía pueda decir “Esto está bien” o “Faltó esto otro” y generar una dinámica más virtuosa en la relación con Carabineros.



Creo además que es bien importante comprender cómo va cambiando el delito, cómo van cambiando las realidades, qué situaciones nuevas se van presentando. 



Los barrios no son iguales. 



A alguien se le ocurrió que el modelo para enfrentar La Legua era atacar a fondo ese territorio. ¿Qué significó eso? Que se generaron varias “Leguas”, por varios lados, porque la gente salió de ahí y se instaló en otros lugares. La población Los Navíos, de la Florida, tiene a lo menos tres “Leguas” instaladas, con gente que vino de ese sector.



Yo me imagino que eso ha llevado a revisar el modelo de cómo se hacen las cosas y de qué manera se enfrentan los problemas. Porque entiendo que es parte del abecé, de la historia de lo que hemos vivido.



También tenemos el tema de los cajeros automáticos.



Seguramente, Carabineros y el Ministerio del Interior tienen un análisis de qué pasa con ellos, por qué se han concentrado ahí los delitos, qué se ha hecho bien y qué se ha hecho mal. 



Lo que le dicen a uno es que atacar oportunamente un cajero automático representa treinta millones, de manera inmediata, para los que se lo llevan. ¡Treinta millones! ¡Netos! Y que estos ilícitos los cometen, básicamente, menores de edad, que son los que corren los mayores riesgos. Los demás ocupan implementos. 



En otros países los dispensadores de dinero se hallan empotrados en las murallas.



Entonces, me imagino que algo se estará pensando para enfrentar a fondo este problema.



Los estacionamientos subterráneos del centro eran los lugares donde más se robaba. Lo mismo los estacionamientos de los malls. Y ahí hubo un diseño y una manera de responder a la situación. Los delitos en las farmacias también se han detenido. Porque las farmacias fueron, en un momento, los espacios donde más se robaba y asaltaba.



La solución para el atraco a los cajeros automáticos está llegando tarde. Se ha demorado mucho. ¿Quién debe plantearla? En parte, tiene que ver con diseños preventivos que, entiendo, les corresponde a las policías.



Por otro lado, tenemos el problema del micro y macrotráfico.



A estas alturas, uno ve distintas poblaciones, distintos lugares, y todos sabemos que ahí y acá se vende. Entonces uno se pregunta: ¿qué pasa con eso? ¿Es que no hay una inteligencia que permita captar la dinámica de la droga? ¿O es que se ha tomado la opción de atacar la fuente de la droga, los mayores puntos de distribución, y dejar esto otro así?



Ahora en la discusión se ha señalado que otros países han optado por atacar el microtráfico, por atacar los pequeños delitos, que son los que van generando los grandes delitos. Dicen: “Enfrentando los más chicos se llega a los de mayor envergadura”.



A mí me gustaría saber cuáles son los análisis de Carabineros y también del Ministerio del Interior, no con el afán de generar críticas, sino de ver cómo se va profundizando en la comprensión de los fenómenos que provocan inseguridad.



Ojalá, señora Presidenta, que en el marco del segundo debate podamos ahondar en estas materias, de tal manera que la mayor cantidad de carabineros esté dentro de determinada perspectiva de trabajo, que, entiendo, es lo que se propone. Porque el proyecto le da o fortalece una serie de facultades al Ministerio del Interior para recibir información, para opinar, para evaluar.



El problema, señor Ministro, es que no basta el control institucional: es fundamental, también, el control ciudadano. El puro control institucional se queda en los circuitos. Es distinto que en una comisaría o en un cuadrante se diga: “En este período vamos a hacer esto”. Y que después la comunidad compruebe si se hizo o no se hizo. Yo entiendo que toda la teoría de la policía comunitaria gira en torno a ese eje. Se requiere no solo un control institucional, sino también una interacción con los ciudadanos que permita ir viendo si se está actuando bien en los principales puntos.



En los próximos días vamos a tener la oportunidad de discutir la política de seguridad y la destinación de fondos que se están entregando a las comunas sin conocer -al menos a mí no se me ha informado- la intencionalidad que hay detrás de todo esto, qué se busca desencadenar.



Obviamente, este es un tema de permanente discusión. Por eso está en las encuestas como una de las principales preocupaciones de la ciudadanía. Hay inseguridad y es necesario ver cómo vamos avanzando. La delincuencia va cambiando, va adecuándose a los nuevos escenarios, y es importante que la policía, el Gobierno, todos -el Parlamento también- vayamos asumiendo las realidades más recientes.



Creo que no nos podemos quedar tranquilos; tenemos que estar buscando respuestas apropiadas para situaciones que son distintas.



En ese marco, una mejor labor preventiva de Carabineros no pasa solo por aumentar su dotación. Tiene que ver, igualmente, con las maneras de trabajar, que no pueden ser iguales en todo el territorio. No es lo mismo un policía en el centro de la ciudad que en una comuna de la periferia; no es lo mismo en Santiago que en regiones. Y esto va cambiando. Lo que ocurría hace un tiempo en la Capital ahora se está dando en otros lugares. Yo lo veo. El centro de La Florida opera de un modo más parecido al centro de Santiago que, por ejemplo, a la comuna de La Pintana.



Hay distintas dinámicas.



Y uno se pregunta: ¿capta esto Carabineros? ¿Actúa buscando enfrentar la fuente de la inseguridad, de los delitos? 



Y termino con lo siguiente.



A mí me parece que la relación entre las policías, el Ministerio Público y Gendarmería se ha subvalorado mucho.



Gendarmería tiene un sistema bien precario, una red de control de individuos que están cumpliendo condena en sus casas y que no están detenidos. Y la verdad es que hay pocos tutores para muchas personas. Cada tutor tiene asignadas como cincuenta. Todo indica que ahí hay una fuente de hartas dificultades. No hay un circuito de control, una relación entre las instituciones, y en numerosos casos el origen del problema está ahí.



Por último, a nosotros a cada rato nos dan información. A mí esta semana me contaron dónde estaban las joyas que fueron robadas hace pocos días no sé dónde. Y en realidad es que uno no sabe a quién entregarle esa información. Y no me cabe la menor duda de que la gente que me la dio sabe que están ahí, o al menos algo saben.



Creo que hay un problema en cuanto a cómo se deben potenciar las capacidades que existen, porque la gente no tiene a quién informarle. No se atreve a informar a este o a este otro.



En consecuencia, pienso que necesitamos actualizarnos, modernizar nuestros sistemas de trabajo. 



Yo espero que, encabezados por el Ministro Peñailillo, y en el marco de lo que estamos analizando, demos un paso muy importante hacia delante en estas materias.



Gracias.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Quiero saludar al General señor Julio Pineda Peña, Jefe de la V Zona de Carabineros de Valparaíso, quien se encuentra en las tribunas.



Bienvenido al Senado, General.



Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señora Presidenta, en primer lugar quiero celebrar el ingreso de este proyecto.



Creo que se enmarca dentro de una estrategia. No es una medida aislada, pues aquí hay una visión, que tiene que ver con dotar de mayor nivel de seguridad a la ciudadanía. Y eso pasa por el diseño de una estrategia.



Cuando uno observa el Plan Seguridad para Todos, se da cuenta de que hay un relato, una visión, un norte hacia el cual se va avanzando.



Y, frente a uno de esos elementos, que dice relación con la prevención social del delito y la focalización de un conjunto de recursos, por intermedio de diferentes ministerios, en aquellos lugares donde se concentra principalmente la población en riesgo delictual, uno dice: “Bueno, a través de la prevención social, se evita que nuevos actores ingresen a la carrera del delito, y eso parece adecuado”.



En ese sentido, empleabilidad, emprendimiento, educación, prevención social, también cariño -como se dice por ahí-, entorno, son, a mi juicio, elementos fundamentales.



Cabe señalar que mediante la prevención situacional uno puede observar cómo el Plan Seguridad para Todos, en coordinación con el Ministerio de Vivienda, intenta dar un giro. Y, en vez de construir viviendas, se estima necesaria la construcción de barrios con disminución de densidad poblacional, para evitar los problemas de convivencia, que muchas veces terminan en hechos de violencia que generan demanda por servicios de seguridad.



En materia de control también hay diferentes medidas en las que se está avanzando.



En primer lugar, hace poco tomamos conocimiento que Su Excelencia la Presidenta de la República firmó el proyecto que crea la Fiscalía de Alta Complejidad, para perseguir -valga la redundancia- delitos más complejos. 



Y hay un compromiso para ingresar, antes del 15 de diciembre, el Plan de Fortalecimiento del Ministerio Público, porque, tal como señaló el Senador Carlos Montes, sin fiscales, sin funcionarios del Ministerio Público, no hay seguridad. Podemos tener más policías, podemos tener más detectives, podemos contar con mayor tecnología, pero el encargado de perseguir penalmente los delitos y a los delincuentes es esa institución. Y, por tanto, se requiere también de capacidades persecutorias adecuadas y una relación proporcional entre las causas que se deben seguir, las facultades que se otorgan y el número de funcionarios (léase fiscales y personal de apoyo).



Yo celebro que el Ministro del Interior se haya comprometido a enviar, antes de esa fecha, el proyecto sobre Plan de Fortalecimiento del Ministerio Público, que va a beneficiar a toda la estructura persecutoria, que representa a la sociedad en la persecución de los delitos.



En ese escenario, la iniciativa legal en estudio constituye un complemento, porque, como ya dije, lejos de ser una medida aislada, es otro elemento que va a coadyuvar a aumentar los niveles de seguridad. Su objetivo es incrementar la dotación de Carabineros de Chile.



Es preciso señalar que el Parlamento, durante los últimos diez años, ha conocido al menos tres o cuatro proyectos relacionados con aumentos de personal. Recuerdo el relativo a la ampliación de la dotación policial y, más aún, de alargue voluntario de la carrera, presentado el año 2003, durante el Gobierno del Presidente Ricardo Lagos; el que aumentó en 6 mil plazas la dotación policial, que surgió durante la primera Administración de la Presidenta Bachelet; el que la incrementó en otras 7 mil plazas, durante el Gobierno del Presidente Piñera. Y hoy tenemos una nueva iniciativa que nuevamente aumenta las plazas de Carabineros de Chile en 6 mil.



Es decir, en todos los Gobiernos se ha ido incrementando la dotación de esa institución, lo que parece adecuado porque la demanda por servicios policiales es creciente.



Pero, a diferencia de proyectos anteriores -todos hemos aprendido con la experiencia-, en este se introduce un artículo distinto, mediante el cual se otorgan facultades al Ministerio del Interior y Seguridad Pública para pedir información, antecedentes, estadísticas relativas al desempeño del personal policial en sus funciones operativas.



Lo anterior significa dotar de una facultad de supervigilancia a dicha Secretaría de Estado para conocer el detalle del avance semestral de los planes operativos. 



El sentido de ello es que la autoridad que toma las decisiones     -la autoridad política, en este caso- tenga información oportuna y suficiente para poder enmendar los errores que se estuvieren cometiendo, si los resultados así lo revelan, o bien fortalecer aquellas medidas que en alguna comuna, provincia o región se han adoptado de manera correcta.



Por eso me parece que este es un buen proyecto. Y lo es también porque establece un aumento mayoritario: 53.522 plazas para el PNI (Personal de Nombramiento Institucional) y 4.380 para los oficiales.



Probablemente, hay algo que se desconoce. Pero el modelamiento de la planta influye en la calidad de los postulantes seleccionados. Es muy fácil decir: “Mire, tenemos que aumentar 6 mil plazas el primer año”, lo que constituye una irresponsabilidad, por cuanto se bajaría considerablemente el nivel de corte en los procesos de selección, con el consiguiente riesgo de incorporar, en una entidad que goza de alta credibilidad, a personal que no tiene experiencia, tal como ocurrió con los denominados “policías marmicot”, por allá por la década de los ochenta, que terminó siendo un desastre y un descrédito para la institución policial.



Por eso, me parece adecuado que ahora se contemple un aumento gradual de las plazas, año a año, tal como se hizo en anteriores proyectos.



Quizás un elemento relevante en esta iniciativa dice relación con el hecho de dónde se ubicarán las plazas que se van a aumentar, que no es menor, porque del modelamiento de la planta dependen también los años que demore cada funcionario en poder ascender. Por tanto, aquel modelamiento influye directamente en las expectativas de ascenso y de remuneraciones del personal.



Por tal motivo, celebro que en este proyecto se contemple un modelamiento piramidal perfecto, el cual permitirá igualmente crear cargos, en el caso del PNI, a nivel de suboficial mayor, de modo que los suboficiales y los sargentos puedan ascender.



¿Qué va a significar eso, en la práctica? Que los actuales carabineros que vemos generalmente en la calle -que no son oficiales- podrán ascender en menor tiempo y con ello optar a un mejor sueldo, elevando, de paso, su calidad de vida. 



En consecuencia, dicho modelamiento me parece adecuado, correcto. 



Además, en lo que respecta a los oficiales, la aprobación de este proyecto de ley, el modelamiento que se consigna, va a significar que se produzcan 754 ascensos en forma automática; y, en el caso del Personal de Nombramiento Institucional, 13 mil 577 ascensos más. Es decir, habrá un movimiento en la planta que se traducirá en un incentivo para la carrera funcionaria.



Señora Presidenta, sin perjuicio de todos los méritos que le veo a esta iniciativa legal, a cuya aprobación voy a concurrir con mi voto favorable, quiero hacer una advertencia, que ya señalé en una discusión anterior. Apunta a lo siguiente. 



Cada vez que aumentamos las plantas de personal de Carabineros de Chile, de la Policía de Investigaciones o de Gendarmería, se produce una recarga en el sistema previsional y una recarga desde el punto de vista de la atención de salud. Digo esto porque, si el Estado y la sociedad le piden a un carabinero, a un detective o a un gendarme que arriesgue su vida en un procedimiento policial o de gendarmería, según corresponda, debe existir la capacidad de otorgarle a ese funcionario un servicio de salud oportuno y de calidad, así como protección social adecuada para él y su familia.



A mi juicio, ni este ni otros proyectos anteriores se han hecho cargo del impacto previsional que eso significa. Y, muchas veces, desde el punto de vista práctico, se generan complicaciones en DIPRECA para dar adecuada protección social a los funcionarios de Carabineros, de Investigaciones, o de Gendarmería. Esto ocurre particularmente en regiones, donde, en reiteradas ocasiones, en lugar de ser atendidos en los servicios de atención médica contratados por esa Dirección, por el no pago de los convenios, deben trasladarse al servicio público de salud, o bien, lo que es peor, a Santiago en busca de atención en los hospitales institucionales. 



Finalmente, señora Presidenta, debo señalar que, incluso con la advertencia que acabo de hacer,…

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminó su tiempo, señor Senador. 



Pero le concederé un minuto más para redondear su idea.

El señor HARBOE.- Lo que quería advertir es que, así y todo, el problema no podría haberse solucionado mediante esta iniciativa. 



Lo importante es que, de una vez por todas, también se realice la modificación que se requiere. Porque, si le voy a pedir a un carabinero, a una carabinera, o a una detective o a un detective, o a un gendarme, que arriesgue su vida y ponga en peligro su integridad física, como Estado, como sociedad, tengo que darle la debida protección social y jurídica que corresponde.



Dicho lo anterior, considero que este es un buen proyecto de ley, y por eso concurriré con mi voto favorable a su aprobación.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señora Presidenta, sin perjuicio de lo ya señalado por muchos Senadores y de lo manifestado en la Comisión de Gobierno, estamos en presencia de una iniciativa absolutamente necesaria para remodelar las plantas de Carabineros. 



Con el aumento de personal habido durante los últimos tiempos, es preciso adecuarlas. De lo contrario, la carrera funcionaria de los carabineros se verá entorpecida por el sistema actual, que no responde a la cantidad de funcionarios que conforman las plantas de esa institución. 



Entiendo lo que expresó el Senador Montes respecto del Ministerio Público. Hay que mejorarlo. Sin embargo, no por ello debemos desatender la enmienda a las plantas de Carabineros. 



Por otro lado, hablé con el Senador Prokurica para pedirle que retirara su solicitud de segunda discusión, a fin de poder votar este proyecto, pues estamos recién en su debate general, tiene que pasar todavía a la Comisión de Hacienda, y su despacho requiere cierta agilidad. 



El Honorable colega me señaló que está de acuerdo siempre que el Ministro se comprometa a establecer una mesa de trabajo para analizar la situación de DIPRECA, que también es una realidad, sobre todo para el personal de regiones, que no tiene acceso al sistema previsional, por el hecho de que la atención que entrega dicha Dirección se halla centralizada principalmente en Santiago. 



El Ministro me manifestó que está de acuerdo. 



El problema es que, sacando cuentas, a lo mejor mi petición no tiene mucho fundamento, porque para uno de los artículos del proyecto necesitamos el voto favorable de 21 Senadores para su aprobación. 



Por eso, quizás sería conveniente tocar los timbres. 



En todo caso, quería pedirle al Senador Prokurica poner atención…

La señora ALLENDE (Presidenta).- Honorable señor Prokurica, disculpe, pero se están refiriendo a usted. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Ya expresé que el Ministro del Interior, a quien podríamos escuchar, estaba dispuesto a asumir el compromiso de establecer una mesa de trabajo para estudiar lo relativo a DIPRECA, que efectivamente es un problema recurrente desde hace mucho tiempo y hay que tratar de encontrarle una solución. 



Con ese compromiso y si tuviéramos los votos necesarios, yo preferiría votar hoy día y despachar el proyecto. 

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica. 

El señor PROKURICA.- Señora Presidenta, nada más lejos de mi parte que entorpecer este buen y necesario proyecto. Solo le pido al Ministro del Interior que asuma aquí un compromiso con el Senado en el sentido de que el problema planteado se empezará a resolver de alguna manera. 



Habría que fijar un plazo, cierta fecha; dar alguna fórmula de solución, porque el Senado no puede seguir aprobando aumentos de personal sin la entrega de ingresos a DIPRECA, pues si no le haremos un tremendo daño a gente muy modesta, que lo está pasando mal.



Entonces, si hay un compromiso, no tengo inconveniente en retirar mi solicitud de segunda discusión. 

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Harboe. 

El señor HARBOE.- Señora Presidenta, compartiendo la preocupación del colega Prokurica, como Presidente de la Comisión Especial de Seguridad Ciudadana, mandatada por la Sala, le ofrezco realizar una sesión especial, a la cual se invite al señor Ministro del Interior y, además, al Director de DIPRECA, para que este último nos haga una exposición respecto de la situación real de la institución, dividida por regiones, para que todos los señores Senadores y señoras Senadoras puedan enterarse de lo que sucede y darle un adecuado tratamiento al problema. 



Ello permitiría despachar hoy día el proyecto en debate. 



Y aprovecho de pedir, señora Presidenta, que se abra la votación, porque el artículo 3° requiere para su aprobación un quórum de cuatro séptimos, por lo que se necesita la presencia de los señores Senadores. 

La señora ALLENDE (Presidenta).- Así es.



El Honorable señor Harboe, Presidente de la Comisión Especial de Seguridad Ciudadana, ha sugerido una alternativa de solución. 



Me parece bastante razonable efectuar esa sesión. 



¿El señor Ministro está de acuerdo con lo planteado? 



Desea hacer uso de la palabra ahora o después.

El señor PEÑAILILLO (Ministro del Interior y Seguridad Pública).- Después, señora Presidenta.

La señora ALLENDE (Presidenta).- De acuerdo.



Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín, para referirse a la misma materia.

El señor LARRAÍN.- Señora Presidenta, comparto la inquietud expuesta por el Senador Prokurica. 



La hemos hecho presente con anterioridad en la Sala. Muchas veces acordamos, en forma unánime, como Senado, solicitar que se resuelva el problema descrito. 



Por eso, me sumo a la fórmula propuesta por el Senador Harboe.



Con todo, es muy importante saber el compromiso del Ministro en esta materia. Quizás escapa a sus posibilidades resolver la dificultad, ya que está relacionada con Hacienda, con Salud, y con otras áreas más. Sin embargo, en verdad, señor Ministro, la sensación de desamparo de muchísimos funcionarios, sobre todo de los que se acogieron a retiro en estos organismos en regiones, es gigantesca. 



La problemática se arrastra desde hace bastantes años. En definitiva, el personal se queda sin pan ni pedazo. No tiene posibilidades de atención en los consultorios municipales, ni en los hospitales públicos, y la factibilidad de trasladarse a Santiago para atenderse en algún hospital de DIPRECA es casi inexistente, o muy difícil, pues están saturados. 



Aquí la responsabilidad es acumulativa, porque se han incrementado -por otras razones, que todos conocemos- las plantas de Carabineros, de Investigaciones, de Gendarmería, pero no los recursos de DIPRECA, lo cual complota contra su servicio.



Por lo tanto, me gustaría saber qué puede comprometer el Ministro, para avanzar en esa línea.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Si le pareciera a la Sala, se abriría la votación.



Quedan tres personas inscritas para intervenir, y se respetarían los tiempos.



Después, escucharemos al señor Ministro. 

El señor PROKURICA.- Que hable primero, señora Presidenta.

La señora ALLENDE (Presidenta).- De acuerdo. 



Decía que se puede abrir la votación, si ese es el acuerdo.



En todo caso, ruego a Sus Señorías estar atentos, pues una norma requiere quórum especial de aprobación. 



Tiene la palabra el señor Ministro. 

El señor PEÑAILILLO (Ministro del Interior y Seguridad Pública).- Señora Presidenta, en primer lugar, quiero plantear que la reforma propuesta es necesaria, y se inserta dentro de un conjunto de modificaciones que estamos haciendo en materia de seguridad pública. 



En tal sentido, a partir de lo expresado por el Senador Montes, debo comentar que ya ingresamos en la Cámara el proyecto de ley que crea los consejos comunales de seguridad pública. 



Esos consejos permitirán que instituciones como Carabineros, Investigaciones, Ministerio Público, estén junto a la autoridad local o comunal analizando efectivamente las distintas problemáticas de los delitos. 



Por lo tanto, nosotros entendemos, en el marco del Plan Nacional de Seguridad Pública, que el enfoque desde el ámbito local es esencial para poder enfrentar ese fenómeno, o flagelo, porque claramente las políticas de carácter nacional son insuficientes o han quedado, de alguna u otra manera, rezagadas para enfrentar la dinámica con que se van desenvolviendo los delitos. 



En segundo término, esto va acompañado de un aumento considerable de efectivos en la Policía de Investigaciones, que también se hace cargo de otras necesidades de la institución, que ustedes bien conocen, puesto que hace poco votaron el proyecto respectivo.



Por consiguiente, se trata de una reforma en la que también se incluye a Investigaciones.



También se presentó una iniciativa -de hecho, hoy día la analizamos en la Comisión de Constitución- para modificar la Ley sobre Control de Armas, en la que dicho organismo técnico está trabajando junto con el Ejecutivo al objeto de introducir una reforma significativa en la materia. 



Necesitamos una nueva legislación al respecto, y esperamos que pronto ese proyecto sea votado acá, en la Sala.



Así también, hay una reforma que regula de mejor manera y da mayores atribuciones a la autoridad administrativa en materia de violencia en los estadios.



Todos sabemos las dificultades que han existido en el último tiempo en este ámbito. Claramente, necesitamos mayores atribuciones para sancionar a los clubes que no realizan bien su trabajo preventivo, y eso debe estar claramente establecido en una nueva legislación.



Por otro lado, la primera quincena de diciembre vamos a ingresar un proyecto de fortalecimiento del Ministerio Público. Lo hemos anunciado en reiteradas ocasiones. Se está trabajando entre el Ministerio de Justicia y el de Hacienda, es parte de nuestro programa de Gobierno.



Hace pocos días presentamos una iniciativa de reforma constitucional que permite la creación de una fiscalía especializada o de alta complejidad para materias de terrorismo y de crimen organizado. Esto permitirá disponer de una fiscalía con cobertura nacional para enfrentar tales fenómenos, especialmente el terrorismo y el narcotráfico.



Eso también se verá expresado después en el proyecto de fortalecimiento del Ministerio Público, que ingresaremos la primera quincena de diciembre, donde no solo se consideran más fiscales, sino también analistas y personal necesario para que esta institución dé una atención más oportuna.



Igualmente, en este año 2014 estamos firmando convenios con 19 comunas, de las 74 donde se produce el 82 por ciento de las denuncias de delitos de mayor connotación. Este plan permitirá programar recursos, en cada una de estas comunas, para los próximos tres años.



Por ejemplo, en el caso del Senador señor Montes, la comuna de La Florida recibió en los últimos cuatro años, vía concurso, 160 millones de pesos.



El convenio firmado con la Municipalidad de La Florida, que permitirá contar con un programa de intervención en distintas líneas, le permitirá disponer de recursos por más de 2 mil millones de pesos en los próximos tres años. Así lo hicimos con la comuna de La Pintana, y también lo haremos con Concepción, Alto Hospicio hasta llegar con este tipo de convenios a las 74 comunas donde se concentra el 82 por ciento de estas denuncias, que se abordarán en distintas líneas con programas preventivos y de intervención pública por el resto del respectivo período.



Asimismo, les puedo contar que, obviamente, vamos a hacer una reforma importante en los organismos de inteligencia.



Resulta claro que lo existente en Chile en este ámbito es insuficiente. No permite hacerse cargo de lo relativo a la prevención, el terrorismo o el narcotráfico. Aquí necesitamos una reforma bien de fondo, que le permita dotar al país de una institucionalidad de inteligencia capaz de abordar estos fenómenos.



Entonces, se trata de un conjunto de proyectos. Y aquí va el de Carabineros.



Solo deseo agregar un dato: en 2006 existían 141 carabineros por cada cien mil habitantes, y con esta iniciativa llegaremos a 224. Efectivamente, como decía el Senador Montes, en ocho años casi vamos a duplicar la presencia de carabineros por cada cien mil habitantes.



Nosotros también hemos modificado las variables de asignación policial. Ya lo realizamos en una primera etapa en el mes de junio, y lo vamos a hacer también en el mes de diciembre. En ella incorporamos elementos de vulnerabilidad, aspectos sociales. Eso ha permitido, por ejemplo, que este año la comuna que recibió proporcionalmente mayor cantidad de carabineros fuera la de Salamanca, al interior de la Cuarta Región. Es una comuna rural, que claramente estaba quedando desfasada desde el punto de vista de la asignación de carabineros.



Eso lo seguiremos reforzando, lo cual va a permitir que estos seis mil carabineros no se concentren solo en ciertos puntos del país, sino que lleguen a todos los lugares, como corresponde. Y no tenemos problema alguno en entregar la información cuando corresponda, en el mes de diciembre.



Y este proyecto también le permite al Ministerio del Interior y Seguridad Pública tener una relación de fluidez con Carabineros e Investigaciones, desde el punto de vista de la información, de las metas y de los programas que se estén implementado, para poder evaluar efectivamente desde la autoridad política cómo se están desarrollando las distintas inversiones, tanto en recursos humanos como en recursos de apoyo para el trabajo policial.



Por lo tanto, en ese sentido, esta iniciativa se inserta en el marco de una tarea mucho más amplia y global.



Entendemos que aquí hay una dificultad y considerando que pasamos de 141 a 224 carabineros cada cien mil habitantes, y que a eso debemos sumarle el tremendo esfuerzo que se hace en la Policía de Investigaciones, no me queda más que, por supuesto, estar de acuerdo en conformar una mesa de trabajo para analizar la situación de DIPRECA, a fin de buscar, en el mediano y largo plazo, una solución definitiva a un problema generado a partir de un incremento importante del personal de ambas policías.



Gracias, señora Presidenta.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Gracias a usted, señor Ministro.



Creo que ha sido bastante claro en cuanto a que se va a constituir una mesa de trabajo para hacerse cargo de una preocupación manifestada por los señores Senadores en la Sala.



Están inscritos los Honorables señores Orpis, Espina y Guillier, a quienes les daremos la palabra. Y como se me ha pedido abrir la votación, podrán intervenir por cinco minutos, si desean fundamentar el voto, o por los diez minutos que dispone el Reglamento.



¿Habría acuerdo para abrir la votación?



Acordado.



En votación.



--(Durante la votación).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señora Presidenta, Honorable Senado, quiero sintetizar mi intervención en lo siguiente.



Por supuesto, voy a aprobar este proyecto de ley, pero en lo personal tengo una visión crítica acerca de lo que ocurre con el tema de seguridad ciudadana.



¿A qué apunta ella? A que, sistemáticamente, a través del tiempo han ido aumentando las dotaciones tanto de Carabineros como de Investigaciones. Pero ¿qué ocurre? Que los índices de victimización no ceden, ¡no ceden en absoluto!



Hoy día se cuenta con la información necesaria, al minuto. En verdad, en el STAD uno puede revisar comisaría por comisaría una información completamente al día.



¿Qué me preocupa a mí? Que no solamente no bajan los índices de victimización, sino que los índices de reincidencia son altísimos.



Planteo esta preocupación, señora Presidenta, porque no hay que olvidar que en materia delictual, el 50 por ciento de quienes son privados de libertad cumple su pena en las cárceles, y el otro 50 por ciento en libertad.



Hace un par de años, dictamos una ley de pena alternativa...



Señora Presidenta, me gustaría que el Ministro del Interior prestara atención a mis palabras.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Disculpe, Su señoría. Debo decirles a los señores Senadores que se encuentran hablando con el señor Ministro que entiendo que es muy importante que puedan conversar con él, pero con ello impiden que pueda escuchar a quienes intervienen.



Lo anterior no es responsabilidad del señor Ministro. Él no puede atenderlos a ustedes y, al mismo tiempo, a quien está haciendo uso de la palabra.



Así que les ruego a los señores Senadores que dejen al Ministro escuchar, en este caso, al Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Con la cifra que entregué, señora Presidenta, quiero señalar que una política en materia de seguridad ciudadana debería perseguir no solo disponer de un control efectivo sobre el delito, sino también sacar del círculo del delito a las personas que incurren en ellos.



Y los índices de reincidencia existentes demuestran que la mitad de quienes cometen delitos vuelven a hacerlo, particularmente en el caso de los menores.



Qué pasó con la Ley de Penas Alternativas, la famosa “Ley del Brazalete”, que apunta a establecer medidas eficaces en materia de rehabilitación y reinserción social.



Basta con mirar las actas.



El presupuesto de esa normativa era de alrededor de 24 mil millones de pesos, de los cuales se ocuparon 16 mil o 17 mil millones en el brazalete -este no rehabilita, sino que previene el delito-, y en la contratación de 400 funcionarios en Gendarmería. Pero para la atención de estos no hay recursos, de tal manera que deben concurrir a la red pública, que muchas veces no es adecuada, porque aquí hay un elemento adicional: el compromiso delictual de las personas que han cometido delito.



Por tanto, dicha ley no consideró un presupuesto para los delegados, quienes se encargan de aplicar los programas de rehabilitación y reinserción a fin de hacer efectivos los tratamientos pertinentes.



A mi juicio, en estas materias deben adoptarse medidas más radicales. 



En el caso de Gendarmería, hay que separar definitivamente las funciones de seguridad al interior de los recintos penales de las relativas a rehabilitación y reinserción sociales. 
En muchos países del mundo -en especial, los desarrollados- esas labores se hallan completamente separadas.



Basta ver los presupuestos de Gendarmería para este caso en particular: siempre se ha destinado el 80 o 90 por ciento a seguridad y una cantidad marginal a reinserción social y prevención, sobre todo para quienes cumplen penas.



Entonces, tengo mis dudas respecto del tema de seguridad en el ámbito comunal. 



Sé que hay que descentralizar el asunto. Pero cabe preguntarse: ¿qué efectos podemos esperar al respecto considerando que el próximo año hay elecciones municipales?



¿Dónde va a estar la mente de los alcaldes? 



¿Todos ellos están verdaderamente comprometidos con el problema de la seguridad ciudadana? En verdad, lo dudo.



Existe una apuesta de descentralización, pero tengo serios reparos de que se alcancen buenos resultados si el foco se pone ahí.



Definitivamente, hay que fijar metas para cada uno de los programas, evaluarlos, tratar de bajar los índices de victimización y abordar los temas de fondo, como la separación en Gendarmería de la función de seguridad respecto de la relacionada con la reinserción social.



Me parece que lo que les falta mucho a nuestras policías es análisis delictual, en términos genéricos y no solo en cuestiones de inteligencia.



El Plan 24 Horas, implementado hace muchos años, entrega todos los meses a las municipalidades -a través de la policía- información, con nombre y apellido, sobre quiénes cometen delitos, dónde lo hacen, su situación de vulnerabilidad, etcétera.



En el fondo, contamos con todos los datos respecto de dónde se concentran los delitos y quiénes los cometen. Esos antecedentes se hacen llegar mensualmente a un conjunto de municipios.



Se cuenta con la información. 



El Sistema Táctico de Análisis Delictual nos la entrega de inmediato, en tiempo real. Podríamos ingresar ahora al STAD de cada comisaría y ver qué tipo de delitos se perpetraron.



Sin embargo, las cifras de victimización y de reincidencia no bajan. No sacamos a los delincuentes del círculo del delito.



En el mejor ánimo, considero que definitivamente debemos pasar a otra etapa para enfrentar los temas de seguridad ciudadana.



Se debe efectuar un análisis profundo del problema. Algo se hizo en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. Pero, de forma categórica, urge entrar en una fase distinta.



Estimo que se agotaron los sistemas tradicionales con que hemos abordado la materia. Se trata de asuntos de enorme complejidad. 



Miremos las experiencias exitosas al respecto. Se ha ido profesionalizando en el mundo entero el análisis de cada uno de los aspectos involucrados. Y se han implementado buenas soluciones, que probaron ser eficaces. 



Por lo tanto, en materia de seguridad ciudadana, no podemos seguir con el sistema tradicional. Debemos reconocer las complejidades existentes, realizar análisis mucho más profundos y modernizar nuestras policías. De lo contrario, no van a ceder ni los niveles de reincidencia ni los índices de victimización.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señora Presidenta, por su intermedio, aprovecho la oportunidad de dirigirme al señor Ministro del Interior para plantearle algunas cosas.



En primer término, en Renovación Nacional -creo que la UDI también- tomamos la decisión política de enfrentar el problema de la seguridad ciudadana como política de Estado y de colaborar de buena fe con el Ejecutivo para que le vaya bien.



Lo hemos demostrado en momentos cruciales. Ello, sin que no signifique más de algún conflicto con quienes nos señalan que así perdemos oportunidad para criticar al Gobierno.



En particular, recuerdo que, cuando se produjo el bombazo en el centro comercial de la estación Escuela Militar del metro, nosotros salimos a respaldar inmediatamente al Ejecutivo. Y tuvimos con sus personeros la actitud de decirles -es lo correcto- que contaran con toda nuestra cooperación y voluntad para enfrentar un hecho de esa magnitud como Estado. Debíamos actuar en conjunto porque quienes ponen bombas son enemigos de la paz social.



Además, hago presente, si me lo permite mi estimado Senador Montes, quien distrae la atención del Ministro…

El señor MONTES.- Disculpe.

El señor ESPINA.- Es que estoy tratando de dirigirme a él.



Quiero señalar que en la solución del problema de seguridad ciudadana -lo digo con franqueza- desde 1990 ningún Gobierno ha tenido éxito. En particular, me refiero a un tipo de delito: al robo con violencia o intimidación en las personas, conocido por la gente como “asalto”, el que se comete en casas particulares, en la vía pública o en locales comerciales.



No creo que los canales de televisión estén conspirando contra todos los Gobiernos al mostrar frecuentemente noticias sobre hechos de esa naturaleza. Si uno analiza las cifras, puede ver que ahí está el delito duro en nuestro país. Y considero que esto sigue igual.



¿Por qué hago esta reflexión? Porque seguiremos colaborando con el Ejecutivo. 



En un momento fui opositor a las políticas del Gobierno en este ámbito y las critiqué con dureza. En esa época el Subsecretario era Felipe Harboe, con quien tuve duras pugnas. El ahora Senador podrá dar fe de que hemos colaborado con la actual Administración.



La gente nos dice: “¡Pero cómo, si este es un tema tan sensible!”. Justamente por eso hay que colaborar.



Entre paréntesis, no me arrepiento de ello. Estoy muy contento.



Sin embargo, quiero advertir sobre algunas situaciones que están ocurriendo y pedirle al señor Ministro del Interior que adopte medidas al respecto.



En primer término, me parece estupenda la posibilidad de incorporar 6 mil nuevos carabineros y valoro en toda su dimensión la actitud del Senador Prokurica en cuanto a pedir que las dificultades que enfrentan los carabineros en atención de salud y en jubilaciones sean atendidas y resueltas oportunamente. Él ha sido persistente en esta materia, junto con muchos otros parlamentarios. 



Nobleza obliga: como buen croata, ha sido tenaz y claro, lo cual me alegra mucho, porque representa la opinión de hartas personas vinculadas a la institución y de los propios carabineros, que en este ámbito se sienten maltratados por el Estado.



Hago fe de que el Ministro va a cumplir lo señalado en esta Sala en la voluntad de resolver una situación que no solucionaron los Gobiernos anteriores, incluyendo el mío.



Por otra parte, hago presente que podemos aumentar en 6 mil, 10 mil o 20 mil la dotación de Carabineros, pero no vamos a avanzar mucho si no resolvemos ciertas tareas legislativas pendientes.



La primera busca enfrentar un problema serio. Chile debe ser de los pocos países en el mundo en que alguien le puede pegar un puñete a un carabinero y, si no le causa lesiones físicas, queda en la absoluta impunidad.



¿Saben qué debe hacer el uniformado en ese caso? Querellarse por injurias a título individual.



Le quiero pedir al Ministro que le ponga urgencia a un proyecto en trámite sobre el particular. Resulta inconcebible que no hayamos sido capaces de llenar un vacío que se generó cuando modificamos la ley.



Si alguien golpea a un carabinero y le deja lesiones físicas, comete el delito de lesiones. Pero ¿qué pasa con el agresor si le pega al policía en el casco con un palo y no le hace daño? Lo pescan; lo llevan detenido, y el juez de garantía lo deja libre, porque esa conducta queda sin sanción. 



¿Qué tiene que hacer el carabinero entonces? Querellarse por injurias. Y debe hacerlo él mismo; ni siquiera puede representarlo la institución. 



Dudo de que exista en el mundo otro país donde suceda esto.



Estoy dispuesto a abrir debate y polémica pública con quien sea sobre esa materia. Preparamos la iniciativa pertinente; la analizamos con Carabineros, y nos asesoramos con abogados penalistas. Estoy dispuesto a discutir este asunto.



Pero esta es la verdad.



La segunda tarea legislativa es un proyecto que, lamentablemente, señor Ministro, no está en su Cartera, sino en la de un gran amigo mío, José Antonio Gómez. Se trata de la denominada “reforma de la reforma”.



Esta iniciativa, cuya tramitación está paralizada, fue consensuada con penalistas de todas las tendencias en materia penal (garantistas, no garantistas) y resuelve cinco o seis situaciones fundamentales en la actualidad. 



Establece medidas tan obvias como permitir a un carabinero interrogar a un testigo cuando llega por una denuncia de robo y no hay delito flagrante. Porque hoy día eso no lo puede hacer. En efecto, la ley señala que solo cuando hay delito flagrante puede interrogar a los testigos.



Hay quienes dicen que eso es mentira y el General Director de Carabineros sostiene que es verdad. Si este último miente, estamos en un problema grave. Pero yo le creo al General Director.



Se dan otros casos muy increíbles, que se solucionan con el proyecto aludido. 



Por ejemplo, si un delincuente va a la policía una semana después de haber cometido un delito a confesar el hecho (“Yo efectivamente robé”) y entrega una filmación como prueba, el fiscal no lo puede dejar detenido si aquel da su domicilio conocido.



Esto no lo descubrí yo, sino 6 o 7 penalistas. Y todos estuvieron de acuerdo en modificar la norma para corregir esa situación. 



¡Ahí está parado el proyecto!



¿Saben cuándo lo vamos a activar? 



Cuando suceda algo que no quiero que ocurra. Por eso al comienzo de mi intervención señalé que no busco una confrontación política, aunque me están conduciendo a ella. 



Vamos a reactivar dicha iniciativa cuando aparezca otro Tila.



Este fue el sicópata que asaltó una casa en Santiago y violó a una mujer -yo la conocía porque fue una compañera de colegio- y a su hija durante 14 horas.



A raíz de ese hecho dictamos la llamada “agenda corta antidelincuencia”.



Yo, por lo menos, quiero quedarme tranquilo de que advertí esa situación. 



Con esto no estoy poniendo en duda la buena voluntad ni del Ministro del Interior ni del Presidente de la Comisión Especial de Seguridad Ciudadana, que, a todo esto, lo propuse yo para el cargo. La idea fue darle un impulso a dicho órgano. Y no quiero ser “yoísta”, sino resaltar que me interesa esta materia como una política de Estado. Y sí, me refería al Senador Harboe, quien, a mi juicio, hace bien la pega, y trabajamos juntos en esto.



Pero siento que estamos girando más allá de lo necesario.



Otro problema por definir: el control preventivo de identidad. 



Ese proyecto se perdió. Ustedes son Gobierno ahora.



En su oportunidad el General Director de Carabineros declaró en esta Sala que carece de atribuciones para hacer el control de identidad de una persona si no hay indicios de que está cometiendo un delito, de que lo ha cometido o de que lo va a cometer. ¡Lo dice el General Director de Carabineros! Y, en efecto, si un policía uniformado realiza dicho control, los jueces de garantía suelen declarar ilegal la detención.



¿En qué consiste esa facultad? Simplemente en la posibilidad de que un carabinero, en cualquier lugar, le diga a una persona: “Señor, ¿me prestar su carné de identidad?”; lo chequee ahí mismo, y vea si tiene orden de detención pendiente.



A través de la Comisión de Gobierno, pedimos que se nos enviara la lista de personas con orden de detención pendiente. ¿Saben cuánta gente en Chile se halla en esa situación? Del orden de las 20 mil a 30 mil personas. Y estamos hablando de delitos graves.



¡Es cosa de ver el prontuario penal de quienes han caído detenidos por los bombazos! Todos tienen uno tremendo, y la mayoría de ellos registra orden de detención pendiente. No sé si es así, específicamente, en el último caso conocido.



¡Definamos ese tema! 



La policía se encuentra con los brazos cortados, aunque algunos sostienen que ello no es efectivo. Pero si el General Director de Carabineros nos solicita esa facultad y relata la situación dramáticamente -como me acota el Senador Prokurica, aquel es abogado y nadie puede afirmar que se abanderiza políticamente o que es una persona extrema-, entonces ¡ha de tener razón!



Ustedes son Gobierno ahora. Es posible aumentar el número de carabineros todo lo que se quiera. Sin embargo, si no les damos las atribuciones para actuar, ¿saben qué pasa? ¡No actúan!



Alguien dirá: “Ello se puede prestar para abusos”. ¡Claro que sí! ¡Siempre se puede abusar! Pero en tal caso se deben aplicar las penas del infierno.



Al no abordar este asunto, estamos castigando a la ciudadanía. 



Estamos mal en esta materia. No hay solución, pese a que existen iniciativas presentadas. Espero que en la Comisión Especial de Seguridad Ciudadana podamos resolver esto. ¡No sé qué estamos esperando!



Señora Presidenta, ¿me permite solo 30 segundos más?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Continúe, señor Senador.

El señor ESPINA.- Gracias.



Quiero señalar que, como esta no es la oportunidad para tratar el tema del conflicto en La Araucanía, pediré una sesión especial a ese efecto, con su autorización, señora Presidenta.



Una de las razones importantes por las que no hemos tenido éxito en ese ámbito es que también nos encontramos limitados de facultades. ¿O me van a decir que esa Región está pacífica, está tranquila?



El Subsecretario Aleuy tuvo los pantalones -cosa que hace tiempo no veía en una autoridad de los Gobiernos pasados- de decir: “Los que queman camiones son delincuentes que roban madera. No se amparen en el conflicto mapuche, porque eso no es verdad”.



¡Lo dijo el Subsecretario!



Cuando lo escuché, exclamé: “¡Increíble!”. ¡Antes solo se hablaba de la causa mapuche!



No sé qué estamos esperando en La Araucanía. ¿Otro matrimonio Luchsinger-Mackay? ¿Otro mapuche muerto? Porque acaba de morir otro hace pocos días. Ya van cerca de 16 en los últimos años.



Entonces, no digan que no tenemos una actitud propositiva, porque sí hemos hecho una modesta propuesta por la paz y hemos trabajado desde nuestro punto de vista para enriquecerla.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Concluyó su tiempo, señor Senador.



Le doy un minuto para que termine la idea.

El señor ESPINA.- Gracias.



Solo quiero insistir en que el tema del orden público y de la seguridad ciudadana debe ser abordado ya por el Senado. Si no, actuaremos por reacción. Y lo voy a recordar, con mucho respeto, cuando se cometa un hecho delictual de tal gravedad que estemos, como pasa habitualmente en Chile, a última hora corriendo.



Por último, me alegro de que el señor Ministro del Interior haya tocado materias sobre inteligencia y la Ley Antiterrorista. Él sabe que va a contar con toda nuestra ayuda. Me parece estupendo que haya ido al extranjero y conocido otras experiencias. Sé que está haciendo la pega lo más seriamente posible.



Hago esta reflexión simplemente porque es la oportunidad para dejar constancia en la historia fidedigna de la ley de lo que pienso sobre un asunto tan relevante.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Guillier. 

El señor GUILLIER.- Señora Presidenta, es muy interesante lo que señaló el Senador Espina, pero quiero volver al proyecto que nos ocupa.



En primer término, cabe destacar el aumento de la dotación policial, planteamiento en el que estamos bastante de acuerdo. 



También se propone modificar la estructura interna de algunos servicios vinculados a Carabineros y al Ministerio del Interior, dentro del marco de los derechos y las libertades fundamentales.



Siempre que surgen situaciones tensas en el país se produce cierta tendencia a matizar las discusiones en torno a las leyes. Pero no debemos perder la perspectiva democrática.



En segundo lugar -sin el ánimo de repetir lo que ya sabemos-, insisto en que todos concuerdan en lo relativo al incremento de plazas, pues la policía necesita más personal. Pero, al mismo tiempo, hay consenso en que deben aumentarse las exigencias y los estándares de las policías.



Por lo tanto, me parecen bien las disposiciones que plantean una rendición de cuentas. En todo caso, debe definirse una metodología para concretar esta medida, de manera que se pueda evaluar la efectividad del desempeño policial.



Al respecto, habría que precisar mejor cuáles serían las consecuencias eventuales ante el no cumplimiento de las metas que define la policía, y cuáles serían las responsabilidades que se podrían tomar en consideración.



Respecto a la Subsecretaría del Interior y al tratamiento de datos y procesamiento de la información que sea requerida a las fuerzas de orden, creo que seguimos sin llenar un vacío. Las policías no tienen certeza de qué información pueden obtener, quién autoriza a recogerla, quién se encarga de sistematizarla, en qué momento, con qué criterio y quién decide entregarla al juez de garantía, al fiscal o a la autoridad de Gobierno.



Recordemos que suele haber un lapso en el que la policía está manejando una información que no está avalada ni por un juez de garantía ni por un fiscal ni por la autoridad política. En tal situación, ¿quién decide sobre ello? ¿Con qué criterio de objetividad y en qué momento se usa? ¿Quién es el responsable de dicha información? Podría tratarse de información que da cuenta de un delito o de una eventual ocurrencia de delito -estoy hablando en términos preventivos-; por ende, habría que entregarla a las autoridades que corresponda.



Usualmente, cuando se discute un proyecto en este ámbito, esos dos temas quedan cubiertos con cierta ambigüedad. Estimo que en la iniciativa en análisis esas dos consideraciones podrían concretarse o aterrizarse de mejor forma.



Con relación al resto de las observaciones, simplemente me sumo a lo solicitado por el Senador Prokurica, quien ya ha expresado en reiteradas oportunidades lo concerniente a la DIPRECA. Al mismo tiempo, me parece muy buena la respuesta que dio el Ministro del Interior, en cuanto a que los propios funcionarios en retiro serán tomados en consideración en la mesa de trabajo anunciada, y no solo las autoridades de la DIPRECA, de Carabineros y de Gobierno.



Voto a favor el proyecto.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señora Presidenta, este tema preocupa a la mayor parte de la ciudadanía. Es una de las más altas prioridades para la gente.



Solicito a mi querido amigo el Senador Espina que, así como pidió que el señor Ministro atendiera su intervención, permita que los demás podamos dirigirnos a él.

El señor ESPINA.- ¡Touché!
El señor TUMA.- En primer lugar, me alegro de que…

La señora ALLENDE (Presidenta).- Perdón, señor Senador, debo interrumpirlo.



Antes de que nos quedemos sin quórum, pido anticipadamente que fijemos un plazo para presentar indicaciones a la iniciativa que nos ocupa.



Se propone el próximo lunes 13 de octubre.

El señor ESPINA.- ¿Por qué no aprobamos en general y en particular?

La señora ALLENDE (Presidenta).- No se puede. El proyecto tiene que ir a la Comisión de Hacienda de todas maneras.



Solo se está votando la idea de legislar.



Por eso la Mesa pide fijar plazo para presentar indicaciones. Ojalá este sea razonable.



Sugiero el lunes 13 del mes en curso, a las 12.


¿Habría acuerdo?

El señor MONTES.- Muy bien, señora Presidenta. Nosotros la apoyamos.


--Así se acuerda.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Le ofrezco disculpas al Honorable señor Tuma por la interrupción. Pero era necesaria antes de que algún Senador abandonara la Sala y no tuviéramos quórum para adoptar el acuerdo respectivo.

El señor TUMA.- Yo soy parte de la Mesa, Su Señoría, y creo que su actitud se relaciona con la responsabilidad de aprobar los proyectos y solicitar las autorizaciones pertinentes con los quórums respectivos.



Señora Presidenta, en cuanto a la materia que nos ocupa, debo puntualizar que en buena hora tenemos una iniciativa que, tal como lo hizo durante su primer Gobierno la Presidenta Bachelet, incrementa la fuerza pública.



Semanas atrás aumentamos la dotación de la policía civil; ahora estamos haciendo lo propio con la uniformada. Y me parece muy muy importante que la ciudadanía cuente con mayor seguridad pública, toda vez que esta es una de sus demandas de mayor prioridad.



Adhiero también a las expresiones vertidas por otros Senadores respecto a la preocupación que les genera la situación de DIPRECA. En este sentido, creo que el titular de la Cartera del Interior ha dado una buena respuesta.



No obstante, le quiero señalar al señor Ministro que me asalta una inquietud en cuanto al aumento del número de carabineros y su distribución en todo el territorio nacional.



Sin perjuicio de la particularidad que presenta la Novena Región -a ello ya se refirió en parte el colega Espina, quien tuvo el privilegio de ser uno de los Senadores más escuchados en materia de seguridad pública durante el Gobierno anterior-, hemos tenido un fracaso en los resultados en el ámbito de la seguridad.



Con mucha firmeza se hacen apuestas en cuanto al comportamiento de un gobierno en el aspecto de seguridad pública, pero constatamos que, en definitiva, los resultados son de los peores.



No soy un Senador con la experiencia de otros colegas para aconsejar al Gobierno, pero sí me inquieta lo que ocurre en mi Región, la de La Araucanía. Y por eso pedí hacer uso de la palabra, para plantearle al señor Ministro mi visión y mi preocupación acerca de lo que ocurre allí con la presencia de carabineros.



Algunos agricultores me han manifestado su inquietud por la inseguridad, y están pidiendo, con justa razón, mayor protección. Los carabineros resultan insuficientes para prevenir los atentados a los predios o a las carreteras. Y sigue creciendo el número de actos de violencia.



Además, el señor Subsecretario del Interior señaló recientemente que existe un bandidaje que se escuda en reivindicaciones étnicas.



Yo concuerdo en que buena parte de las acciones de algunos violentistas está motivada por el bandidaje, el robo o la comercialización de productos. Pero eso no significa desconocer que hay una demanda de los pueblos originarios a fin de que se le restituyan sus derechos.



Volviendo a lo de la presencia de carabineros, señora Presidenta, debo decir que me encuentro con que de forma justificada los agricultores piden que se aumente su dotación y las comunidades indígenas insisten en que hay muchos.



Por ejemplo, la comunidad de Mahuidanche, en Quepe (Freire), desde hace 17 meses cuenta con la presencia de carabineros en su interior porque están protegiendo a un testigo. Pero eso significa mantener a este sector en ascuas día y noche, diariamente, incluidos domingos y festivos, con carabineros y vehículos que, en turnos, recorren la comunidad.



Le he planteado la situación en forma reiterada al fiscal. Pero aquello no es responsabilidad de usted, señor Ministro, ni tampoco del General Director de Carabineros, me imagino. Debe de ser alguna disposición emanada de la fiscalía.



En todo caso, creo que las comunidades indígenas tienen razón cuando señalan que la presencia de carabineros no les ayuda, sino que les dificulta su tarea. Y en estos 17 o 18 meses no han resuelto, no han descubierto absolutamente nada que justifique su presencia al interior de esa comunidad.



Al mismo tiempo, los pobladores de diversos lugares, villas y ciudades de la Región de La Araucanía me dicen: “Tenemos menos presencia de carabineros”. Pero si revisamos las estadísticas vamos a notar que la Novena Región ha incrementado el número de efectivos; y lo ha hecho para atender las demandas emanadas de la violencia rural. Sin embargo, para lograr ese objetivo han retirado de los sectores urbanos al contingente necesario para atender sus demandas.



Entonces, a propósito de la redistribución de personal que se va a hacer ahora producto del incremento que estamos aprobando, quisiéramos que ella considerara que la Región de La Araucanía debe ser objeto de una mirada especial. No puede contabilizarse la cantidad de fuerzas especiales de carabineros destinadas a contener la violencia rural si luego nos descuentan efectivos que son necesarios para combatir la delincuencia en los sectores urbanos.



Oportunamente, con el Senador Quintana -también lo han hecho los colegas Espina y García- formulamos una propuesta en particular para enfrentar la violencia en La Araucanía.



Empero, sin duda, hay que aprobar el proyecto que ahora nos ocupa; hay que respaldar al Ministerio del Interior; hay que poner más fuerzas especiales, tanto de la policía civil -ya lo hicimos- como de Carabineros.



Sin embargo, insisto en pedirle al señor Ministro una mirada particular respecto de la situación de la Región de La Araucanía al momento de redistribuir el contingente policial en todo el territorio nacional.



Voto a favor.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señora Presidenta, a decir verdad, me estaba preparando para intervenir en una próxima sesión, habiéndose solicitado segunda discusión. Pero, en atención a que estamos votando, anuncio que voy a respaldar el aumento la dotación de Carabineros. Y también nos hacemos cargo de que habrá una instancia que se va a ocupar de ver la condición previsional y todo lo atinente a la atención de salud de los funcionarios de dicha institución.



Sin embargo, no podemos dejar pasar algunas cosas.



Al respecto, se ha constituido en el Senado una Comisión especial de Seguridad Ciudadana. En dicho órgano recibimos la presentación del Ministro del Interior, quien hizo mención de un cambio fundamental de eje en lo referente a la prevención de las situaciones de riesgo que tenemos en nuestro país.



Y ese cambio lo vivimos hace pocos años.



En cuanto a los movimientos sociales, los malestares, las distintas demandas ciudadanas -y los experimentamos en el caso particular de la Región de Aysén-, en vez de actuar con anticipación y dar instancias de participación, se ocupó irrestrictamente a las fuerzas de Carabineros para aplastarlos.



Eso, en el fondo, genera una espiral de violencia que a nada bueno conduce.


Lo hemos visto también en otras regiones de nuestro país. Por ejemplo, cuando con los miembros de la Comisión de Pesca estuvimos en la Región de La Araucanía, parecía que estábamos en una ciudad tomada, sitiada: porque había fuerzas especiales, del GOPE, por todos lados; algo no andaba bien.



Ahora, si uno cambia el eje al nivel vecinal, incorpora a las personas por la vía participativa, y Carabineros tiene a su cargo una unidad de trabajo comunitario, se generan una labor de prevención -Carabineros es parte de nuestra sociedad, al igual que la Policía de Investigaciones- y condiciones para evitar la espiral de violencia, con lo que finalmente los problemas de falta de seguridad ciudadana se resuelven de raíz.



Aquí se mencionó también la situación de Gendarmería.



La verdad es que dicha institución, por su conocimiento sobre las personas que están sancionadas con la privación de libertad, tiene toda la información de las redes, de los ejes familiares en que se registran situaciones de delitos, algunas de bastante peligro.



En tal sentido, desde luego, llamamos la atención del Senado y de las demás autoridades para que Gendarmería sea reconocida, sea visibilizada -como se dice hoy, empleando un término que se ha hecho más frecuente- por la vía de que la dirija una funcionario de carrera, con todo el conocimiento de los escalafones que desarrollan esa delicada labor. Ello, considerando además que dicha institución está en una condición muy desmedrada, al punto que los gendarmes prácticamente viven como un interno más.



Si uno revisa la situación de la Escuela de Gendarmería concluye que, desde luego, también es la oportunidad para relevarla y ponerla en el nivel de educación superior, como sucede con Investigaciones y Carabineros.



Eso permite generar una red de prevención y atención con respecto a los problemas de seguridad ciudadana, que son sumamente importantes. Porque ellos no se resuelven solo con más policía uniformada o civil, sino también con participación ciudadana en cada rincón de nuestro país.



No quiero dejar pasar la ocasión, señora Presidenta, sin referirme a la Agencia Nacional de Inteligencia (ANI).



A mi entender, la dirección de una entidad de ese tipo no puede circunscribirse a un período gubernamental específico.



¡Quién va a ser el jefe de esa unidad si quizá está buscando trabajo y sabe que en cuatro años habrá cambio de gobierno!



Se trata de una institución cuyos funcionarios debieran participar de por vida, para que realmente se atrevieran a hacer las cosas bien y después no quedaran sujetos a situaciones bastante más difíciles.



Destaco que, junto con el aumento de la dotación, también haya un Plan Nacional de Seguridad Pública.



Y, desde luego, invito al Presidente de la Comisión ya indicada a recabar nuestra asistencia con más frecuencia para poder prevenir las situaciones mencionadas en su amplio espectro.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señora Presidenta, no pensaba intervenir. Pero revisten tal importancia la materia y el proyecto que se está discutiendo en general, en segundo trámite constitucional, que creo preciso hacer algunos alcances.



Las ventajas de esta iniciativa, sin lugar a dudas, son para todo el país; en consecuencia, también para las regiones.



El proyecto planteado por el Gobierno claramente no es aislado. Lo recordaba recién el Senador Tuma: hace solo algunas unas semanas estábamos en esta misma Sala aprobando una iniciativa de similar naturaleza, que buscaba aumentar las plantas del personal de la PDI de manera bastante significativa.



Eso refleja la voluntad de la Administración de la Presidenta Bachelet; del Ministro del Interior, quien nos acompaña, y de aquellos que hoy estamos respaldando unánimemente el proyecto en análisis.



En efecto, como se ha mencionado, los asuntos de seguridad -interior, en este caso- son de Estado: son temas de país. Y mal le ha hecho al mundo político en otras circunstancias, en momentos distintos, politizar estas materias.



Recién lo conversábamos con el Senador Espina, a propósito de hechos que ocurren en La Araucanía. Tenemos que entrar en este debate -es la voluntad que nos anima a los Senadores de la Novena Región- sobre problemas de seguridad sin politizarlo.



Porque ya sostuvimos el año pasado y en años anteriores algunas discusiones -no es del caso repetirlas ahora- en que se intentaba retipificar delitos claramente establecidos.



Yo creo que los asuntos de seguridad son de Estado, son serios. Y deben abordarse con mucha sobriedad, como lo ha hecho el Gobierno, por ejemplo, frente a la detención por las policías, dependientes del Ministerio del Interior, de los autores de la colocación de bombas.



Eso refleja que esta materia se ha abordado con seriedad. Porque existe una agenda de seguridad -incluso la Presidenta Bachelet la había planteado con varios meses de anticipación, antes de los primeros bombazos que conocimos este año-, la que también se nutre de la experiencia y la participación de las comunas, de los vecinos, de la sociedad organizada.



Por lo tanto, valoro el proyecto que nos ocupa.



Me sumo también a lo manifestado por el Senador Prokurica. Considero importante la situación que afecta a DIPRECA. Y hay voluntad política del Gobierno para hacerse cargo por fin de los problemas expuestos.



Hace solo tres días estuve en el Hospital DIPRECA visitando a algunos funcionarios en retiro de la Región de La Araucanía. Y me contaban de todas las dificultades que vive el personal, no solo en el momento de tratarse determinadas enfermedades, sino en general, especialmente cuando se encuentra en retiro.



Por lo tanto, vamos a respaldar con mucho entusiasmo el proyecto en análisis.



Insisto: los asuntos relacionados con seguridad no son patrimonio de cierto sector.



Nos encontramos ante un Gobierno que está actuando con determinación, con voluntad, sin complejos y con firmeza. Porque, como ha dicho el Ministro Peñailillo, quienes cometen delitos deben estar donde corresponde: tras las rejas.



Por supuesto, para eso se requiere que funcione toda la institucionalidad existente en democracia.



Por ejemplo, en el “caso bombas”, que tuvo conmovido y consternado al país durante largo tiempo, ha habido un actuar diligente de las policías, una decisión firme del Ministerio del Interior, una acción de las fiscalías. Ahora deberán intervenir los tribunales. Pero también tendrá que actuar la Defensoría Penal. Porque en eso consiste el sistema democrático, en el cual todos los organismos -Instituto de Derechos Humanos, Defensoría, en fin- cumplen su labor. Eso es el funcionamiento normal de las instituciones. Y como consecuencia de ello, frente a pruebas evidentes -porque así son los sistemas democráticos-, los tribunales deberán resolver.



Señora Presidenta, en medio del debate sobre un incremento importante de carabineros, también es pertinente referirse a lo que señalaba el Senador Horvath.



Me parece que es el momento para pensar en cómo mejoramos la formación policial en general, de todas las instituciones.



Pienso que se han dado pasos relevantes en todas las entidades.



Pero también hemos de considerar si los cursos correspondientes, en el período tan breve en que están planteados hoy, entregan formación eficaz para las múltiples tareas operativas que los carabineros deben enfrentar en la calle.



Lo mismo sucede en el caso de la formación de oficiales y de suboficiales.



Planteo lo anterior especialmente cuando en el Senado hemos asumido de manera transversal que sufrimos un déficit importante en materia de inteligencia.



Y tal vez ese es uno de los grandes problemas.



Hablo de la inteligencia preventiva, de aquella que nos permitirá evitar la ocurrencia de hechos de violencia como los que acontecen en La Araucanía, en una franja de cinco a diez kilómetros en la Ruta 5.



Y, sin prejuzgar -porque no sabremos quiénes son hasta que la policía los ponga a disposición de los tribunales y estos sancionen-, lo que debemos hacer es ver con qué mecanismos se pueden evitar tales hechos.



La inteligencia también es importante al momento de posibilitar que esos hechos sean probados en los tribunales correspondientes.



Por tanto, señora Presidenta, también comparto lo que se ha dicho al respecto. Estimo que las expresiones del Subsecretario Aleuy han sido certeras. Es del todo indispensable separar los asuntos de reivindicación social y territorial del pueblo mapuche. Y no hay que estigmatizar como se hizo en el pasado a raíz de hechos de situaciones de violencia. Por ejemplo, en el caso de los siete trabajadores forestales muertos en Carahue hace menos de tres años: se efectuaron distintas imputaciones contra el pueblo mapuche, y hasta ahora no solo no hay condenados, sino ningún acusado.



En consecuencia, pienso que son muy relevantes la prudencia, la sobriedad con que se abordan las cuestiones sobre seguridad.



A mi entender, hace bien el Subsecretario Aleuy cuando denomina los hechos delictuales por su nombre. Y, frente a eso, las policías y los demás organismos han de proceder como corresponde.



Por todo lo expuesto, señora Presidenta, apruebo con mucho entusiasmo en general este proyecto, que aumenta la dotación de Carabineros.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Finalmente, tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señora Presidenta, en primer lugar, saludo al señor Ministro.



En segundo término, valoro el proyecto que nos ocupa.



Aprobaremos esta normativa, creo, en forma unánime, con el fin de que contemos con 6 mil nuevos carabineros.



Tal como lo manifestaron varios Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra, hay que entregarle a Carabineros los instrumentos para que pueda ejercer muy bien su labor. Y eso significa ajustes legislativos y, además, mayor conciencia ciudadana acerca del respeto a la autoridad.


La policía uniformada está para defender a nuestra sociedad. Por consiguiente, resultan fundamentales las modificaciones que se quiere introducir en nuestra legislación para dotar a aquella de los elementos necesarios a tal efecto.



Quiero, señor Ministro, aprovechar esta oportunidad para conversar hoy acerca de lo planteado por el Senador Orpis en cuanto a prevención y rehabilitación de los delincuentes.



Nos tenemos que preguntar si actualmente en las cárceles de nuestro país hay verdadera rehabilitación.



¡No la hay!


¿Y qué políticas públicas estamos implementando para que una persona que ha delinquido vuelva a la sociedad, sea alguien de bien y se inserte como corresponde?



Eso no lo estamos afrontando como Estado.



¿Qué talleres existen? ¿Qué incentivos les estamos dando a las empresas para que trabajen en conjunto con las cárceles?


Prácticamente, ¡nada!


¿Y qué hacen ese hombre o esa mujer una vez que cumplen su pena? Tienen dos alternativas: o la gran suerte de contar con recursos de la familia para reinsertarse, o volver a delinquir. Porque ¡es muy difícil que accedan a un trabajo!


Por lo tanto, necesitamos que las empresas partan desde adentro de los lugares de reclusión hacia afuera, con el fin de que haya seguimiento y continuidad en algo fundamental: que aquella persona pueda reinsertarse en la sociedad. De lo contrario estaremos arando en el agua.



Y voy a poner un ejemplo también con respecto a la rehabilitación del consumo de drogas; este, en números, es de los mayores delitos que se cometen.



Señor Ministro -y no es primera vez que lo digo en el Senado-, en la cárcel concesionada de Rancagua se está aumentando la población penal con 400 nuevos reclusos que se están llevando desde distintas partes de nuestro país -ustedes vieron las desgracias que, lamentablemente, ocurrieron allí por atentados contra los derechos humanos de los reos-; sin embargo, el número de gendarmes no ha crecido.



La situación de estrés que viven muchos gendarmes es dramática. 



Como Estado, debemos asumir esa situación, dar una salida y apoyar a Gendarmería. 


Yo valoro lo que se está diciendo en cuanto a que en Gendarmería haya una carrera funcionaria sin intromisión política del Gobierno de turno.



Por otro lado, señor Ministro, quiero informarle que cuando se concesionó dicha cárcel había una máquina para detectar el ingreso de drogas.


¡Hace ocho años que no funciona!


¿Y sabe por qué, señor Ministro? Las primeras explicaciones que me dieron fueron en el sentido de que no había insumos.


¡Máquina nueva...!


Llegaron los insumos. ¡Hoy no hay nadie que pueda manejarla...!


Hablemos aquí de la realidad.



Yo me pregunto qué control de drogas tiene la cárcel de Rancagua. Y, para ello, qué mejor que esa máquina detectora.



Le pido, señor Ministro, que investiguen.



Ese instrumento es fundamental para apoyar también a Gendarmería.



No quiero mencionar cifras. Pero debo señalar que hay una cifra muy dolorosa de adictos. ¿Y a cuántas personas tenemos en rehabilitación del consumo de drogas al interior de la cárcel de Rancagua? A no más de 25.



Estamos hablando de un porcentaje muy importante de adictos. Porque los microtraficantes, en su gran mayoría, y los narcotraficantes son personas enfermas que necesitan apoyo.



Debemos trabajar en esas personas para permitirles reinsertarse y volver a ser útiles a nuestra sociedad.



Por lo tanto, todo este esfuerzo que estamos haciendo para entregarle a Carabineros una cantidad mayor de funcionarios es fundamental. 



Sin embargo, también tenemos que proporcionarle a todo el sistema de seguridad y de reinserción en nuestra sociedad los instrumentos necesarios.



Creo que sobre la materia hay que trabajar una política de Estado. Y en eso, señor Ministro, tiene todo nuestro apoyo. Porque el escenario de la delincuencia es cada día más sofisticado; ha cambiado; los grupos muchas veces son muy distintos de los tradicionales, y necesitamos que los servicios de inteligencia de las policías -¡de las policías!- tengan todo el apoyo que requieren para prevenir ese tipo de delitos y darles una seguridad a todos los chilenos que desean vivir en paz.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (26 votos favorables), dejándose constancia de que se cumplió con el quórum constitucional exigido.



Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz y Lily Pérez y los señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, Espina, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Tuma y Andrés Zaldívar.
La señora ALLENDE (Presidenta).- Como expliqué, el proyecto debe pasar a la Comisión de Hacienda.



Se fijó plazo para formular indicaciones hasta el lunes 13 de octubre.

VII. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)-----------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor GARCÍA:



Al señor General Director de Carabineros de Chile, para que proporcione información en cuanto a DENUNCIA DE OFICIALES DE SECRETARÍA EN RETIRO DE CARABINEROS SOBRE VULNERACIÓN DE DERECHOS ECONÓMICOS.



De la señora VAN RYSSELBERGHE:



A la señora Ministra de Salud, solicitándole información relativa a CUMPLIMIENTO DE COMPROMISO PRESIDENCIAL SOBRE MÁS HORAS MÉDICAS DE ESPECIALISTAS EN SISTEMA PÚBLICO DE SALUD. Y al señor Director de Planificación y Desarrollo Integral de Carabineros de Chile, pidiéndole que inicie ESTUDIO Y DISEÑO PARA PRONTO REMPLAZO DE INFRAESTRUCTURA DE SUBCOMISARÍA EN SAN FABIÁN DE ALICO.
)-----------(



--Ofrecida la palabra, sucesivamente, en los tiempos de los Comités Demócrata Cristiano e Independiente; Renovación Nacional; Socialista; Independientes y Partido MAS (Movimiento Amplio Social); Unión Demócrata Independiente e Independiente, y Partido por la Democracia e Independiente, ningún señor Senador interviene.

)-----------(

El señor TUMA (Vicepresidente).-  Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:44.







Manuel Ocaña Vergara,








  Jefe de la Redacción 

ANEXOS

SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 362

ACTAS APROBADAS

SESIÓN 50ª, ORDINARIA, EN MARTES 30 DE SEPTIEMBRE DE 2014


Presidencia de la titular del Senado, Honorable Senadora señora Allende, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Tuma.

Asisten los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).


Concurre, asimismo, el Ministro Secretario General de Gobierno, señor Álvaro Elizalde. Asiste, también, el asesor de esa Cartera, señor Cristóbal Osorio.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________

Se deja constancia de que se cuenta con 36 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 48ª y 49ª, ordinarias, de 23 y 24 de septiembre, respectivamente, ambas del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_________

CUENTA

Mensajes


Cinco de S. E. la Presidenta de la República:


Con el primero, da inicio a un proyecto de reforma constitucional que crea el cargo de Fiscal Especial de Alta Complejidad en el Ministerio Público (Boletín N° 9.608-07).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Con el siguiente, hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, al proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal con el fin de reforzar la protección de las víctimas, mejorar la función que desempeña el Ministerio Público y fortalecer la acción policial y la operatividad del sistema de justicia penal (Boletín N° 8.810-07).


Con los tres últimos, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, para la tramitación de las siguientes iniciativas: 


1.- Proyecto de ley que autoriza erigir un monumento a la ex Diputada señora Gladys Marín Millie (Boletín Nº 7.523-24).


2.- Proyecto de ley que declara la nulidad del decreto ley N° 2.191, de 1978 (Boletín N° 4.162-07).


3.- Proyecto de ley que tipifica el delito de incitación al odio racial y religioso (Boletín N° 7.130-07).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero, informa que aprobó en los mismos términos que lo hizo esta Corporación el proyecto de ley que declara feriado el día 2 de octubre de 2014 para la comuna de Rancagua (Boletín N° 9.353-06).


- Se toma conocimiento y se mandó comunicar el proyecto a  S. E. la Presidenta de la República.


Con el segundo, comunica que rechazó la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que confiere el carácter de título profesional universitario a las carreras de Kinesiología, Fonoaudiología, Enfermería, Obstetricia y Puericultura, Nutrición y Dietética, Tecnología Médica y Terapia Ocupacional (Boletín N° 3.849-04).


- Se toma conocimiento y se manda comunicar a S. E. la Presidenta de la República al efecto de consultarle si hará uso de la facultad que le otorga el inciso segundo del artículo 71 de la Constitución Política de la República.


Con los otros tres, informa que dio su aprobación a los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de acuerdo que aprueba el “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Estados Unidos de América para Evitar la Doble Imposición y para Prevenir la Evasión Fiscal en Relación a los Impuestos a la Renta y al Patrimonio, y su Protocolo”, suscritos en Washington el 4 de febrero de 2010, y las Notas intercambiadas, en igual fecha y lugar, relativas a dicho Convenio (Boletín N° 9.258-10).


- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores y a la de Hacienda, en su caso.


2.- Proyecto de acuerdo que aprueba el “Memorándum de Entendimiento entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Reino de Dinamarca, en Materia de Programa de Vacaciones con Permiso de Trabajo (Working Holiday Programme)”, suscrito en Copenhagen, Dinamarca, el 8 de diciembre de 2008 (Boletín N° 9.439-10).


3.- Proyecto de acuerdo que aprueba el “Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a un Procedimiento de Comunicaciones”, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas, el 19 de diciembre de 2011 (Boletín N° 9.465-10).


- Pasan a la Comisión de Relaciones Exteriores.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Envía copia de las resoluciones dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los siguientes preceptos legales:


1.- Artículos 456 del Código Civil y 4° de la Ley N° 18.600.  


2.- Artículo 393, inciso segundo, del Código Procesal Penal.


3.- Artículos 36 y 37 del decreto ley N° 2.222, de 1978, que sustituye Ley de Navegación y 18, inciso segundo, 26 y 35 del decreto con fuerza de ley N° 292/1953, que aprueba la ley orgánica de la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante.


- Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.  

Del señor Contralor General de la República


Transcribe resolución de esa entidad de control que desestima una solicitud de reconsideración del dictamen N° 33.175, de 2012, en lo relativo a los trabajos extraordinarios de los funcionarios municipales que se desempeñan en los juzgados de policía local.


Atiende solicitud de información, remitida en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, respecto de la legalidad de ciertas actuaciones de la Sociedad de Rentas Inmobiliarias Limitada, concesionaria de la Zona Franca de Punta Arenas.

Del señor Ministro de Relaciones Exteriores


Contesta solicitud de información, expedida en nombre del Honorable Senador señor García-Huidobro, sobre la colaboración que esa Secretaría de Estado puede prestar a los tribunales en lo que concierne a declaraciones de una religiosa en Holanda relativas a casos de sustracción de menores ocurridos, hace algunas décadas, en hospitales públicos y privados del país.

Del señor Ministro de Obras Públicas


Responde solicitud de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor Lagos, sobre estado del suministro de agua en el sector de Pelumpén, comuna de Olmué, y sobre las medidas previstas para su pronta restitución.

Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones


Atiende solicitud de información, cursada en nombre de la Honorable Senadora señora Von Baer, acerca de la implementación de un plan de contingencia ante la prohibición que afecta al tránsito de vehículos de dos ejes por el puente Collilelfu, en la comuna de Los Lagos. 


Responde consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor García-Huidobro, sobre planes de término del servicio ferroviario en el tramo San Fernando-Rancagua, en ciertos horarios, y la posibilidad de destinar a su financiamiento un porcentaje de las subvenciones para el transporte público de provincias.


Atiende consulta, hecha en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre antecedentes disponibles en la Comisión Nacional de Seguridad de Tránsito relativos a accidentes ocurridos durante los últimos cinco años en la Ruta a Boca Itata, comuna de Trehuaco.

Del señor Subsecretario para las Fuerzas Armadas


Adjunta copia del oficio con el que pide al señor Comandante en Jefe de la Armada, que se estudie la factibilidad de examinar al ex sargento segundo don Carlos Enrique Moscoso Ortega por la Comisión de Sanidad de esa Institución; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Bianchi.

Del señor Subsecretario de Pesca y Acuicultura


Atiende solicitud de información, recabada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca del estado actual del recurso merluza y de la posibilidad de que se otorgue un bono para hacer frente a los problemas de esa pesquería.

Del señor Subsecretario de Telecomunicaciones


Complementa respuesta dada a solicitud de información, expedida en nombre del Honorable Senador señor Ossandón, sobre la mala cobertura y escasa conectividad a la red de telefonía móvil Entel en la comuna de Pirque. 

Del señor Presidente del Consejo de Defensa del Estado


Contesta solicitud de información, efectuada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, respecto de la situación jurídica y administrativa de don Ramón Melo Silva, funcionario del referido Consejo.

Del señor Director Jurídico del Consejo para la Transparencia


Remite copia de decisión de inadmisibilidad, recaída en solicitud de amparo al derecho de acceso a la información en contra de la Corporación, por no ser asunto de competencia de ese Consejo.

Del señor Superintendente de Seguridad Social (TyP)


Atiende solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, respecto de la situación que afecta a don Juan Pablo Soto Patiño, residente en la ciudad de Valdivia, por el no pago de licencias médicas correspondientes a los meses de enero, febrero y marzo de este año, no obstante que fueron aceptadas las apelaciones correspondientes a dichos períodos.

Del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal


Contesta solicitud de antecedentes, cursada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, sobre el proyecto de dendroenergía que se desarrolla en la Región del Bío Bío, y sobre la posibilidad de ampliar esa iniciativa y sus incentivos a otras regiones que hagan uso intensivo de la leña como combustible.

Del señor Vicepresidente Ejecutivo de la Empresa Nacional de Minería


Remite nómina de personal contratado por la empresa en el lapso del 11 de marzo de 2014 al día 5 del mes en curso, e informa sobre el número de desvinculaciones producidas en el mismo período; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Prokurica. 

Del señor Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Energía


Responde solicitud de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativa a la posibilidad de que en el proceso de tarificación de los sistemas medianos se efectúen modificaciones reglamentarias que permitan incorporar nuevas generadoras e incentiven el ingreso de energías renovables no convencionales.

Del señor Director Ejecutivo (TyP) del Servicio de Evaluación Ambiental


Contesta solicitud de información, remitida en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, sobre una reunión con representantes de Endesa, realizada el 11 de julio pasado en la oficina de ese servicio en la Región de Los Ríos y sobre la relación de la misma con el proceso de consulta indígena del proyecto Central Neltume en la comuna de Panguipulli.

Del señor Secretario Regional Ministerial del Trabajo y

Previsión Social, Región de Los Ríos


Responde solicitud de antecedentes, hecha en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, acerca de actos de fiscalización que ese organismo ha realizado respecto del accidente que sufrió el día 8 de agosto pasado don Juan Santana Delgado, desaparecido tras caer a las aguas del río Calle Calle mientras prestaba servicios para una empresa contratista.

Del señor Director Regional del Maule (TyP),

Instituto de Desarrollo Agropecuario


Da respuesta a solicitud de información, efectuada en nombre del Honorable Senador señor Matta, relativa al otorgamiento de asesoría técnica e incentivos de inversión  para los pequeños apicultores de la comuna de Chanco que integran el Taller Laboral de Apicultores.

Del señor Jefe de la División de Análisis y Control de Gestión,

Gobierno Regional de la Región de Magallanes y Antártica Chilena


Responde solicitud de información, enviada en nombre del  Honorable Senador señor García, sobre la disminución del clasificador presupuestario “Iniciativas de Inversión”, de ese Gobierno Regional, desde un monto inicial de M$ 23.659.641 al vigente de M$ 21.760.228, publicado por la Dirección de Presupuestos el día 31 de julio pasado.

Del señor Secretario Técnico del Gobierno Regional de la

Región de Magallanes y Antártica Chilena


Contesta solicitud de información, remitida en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, relativa a la denuncia que la Fundación Luz y Esperanza hizo en materia de la ejecución del Programa de Atención Domiciliaria para Pacientes con Dependencia Severa, a cargo del Centro de Salud Familiar de Puerto Natales.

Del señor Alcalde de la I. Municipalidad de Carahue


Contesta petición de antecedentes, remitida en nombre del Honorable Senador señor García, sobre planes y proyectos del Municipio para la instalación de un terminal de buses que dé cumplimiento pleno a las disposiciones legales.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


Segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Administrador Provisional y Administrador de Cierre de Instituciones de Educación Superior y establece regulaciones en materia de administración provisional de sostenedores educacionales (Boletín Nº 9.333-04) (con urgencia calificada de “suma”).


De la Comisión  de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que deroga los numerales 1.° y 2.° del artículo 497 del Código Civil, relativos a la incapacidad de ciegos y mudos para desempeñar toda clase de tutelas o curatelas (Boletín N° 9.409-07).


De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que prohíbe discriminación laboral frente a análisis genéticos (Boletín N° 7.709-13).


- Quedan para Tabla.

Moción


Del Honorable Senador señor Araya, con la que da inicio a un proyecto de ley que declara feriado el día 29 de septiembre para la comuna de Tocopilla (Boletín N° 9.609-06).


- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

Proyectos de acuerdo


De los Honorables Senadores señor García, señora Von Baer y señores Araya, Bianchi, Coloma, Chahuán, Espina, García-Huidobro, Lagos, Matta, Orpis, Ossandón, Prokurica y Walker, don Patricio, con el que piden a      S. E. la Presidenta de la República que, en ejercicio de la facultad que le confiere el artículo 75 del decreto con fuerza de ley N° 850 del Ministerio de Obras Públicas, de 1997, se libere del pago de peajes a los vehículos policiales, carros de bomberos, ambulancias y otros móviles similares, en servicio de las funciones institucionales respectivas (Boletín Nº S 1.724-12).


De los Honorables Senadores señores Bianchi, Araya, Chahuán, De Urresti, Guillier, Lagos, Prokurica y Walker, don Patricio, con el que solicitan a  S. E. la Presidenta de la República que el Ministerio de Salud adopte medidas para incorporar en la atención primaria un número importante de médicos, incluidos profesionales extranjeros; asimismo, que incremente los recursos para personal operativo de los nuevos establecimientos hospitalarios y aumente la dotación de especialistas en el sector público (Boletín Nº S 1.725-12).


- Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

_________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:


1.- Tratar en primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana, el proyecto de ley que crea el Administrador Provisional y Administrador de Cierre de Instituciones de Educación Superior, y establece regulaciones en materia de administración provisional de sostenedores educacionales (Boletín Nº 9.333-04), siempre que se hubiere despachado el proyecto de ley que crea el Acuerdo de Vida en Pareja (Boletines Nºs 7.011-07 y 7.873-07, refundidos).


2.- Abrir un nuevo plazo para formular indicaciones a los siguientes proyectos de ley:


a) el que modifica la ley N° 20.234, que establece un procedimiento de saneamiento y regularización de loteos, y amplía su plazo de vigencia (Boletín N° 9.407-14), hasta las 12:00 horas del lunes 13 de octubre próximo;


b) el que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones y leyes complementarias, para establecer un sistema de aportes al espacio público aplicable a los proyectos de construcción (Boletín N° 8.493-14), hasta las 12:00 horas del martes 14 de octubre de 2014, las que deberán ser presentadas en la Secretaría de la Comisión de Vivienda y Urbanismo, y


c) el que adecua la legislación nacional al estándar del Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud para el Control del Tabaco (Boletín N° 8.886-11), hasta las 12:00 horas del próximo martes 14 de octubre, las que deberán ser presentadas en la Secretaría de la Comisión de Salud.


3.- Remitir el proyecto de ley que establece un aporte de capital extraordinario para la Corporación Nacional del Cobre de Chile y la autoriza a contraer endeudamiento (Boletín N° 9.530-08), una vez que sea despachado por la Honorable Cámara de Diputados, a la Comisión de Hacienda.

_________


Enseguida, el Honorable Senador señor Prokurica manifiesta su molestia por haber sido aludido en un medio de comunicación como promotor de la iniciativa para trasladar el Congreso a Santiago, enfatizando que no respalda dicho propósito.

- - -


Luego, a sugerencia del Honorable Senador señor De Urresti, la Sala acuerda postergar la sesión especial de mañana, 1° de octubre, referida a la Descentralización y Desarrollo Regional, para el próximo día 8 de octubre, de 11:30 a 14:00 horas.


Sobre esta materia, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Guillier.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

Homenaje en memoria de don Carlos Prats González


La señora Presidenta anuncia que corresponde rendir homenaje al ex Comandante en Jefe del Ejército de Chile, ex Ministro de Estado en las Carteras del Interior y de Defensa Nacional, y ex Vicepresidente de la República, señor Carlos Prats González, y hace uso de la palabra en nombre de la Corporación.


Al efecto, intervienen, también, los Honorables Senadores señores Espina, en representación del Comité Partido Renovación Nacional; Matta, en nombre del Comité Partido Demócrata Cristiano e Independiente; Guillier, representando al Comité Partido por la Democracia e Independiente; Larraín, en representación del Comité Partido Unión Demócrata Independiente e Independiente, y Letelier, en nombre del Comité Partido Socialista.


Finalmente, la señora Presidenta agradece la presencia de la familia y amigos del homenajeado, que se encuentran en la tribuna, y expresa que el homenaje ha concluido.

- - -


Se suspende la sesión.


Se reanuda la sesión.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el Acuerdo de Vida en Pareja, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento e informe de la Comisión de Hacienda


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia y solicita la anuencia de la Sala para el ingreso del asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Cristóbal Osorio. Se accede.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene los Boletines Nºs 7.011-07 y 7.873-07, refundidos, y urgencia calificada de “suma”.


Añade que la iniciativa fue aprobada en general en sesión de 7 de enero de 2014, y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y con informe de la Comisión de Hacienda.


Destaca que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones o de modificaciones.


Agrega que dicha Comisión efectuó diversas enmiendas al texto aprobado en general, de las cuales algunas fueron aprobadas por unanimidad, y otras, que serán puestas en discusión y votación oportunamente, solamente por mayoría.


La Comisión de Hacienda, por su parte, deja constancia de que no introdujo modificaciones respecto del texto que propone la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Cabe recordar que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas o que existan indicaciones renovadas. De estas enmiendas unánimes, la referida al artículo 35 tiene rango orgánico constitucional, y la recaída en el artículo 41 es de quórum calificado.


Asimismo, resalta que el artículo 22 del proyecto de ley también tiene el carácter de norma orgánica constitucional, en tanto que los artículos 29, 30, 31, 32, 33, y la letra ii) del artículo 42, tienen el carácter de norma de quórum calificado.


Finalmente, hace presente que el Comité Partido Unión Demócrata Independiente e Independiente ha solicitado votación separada para cada uno de los artículos del proyecto, sin perjuicio de que también deben votarse separadamente todas las enmiendas que sólo fueron aprobadas por mayoría en la Comisión. Asimismo, señala que se renovaron diversas indicaciones. 

- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en su segundo informe, propone efectuar las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado en general:

TÍTULO I


Sustituir su denominación por la siguiente:

“DEL ACUERDO DE VIDA EN PAREJA Y DE LOS CONVIVIENTES CIVILES”

Artículo 1°


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 1°.- El Acuerdo de Vida en Pareja es un contrato celebrado entre dos personas con el propósito de regular los efectos jurídicos derivados de su vida afectiva en común, de carácter estable y permanente. 


Las partes de este contrato se denominarán convivientes civiles y serán considerados parientes para los efectos previstos en el artículo 42 del Código Civil. 


La celebración del mismo conferirá a los convivientes civiles el estado civil de pareja civil. El término de este acuerdo restituirá a los contrayentes el estado civil que tenían antes de celebrar este contrato, salvo en la situación prevista en la letra c) del artículo 26.”. 


A continuación, intercalar los siguientes artículos 2°, 3° y 4°, nuevos:


“Artículo 2°.- El acuerdo generará para los convivientes civiles los derechos y obligaciones que establece la presente ley. 


Artículo 3°.- El acuerdo no podrá sujetarse a plazo, condición, modo ni gravamen alguno. Tampoco podrá prometerse su celebración. 


Artículo 4°.- Entre un conviviente civil y los consanguíneos de la persona con la que está unida por un acuerdo de vida en pareja existirá, mientras éste se encuentre vigente, parentesco por afinidad. La línea y grado de afinidad de una persona con un consanguíneo de su conviviente civil, se califica por la línea o grado de consanguinidad de dicho conviviente civil.”. 

Artículo 2°


Sustituirlo por los siguientes artículos 7°, 8° y 9°, nuevos:


“Artículo 7°.- Para la validez de este contrato será necesario que los contrayentes sean mayores de edad y tengan la libre administración de sus bienes. No obstante lo anterior, el disipador que se halle en interdicción de administrar lo suyo podrá celebrar, por sí mismo, este acuerdo. 


Artículo 8°.- Será necesario, además, que los contrayentes hayan consentido libre y espontáneamente en celebrarlo.


Se entenderá que falta el consentimiento libre y espontáneo en los siguientes casos:


a.- Si ha habido error acerca de la persona del otro contrayente, y


b.- Si ha habido fuerza, en los términos de los artículos 1456 y 1457 del Código Civil. 


Artículo 9°- No podrán celebrar este contrato entre sí los ascendientes y descendientes por consanguinidad o afinidad, ni los colaterales por consanguinidad en el segundo grado.


Tampoco podrán celebrarlo las personas que se encuentren ligadas por un vínculo matrimonial o un acuerdo de vida en pareja no disuelto.”. 


A continuación, agregar los siguientes artículos 10 y 11, nuevos:


“Artículo 10.- La persona que, teniendo la patria potestad de un hijo o la guarda de otra, quiera celebrar un acuerdo de vida en pareja, deberá sujetarse a lo prescrito por los artículos 124 y 126 del Código Civil, y si los infringe deberá indemnizar al hijo o pupilo por los perjuicios que la omisión del inventario les irrogue, presumiéndose la culpa por el solo hecho de la omisión.


Artículo 11.- Cuando un acuerdo de vida en pareja haya expirado, la mujer que está embarazada no podrá contraer matrimonio con un varón distinto ni celebrar un nuevo acuerdo antes del parto, o, no habiendo señales de preñez, antes de cumplirse los doscientos setenta días subsiguientes a la expiración del acuerdo.


Pero se podrán rebajar de este plazo todos los días que hayan precedido inmediatamente a dicha expiración y en los cuales haya sido absolutamente imposible el acceso del conviviente varón a la mujer.


El oficial del Registro Civil correspondiente no permitirá la celebración del matrimonio o del nuevo acuerdo sin que por parte de la mujer se justifique no estar comprendida en el impedimento precedente.”. 

ARTÍCULO 3°


Suprimirlo.


Incorporar el siguiente título, nuevo:

“TÍTULO II

DE LA CELEBRACIÓN DEL ACUERDO DE VIDA EN PAREJA, DE SUS REQUISITOS DE VALIDEZ Y PROHIBICIONES”

Artículo 4°


Pasa a ser artículo 5°.


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 5°.- El acuerdo de vida en pareja se celebrará en el Registro Civil, ante cualquier oficial, quien levantará acta de todo lo obrado, la que será firmada por él y por los contrayentes. La celebración podrá efectuarse en el local de su oficina o en el lugar que señalaren los contrayentes, siempre que se hallare ubicado dentro de su territorio jurisdiccional. 


En este acto, los contrayentes deberán declarar por escrito, oralmente o por lenguaje de señas acerca del hecho de no encontrase ligados por vínculo matrimonial o un acuerdo de vida en pareja vigente. 


El acuerdo podrá celebrarse por mandatario facultado especialmente para este efecto. El mandato deberá otorgarse por escritura pública en la que se indiquen los nombres, apellidos, nacionalidad, profesión u oficio y domicilio de los contrayentes que quedarán sujetos al acuerdo y del mandatario.


El mandatario requerirá facultad expresa para convenir por su mandante la comunidad de bienes a que se refiere el artículo 15.”. 

ARTÍCULO 5°


Pasa a ser artículo 6°.


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 6°.- El acta levantada por el oficial del Registro Civil, a que se refiere el artículo anterior, se inscribirá en un registro especial que llevará el Servicio de Registro Civil e Identificación. 


El Registro Especial de Acuerdo de Vida en Pareja que llevará el Servicio de Registro Civil e Identificación deberá incluir las siguientes referencias: nombre completo y sexo de los contrayentes; fecha, hora, lugar y comuna en la que se celebra este contrato; y la certificación, realizada por el oficial del Registro Civil, del cumplimiento de los requisitos establecidos para su celebración. 


Mediante un reglamento que llevará la firma del Ministro de Justicia se determinará la forma en que se dará cumplimiento a lo establecido en esta ley.”.


A continuación, agregar el siguiente Título III que incorpora los artículos 12 y 13, nuevos:

“TÍTULO III

DE LOS ACUERDOS DE VIDA EN PAREJA CELEBRADOS EN EL EXTRANJERO


Artículo 12.- Los acuerdos de vida en pareja, uniones civiles o contratos equivalentes, no constitutivos de matrimonio, que regulen la vida afectiva en común de dos personas del mismo o de distinto sexo, sujetos a registro y celebrados válidamente en el extranjero, serán reconocidos en Chile, en conformidad con las siguientes reglas: 


1ª. Los requisitos de forma y fondo del acuerdo se regirán por la ley del país en que haya sido celebrado.


2ª. Sin embargo, podrá ser declarado nulo de conformidad a la ley chilena, el acuerdo celebrado en territorio extranjero que se haya contraído en contravención a lo dispuesto en los artículos 7°, 8° y 9° de esta ley. 


3ª. Para que el acuerdo otorgado en país extranjero produzca efectos en Chile, deberá inscribirse en el Registro Especial de Acuerdo de Vida en Pareja que establece el artículo 6°. Los efectos de este acuerdo, una vez inscrito conforme a lo señalado precedentemente, se arreglarán a las leyes chilenas, aunque los contrayentes sean extranjeros y no residan en el territorio nacional. 


4ª. La terminación del acuerdo y los efectos de la misma se someterán a la ley aplicable a su celebración. 


5ª. Las sentencias que declaren la nulidad o la terminación del acuerdo, dictadas por tribunales extranjeros, serán reconocidas en Chile conforme a las reglas generales que establece el Código de Procedimiento Civil. 


6ª. Los actos auténticos en que conste la terminación de uno de estos acuerdos, serán reconocidos en Chile, en conformidad con la legislación chilena vigente en esta materia. 


Artículo 13.- Los convivientes civiles que hayan celebrado el acuerdo o contrato de unión equivalente en territorio extranjero, se considerarán separados de bienes, a menos que al momento de inscribirlo en Chile pacten someterse a la comunidad prevista en el artículo 15 de esta ley, dejándose constancia de ello en dicha inscripción.”.


Agregar los siguientes artículos, nuevos:


“Artículo 17.- El conviviente civil sobreviviente podrá ser desheredado por cualquiera de las tres primeras causas de desheredamiento indicadas en el artículo 1208 del Código Civil.


Artículo 18.- Los derechos sucesorios y la condición de legitimario que este artículo otorga al conviviente civil sobreviviente solo tendrán lugar si el acuerdo de vida en pareja celebrado con el difunto no ha expirado a la fecha de la delación de la herencia. 


Artículo 19.- El conviviente civil sobreviviente, tendrá también el derecho de adjudicación preferente que la regla 10ª del artículo 1337 del Código Civil otorga al cónyuge sobreviviente. Tendrá, asimismo, en iguales condiciones que las prescritas en esta regla, los derechos de habitación y de uso, que la misma concede al cónyuge sobreviviente para el caso en que el valor total del inmueble en que resida y que sea o haya sido la vivienda principal de la familia, así como del mobiliario que lo guarnece, excedan su cuota hereditaria.”.


A continuación, agregar el siguiente artículo, nuevo:


“Artículo 21.- Se presumen hijos del conviviente varón los nacidos después de los ciento ochenta días siguientes a la celebración del acuerdo de vida en pareja y dentro de los trescientos días siguientes a su terminación.”. 


Agregar los siguientes artículos 24 y 25 nuevos:


“Artículo 24.- Las leyes y reglamentos que hacen alusión a los convivientes, sea con esta expresión u otras que puedan entenderse referidas a ellos, serán igualmente aplicables a los convivientes civiles. 


Artículo 25.- Lo dispuesto en el artículo 450 y en el número 1º del artículo 462, ambos del Código Civil, será aplicable a los convivientes civiles.”. 


A continuación, agregar el siguiente Título VI, nuevo:

“TÍTULO VI

DEL TÉRMINO DEL ACUERDO DE VIDA EN PAREJA”

Artículo 6°


Pasa a ser artículo 26.


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 26.- El acuerdo de vida en pareja terminará:


a) Por muerte natural de uno de los convivientes civiles. 


b) Por muerte presunta de uno de los convivientes civiles, de conformidad a lo dispuesto en el art. 43 de la Ley de Matrimonio Civil. Terminará también por la comprobación judicial de la muerte de uno de los convivientes civiles efectuada por el juez del último domicilio que el difunto haya tenido en Chile, en los términos prescritos en los artículos 95 y 96 del Código Civil. 


c) Por el matrimonio de los convivientes civiles entre sí, cuando proceda; 


d) Por mutuo acuerdo de los convivientes civiles, que deberá constar por escritura pública o acta otorgada ante oficial del Registro Civil. 


e) Por voluntad unilateral de uno de los convivientes civiles, que deberá constar por escritura pública o acta otorgada ante oficial del Registro Civil.


En cualquiera de estos casos, deberá notificarse al otro conviviente civil, mediante gestión voluntaria ante el tribunal con competencia en materias de familia, en la que podrá comparecer personalmente. 


La notificación deberá practicarse por medio de receptor judicial, dentro de los veinte días hábiles siguientes a la subinscripción de la referida escritura o acta, al margen de la inscripción del acuerdo de vida en pareja, efectuada en el registro especial que establece el artículo 6°. 


La falta de notificación no afectará el término del acuerdo de vida en pareja, pero hará responsable al contratante negligente de los perjuicios que la ignorancia de dicho término pueda ocasionar al otro contratante. Quedará relevado de esta obligación si el miembro de la pareja a quien debe notificarse se encuentra desaparecido, o se ignora su paradero o ha dejado de estar en comunicación con los suyos. En todo caso, no podrá alegarse ignorancia transcurridos tres meses de efectuada la subinscripción a que se refiere el inciso precedente. 


f) Por declaración judicial de nulidad del acuerdo. La sentencia ejecutoriada en que se declare la nulidad del acuerdo de vida en pareja deberá subinscribirse al margen de la inscripción a que se hace mención en el artículo 6º y no será oponible a terceros sino desde que esta subinscripción se verifique. 


El acuerdo que no reúna los requisitos establecidos en los artículos 7°, 8° y 9° de esta ley, es nulo.


La acción de nulidad corresponderá a cualquiera de los presuntos convivientes civiles y solo podrá ejercitarse mientras ambos vivan, salvas las siguientes excepciones.


Cuando el acuerdo haya sido celebrado por una persona menor de dieciocho años, la acción de nulidad solo podrá ser intentada por ella o por sus ascendientes. En este caso, la acción de nulidad prescribirá al expirar el término de un año desde que el menor hubiese alcanzado la mayoría de edad.


Será también nulo el acuerdo celebrado mediante fuerza ejercida en contra de uno o de ambos contrayentes o cuando se ha incurrido en un error acerca de la persona con la que se contrata, caso en el cual la acción solo podrá ser intentada por el afectado, dentro del plazo de un año contado desde que cese la fuerza o desde la celebración del acuerdo, en caso de error.


La muerte de uno de los convivientes civiles extingue la acción de nulidad, salvo cuando el acuerdo de vida en pareja haya sido celebrado en artículo de muerte, o que la causal que funde la acción sea la existencia de un vínculo matrimonial o de otro acuerdo de vida en pareja no disuelto, casos en que la acción podrá ser intentada por los herederos del difunto dentro del plazo de un año contado desde el fallecimiento.


La acción de nulidad fundada en la existencia de un vínculo matrimonial no disuelto o de otro acuerdo de vida en pareja no disuelto, corresponderá, también, al cónyuge o al conviviente civil anterior o a sus herederos.


Produciéndose la muerte de uno de los convivientes civiles después de notificada la demanda de nulidad, podrá el tribunal seguir conociendo de la acción y dictar sentencia definitiva sobre el fondo del asunto. 


El término del acuerdo de vida en pareja por las causales señaladas en las letras d) y e), producirá efectos desde que la respectiva escritura pública o el acta otorgada ante el oficial del Registro Civil, según corresponda, se anote al margen de la inscripción del acuerdo de vida en pareja en el registro especial a que se hace mención en el artículo 6º. Mediante un reglamento que llevará la firma del Ministro de Justicia se determinará la forma en que se dará cumplimiento a lo dispuesto en este artículo.”. 

TÍTULO II


Sustituirlo por el siguiente:

“TÍTULO IV

DE LOS EFECTOS DEL ACUERDO DE VIDA EN PAREJA”

Artículo 7°


Pasa a ser artículo 14.


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 14.- Los convivientes civiles se deberán ayuda mutua. Asimismo, estarán obligados a solventar los gastos generados por su vida en común, de conformidad a sus facultades económicas y al régimen patrimonial que exista entre ellos.”.

Artículo 8º


Pasa a ser artículo 15, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 15.- Los convivientes civiles conservarán la propiedad, goce y administración de los bienes adquiridos a cualquier título antes de la celebración del contrato y de los que adquieran durante la vigencia de éste, a menos que se sometan de manera expresa e irrevocable a las reglas que se establecen a continuación, las que deberán ser acordadas por los contrayentes al momento de celebrarse el acuerdo de vida pareja. De este pacto se dejará constancia en el acta y registro que se indica en el artículo 6º.”. 


A continuación, agregar el siguiente inciso final nuevo


“Cualquiera sea el régimen de bienes que exista entre los convivientes civiles, tendrá aplicación lo dispuesto en los artículos 141 a 149 del Código Civil.”.

Artículo 9º


Pasa a ser artículo 16.


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 16. Cada conviviente civil será legitimario del otro y concurrirá en su sucesión de la misma forma y gozará de los mismos derechos que corresponden al cónyuge sobreviviente.


El conviviente civil podrá también ser asignatario de la cuarta de mejoras.”. 

Artículo 10


Pasa a ser artículo 20.


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 20.- El conviviente civil sobreviviente tendrá legitimación activa para reclamar las indemnizaciones derivadas de los perjuicios patrimoniales y morales a que haya lugar, a consecuencia del fallecimiento de su conviviente civil por el hecho ilícito de un tercero.”. 

ARTÍCULO 11


Pasa a ser artículo 29.


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 29.- Para los efectos del Régimen Público de Salud y del Sistema Privado de Salud, contemplado en el Libro II y III, respectivamente, del Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, el acuerdo de vida en pareja celebrado en la forma establecida por la presente ley, permitirá a cualquiera de los convivientes civiles ser carga del otro.”. 

ARTÍCULO 12.


Pasa a ser artículo 23.


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 23.- Todas las inhabilidades, incompatibilidades y prohibiciones que las leyes y reglamentos establecen respecto de los cónyuges, se harán extensivas, de pleno derecho, a los convivientes civiles.”. 

ARTÍCULO 13


Suprimir el Título que le antecede. 


Pasa a ser artículo 28, sin enmiendas.


Agregar el siguiente Título, nuevo:

“TÍTULO V

DISPOSICIONES GENERALES”

ARTÍCULO 14.


Pasa a ser artículo 22.


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 22.- Conocerá de los asuntos a que dé lugar el acuerdo de vida en pareja el juez con competencia en materias de familia o el juez de letras en lo civil, según corresponda a la cuestión debatida.”.

Artículo 15


Pasa a ser artículo 27.


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 27.- Si como consecuencia de haberse dedicado al cuidado de los hijos o a las labores propias del hogar común, uno de los convivientes civiles no pudo desarrollar una actividad remunerada o lucrativa durante la vigencia del acuerdo de vida en pareja, o lo hizo en menor medida de lo que podía y quería, tendrá derecho a que, cuando se produzca el término del acuerdo por las causales señaladas en las letras d), e) y f) del artículo precedente, se le compense el menoscabo económico sufrido por esta causa. 


Esta compensación se regulará y determinará en la forma prevista en los artículos 62 a 66 de la ley N° 19.947. 


Con todo, si el acuerdo terminare por aplicación de lo previsto en la letra e) del artículo 26 de esta ley, la notificación de la terminación unilateral deberá contener mención de la existencia de este derecho, así como la constancia de la fecha en la que fue subinscrita la terminación. En este caso, la compensación económica podrá demandarse ante el tribunal de familia competente, dentro del plazo de seis meses, contado desde la fecha de subinscripción de la terminación del acuerdo de vida en pareja en el Registro a que hace referencia el artículo 6°.”.

Artículo 16


Pasa a ser artículo 30.


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 30.- Introdúcense en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que establece el nuevo sistema de pensiones, las siguientes modificaciones:


i) Intercálase en el inciso primero del artículo 5° entre las palabras “cónyuge” y “sobreviviente,”, las expresiones “o conviviente civil”. 


ii) Incorpórase el siguiente artículo 7°, nuevo:


“Artículo 7º.- Para ser beneficiario o beneficiaria de pensión de sobrevivencia, el o la conviviente civil sobreviviente debe ser soltero, viudo o divorciado y haber suscrito un acuerdo de vida en pareja que se encuentre vigente al momento del fallecimiento del causante, a lo menos con un año de anterioridad a la fecha de su fallecimiento, o tres años si el acuerdo de vida en pareja se celebró siendo el o la causante pensionada de vejez o invalidez.


Las limitaciones relativas a la antigüedad del acuerdo de vida en pareja no se aplicarán si a la época del fallecimiento la conviviente civil sobreviviente se encontrare embarazada o si quedaren hijos comunes.”.


iii) Modifícase el artículo 58 de la siguiente forma:

Letra a)


1.- Sustitúyese la expresión “contratante de un acuerdo de vida en pareja” por “conviviente civil”. 


2.- Sustitúyese la expresión “contratante” por “conviviente civil”. 

Letra b)


Sustitúyese por la siguiente:


“b) Intercálase en el inciso segundo entre las palabras “cónyuge,” y “de madre”, la expresión “de conviviente civil,”. Asimismo, intercálase entre las palabras “cónyuges,” y “de madres”, la segunda vez que aparecen, la expresión “de conviviente civil,”.”. 


iv) Intercálase en el inciso segundo del artículo 72 a continuación de la palabra “cónyuge” la expresión “, ni al conviviente civil,”. Asimismo, suprímese las expresiones “legítimos o naturales” que sigue a la voz “hijos”. 


v) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 88 la expresión “del cónyuge,” por “del cónyuge, o conviviente civil,”. Asimismo, sustitúyese la expresión “cónyuge sobreviviente” por “cónyuge o conviviente civil sobreviviente”. 


vi) Reemplázase en los incisos primero y tercero del artículo 92 M la palabra “cónyuge” cada vez que aparece en el texto por “cónyuge o conviviente civil”. 

Artículo 17


Pasa a ser artículo 31.


Sustituir la expresión “contratante de un acuerdo de vida en pareja” por “conviviente civil”. 

ii)


Sustituirla por la siguiente:


“ii) Agrégase en el inciso segundo del artículo 34 a continuación de la expresión “del cónyuge” el término “o conviviente civil”. Asimismo, reemplázase la expresión “cónyuge sobreviviente” por “cónyuge o conviviente civil sobreviviente”. 

iii)


Sustituir la frase “contratantes de un acuerdo de vida en pareja” por convivientes civiles”. 


A continuación, agregar los siguientes artículos, nuevos:


“Artículo 32.- Introdúcense en el Decreto con Fuerza de Ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, las siguientes modificaciones:


i) Reemplázase el artículo 114, por el siguiente:


“Artículo 114.- En caso de que un funcionario fallezca, el cónyuge o conviviente civil sobreviviente, los hijos o los padres, en el orden señalado, tendrán derecho a percibir la remuneración que a éste correspondiere, hasta el último día del mes en que ocurriere el deceso.”. 


ii) Reemplázase el artículo 17 transitorio, por el siguiente:


“Artículo 17.- En el caso de fallecimiento de un funcionario con derecho a desahucio, el cónyuge o conviviente civil sobreviviente, los hijos o los padres, en el orden señalado, tendrán derecho a percibir el desahucio que habría correspondido al funcionario si se hubiere retirado a la fecha del fallecimiento. Si no existieren las personas indicadas, el derecho al desahucio integrará el haber de la herencia.”.


Artículo 33.- Introdúcense en la ley Nº 18.883, del Ministerio del Interior, que aprueba el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, las siguientes modificaciones:


i) Reemplázase el artículo 113, por el siguiente:


“Artículo 113.- En caso de que un funcionario fallezca, el cónyuge o conviviente civil sobreviviente, los hijos o los padres, en el orden señalado, tendrán derecho a percibir la remuneración que a éste correspondiere, hasta el último día del mes en que ocurriere el deceso.”. 


ii) Reemplázase el artículo 17 transitorio, por el siguiente:


“Artículo 17.- En el caso de fallecimiento de un funcionario con derecho a desahucio, el cónyuge o conviviente civil, los hijos o los padres, en el orden señalado, tendrán derecho a percibir el desahucio que habría correspondido al funcionario si se hubiere retirado a la fecha de fallecimiento. Si no existieren las personas indicadas, el derecho al desahucio integrará el haber de la herencia.”.

Artículo 18


Pasa a ser artículo 34.

Letra i)


Sustituirla por la siguiente:


“i) Agrégase en el número 4° del artículo 165, a continuación de la palabra “cónyuge”, la siguiente frase: “o conviviente civil”.”. 

Letra ii)


Sustituirla por la siguiente:


“ii) Agrégase en el número 4º del artículo 445, a continuación de la palabra “cónyuge”, la siguiente frase “o conviviente civil”.”. 

Letra iii)


Sustituirla por la siguiente:


“iii) Agrégase en el número 8º del artículo 445, a continuación de la palabra “cónyuge”, la siguiente frase: “o conviviente civil”.”.

Artículo 19


Pasa a ser artículo 35.


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 35.- Introdúcense las siguientes enmiendas al Código Orgánico de Tribunales.


i).- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 195:


a) Sustitúyese el número 2°, por el siguiente:


“2° Ser el juez cónyuge, conviviente civil o pariente consanguíneo en cualquiera de los grados de la línea recta y en la colateral hasta el segundo grado, o ser padre o hijo adoptivo de alguna de las partes o de sus representantes legales.”. 


b) Reemplázase el número 4°, por el siguiente:


“4° Ser el juez ascendiente o descendiente, o padre o hijo adoptivo del abogado de alguna de las partes;”. 


c) Reemplázase los números 6° y 7°, por los siguientes:


“6° Tener el juez, su cónyuge o conviviente civil, sus ascendientes o descendientes, o su padre o hijo adoptivo, causa pendiente en que deba fallar como juez alguna de las partes;


7° Tener el juez, su cónyuge o conviviente civil, sus ascendientes o descendientes, o su padre o hijo adoptivo, causa pendiente en que se ventile la misma cuestión que el juez debe fallar;”. 


d) Sustitúyese el párrafo primero del número 9°, por el siguiente:


“9° Ser el juez, su cónyuge o conviviente civil, alguno de sus ascendientes o descendientes o su padre o hijo adoptivo, heredero instituido en testamento por alguna de las partes.”. 


ii).- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 196:


a) Remplázanse los números 1° y 2°, por los siguientes:


“1° Ser el juez pariente consanguíneo en toda la línea recta y en la colateral hasta el cuarto grado, o afín hasta el segundo grado, de alguna de las partes o de sus representantes legales;


2° Ser el juez ascendiente o descendiente, hermano o cuñado del abogado de alguna de las partes;”. 


b) Sustitúyense los números 5°, inciso primero; 6°; 7°; 8°; 11 y 13, por los siguientes:


“5° Ser el juez deudor o acreedor de alguna de las partes o de su abogado; o serlo su cónyuge o conviviente civil o alguno de sus ascendientes, descendientes o parientes colaterales dentro del segundo grado.”.


“6° Tener alguno de los ascendientes o descendientes del juez o los parientes colaterales del mismo dentro del segundo grado, causa pendiente que deba fallar como juez alguna de las partes.


7° Tener alguno de los ascendientes o descendientes del juez o los parientes colaterales del mismo dentro del segundo grado, causa pendiente en que se ventile la misma cuestión que el juez deba fallar.


8° Tener pendientes alguna de las partes pleito civil o criminal con el juez, con su cónyuge o conviviente civil, o con alguno de sus ascendientes, descendientes o parientes colaterales dentro del segundo grado.


Cuando el pleito haya sido promovido por alguna de las partes, deberá haberlo sido antes de la instancia en que se intenta la recusación;”. 


“11. Ser alguno de los ascendientes o descendientes del juez o alguno de sus parientes colaterales dentro del segundo grado, instituido heredero en testamento por alguna de las partes;”. 


“13. Ser el juez socio colectivo, comanditario o de hecho de alguna de las partes, serlo su cónyuge o conviviente civil, o alguno de los ascendientes o descendientes del mismo juez, o alguno de sus parientes colaterales dentro del segundo grado;”. 


iii).- Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 259:


a) Intercálase en el inciso primero, entre la voz “matrimonio” y la expresión “, por parentesco”, la frase “, por un acuerdo de vida en pareja”. 


b) Intercálase en el inciso segundo la expresión “, conviviente civil,”.


c) Intercálase en el inciso tercero entre la voz “cónyuge,” y la expresión “o alguno” el término “conviviente civil,”. 


d) Intercálase en el inciso cuarto, entre la voz “matrimonio” y la expresión “, o por alguno” la frase “, por un acuerdo de vida en pareja,”. 


e) En el inciso quinto sustitúyese la frase “o alguno de los parentescos” por “, celebraren un acuerdo de vida en pareja o pasaren a tener alguno de los parentescos”, y agrégase la siguiente oración final: “Esta última regla se aplicará también cuando las personas se encuentren unidas por un acuerdo de vida en pareja.”. 


f) Sustitúyese en el inciso final la expresión “o tenga” por la frase “, que tenga un acuerdo de vida en pareja o”. 


iv).- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 260.


a) Agrégase la siguiente oración final al inciso primero: “El mismo impedimento se aplicará a aquellos que tengan un acuerdo de vida en pareja con los referidos ministros o fiscales.”. 


b) Agrégase en el inciso segundo, a continuación de la expresión “o tenga” la frase “un acuerdo de vida en pareja o”. 


c) Agrégase en el inciso final, a continuación de la expresión “o tenga” la frase “un acuerdo de vida en pareja o”. 


v).- Agrégase en el artículo 316, a continuación de la voz “cónyuges,”, la siguiente expresión: “convivientes civiles,”.


vi).- Intercálase en el inciso primero del artículo 321, entre la expresión “cónyuge” y “o para sus hijos”, la siguiente frase “, para su conviviente civil,”. 


vii).- Agrégase en el inciso primero del artículo 479, a continuación del término “cónyuge,”, la siguiente frase: “convivientes civiles,”. 


viii).- Agrégase la siguiente oración final al inciso cuarto del artículo 513:


“Este impedimento también se aplicará a las personas que tengan un acuerdo de vida en pareja con un funcionario del referido escalafón.”. 

Artículo 20


Pasa a ser artículo 36, reemplazado por el que sigue:


“Artículo 36.- Agrégase en el artículo 30 de la ley Nº 20.000, de 2005, del Ministerio del Interior, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, a continuación de la voz “cónyuge,”, el término: “o conviviente civil,”.”.

Artículo 21


Pasa a ser artículo 37.


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 37.- Sustitúyese el artículo 1º de la ley Nº 20.340, de 2009, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, que regula los actos y contratos que se pueden celebrar respecto de viviendas adquiridas con el respaldo de los programas habitacionales estatales, por el siguiente:


“Artículo 1°.- Cualquiera de los cónyuges o de los contrayentes de un acuerdo de vida en pareja vigente, sin importar el régimen patrimonial existente entre ellos, estará facultado para representar al cónyuge o conviviente civil deudor en la ejecución de todos los actos y en la celebración de todos los contratos que procedan para renegociar, repactar o novar los créditos obtenidos para el financiamiento de las viviendas cuya adquisición o construcción haya sido financiada, en todo o en parte, por el Estado mediante sus programas habitacionales. Para estos efectos, no se requerirá la comparecencia del otro cónyuge o conviviente civil, ni su autorización ni la de la justicia, para la constitución, reserva o extinción de hipotecas y gravámenes destinados a caucionar las obligaciones que se convengan en virtud de la renegociación, repactación o novación.”.”. 

Artículo 22


Pasa a ser artículo 38, sin enmiendas.

ARTÍCULO 23


Pasa a ser artículo 39, con las siguientes enmiendas:

i)


Remplazarla por la siguiente:


“i) Sustitúyese el número 5° del artículo 10 por el siguiente:


“5° El que obra en defensa de la persona o derechos de su cónyuge, de su conviviente civil, de sus parientes consanguíneos en toda la línea recta y en la colateral hasta el cuarto grado, de sus afines en toda la línea recta y en la colateral hasta el segundo grado, de sus padres o hijos, siempre que concurran la primera y segunda circunstancias prescritas en el número anterior, y la de que, en caso de haber precedido provocación de parte del acometido, no tuviere participación en ella el defensor.”.”.

ii)


Sustituirla por la siguiente:


“ii) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 13 por el siguiente:


“Ser el agraviado cónyuge o conviviente civil, pariente por consanguinidad o afinidad en toda la línea recta y en la colateral hasta el segundo grado, padre o hijo del ofensor.”.”. 

iii)


Sustituirla por la siguiente:


“iii) Sustitúyese el inciso final del artículo 17 por el siguiente:


“Están exentos de las penas impuestas a los encubridores los que lo sean de su cónyuge, de su conviviente civil, o de sus parientes por consanguinidad o afinidad en toda la línea recta y en la colateral hasta el segundo grado, de sus padres o hijos, con la sola excepción de los que se hallaren comprendidos en el número 1° de este artículo.”.”. 

iv)


Sustituirla por la siguiente:


“iv) Modifícase el artículo 32 bis Nº 2a, para agregar a continuación de la palabra “cónyuge”, la siguiente frase: “, su conviviente civil,”.”. 

v)


Sustituirla por la siguiente:


“v) Modifícase el artículo 146, inciso segundo, para agregar a continuación de la palabra “cónyuges,”, la expresión “convivientes civiles,”.”. 

vi)


Sustituirla por la siguiente:


“vi) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 295 bis por el siguiente:


“Quedará exento de las penas a que se refiere este artículo el cónyuge, el conviviente civil, los parientes por consanguinidad o afinidad en toda la línea recta y en la colateral hasta el segundo grado, y el padre, hijo de alguno de los miembros de la asociación. Esta exención no se aplicará si se hubiere incurrido en la omisión, para facilitar a los integrantes de la asociación el aprovechamiento de los efectos del crimen o simple delito.”.”. 

vii)


Sustituirla por la siguiente:


“6°. Los convivientes civiles.”. 

Artículo 24


Pasa a ser artículo 40.


Agregar la siguiente letra i), nueva:


“i) Intercálase en la letra a) del artículo 108, a continuación de la voz “cónyuge” y la letra “y” que le sigue, la expresión “o al conviviente civil”.”. 

Letra i)


Pasa a ser letra ii).


Sustituir la letra b) que se agrega a esta letra por la siguiente:


“b) Los convivientes civiles, a no ser por delito que uno hubiere cometido contra el otro o contra sus hijos, y”. 

ii)


Pasa a ser letra iii).


Sustituirla por la siguiente:


“iii) Agrégase en el inciso segundo del artículo 202, a continuación de la palabra “cónyuge”, la expresión “o del conviviente civil,”.”. 

Letra iii)


Pasa a ser letra iv).


Sustituirla por la siguiente:


“iv) Agrégase en el inciso tercero del artículo 357, a continuación de la palabra “cónyuge”, la siguiente frase: “o del conviviente civil”.”. 

iv)


Pasa a ser letra v).


Sustituirla por la siguiente:


“v) Remplázase en el artículo 474 la frase “o por el cónyuge,” por “, o su cónyuge o conviviente civil,”.”. 

Artículo 25


Pasa a ser artículo 41.


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 41.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código del Trabajo:


i) Intercálase en el número 3 del artículo 20, entre la palabra “cónyuge” y la frase “o sus hijos”, la expresión “o conviviente civil”.


ii) Intercálase en el inciso segundo del artículo 58, entre la palabra “cónyuge” y la frase “o alguno de sus hijos”, la expresión “, conviviente civil”. 


iii) Reemplázase el inciso segundo del artículo 60 por el siguiente:


“El saldo, si lo hubiere, y las demás prestaciones pendientes a la fecha del fallecimiento se pagarán, en orden de precedencia, al cónyuge o conviviente civil, a los hijos o a los padres del fallecido.”.


iv) Intercálase en el inciso primero del artículo 66, entre la palabra “cónyuge” y la frase “, todo trabajador”, la expresión “o conviviente civil”. 


v) Intercálase en el inciso segundo del artículo 199, entre la palabra “cónyuge” y la frase “, en los mismos términos”, la expresión “o conviviente civil”.”. 

ARTÍCULO 26


Pasa a ser artículo 42, con las siguientes enmiendas:

Letra i)


Sustituirla por la siguiente:


“i) Agrégase en el inciso segundo del artículo 2º, a continuación de la expresión “de ellos,”, la siguiente frase: “o conviviente civil sobreviviente,”.”. 

Letra ii)


Sustituirla por la siguiente:


“ii) Intercálase en el inciso primero del artículo 26, entre la voz “cónyuge,” y la coma (,) que le sigue la frase “o conviviente civil”.”. 

Artículo 27


Pasa a ser artículo 43.


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 43.- Agrégase en el inciso primero del artículo 15 de la ley Nº 18.314, de 1984, del Ministerio del Interior, que determina conductas terroristas y fija su penalidad, a continuación de la palabra “cónyuge,”, la expresión “o conviviente civil,”.”. 


A continuación, agregar los siguientes artículos nuevos:


“Artículo 44.- Reemplázase el número 1° del artículo 5° de la ley N° 19.947, Ley de Matrimonio Civil, por el siguiente:


“1° Los que se hallaren ligados por vínculo matrimonial no disuelto o por un acuerdo de vida en pareja no disuelto, con una persona distinta de aquella con la que quiere contraer matrimonio.”.


Artículo 45.- Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo, al artículo 226 del Código Civil:


“No obstante lo prescrito en el inciso precedente, el juez podrá entregar el cuidado personal del hijo al cónyuge o conviviente civil del padre o madre, siempre que hayan contribuido significativamente a su crianza y educación.”. 


Artículo 46.- Suprímese en el inciso primero y final del artículo 45 de la ley N° 16.744, la expresión “naturales”.”. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo Primero


Pasa a ser artículo único.


Reemplazar la expresión “noventa días” por la expresión “seis meses”. 

Artículo Segundo


Suprimirlo.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en discusión en particular el proyecto, y otorga la palabra al Honorable Senador señor De Urresti.

- - -


Se suspende la sesión para realizar una reunión de Comités.


Se reanuda la sesión.

- - -


La señora Presidenta informa que los Comités acordaron, en primer término, otorgar el uso de la palabra por 7 minutos a cada Senador para que puedan referirse al proyecto.


Agrega que, en lo que se refiere al Orden del Día de la sesión de mañana, miércoles 1° de octubre, se acordó colocar en primer lugar el proyecto de ley que crea el Administrador Provisional y Administrador de Cierre de Instituciones de Educación Superior, y establece regulaciones en materia de administración provisional de sostenedores educacionales (Boletín Nº 9.333-04), e inmediatamente después, continuar con el proyecto en debate, discutiéndolo artículo por artículo.

- - -

Prosiguiendo con la discusión en particular, se otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Rossi, Walker (don Ignacio), Araya, Allamand, Moreira, Espina, Walker (don Patricio), De Urresti y Guillier, señoras Van Rysselberghe y Pérez San Martín, señor Orpis y señora Von Baer.

- - -


Luego, la señora Presidenta señala que ha concluido el Orden del Día, quedando pendiente el tratamiento de este asunto.

_________

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Goic y señores De Urresti, García, Navarro, Quintana y Tuma, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


La señora Presidenta anuncia el envío de los oficios solicitados en conformidad con el Reglamento del Senado.

_________


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 51ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 1° DE OCTUBRE DE 2014


Presidencia de la titular del Senado, Honorable Senadora señora Allende, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Tuma.


Asisten los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

Concurren, asimismo, los Ministros Secretaria General de la Presidencia, y de Educación, señora Ximena Rincón y señor Nicolás Eyzaguirre, respectivamente. Asiste, también, el Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, señor Francisco Martínez.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 36 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 48ª y 49ª, ordinarias, de 23 y 24 de septiembre, respectivamente, ambas del presente año, que no han sido observadas.

_________

CUENTA

Oficios


Dos de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero, remite el Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual inicia la tramitación del proyecto de Ley de Presupuestos para el Sector Público del año 2015 (Boletín N° 9.600-05).


Asimismo, para los efectos de lo establecido en el inciso primero del artículo 67 de la Carta Fundamental, hace presente que dicho Mensaje fue recibido, en esa Corporación, el día 30 de septiembre del año en curso.


- Pasa a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.


Con el segundo, comunica que aprobó el proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo, estableciendo la prohibición de contabilizar el día feriado irrenunciable dentro de la planificación horaria mensual que determina el sistema de turnos de los trabajadores del comercio (Boletín Nº 9.402-13).


- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

De la Excelentísima Corte Suprema


Emite su parecer, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política, respecto del proyecto de ley que modifica el Código de Procedimiento Civil para establecer la tramitación digital de los procedimientos judiciales (Boletín N° 9.514-07).


- Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

De la señora Ministra de Salud


Informa que la Secretaría Regional Ministerial de la Región Metropolitana fiscalizó el cumplimiento de normas sobre protección de la salud física y mental de los conductores del Transantiago, con ocasión de la entrada en vigencia del Protocolo de Riesgos Psicosociales en el Trabajo; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Navarro.


Responde solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, sobre procedencia de reevaluar el rechazo de licencia médica hecho por la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez, situación que afecta al señor Donato Rodas Gallardo, domiciliado en Valdivia.


Contesta acuerdo de la Corporación, adoptado a proposición de los Honorables Senadores señora Goic y señor Prokurica, relativo a la adopción de medidas para terminar con la discriminación que afecta al hombre casado en materia de prestaciones de salud, permitiéndole que pueda ser carga de su mujer cotizante en el Fondo Nacional de Salud (Boletín Nº S 1.681-12).

Del señor Subsecretario de Salud Pública


Responde solicitud de información, remitida en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, sobre la vigencia de algún protocolo para la detección y diagnóstico oportuno de los trastornos del espectro autista (TEA) aplicable a todos los niños, con independencia del centro de salud al que se acuda.

Del señor Superintendente de Electricidad y Combustibles


Atiende solicitud de información, formulada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre el tendido de postes eléctricos en la Carretera Austral, en el tramo desde la central de pasada La Arena hasta la subestación Melipulli, en Puerto Montt, que afectan sitios arqueológicos, especialmente conchales.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Mociones


De los Honorables Senadores señores Montes, Guillier, Lagos y Tuma, con la que se da inicio a un proyecto de ley que modifica el Código Tributario para imponer a bancos e instituciones financieras el deber de informar anualmente saldos de cuentas corrientes y de otros instrumentos financieros de sus clientes (Boletín N° 9.615-05).


- Pasa a la Comisión de Hacienda.


De los Honorables Senadores señores Ossandón, García-Huidobro y Guillier, con la que inician un proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades para autorizar el cierre de calles y pasajes con más de una vía de acceso o salida (Boletín N° 9.612-06).


De los Honorables Senadores señores Montes, Allamand, Girardi, Lagos y Navarro, con la que inician un proyecto de reforma constitucional que incorpora una disposición transitoria que faculta al Presidente de la República para transferir competencias de los ministerios y servicios públicos a los gobiernos regionales, en forma temporal, en las materias que señala y respecto de la administración de las áreas metropolitanas de las regiones de Valparaíso, Concepción y Santiago, en tanto no se dicte la legislación prescrita en los artículos 114 y 123 de la Carta Fundamental (Boletín N° 9.616-06).


- Pasan a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

Proyectos de acuerdo


De los Honorables Senadores señores Ossandón, García-Huidobro y Guillier, con el que solicitan a S. E. la Presidenta de la República que el Ministerio de Justicia dicte el reglamento relativo a las condiciones del seguro de vida obligatorio para los funcionarios de Gendarmería de Chile (Boletín Nº S 1.726-12).


De los Honorables Senadores señores Montes, Girardi, Guillier y Pizarro, con el que piden a S. E. la Presidenta de la República que encomiende a los señores Ministro de Hacienda y Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción evaluar la conveniencia de una modificación legal que amplíe el giro de la empresa Metro S. A., definido por la ley N° 18.772, para incorporar en aquél el transporte de pasajeros por diversos medios terrestres, no necesariamente eléctricos, y la gestión inmobiliaria (Boletín Nº S 1.727-12).


De los Honorables Senadores señor Matta, señora Goic y señores Araya, Horvath y Prokurica, con el que piden a S. E. la Presidenta de la República que adopte un conjunto de medidas administrativas y legales tendientes a apoyar a las víctimas del terrorismo en materias de salud,  laboral, previsional y, asimismo, se establezca un fondo especial de responsabilidad civil para que el Estado indemnice los daños ocasionados (Boletín Nº S 1.728-12).


- Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Solicitud de permiso constitucional


Del Honorable Senador señor Navarro, para ausentarse del territorio de la República a contar del día 4 del presente mes.


- Se accede a lo solicitado.

- - -


Al término de la lectura de la Cuenta, llega a la Mesa el siguiente documento:

Oficio

De la Honorable Cámara de Diputados


Informa que aprobó el proyecto de ley que establece un aporte de capital extraordinario para la Corporación Nacional del Cobre de Chile y la autoriza para contraer endeudamiento (Boletín Nº 9.530-08) (con urgencia calificada de “suma”).


- Pasa a la Comisión de Hacienda.

- - -


Enseguida, la señora Presidenta señala que la Honorable Senadora señora Muñoz solicita la autorización de la Sala para que la Comisión de Trabajo y Previsión Social pueda discutir en general y en particular, en el primer informe, el proyecto de ley que precisa normas vigentes para asegurar los derechos de las manipuladoras de alimentos de establecimientos educacionales (Boletín Nº 8.048-13).

Se accede a lo solicitado.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Administrador Provisional y Administrador de Cierre de Instituciones de Educación Superior y establece regulaciones en materia de administración provisional de sostenedores educacionales, con segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología e informe

de la Comisión de Hacienda

La señora Presidenta anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia, y solicita la anuencia de la Sala para el ingreso del Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, señor Francisco Martínez. Se accede.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 9.333-04 y urgencia calificada de “suma”.

Añade que la iniciativa fue aprobada en general en sesión de 9 de julio de este año y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, y con informe de la Comisión de Hacienda. 

Destaca que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología deja constancia para los efectos reglamentarios de que los artículos 13, 15, 17, 26 y 30 permanentes, y los artículos primero y segundo transitorios, no fueron objeto de indicaciones o de modificaciones, por lo que conservan el mismo texto aprobado en general. Estas disposiciones deben darse por aprobadas, salvo que algún Senador, contando con la unanimidad de los presentes, solicite su discusión y votación. 
- - -


Seguidamente, y de conformidad a lo establecido en el artículo 124 del Reglamento del Senado, la señora Presidenta da por aprobados los referidos preceptos, dejando constancia de que se cuenta con el voto favorable de 23 Honorables Senadores, de un total de 36 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto del artículo 26 del proyecto.
- - -


Con el mismo quórum, se aprueba en particular el artículo 22 del proyecto -numeración definitiva-, norma que pese a haber recibido indicaciones no fue modificada y que también es de rango orgánico constitucional.
- - -

Agrega el señor Secretario General que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología realizó diversas enmiendas al proyecto aprobado en general, las cuales fueron acordadas por unanimidad, con excepción de cinco de ellas que lo fueron sólo por mayoría y serán puestas en discusión y votación oportunamente. Respecto de estas últimas, la recaída en el artículo 8° -que pasaría a ser 9°- incide en materia orgánica constitucional.


Resalta que la Comisión de Hacienda, por su parte, deja constancia de que introdujo dos modificaciones al artículo 29 del texto que propone la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología. De estas enmiendas, una fue unánime y la otra por mayoría de votos.

Al respecto, hace presente que las enmiendas recaídas en el artículo 29 difieren entre las efectuadas por ambas Comisiones.

Recuerda que las enmiendas unánimes, deben ser votadas sin debate, salvo que algún Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión o existan indicaciones renovadas. De las enmiendas unánimes, las recaídas en los artículos 9° -en lo pertinente- y 20, numeración definitiva, inciden en normas orgánicas constitucionales.

Por último, señala que se ha pedido votación separada para el inciso sexto del artículo 9° (que pasaría a ser 10), y para el numeral 2), nuevo, del artículo 29.

- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, en su segundo informe, propone efectuar las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado en general:

Artículo 2°


Intercalar, a continuación del vocablo “Superior”, la expresión “autónomas, de aquellas”. 

Artículo 3°


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 3°.- El Ministerio de Educación, de oficio o por denuncia, y por resolución fundada, dará inicio a un período de investigación preliminar, de carácter indagatorio, en aquellos casos que, en uso de las facultades que le confiere la ley, tome conocimiento de antecedentes graves que, en su conjunto o por sí solos, hagan presuponer que la institución de educación superior se encuentra en peligro de:


a) Incumplimiento de sus compromisos financieros, administrativos o laborales;


b) Incumplimiento de los compromisos académicos asumidos con sus estudiantes;


c) Infracción grave de sus estatutos o escritura social, según corresponda, o a las normas que las regulan, en especial aquellas derivadas de su naturaleza jurídica en el caso de las universidades, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 53 del decreto con fuerza de ley N°2, en relación a los artículos 64, 74 y 81 del mismo cuerpo legal.


El Ministerio de Educación podrá, para los fines de esta investigación, ingresar a la institución, acceder y recopilar toda la información que estime necesaria, sin impedir el normal funcionamiento de las actividades académicas de la misma. Para estos efectos podrá, además, solicitar a cualquier órgano de la Administración del Estado los antecedentes que consten en su poder y que sean pertinentes a los fines de la investigación, con la sola limitación de aquellos que, por disposición de la ley, tengan carácter de secreto o reservado.


Una vez cerrada la investigación, el Ministerio de Educación elaborará un informe que dará cuenta de los resultados de la misma. Este informe, junto con la formulación de cargos, será notificado a la institución investigada, la que tendrá un plazo de quince días para realizar sus descargos y solicitar que se abra un período de prueba no superior a igual término.


De acogerse los descargos o no constatarse las circunstancias a que hacen referencia los literales del inciso primero, se dictará resolución de término dando por finalizada la investigación, sin perjuicio de lo cual el Ministerio de Educación podrá formular recomendaciones para el mejor funcionamiento de la institución.


Expirado el plazo para los descargos o rechazados estos, el Ministerio de Educación dictará resolución de término en conformidad al artículo siguiente.”.

Artículo 4°


Reemplazarlo por el que se señala a continuación:


“Artículo 4°.- En la resolución de término de la investigación preliminar el Ministerio de Educación podrá, fundadamente y atendida las características de la institución y la naturaleza y gravedad de los problemas constatados, adoptar una de las siguientes medidas:


a) Ordenar la elaboración de un plan de recuperación, si se verifican incumplimientos graves de los compromisos financieros, administrativos, laborales o académicos asumidos por la institución. 


b) Nombrar un administrador provisional si se constatan problemas que pudieren configurar alguna de las causales previstas en el inciso primero del artículo 6º.


c) Dar inicio al procedimiento de revocación del reconocimiento oficial en caso que se constaten problemas de entidad tal que pudieren ser constitutivos de causales de aquel. De decretarse la revocación, se procederá al nombramiento de un administrador de cierre.


En lo no previsto en esta ley, el procedimiento se regirá por las disposiciones de la ley Nº 19.880.”.


Intercalar el siguiente artículo 5°, nuevo:


“Artículo 5°.- De aplicarse la medida del literal a) del artículo anterior, la institución tendrá un término de sesenta días para elaborar y presentar al Ministerio de Educación un plan de recuperación que tendrá por objeto que ella adopte las medidas necesarias para subsanar los problemas identificados. Dicho plan podrá considerar, entre otras medidas, la suspensión de ingreso de nuevos estudiantes durante uno o más períodos y el cierre de sedes, carreras o programas. El plazo de implementación del plan no podrá ser mayor a dos años.


El Ministerio de Educación deberá pronunciarse dentro del plazo de diez días, sea aprobando el plan o formulándole observaciones, las que deberán ser subsanadas por la institución dentro del plazo de quince días, contado desde la notificación de las mismas. Presentadas las enmiendas, el Ministerio deberá resolver sobre ellas en un plazo de cinco días.


Una vez aprobado el plan, corresponderá al Ministerio de Educación supervigilar su cabal cumplimiento. Para estos efectos la institución deberá remitir al Ministerio de Educación informes trimestrales del estado de su implementación. Sin perjuicio de lo anterior, en cualquier momento, el Ministerio podrá requerir antecedentes para dicho efecto. Asimismo, podrá designar un delegado ministerial para supervigilar su implementación, pudiendo al efecto ejercer las facultades señaladas en el inciso segundo del artículo 3º.


Al término del plazo de implementación del plan, el Ministerio de Educación decretará el alzamiento de la medida, salvo que proceda lo dispuesto en literal e) del inciso primero del artículo siguiente.”.

Artículo 5°


Pasa a ser artículo 6°, reemplazado por el que se indica a continuación: 


“Artículo 6°.- La medida de nombramiento de administrador provisional podrá ser adoptada por el Ministerio de Educación, previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación, cuando se constate la concurrencia de una o más de las siguientes circunstancias:


a) Riesgo serio de no garantizar la viabilidad administrativa o financiera de la institución, afectando la continuidad de estudios de los y las estudiantes.


b) Incumplimientos graves y reiterados de los compromisos académicos asumidos por la institución con sus estudiantes a causa de no contar con los recursos educativos o docentes adecuados para ofrecer el o los títulos profesionales o técnicos que pretenda otorgar.


c) Imposibilidad de mantener las funciones académicas de la institución, a consecuencia de sanciones, medidas precautorias, embargos, ejecuciones o retiros de especies que la afecten, a sus sedes o a sus bienes muebles o inmuebles.


d) Cuando se haya dictado resolución de reorganización de la institución de educación superior o de la entidad organizadora de ésta en conformidad a la ley Nº 20.720. 


e) Cuando  el  plan  de  recuperación, regulado en el artículo 5° de la presente   ley,  no  fuere  presentado  oportunamente, habiendo  sido  presentado
 hubiere sido rechazado, o aprobado, posteriormente se incurriere en su  incumplimiento.


No procederá la adopción de esta medida, cuando la concurrencia de la o las causales a que se refiere el inciso anterior sea atribuible a un caso fortuito o fuerza mayor, o a circunstancias que no sean imputables a culpa o negligencia de las autoridades responsables del gobierno o administración de la institución.


El acuerdo previo del Consejo Nacional de Educación, a que se refiere el inciso primero, deberá ser adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, en sesión convocada a ese solo efecto.


La institución objeto de la medida a que se refiere este artículo tendrá un plazo de cinco días para presentar sus alegaciones y antecedentes ante el Consejo, previo a su pronunciamiento.


Si el Consejo estima pertinente recabar mayor información, podrá solicitar antecedentes a la institución afectada y a otros órganos de la Administración del Estado.


Con todo, el Consejo deberá resolver dentro del plazo de quince días desde que recibe los antecedentes para su pronunciamiento. Ratificada la medida, el Ministerio de Educación, dentro del plazo de cinco días, procederá a nombrar al administrador provisional.”.

Artículo 6°


Pasa a ser artículo 7°, con las siguientes enmiendas:

Letra b)


Intercalar, en la segunda oración, a continuación de la palabra “experiencia”, la voz “relevante”.


Agregar el siguiente inciso final, nuevo:


“La idoneidad de la persona a designar en el cargo de administrador provisional deberá ser evaluada considerando las características, el tamaño y complejidad de la institución, así como el proyecto educativo de ésta.”.

Artículo 7°


Pasa a ser artículo 8°, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero

Letra b)


Intercalar, a continuación de la palabra “Fundadores”, la expresión “, miembros, asociados”.

Inciso tercero


Sustituirlo por el siguiente:


“Sin perjuicio de lo anterior, regirán respecto de estas personas las inhabilidades de los artículos 54 y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº1-19.653, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia., que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.”.

Inciso cuarto


Eliminarlo.

Artículo 8°


Pasa a ser artículo 9°, reemplazado por el que se señala a continuación:


“Artículo 9°.- La institución de educación superior afectada por la medida de nombramiento de administrador provisional podrá reclamar la legalidad de la misma, a través de sus representantes, dentro del plazo de diez días hábiles, contado desde la notificación de la respectiva resolución, ante la Corte de Apelaciones correspondiente a su domicilio.


La Corte de Apelaciones dará traslado de la reclamación al Ministerio de Educación, notificándolo por oficio. Éste dispondrá del plazo de diez días hábiles contado desde que se notifique la reclamación interpuesta, para formular observaciones.


Evacuado el traslado por el Ministerio, o vencido el plazo de que dispone para formular observaciones, el tribunal ordenará traer los autos en relación y la causa se agregará extraordinariamente a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de la Sala. La Corte podrá, si lo estima pertinente, abrir un término probatorio que no podrá exceder de siete días, y escuchar los alegatos de las partes.


Por la interposición del reclamo no se suspenderán los efectos de la resolución, ni podrá la Corte decretar medida alguna con ese objeto mientras se encuentre pendiente la reclamación.


La Corte dictará sentencia dentro del término de quince días, la que será inapelable.”.

Artículo 9°


Pasa a ser artículo 10, con la siguiente enmienda:

Inciso sexto


Sustituirlo por el siguiente:


“El administrador provisional, en el desempeño de su cargo, deberá establecer mecanismos de consulta e información con representantes elegidos democráticamente de cada uno de los estamentos de la institución educativa.”.


Consultar el siguiente artículo 11, nuevo:


“Artículo 11.- La reestructuración a que hace referencia el inciso segundo del artículo anterior, deberá respetar los fines específicos de la institución expresados en su proyecto institucional, así como la limitación establecida en el inciso tercero del artículo 13. Con todo, dicha limitación no operará cuando sea indispensable para garantizar la continuidad de estudios o titulación de los y las estudiantes.


En el caso que el administrador provisional decida que debe procederse a la enajenación de bienes raíces de la institución de educación superior, ello deberá estar consignado en el plan de administración provisional.


La adopción de la medida de reestructuración deberá ser aprobada por la máxima autoridad colegiada de la respectiva institución, vigente a la fecha del nombramiento del administrador provisional, si la hubiere, o, de no existir aquella, por la máxima autoridad unipersonal a igual fecha. La aprobación deberá verificarse dentro del plazo de quince días contados desde la comunicación de la medida que realice el administrador provisional a dichas autoridades.


Rechazada la solicitud, o si dentro del plazo señalado en el inciso anterior la institución no ha dado respuesta a ella, el administrador podrá requerir, dentro del plazo de cinco días, la autorización de la misma al Consejo Nacional de Educación, mediante una solicitud fundada, acompañada de todos los antecedentes que la justifiquen.


Dentro del plazo de diez días contados desde la solicitud al Consejo, la institución, a través de la autoridad que se haya opuesto a la medida, podrá hacer presente sus alegaciones y acompañar los antecedentes justificativos.


El Consejo resolverá dentro de los veinte días siguientes a la presentación de la solicitud o de las alegaciones de la institución, según corresponda.”.

Artículo 10


Pasa a ser artículo 12, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero


Suprimirlo.
Inciso segundo


Pasa a ser inciso primero, con la siguiente modificación:


Sustituir la expresión “dos años” por “un año”.

Inciso tercero


Pasa a ser inciso segundo, con la enmienda que se señala a continuación:


Reemplazar la expresión “principal función” por “función específica”.

Inciso cuarto


Pasa a ser inciso tercero, reemplazado por el siguiente:


“El Ministro de Educación, mediante resolución fundada, previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación, adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, en sesión convocada a ese solo efecto, podrá remover al administrador provisional cuando:


a) Incumpla gravemente el plan de administración provisional a que se refiere el inciso segundo del artículo 10;


b) Le fuere imposible, por cualquier causa, ejercer las atribuciones que le confiere el artículo 13, o


c) Infrinja lo establecido en el artículo 28.”.

Artículo 11


Pasa a ser artículo 13, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero


Intercalar a continuación de la expresión “asumirá,” la frase “desde el momento de su designación,”, y a continuación de la expresión verbal “poderes,” la frase “y para la única finalidad de solucionar los problemas detectados en la investigación,”.

Inciso segundo


Agregar la siguiente letra g), nueva:


“g) Suscribir convenios con alguna de las universidades o instituciones de educación superior que cuenten con acreditación vigente por un período de a lo menos tres años, conforme a lo previsto en la ley N° 20.129, con el objeto de delegar, parcialmente, las facultades que le otorga la presente ley. Dichos convenios deberán ser aprobados por el Ministerio de Educación, previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada para ese efecto.”.

Inciso tercero


Suprimirlo.
Inciso cuarto


Pasa a ser inciso tercero, con la siguiente modificación:


Suprimir la siguiente frase y oración final:


“, salvo que existan razones para ello fundadas en la continuidad de estudios o titulación de los y las estudiantes. Dichas medidas deberán ser adoptadas por el Ministerio de Educación con acuerdo del Consejo Nacional de Educación”.
Inciso quinto


Pasa a ser inciso cuarto, sin enmiendas.


Agregar el siguiente inciso final, nuevo:


“Las acciones que ejecute el administrador provisional se realizarán con cargo a los recursos de la institución sujeta a dicha medida. En ningún caso, la adopción de ella podrá significar asignación o aporte de recursos del Estado a la institución de educación superior respectiva, distintos a los que pudieren corresponderle de no encontrarse sujeta a la misma.”.

Artículo 12


Suprimirlo.

Artículo 13


Pasa a ser artículo 14, sin enmiendas.

Artículo 14


Pasa a ser artículo 15, con la siguiente modificación:

Número 6.


Reemplazarlo por el que se señala a continuación:


“6. La apelación gozará de preferencia para su vista y fallo.”.

Artículo 15


Pasa a ser artículo 16, sin enmiendas.

Artículo 16


Pasa a ser artículo 17, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


Sustituir la palabra “adopción” por “notificación”; reemplazar la expresión “artículo 11, inciso primero, de la presente ley”, por “inciso primero del artículo 13” y eliminar la oración “A partir de la misma fecha no podrán percibir remuneración alguna por parte de ésta.”.

Inciso tercero


Reemplazar la palabra “anterior” por “primero”.

Artículo 17


Pasa a ser artículo 18, con la siguiente enmienda:

Inciso segundo


Reemplazar su segunda oración por la siguiente:


“La designación del administrador provisional será alzada por el Ministerio de Educación, mediante resolución fundada, y previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación, adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada para ese efecto, una vez aprobado dicho informe y habiéndose subsanado los problemas y deficiencias que dieron origen a dicha medida, circunstancia que deberá ser debidamente acreditada por el administrador provisional.”.

Artículo 18


Pasa a ser artículo 19, reemplazando la expresión “artículo 11, inciso primero, de esta ley”, por “inciso primero del artículo 13”.

Artículo 19


Pasa a ser artículo 20, con las modificaciones siguientes:

Inciso primero


Intercalar, a continuación de la expresión “su gestión”, la siguiente frase: “, o se haya dictado resolución de liquidación de la respectiva institución o de su entidad organizadora en conformidad a la ley Nº 20.720,”.


Intercalar los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos: 


“Cuando se decrete la medida de revocación del reconocimiento oficial de una institución de educación superior, el Ministerio de Educación deberá nombrar un administrador de cierre, lo que requerirá el acuerdo previo del Consejo Nacional de Educación, adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto.


Quien sea designado como administrador de cierre, deberá cumplir con los mismos requisitos establecidos para el administrador provisional, y tendrá las facultades que se enumeran en el artículo 13 y aquellas que se indican en los artículos siguientes.”.

Incisos segundo y tercero


Pasan a ser incisos cuarto y quinto, respectivamente, en sus mismos términos.

Inciso cuarto


Eliminarlo.
Inciso quinto


Pasa a ser inciso sexto, sin enmiendas.


Agregar el siguiente inciso final:


“Por el ministerio de la ley, la personalidad jurídica de la institución de educación superior cuyo reconocimiento oficial haya sido revocado, se mantendrá para el solo efecto de la implementación del plan de administración establecido en el artículo 23, y en especial, para que las instituciones receptoras de estudiantes puedan otorgar a nombre de aquélla, los títulos y grados académicos que correspondan a los y las estudiantes reubicados, incluso una vez cerrada definitivamente la institución de origen, según lo prevé el artículo 24.”.

Artículo 20


Suprimirlo.

Consultar el siguiente artículo 21, nuevo: 


“Artículo 21.- Las facultades del administrador provisional o del administrador de cierre, nombrados a causa de una resolución de reorganización o de liquidación, según corresponda, prevalecerán sobre las del liquidador o veedor, según sea el caso, únicamente respecto a los bienes muebles e inmuebles esenciales para asegurar la continuidad de estudios de los y las estudiantes.


Todo conflicto que pudiere suscitarse entre el liquidador o veedor y el administrador provisional o de cierre será resuelto por el juez que dictó la respectiva resolución de reorganización o liquidación, según sea el caso, oyendo previamente al Ministerio de Educación y al Superintendente de Insolvencia y Reemprendimiento, y propendiendo a la preeminencia del interés público asociado a la continuidad de estudios de los y las estudiantes de la institución afectada.


Un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá ser firmado además por los Ministros de Hacienda y de Economía, Fomento y Turismo, determinará los mecanismos de coordinación entre ambos procesos. Dicho reglamento deberá dictarse en el plazo de  un año contado desde  la publicación de esta ley.”.

Artículo 21


Pasa a ser artículo 22, sin enmiendas.

Artículo 22


Pasa a ser artículo 23, con la siguiente modificación:


Agregar el siguiente inciso segundo: 


“En el cumplimiento de lo previsto en el inciso anterior, el administrador de cierre deberá resguardar el buen uso de los recursos públicos comprometidos en virtud de alguna de las medidas previstas en el inciso tercero del artículo siguiente, debiendo preferirse siempre aquéllas que impliquen un menor costo para el fisco en su aplicación.”.

Artículo 23


Pasa a ser artículo 24, con las siguientes modificaciones:

Inciso quinto


Reemplazarlo por el siguiente:


“Para efectos de lo señalado en el presente artículo, el administrador de cierre podrá suscribir convenios con alguna de las instituciones de educación superior que cuenten con acreditación institucional vigente de al menos tres años, conforme a lo previsto en la ley Nº 20.129.”.

Inciso sexto


Intercalar, a continuación de la palabra “objeto”, la voz “posibilitar”, y sustituir, en la primera oración, la frase “así como también su”, por “incluyendo sus procesos de”.

Inciso séptimo


Sustituirlo por el siguiente:


“Respecto de los alumnos reubicados en virtud de tales convenios, el otorgamiento del título o grado respectivo corresponderá a la institución de educación superior objeto de la medida de cierre. En caso que el título o grado sea concedido una vez que se haya procedido al cierre definitivo de la institución de origen, se estará a lo dispuesto a lo señalado en el inciso final del artículo 20.”.

Artículo 24


Suprimirlo.
Artículo 28


Reemplazarlo por el siguiente: 


“Artículo 28.- Los administradores creados por esta ley responderán de culpa leve en su administración, debiendo observar una conducta intachable y un desempeño honesto y leal de su función, con preeminencia del interés general por resguardar el derecho a la educación de los y las estudiantes, en los términos de los artículos 52, 53 y 62 del decreto con fuerza de ley Nº1-19.653, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.”.

Artículo 29

Número 1)


Suprimirlo.

Número 2)


Pasa a ser número 1).

Reemplazarlo por el que se señala a continuación:


“1) Modifícase el artículo 89 en el siguiente sentido:


a) Incorpóranse las siguientes letras f) y g) nuevas: 


“f) Cuando, tratándose de los establecimientos municipales, se solicite por parte del sostenedor la renuncia al reconocimiento oficial del establecimiento educacional y de ello se derive una grave afectación al derecho a la educación de los y las estudiantes matriculados en dicho establecimiento. 


g) Cuando un sostenedor abandone, durante el año escolar, su proyecto educativo, dejando de prestar el servicio educacional en el establecimiento de su dependencia.”.


b) Sustitúyese en el inciso segundo la letra “y”, la primera vez que ésta aparece, por una coma (,) y agréganse a continuación de la letra “e)” las expresiones “, f) y g)”.

Número 3)


Pasa a ser número 2), sin modificaciones.

Número 4)


Suprimirlo.
Artículo 31


Intercalar, a continuación de la palabra “gasto”, el vocablo “fiscal”.

Artículos transitorios


Agregar el siguiente artículo tercero transitorio, nuevo:


“Artículo tercero.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 97 de la ley Nº 20.529, cuando no sea posible el nombramiento de un administrador provisional incluido en el respectivo registro, en casos excepcionales y por motivos de urgencia, el Superintendente de Educación podrá, mediante resolución fundada, en los casos establecidos en el artículo 89 de la ley Nº 20.529, designar un funcionario de su dependencia para que administre un establecimiento educacional y arbitre las medidas que permitan mantener su funcionamiento normal, que aseguren la continuidad del servicio educacional y el derecho a la educación de los y las estudiantes.


Lo dispuesto en el presente artículo regirá por el plazo de dos años contado desde la entrada en vigencia de la presente ley.”.

- - -


Por su parte, la Comisión de Hacienda propone las siguientes enmiendas al proyecto aprobado por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología:

Artículo 29

Numeral 2), nuevo


Incorporar el siguiente numeral 2), nuevo, pasando el numeral 2) a ser 3):


“2) Agrégase en el artículo 91, un inciso cuarto, nuevo, del siguiente tenor:

“Mientras dure la administración provisional de un establecimiento específico, excepcionalmente y por resolución fundada del Ministerio de Educación con la visación del Ministro de Hacienda, se podrán dejar sin efecto las retenciones de pago adoptadas por aplicación de lo previsto en el inciso segundo del artículo 54 del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1996, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales; del artículo 69 de la presente ley, o en razón de otras medidas de carácter administrativo que hayan tenido por objeto la disminución o no pago de la subvención escolar.”.”. 

Numeral 2)


Reemplazar el numeral 2), que pasa a ser 3), por el siguiente:


“3) Modifícase el artículo 92 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase, en la letra c), la expresión “y otros aportes regulares que entregue el Estado” por “, otros aportes regulares que entregue el Estado, así como los que pudiere disponer la ley de presupuestos para asegurar la continuidad del servicio educacional del respectivo establecimiento, solamente hasta el término del año escolar respectivo, siempre que concurran las siguientes condiciones: i) que los aportes regulares que corresponda recibir no sean suficientes para financiar las remuneraciones del personal docente y asistentes de la educación, el pago de suministros básicos y demás gastos indispensables para su funcionamiento; ii) que los hechos que originaron el nombramiento del administrador provisional, se produzcan durante el transcurso del año escolar respectivo; y iii) que dichos recursos se destinen íntegramente al pago relacionado con los gastos señalados en el numeral i) precedente.


b) Agrégase la siguiente letra h) nueva:


“h) Coordinar, en caso de pérdida definitiva del reconocimiento oficial del Estado por parte del establecimiento educacional, por renuncia o revocación, la reubicación de los y las estudiantes en conjunto con la Secretaría Regional Ministerial de Educación correspondiente, y adoptar todas las medidas necesarias para asegurar su derecho a la educación.”.”. 

- - -


Luego, el señor Presidente pone en discusión en particular el proyecto, y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Rossi y Prokurica y señora Von Baer. Interviene, también, el señor Ministro de Educación.


Cerrado el debate, se ponen en votación las enmiendas propuestas por unanimidad, las que son aprobadas por 30 votos a favor, de un total de 36 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de los artículos 9° -excepto su inciso cuarto- y 20 del proyecto, numeración definitiva. 

Votan afirmativamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, Espina, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Tuma, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).
- - -


Seguidamente, se pone en votación la modificación propuesta por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, relativa al inciso cuarto del artículo 8° -que pasaría a ser 9°-, y se produce el siguiente resultado: 18 votos a favor, 12 abstenciones y un pareo.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Araya, Bianchi, De Urresti, Girardi, Guillier, Horvath, Lagos, Matta, Montes, Pizarro, Quintana, Rossi, Tuma, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

Se abstienen, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Chahuán, Coloma, Espina, García-Huidobro, Larraín, Orpis, Ossandón y Prokurica. 

No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Moreira.

A continuación, el señor Secretario General precisa que no se alcanzó el quórum necesario para aprobar esta enmienda, por lo que corresponde darla por rechazada.


Seguidamente, la señora Presidenta da por rechazada la modificación en debate.

- - -


Luego, se pone en votación la modificación propuesta por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, referida al inciso sexto del artículo 9° -que pasaría a ser 10-, que es aprobada por 22 votos a favor, 10 en contra y un pareo.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Goic, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, García-Huidobro, Horvath, Larraín, Letelier, Matta, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

Fundamenta su voto positivo, el Honorable Senador señor Walker (don Ignacio).


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Muñoz y señores De Urresti, Guillier, Lagos, Montes, Navarro, Quintana, Rossi y Tuma.

Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Rossi, Navarro y Quintana.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Moreira.

- - -


Terminada la votación, manifiesta su intención de voto contrario el Honorable Senador señor Girardi.

- - -


A continuación, se pone en votación la modificación propuesta por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, consistente en incorporar un artículo 11, nuevo, que es aprobada por 27 votos a favor, 2 en contra, 2 abstenciones y un pareo.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, García-Huidobro, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Tuma y Walker (don Ignacio).

Fundamenta su voto positivo, el Honorable Senador señor Letelier.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores De Urresti y Navarro.

Fundamenta su voto en contra, el Honorable Senador señor Navarro.


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Guillier y Rossi.

Fundamenta su abstención, el Honorable Senador señor Rossi.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Moreira.
- - -


Terminada la votación, manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Girardi.
- - -

Enseguida, se pone en votación la enmienda propuesta por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, relativa al inciso primero del artículo 11 -que pasaría a ser 13-, que es aprobada por 20 votos a favor, 6 en contra, una abstención y un pareo.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Chahuán, Espina, García-Huidobro, Guillier, Larraín, Matta, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Tuma y Walker (don Ignacio).

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Muñoz y señores De Urresti, Girardi, Navarro, Quintana y Rossi.

Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Rossi y Navarro.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Montes.

No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Moreira.

- - -


Luego, se pone en discusión la modificación de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, relativa a la letra f) contenida en la letra a) del número 2) -que pasaría a ser número 1)- del artículo 29 del proyecto, y se ofrece la palabra a los Honorables Senadores señores Allamand, Rossi, Quintana, Navarro, Larraín y Montes, señora Von Baer, señor Ossandón, señora Van Rysselberghe y señores Espina y Walker (don Ignacio).


Cerrado el debate y puesta en votación la enmienda señalada, es aprobada por 19 votos a favor, 12 en contra y un pareo.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Pérez San Martín y señores Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, Girardi, Guillier, Horvath, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Pizarro, Quintana, Rossi, Tuma y Walker (don Ignacio).

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Coloma, Espina, García-Huidobro, Larraín, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela y Prokurica.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Moreira.

- - -


En sus alocuciones, los Honorables Senadores señores Allamand y Larraín formulan expresa reserva de constitucionalidad respecto de esta norma.

- - -


A propósito de la materia, hacen también uso de la palabra en relación con el quórum requerido para aprobar la norma precedente, los Honorables Senadores señores Allamand, Larraín y Espina y el señor Secretario General.

- - -


Finalmente, la Mesa pone en discusión la modificación introducida por la Comisión de Hacienda para incorporar en el artículo 29 un numeral 2), nuevo, y ofrece la palabra al Honorable Senador señor Coloma.


Cerrado el debate y puesta en votación la enmienda señalada, es aprobada por 13 votos a favor, 9 abstenciones y un pareo.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Allende y señores Bianchi, Chahuán, De Urresti, Girardi, Horvath, Lagos, Matta, Montes, Navarro, Quintana, Tuma y Walker (don Ignacio).

Se abstienen, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Allamand, Coloma, Espina, García-Huidobro, Larraín, Ossandón y Pérez Varela.

No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Moreira.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Título I

Del Administrador Provisional y el Administrador de Cierre de Instituciones de Educación Superior

Párrafo 1°

Disposiciones generales


Artículo 1°.- La presente ley establece y regula el procedimiento de nombramiento y las facultades del Administrador Provisional de Instituciones de Educación Superior y del Administrador de Cierre de Instituciones de Educación Superior, cuyo objeto será resguardar el derecho a la educación de los y las estudiantes, asegurando la continuidad de sus estudios y el buen uso de todos los recursos de la institución de educación superior, de cualquier especie que éstos sean, hasta el cumplimiento de sus respectivas funciones.


Artículo 2°.- Las disposiciones de la presente ley serán aplicables a las Instituciones de Educación Superior autónomas, de aquellas contempladas en el artículo 52, letras a), b) y c) del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 2009, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 20.370 con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley Nº1, de 2005, del Ministerio de Educación, en adelante decreto con fuerza de ley N°2.


Artículo 3°.- El Ministerio de Educación, de oficio o por denuncia, y por resolución fundada, dará inicio a un período de investigación preliminar, de carácter indagatorio, en aquellos casos que, en uso de las facultades que le confiere la ley, tome conocimiento de antecedentes graves que, en su conjunto o por sí solos, hagan presuponer que una institución de educación superior se encuentra en peligro de:


a) Incumplimiento de sus compromisos financieros, administrativos o laborales.


b) Incumplimiento de los compromisos académicos asumidos con sus estudiantes.


c) Infracción grave de sus estatutos o escritura social, según corresponda, o a las normas que la regulan, en especial aquellas derivadas de su naturaleza jurídica en el caso de las universidades, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 53 del decreto con fuerza de ley N° 2, en relación con los artículos 64, 74 y 81 del mismo cuerpo legal.


El Ministerio de Educación podrá, para los fines de esta investigación, ingresar a la institución, acceder y recopilar toda la información que estime necesaria, sin impedir el normal funcionamiento de las actividades académicas de la misma. Para estos efectos podrá, además, solicitar a cualquier órgano de la Administración del Estado los antecedentes que consten en su poder y que sean pertinentes a los fines de la investigación, con la sola limitación de aquellos que, por disposición de la ley, tengan carácter de secreto o reservado.


Una vez cerrada la investigación, el Ministerio de Educación elaborará un informe que dará cuenta de los resultados de la misma. Este informe, junto con la formulación de cargos, serán notificados a la institución investigada, la que tendrá un plazo de quince días para realizar sus descargos y solicitar que se abra un período de prueba no superior a igual término.


De acogerse los descargos o no constatarse las circunstancias a que hacen referencia los literales del inciso primero, se dictará resolución de término dando por finalizada la investigación, sin perjuicio de lo cual el Ministerio de Educación podrá formular recomendaciones para el mejor funcionamiento de la institución.


Expirado el plazo para los descargos o rechazados éstos, el Ministerio de Educación dictará resolución de término en conformidad al artículo siguiente.


Artículo 4°.- En la resolución de término de la investigación preliminar, el Ministerio de Educación podrá, fundadamente y atendida las características de la institución y la naturaleza y gravedad de los problemas constatados, adoptar una de las siguientes medidas:


a) Ordenar la elaboración de un plan de recuperación, si se verifican incumplimientos graves de los compromisos financieros, administrativos, laborales o académicos asumidos por la institución. 


b) Nombrar un administrador provisional si se constatan problemas que pudieren configurar alguna de las causales previstas en el inciso primero del artículo 6º.


c) Dar inicio al procedimiento de revocación del reconocimiento oficial en caso que se constaten problemas de entidad tal que pudieren ser constitutivos de causales de aquella. De decretarse la revocación, se procederá al nombramiento de un administrador de cierre.


En lo no previsto en esta ley, el procedimiento se regirá por las disposiciones de la ley Nº 19.880.


Artículo 5°.- De aplicarse la medida del literal a) del inciso primero del artículo anterior, la institución tendrá un término de sesenta días para elaborar y presentar al Ministerio de Educación un plan de recuperación que tendrá por objeto que ella adopte las medidas necesarias para subsanar los problemas identificados. Dicho plan podrá considerar, entre otras medidas, la suspensión de ingreso de nuevos estudiantes durante uno o más períodos y el cierre de sedes, carreras o programas. El plazo de implementación del plan no podrá ser mayor a dos años.


El Ministerio de Educación deberá pronunciarse dentro del plazo de diez días, sea aprobando el plan o formulándole observaciones, las que deberán ser subsanadas por la institución dentro del plazo de quince días, contado desde la notificación de las mismas. Presentadas las enmiendas, el Ministerio deberá resolver sobre ellas en un plazo de cinco días.


Una vez aprobado el plan, corresponderá al Ministerio de Educación supervigilar su cabal cumplimiento. Para estos efectos, la institución deberá remitir al Ministerio de Educación informes trimestrales del estado de su implementación. Sin perjuicio de lo anterior, en cualquier momento, el Ministerio podrá requerir antecedentes al respecto. Asimismo, podrá designar un delegado ministerial para supervigilar la ejecución del plan, pudiendo al efecto ejercer las facultades señaladas en el inciso segundo del artículo 3º.


Al término del plazo de implementación del plan, el Ministerio de Educación decretará el alzamiento de la medida, salvo que proceda lo dispuesto en el literal e) del inciso primero del artículo siguiente.
Párrafo 2°

Del Administrador Provisional


Artículo 6°.- La medida de nombramiento de administrador provisional podrá ser adoptada por el Ministerio de Educación, previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación, cuando se constate la concurrencia de una o más de las siguientes circunstancias:


a) Riesgo serio de no garantizar la viabilidad administrativa o financiera de la institución, afectando la continuidad de estudios de los y las estudiantes.


b) Incumplimientos graves y reiterados de los compromisos académicos asumidos por la institución con sus estudiantes a causa de no contar con los recursos educativos o docentes adecuados para ofrecer el o los títulos profesionales o técnicos que pretenda otorgar.


c) Imposibilidad de mantener las funciones académicas de la institución, a consecuencia de sanciones, medidas precautorias, embargos, ejecuciones o retiros de especies que la afecten, a sus sedes o a sus bienes muebles o inmuebles.


d) Cuando se haya dictado resolución de reorganización de la institución de educación superior o de la entidad organizadora de ésta en conformidad a la ley Nº 20.720. 


e) Cuando el plan de recuperación, regulado en el artículo 5°, no fuere presentado oportunamente o, habiéndolo sido, fuere rechazado o, siendo aprobado, posteriormente se incurriere en su  incumplimiento.


No procederá la adopción de esta medida cuando la concurrencia de la o las causales a que se refiere el inciso anterior sea atribuible a un caso fortuito o fuerza mayor, o a circunstancias que no sean imputables a culpa o negligencia de las autoridades responsables del gobierno o administración de la institución.


El acuerdo previo del Consejo Nacional de Educación, a que se refiere el inciso primero, deberá ser adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, en sesión convocada para ese solo efecto.


La institución objeto de la medida a que se refiere este artículo tendrá un plazo de cinco días para presentar sus alegaciones y antecedentes ante el Consejo, previo a su pronunciamiento.


Si el Consejo estima pertinente recabar mayor información, podrá solicitar antecedentes a la institución afectada y a otros órganos de la Administración del Estado.


Con todo, el Consejo deberá resolver dentro del plazo de quince días desde que recibe los antecedentes para su pronunciamiento. Aprobada la medida, el Ministerio de Educación, dentro del plazo de cinco días, procederá a nombrar al administrador provisional.


Artículo 7°.- La designación a que se refiere el inciso primero del artículo anterior deberá recaer en una persona que cumpla con los siguientes requisitos: 


a) Estar en posesión de un grado académico o título profesional de alguna institución reconocida oficialmente por el Estado.


b) Acreditar experiencia de al menos cinco años en gestión de instituciones de educación superior o diez años en la administración de empresas de mayor o mediano tamaño, conforme a la ley Nº 20.416. En el segundo caso contemplado en esta letra, además, deberá acreditar experiencia relevante en actividades académicas en una o más instituciones de educación superior.


La idoneidad de la persona a designar en el cargo de administrador provisional deberá ser evaluada considerando las características, el tamaño y complejidad de la institución, así como el proyecto educativo de ésta.


Artículo 8°.- No podrán ser nombrados como administrador provisional de una institución de educación superior:


a) El cónyuge, los parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad de los organizadores, representantes legales, directivos, autoridades superiores o administradores de la institución de educación superior o de alguna de sus entidades relacionadas.


Se entienden incorporados en la inhabilidad, asimismo, los acreedores o deudores de la institución de educación superior o de aquellas personas señaladas en el párrafo anterior.


b) Fundadores, miembros, asociados o quienes tengan intereses económicos o patrimoniales comprometidos en la institución de educación superior de que se trate o en alguna de sus entidades relacionadas.


c) Los administradores de bienes de cualquiera de las personas señaladas en la letra a).


d) Quienes, en el plazo de cinco años contados hacia atrás desde cuando proceda su nombramiento, se hayan desempeñado como administradores, gerentes o prestadores de servicios a la institución de educación superior de que se trate o de alguna de sus empresas relacionadas o de instituciones que hayan sido sancionadas en virtud de los artículos 64, 74 y 81 del decreto con fuerza de ley N°2.


Para efectos de este artículo, se entenderán que son entes relacionados, las personas jurídicas y naturales señaladas en el artículo 100 de la ley N°18.045, de Mercado de Valores.


Sin perjuicio de lo anterior, regirán respecto de estas personas las inhabilidades de los artículos 54 y siguientes del decreto con fuerza de ley           Nº 1-19.653, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, promulgado el año 2000 y publicado el año 2001, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


Artículo 9°.- La institución de educación superior afectada por la medida de nombramiento de administrador provisional podrá reclamar la legalidad de la misma, a través de sus representantes, dentro del plazo de diez días hábiles, contado desde la notificación de la respectiva resolución, ante la Corte de Apelaciones correspondiente a su domicilio.


La Corte de Apelaciones dará traslado de la reclamación al Ministerio de Educación, notificándolo por oficio. Éste dispondrá del plazo de diez días hábiles contado desde que se notifique la reclamación interpuesta, para formular observaciones.


Evacuado el traslado por el Ministerio o vencido el plazo de que dispone para formular observaciones, el tribunal ordenará traer los autos en relación y la causa se agregará extraordinariamente a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de la Sala. La Corte podrá, si lo estima pertinente, abrir un término probatorio que no podrá exceder de siete días, y escuchar los alegatos de las partes.


La Corte dictará sentencia dentro del término de quince días, la que será inapelable.


Artículo 10.- El administrador provisional, dentro de los treinta días siguientes a su nombramiento, deberá levantar un acta que dé cuenta del estado administrativo y financiero en que recibe la institución de educación superior, así como también un informe respecto de la situación financiera y patrimonial en que se encuentra la misma. Este informe comprenderá, a lo menos, la gestión de la institución de educación superior realizada durante los sesenta días anteriores a que haya asumido sus funciones.


Dentro del mismo plazo de treinta días a que se refiere el inciso anterior, el administrador provisional deberá presentar, previa consulta con las autoridades de la institución de educación superior vigentes al momento de su designación, un plan de administración provisional tendiente a garantizar la adecuada gestión de la institución de educación superior afectada por la medida, el que deberá ser aprobado por el Ministerio de Educación. En dicho plan se deberán señalar las acciones para subsanar las deficiencias que motivan el nombramiento del administrador provisional, pudiendo considerar incluso la reestructuración de la respectiva institución.


El administrador provisional deberá presentar informes trimestrales del avance de su gestión al Ministerio de Educación y al Consejo Nacional de Educación, así como también dar cuenta documentada de ella al término de su cometido.


Sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio de Educación podrá solicitar, cuando lo estime pertinente, informes parciales del estado de avance de la gestión desempeñada por el administrador provisional.


Una vez que dichos informes hayan sido aprobados por el Ministerio de Educación, éstos serán incorporados a un registro de carácter público que para tal efecto deberá llevar la División de Educación Superior del Ministerio de Educación.


El administrador provisional, en el desempeño de su cargo, deberá establecer mecanismos de consulta e información con representantes, elegidos democráticamente, de cada uno de los estamentos de la institución educativa.


Artículo 11.- La reestructuración a que hace referencia el inciso segundo del artículo anterior deberá respetar los fines específicos del plantel expresados en su proyecto institucional, así como la limitación establecida en el inciso tercero del artículo 13. Con todo, dicha restricción no operará cuando sea indispensable para garantizar la continuidad de estudios o titulación de los y las estudiantes.


En el caso que el administrador provisional decida que debe procederse a la enajenación de bienes raíces de la institución de educación superior, ello deberá estar consignado en el plan de administración provisional.


La adopción de la medida de reestructuración deberá ser aprobada por la máxima autoridad colegiada de la respectiva institución, vigente a la fecha del nombramiento del administrador provisional, si la hubiere, o, de no existir aquella, por la máxima autoridad unipersonal existente a igual fecha. La aprobación deberá verificarse dentro del plazo de quince días contado desde la comunicación de la medida que realice el administrador provisional a dichas autoridades.


Rechazada la solicitud, o si dentro del plazo señalado en el inciso anterior la institución no ha dado respuesta a ella, el administrador podrá requerir, dentro del plazo de cinco días, la autorización de la misma al Consejo Nacional de Educación, mediante una solicitud fundada, acompañada de todos los antecedentes que la justifiquen.


Dentro del plazo de diez días, contado desde la presentación de la solicitud al Consejo, la institución, a través de la autoridad que se haya opuesto a la medida, podrá hacer presente sus alegaciones y acompañar los antecedentes justificativos.


El Consejo resolverá dentro de los veinte días siguientes a la presentación de la solicitud o de las alegaciones de la institución, según corresponda.

Artículo 12.- El administrador provisional durará en su cargo un año, plazo prorrogable por una sola vez hasta por igual período, cuando ello sea necesario, según disponga el Ministerio de Educación, previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación adoptado por mayoría de sus miembros en ejercicio.


En la resolución que nombra al administrador provisional se consignarán la o las causales que justifican dicha designación, siendo la solución de aquellas la función específica del administrador.


El Ministro de Educación, mediante resolución fundada, previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación, adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, en sesión convocada para ese solo efecto, podrá remover al administrador provisional cuando:


a) Incumpla gravemente el plan de administración provisional a que se refiere el inciso segundo del artículo 10;


b) Le fuere imposible, por cualquier causa, ejercer las atribuciones que le confiere el artículo 13, o


c) Infrinja lo establecido en el artículo 28.


Artículo 13.- Para el cumplimiento de su objeto, el administrador provisional asumirá, desde el momento de su designación, con plenos poderes, y para la única finalidad de solucionar los problemas detectados en la investigación, el gobierno y la administración de la institución de educación superior, correspondiéndole en consecuencia, la representación legal y todas aquellas facultades que la ley y los respectivos estatutos o escritura social, según corresponda, le confieren a cualquier autoridad unipersonal o colegiada que desempeñe funciones directivas, llámese esta asamblea de socios, directorio, junta directiva, gerente general, rector o cualquier otra nomenclatura que confiera alguna de las facultades señaladas en el presente inciso.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, el administrador provisional tendrá, especialmente, las siguientes facultades:


a) Ejercer toda acción destinada a garantizar el interés público asociado a la continuidad de los estudios de los y las estudiantes.


b) Solicitar al Servicio de Impuestos Internos, o a cualquier otra entidad del Estado, toda aquella información que estime conveniente para el buen cumplimiento de sus funciones.


c) Asumir aquellas funciones propias de las autoridades académicas de la institución que administra. Especialmente, a nombre de la institución de educación superior que administra, deberá otorgar los títulos y grados que correspondan y realizar las certificaciones que fueran necesarias en caso de ausencia del respectivo ministro de fe.


d) Adoptar la medida de suspensión de matrícula de nuevos alumnos durante el período que dure su administración.


e) Poner en conocimiento de las autoridades competentes cualquier hecho que pueda constituir una infracción de la ley, en particular denunciar ante el Ministerio Público cualquier hecho que pueda ser constitutivo de delito.


f) Ejercer las acciones que correspondan para la recuperación de los recursos que, en vulneración de la ley, no hayan sido reinvertidos en las instituciones de educación superior, así como aquéllas destinadas a perseguir la responsabilidad de quienes incurrieron en dichos actos.


g) Suscribir convenios con alguna de las universidades o instituciones de educación superior que cuenten con acreditación vigente por un período de a lo menos tres años, conforme a lo previsto en la ley N° 20.129, con el objeto de delegar, parcialmente, las facultades que le otorga la presente ley. Dichos convenios deberán ser aprobados por el Ministerio de Educación, previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada para ese efecto.


Con todo, el administrador provisional no podrá alterar el modelo educativo ni los planes y programas de la institución de educación superior sujeta a la medida.


Los honorarios del administrador provisional serán pagados con cargo a los ingresos que perciba la institución de educación superior, debiendo determinarse su cuantía conforme a las normas que señale el reglamento a que se refiere el artículo 27.


Las acciones que ejecute el administrador provisional se realizarán con cargo a los recursos de la institución sujeta a dicha medida. En ningún caso, la adopción de ella podrá significar asignación o aporte de recursos del Estado a la institución de educación superior respectiva, distintos a los que pudieren corresponderle de no encontrarse bajo esta administración.


Artículo 14.- El administrador provisional tendrá la acción revocatoria que otorga el artículo 2468 del Código Civil.


Artículo 15.- La acción revocatoria a que se refiere el artículo anterior se tramitará conforme al siguiente procedimiento:


1. Deducida la demanda por el administrador provisional, el tribunal citará a una audiencia el quinto día hábil después de la última notificación, plazo que se ampliará si el demandado no está en el lugar del juicio, con todo o parte del aumento que concede el artículo 259 del Código de Procedimiento Civil.


2. La audiencia se celebrará sólo con la parte que asista y en ella se recibirá la contestación y se rendirán las pruebas. La parte que quiera rendir prueba testimonial deberá presentar, antes de las doce horas del día anterior al de la audiencia, una lista de los testigos de que piensa valerse.


3. Si el juez lo estima conveniente, oirá el informe de un perito, nombrado en la misma audiencia por los interesados y, a falta de acuerdo, por él. El juez fijará un plazo al perito para que presente su informe, el que no podrá ser superior a cinco días hábiles.


4. La sentencia se dictará dentro de quinto día contado desde la fecha de la audiencia, o de la presentación del informe pericial, en su caso.


5. La sentencia definitiva será apelable en el sólo efecto devolutivo, salvo que el juez, por resolución fundada no susceptible de apelación, conceda el recurso en ambos efectos. Las demás resoluciones son inapelables.


6. La apelación gozará de preferencia para su vista y fallo.


Artículo 16.- Si, con motivo del desempeño de sus funciones, el administrador provisional toma conocimiento de algún hecho que pudiese ser constitutivo de alguna de las causales señaladas en los artículos 64, 74 y 81 del decreto con fuerza de ley N° 2, deberá informar al Ministerio de Educación.


Artículo 17.- Desde la fecha de la notificación de la medida de administración provisional, las autoridades de la institución de educación superior a que hace referencia el inciso primero del artículo 13, quedarán, para todos los efectos legales, suspendidos en sus funciones, y estarán en consecuencia inhabilitadas para ejercer cualquier función o celebrar cualquier acto o contrato en nombre de la institución de educación superior respectiva. La misma prohibición afectará a él o los organizadores o propietarios, según corresponda.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, el respectivo administrador provisional podrá autorizar que una o más autoridades de las allí referidas pueda continuar ejerciendo sus funciones, percibiendo remuneración, en la institución de educación superior.


Con todo, las personas señaladas en el inciso primero serán responsables de todas las obligaciones que se hubieren generado en virtud del funcionamiento de la institución de educación superior con antelación a la designación del administrador provisional y persistirá cualquier tipo de garantías que se hubieren otorgado por éstos.


Artículo 18.- Corresponderá al administrador provisional, una vez finalizada su gestión, la elaboración de un informe final que dé cuenta del resultado de ésta y del estado general de la institución de educación superior, en el cual deberá hacer mención expresa de la circunstancia de haberse o no subsanado los problemas detectados antes o durante su gestión.


El informe señalado en el inciso anterior deberá ser entregado a más tardar un mes después del término de la gestión del administrador provisional, el cual deberá ser aprobado por la mayoría de los miembros en ejercicio del Consejo Nacional de Educación. La designación del administrador provisional será alzada por el Ministerio de Educación, mediante resolución fundada, y previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación, adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada para ese efecto, una vez aprobado dicho informe y habiéndose subsanado los problemas y deficiencias que dieron origen a la medida, circunstancia que deberá ser debidamente acreditada por el administrador provisional.


En la resolución que levante la medida, se consignará que la administración y gobierno de la institución de educación superior sea asumida por las autoridades y directivos que correspondan de acuerdo a sus estatutos o escritura social, según sea el caso.


La referida resolución podrá establecer que la institución de educación superior efectúe adecuaciones o modificaciones en su estructura organizacional, con el objeto de evitar la reiteración de los problemas que motivaron la adopción de la medida de administración de que trata esta ley, o que hayan sido detectados por el administrador provisional durante su gestión.


Artículo 19.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo anterior, si el Ministerio de Educación determina que las circunstancias que dieron origen a la medida de administración provisional son imputables, en todo o parte, a algunas de las personas señaladas en el inciso primero del artículo 13, podrá declarar en la misma resolución la inhabilidad de éstas para continuar ejerciendo en aquélla los cargos o funciones de que se trate. Siempre habrá audiencia del afectado y podrá abrirse término probatorio por al menos diez días. Si, por aplicación de lo señalado precedentemente, se hace imposible la continuidad del servicio educativo, la administración provisional subsistirá hasta la designación de nuevas autoridades, según lo dispuesto en los estatutos o en la escritura social, según sea el caso.

Párrafo 3°

Del Administrador de Cierre y disposiciones especiales para la revocación del reconocimiento oficial de instituciones de educación superior


Artículo 20.- En aquellos casos en que, terminada la gestión del administrador provisional, no haya sido posible subsanar los problemas o deficiencias que dieron origen a su nombramiento por causas no imputables a su gestión, o se haya dictado resolución de liquidación de la respectiva institución o de su entidad organizadora en conformidad a la ley Nº 20.720, o se tome conocimiento de hechos que pudiesen constituir alguna de las causales que señalan los artículos 64, 74 y 81 del decreto con fuerza de ley N°2, el Ministerio de Educación, dará inicio al procedimiento de revocación del reconocimiento oficial de la institución de educación superior.


Cuando se decrete la medida de revocación del reconocimiento oficial de una institución de educación superior, el Ministerio de Educación deberá nombrar un administrador de cierre, lo que requerirá el acuerdo previo del Consejo Nacional de Educación, adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto.


Quien sea designado como administrador de cierre deberá cumplir con los mismos requisitos establecidos para el administrador provisional, y tendrá las facultades que se enumeran en el artículo 13 y aquellas que se indican en los artículos siguientes.

Sin perjuicio de lo anterior, el administrador provisional podrá, en cualquier momento durante su gestión, informar al Ministerio de Educación respecto de la inviabilidad de subsanar los problemas o deficiencias que originaron su designación para que éste adopte las medidas que corresponda. El Ministerio de Educación, si lo estima pertinente, podrá dar inicio al procedimiento de revocación del reconocimiento oficial de la institución de educación superior.


Para el caso que se decrete la revocación del reconocimiento oficial de acuerdo al inciso anterior, el nombramiento del administrador de cierre podrá recaer en quien haya sido designado administrador provisional.


La resolución que decrete la revocación del reconocimiento oficial de conformidad al inciso primero de los artículos 64, 74 u 81 del decreto con fuerza de ley N°2, deberá consignar el plazo para proceder al cierre definitivo de la institución de educación superior. Para la determinación de este plazo deberá tenerse en consideración el tamaño de la institución, la cantidad de alumnos matriculados cursando sus estudios o en proceso de titulación, y la complejidad de las causales que dieron origen a la revocación del reconocimiento oficial. 


Por el ministerio de la ley, la personalidad jurídica de la institución de educación superior cuyo reconocimiento oficial haya sido revocado se mantendrá para el solo efecto de la implementación del plan de administración establecido en el artículo 23, y en especial, para que las instituciones receptoras de estudiantes que hayan celebrado convenios puedan otorgar, a nombre de aquélla, los títulos y grados académicos que correspondan a los y las estudiantes reubicados, incluso una vez cerrada definitivamente la institución de origen, según lo prevé el artículo 24.

Artículo 21.- Las facultades del administrador provisional o del administrador de cierre, nombrados a causa de una resolución de reorganización o de liquidación, según corresponda, prevalecerán sobre las del liquidador o veedor, según sea el caso, únicamente respecto a los bienes muebles e inmuebles esenciales para asegurar la continuidad de estudios de los y las estudiantes.


Todo conflicto que pudiere suscitarse entre el liquidador o veedor y el administrador provisional o de cierre será resuelto por el juez que dictó la respectiva resolución de reorganización o liquidación, según sea el caso, oyendo previamente al Ministerio de Educación y al Superintendente de Insolvencia y Reemprendimiento, y propendiendo a la preeminencia del interés público asociado a la continuidad de estudios de los y las estudiantes de la institución afectada.


Un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá ser firmado además por los Ministros de Hacienda y de Economía, Fomento y Turismo, determinará los mecanismos de coordinación entre ambos procesos. Dicho reglamento deberá dictarse en el plazo de un año contado desde la publicación de esta ley.

Artículo 22.- En caso de revocación del reconocimiento oficial de una institución de educación superior, la resolución que nombra al administrador de cierre deberá establecer el procedimiento a seguir para tales efectos.


Artículo 23.- El administrador de cierre deberá presentar un plan de administración, dentro de los treinta días siguientes a su nombramiento. Este plan deberá siempre contener las medidas para asegurar la continuidad del servicio educativo de los y las estudiantes de la institución de educación superior y los plazos y procedimientos para concretar el cierre de la institución de educación superior de que se trate.


En el cumplimiento de lo previsto en el inciso anterior, el administrador de cierre deberá resguardar el buen uso de los recursos públicos comprometidos en virtud de alguna de las medidas previstas en el inciso tercero del artículo siguiente, debiendo preferirse siempre aquéllas que impliquen un menor costo para el fisco en su aplicación.


Artículo 24.- Dentro de las medidas conducentes a asegurar la continuidad del servicio educativo de los y las estudiantes a que se refiere el artículo anterior, deberán considerarse aquellas que permitan su reubicación en otras instituciones de educación superior.


El administrador de cierre tomará en consideración la situación particular de los y las estudiantes, velando siempre porque se respeten los planes y programas de estudios y el avance académico por ellos alcanzado.


Si se determina la necesidad de contar con programas de nivelación académica u otros de similar naturaleza, éstos serán financiados con cargo a todos los recursos o aportes que reciba la institución sujeta a la medida de cierre. Con todo, en casos excepcionales y en función de la protección de los derechos de los y las estudiantes, se podrán financiar con recursos fiscales los antedichos programas, mediante decreto expedido por el Ministerio de Hacienda bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, el que deberá ser firmado por el Ministro de Educación.


Los y las estudiantes reubicados, respecto al plantel que los acoja, mantendrán plenamente vigentes los beneficios o ayudas estudiantiles otorgados por el Estado, tales como becas y créditos, como si no hubiesen cambiado de institución de educación superior.


Para efectos de lo señalado en el presente artículo, el administrador de cierre podrá suscribir convenios con alguna de las instituciones de educación superior que cuenten con acreditación institucional vigente de al menos tres años, conforme a lo previsto en la ley Nº 20.129. 


Dichos convenios tendrán por objeto posibilitar la continuidad y término de los estudios de los y las estudiantes reubicados, incluyendo sus procesos de titulación. Se podrá exceptuar a dichos estudiantes en la ponderación de los indicadores utilizados para evaluar a las instituciones, facultades y carreras receptoras, para efectos de la acreditación de las mismas, así como de aquellas evaluaciones que incidan en la obtención de financiamiento y cumplimiento de metas.


Respecto de los alumnos reubicados en virtud de tales convenios, el otorgamiento del título o grado respectivo corresponderá a la institución de educación superior objeto de la medida de cierre. En caso que el título o grado sea concedido una vez que se haya procedido al cierre definitivo de la institución de origen, se estará a lo dispuesto en el inciso final del artículo 20.


En ningún caso podrán admitirse o matricularse nuevos estudiantes una vez decretada la revocación del reconocimiento oficial conforme a las disposiciones de este párrafo.

Párrafo 4°

Disposiciones finales


Artículo 25.- Corresponderá al Ministerio de Educación, a través de la División de Educación Superior, administrar los procesos asociados a las tareas del administrador provisional o de cierre.


Artículo 26.- Las instituciones de educación superior que hayan sido objeto de la revocación del reconocimiento oficial, mediante el decreto respectivo, perderán de pleno derecho la autonomía institucional que hayan alcanzado en virtud de lo dispuesto en el artículo 100 del decreto con fuerza de ley N°2. Con todo, los grados académicos o títulos profesionales y técnicos de nivel superior podrán ser otorgados por la institución cuyo reconocimiento oficial se revoca, en los términos previstos en la presente ley.


Artículo 27.- Un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá ser suscrito además por el Ministro de Hacienda, regulará las materias que trata esta ley, en especial el contenido de los informes que deben presentar, en cada caso, el administrador provisional y el administrador de cierre, de conformidad con la misma.


Artículo 28.- Los administradores de que trata esta ley responderán de culpa leve en su administración, debiendo observar una conducta intachable y un desempeño honesto y leal de su función, con preeminencia del interés general por resguardar el derecho a la educación de los y las estudiantes, en los términos de los artículos 52, 53 y 62 del decreto con fuerza de ley Nº 1-19.653, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, promulgado el año 2000 y publicado el año 2001, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.
Título II

Otras Disposiciones


Artículo 29.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 20.529:


1) Modifícase el artículo 89 en los siguientes términos:


a) Incorpóranse, en el inciso primero, las siguientes letras f) y g): 


“f) Cuando, tratándose de los establecimientos municipales, se solicite por parte del sostenedor la renuncia al reconocimiento oficial del establecimiento educacional y de ello se derive una grave afectación al derecho a la educación de los y las estudiantes matriculados en dicho establecimiento. 


g) Cuando un sostenedor abandone, durante el año escolar, su proyecto educativo, dejando de prestar el servicio educacional en el establecimiento de su dependencia.”.


b) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “y e)”, por la siguiente: “, e), f) y g)”.

2) Agrégase, en el artículo 91, un inciso cuarto del siguiente tenor:


“Mientras dure la administración provisional de un establecimiento específico, excepcionalmente y por resolución fundada del Ministerio de Educación con la visación del Ministro de Hacienda, se podrán dejar sin efecto las retenciones de pago adoptadas por aplicación de lo previsto en el inciso segundo del artículo 54 del decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, promulgado y publicado el año 1998, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 2, del mismo Ministerio, de 1996, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales, del artículo 69 de la presente ley, o en razón de otras medidas de carácter administrativo que hayan tenido por objeto la disminución o no pago de la subvención escolar.”.

3) Modifícase el artículo 92 en los términos que siguen:


a) Reemplázase, en la letra c) de su inciso segundo, la expresión “y otros aportes regulares que entregue el Estado”, por el siguiente texto: “, otros aportes regulares que entregue el Estado, así como los que pudiere disponer la Ley de Presupuestos del Sector Público para asegurar la continuidad del servicio educacional del establecimiento correspondiente, solamente hasta el término del año escolar respectivo, siempre que concurran las siguientes circunstancias: i) que los aportes regulares que deba recibir no sean suficientes para financiar las remuneraciones del personal docente y asistentes de la educación, el pago de suministros básicos y demás gastos indispensables para su funcionamiento; ii) que los hechos que originaron el nombramiento del administrador provisional se produzcan durante el transcurso del año escolar respectivo, y iii) que dichos recursos se destinen íntegramente al pago relacionado con los gastos señalados en el numeral i) precedente”.


b) Agrégase la siguiente letra h):


“h) Coordinar, en caso de pérdida definitiva del reconocimiento oficial del Estado por parte del establecimiento educacional, por renuncia o revocación, la reubicación de los y las estudiantes en conjunto con la Secretaría Regional Ministerial de Educación correspondiente, y adoptar todas las medidas necesarias para asegurar su derecho a la educación.”.


Artículo 30.- El que sin autorización del administrador provisional o de cierre, con posterioridad a la designación de éste, realizare cualquiera de las conductas que se señalan en las siguientes letras, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado medio a máximo y multa de 200 a 500 unidades tributarias mensuales:


a) Ejercer cualquier autoridad que corresponda a funciones directivas, llámese esta asamblea de socios, directorio, junta directiva, gerente general, rector o cualquier otra equivalente.


b) Celebrar cualquier acto o contrato sobre los bienes destinados a la prestación del servicio educativo, que utilice la institución de educación superior sometida a la medida señalada.


Artículo 31.- El gasto fiscal que irrogue la aplicación de la presente ley será financiado con cargo al presupuesto de la Subsecretaría de Educación y, en lo que faltare, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público.

Artículos transitorios


Artículo primero.- Las medidas y procedimientos previstos en la presente ley aplicables a instituciones de educación superior serán complementarias y se integrarán a las facultades fiscalizadoras y sancionatorias que le sean conferidas a una Superintendencia que en conformidad a la ley se cree.


Artículo segundo.- Las disposiciones del Título I de esta ley podrán ser aplicadas a instituciones de educación superior que hayan sido objeto de la revocación del reconocimiento oficial con anterioridad a la publicación de la misma, y cuyo cierre definitivo se encuentre pendiente de acuerdo al decreto que se haya dictado en virtud de los artículos 64, 74 y 81 del decreto con fuerza de ley Nº 2.


Asimismo, se podrán aplicar estas disposiciones a aquellas instituciones respecto de las cuales, a la fecha de dicha publicación, se encuentre en curso un procedimiento de investigación tendiente a verificar la existencia de causales para la revocación de su reconocimiento oficial, en virtud de los artículos citados en el inciso anterior.


Artículo tercero.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 97 de la ley Nº 20.529, cuando no sea posible el nombramiento de un administrador provisional incluido en el respectivo registro, en casos excepcionales y por motivos de urgencia, el Superintendente de Educación podrá, mediante resolución fundada, en los casos contemplados en el artículo 89 de la citada ley Nº 20.529, designar un funcionario de su dependencia para que administre un establecimiento educacional y arbitre las medidas que permitan mantener su funcionamiento normal, y que aseguren la continuidad de su servicio y el derecho a la educación de los y las estudiantes.


Lo dispuesto en este artículo regirá por el plazo de dos años contado desde la entrada en vigencia de la presente ley.”.
_________

Luego, la Sala acuerda tratar en primer lugar del Orden del Día de la sesión del próximo martes 7 de octubre de 2014, hasta su total despacho, el proyecto de ley que crea el acuerdo de vida en pareja (Boletines N°s 7.011-07 y 7.873-07, refundidos).
- - -


En relación con este último tema, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Moreira, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 114 del Reglamento del Senado.

- - -


Enseguida, la señora Presidenta señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_________
Homenaje al destacado sacerdote señor Esteban Gumucio Vives, SS.CC., con motivo de cumplirse el centenario de su nacimiento


El señor Presidente anuncia que corresponde rendir homenaje al sacerdote don Esteban Gumucio, al cumplirse cien años desde su nacimiento.


Al efecto, intervienen los Honorables Senadores señores Montes, en representación de los Comités Partido Socialista y Partido por la Democracia e Independiente; y García-Huidobro, en representación del Comité Partido Unión Demócrata Independiente e Independiente; señora Goic, en nombre de los Comités Partido Demócrata Cristiano e Independiente, e Independientes y Partido Movimiento Amplio Social, y señor Chahuán, representando al Comité Partido Renovación Nacional.


Finalmente, el señor Presidente agradece la presencia de familiares del homenajeado; de Monseñor Gonzalo Duarte, Obispo de la Diócesis de Valparaíso; del reverendo Rafael Domínguez, Vice Postulador de la Causa de Beatificación del Padre Esteban Gumucio; de sacerdotes y religiosas de la Congregación de los Sagrados Corazones; de las comunidades católicas de Manquehue, La Granja, Reñaca Alto, Valparaíso y Viña del Mar; de los alumnos, profesores y directivos de los colegios de los Sagrados Corazones de Valparaíso, Viña del Mar, Manquehue y San Damián de Molokai, y de las religiosas de los Sagrados Corazones, que se encuentran en la tribuna, y expresa que el homenaje ha concluido.

_________

PETICIONES DE OFICIOS

El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina y Walker (don Ignacio), han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en conformidad con el Reglamento del Senado.
- - -


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

D O C U M E N T O S
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PROYECTO DE ACUERDO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, CON EL QUE COMUNICA QUE APROBÓ EL CONVENIO 189, SOBRE EL TRABAJO DECENTE PARA LAS TRABAJADORAS Y LOS TRABAJADORES DOMÉSTICOS, ADOPTADO POR LA ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO, EL 16 DE JUNIO DE 2011

(9.560-10)


Oficio Nº 11.516


VALPARAÍSO, 7 de octubre de 2014

Con motivo del mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de acuerdo que aprueba el “Convenio 189, Sobre el Trabajo Decente para las Trabajadoras y los Trabajadores Domésticos”, adoptado por la Organización Internacional del Trabajo, el 16 de junio de 2011, correspondiente al boletín N°9560-10, del siguiente tenor:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Artículo único.- Apruébase el “Convenio 189, Sobre el Trabajo Decente para las Trabajadoras y los Trabajadores Domésticos”, adoptado por la Organización Internacional del Trabajo, el 16 de junio de 2011.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Lautaro Carmona Soto, Presidente en ejercicio de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.

MENSAJE DE S.E. LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA CON EL QUE INICIA UN PROYECTO DE ACUERDO QUE APRUEBA EL CONVENIO 189, SOBRE EL TRABAJO DECENTE PARA LAS TRABAJADORAS Y LOS TRABAJADORES DOMÉSTICOS.
SANTIAGO, 03 de septiembre de 2014.-
MENSAJE Nº 457-362/
Honorable Cámara de Diputados:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración el “Convenio 189, Sobre el Trabajo Decente para las Trabajadoras y los Trabajadores Domésticos”, adoptado por la Organización Internacional del Trabajo, el 16 de junio de 2011.
ANTECEDENTES

Una de las prioridades de la gestión gubernamental es mejorar los mecanismos institucionales de promoción y protección de los trabajadores de algunos sectores específicos de la fuerza laboral, como lo son los trabajadores domésticos. En nuestro país, más de 370.000 trabajadoras y trabajadores ejercen sus funciones en esta categoría. De ellos, una cifra superior a 350.000 son mujeres. 

La existencia de este gran número de trabajadores domésticos y el reconocimiento de las especiales condiciones en que prestan servicios, ha impulsado la creación de normas, tanto nacionales como internacionales, que los amparen particularmente y que rijan las relaciones de trabajo existentes en cuestiones tales como: jornada, descanso entre las mismas y remuneraciones.

En este contexto, la legislación chilena ha ido incorporando paulatinamente una serie de modificaciones normativas tendientes a equiparar los derechos de los trabajadores de casa particular con los del resto de los asalariados. Por ejemplo, a través de la ley N° 20.279, de 2008, se estableció un incremento gradual en el Ingreso Mínimo Mensual (IMM) de los trabajadores de casa particular, igualándolo a partir del año 2011 con el IMM de los demás trabajadores del país.

No obstante estos cambios normativos, se requiere perseverar en los esfuerzos e introducir nuevos ajustes a la legislación interna, procurando conciliar el modelo de organización del trabajo doméstico y la realidad social, cultural y económica en que se desenvuelve esta actividad, con la necesidad de avanzar en la protección de los derechos de estos trabajadores, igualando sus condiciones con las de los demás trabajadores del sector privado del país. Para ello, y en cumplimiento de lo establecido en el Convenio 144 de la Organización Internacional de Trabajo (OIT) sobre Consultas Tripartitas para Promover la Aplicación de las Normas Internacionales del Trabajo, el Ministerio del Trabajo y Previsión Social formuló las consultas correspondientes a las organizaciones de trabajadores y empleadores más representativas del país, las que respondieron positivamente.

En consecuencia, la ratificación por parte de Chile del Convenio 189, Sobre el Trabajo Decente para las Trabajadoras y los Trabajadores Domésticos, de la OIT, en adelante también “el Convenio”, que entró en vigor internacional el 5 de septiembre de 2013, resulta decisiva para asegurar mejores condiciones para las trabajadoras y los trabajadores domésticos.

ESTRUCTURA Y CONTENIDO

El Convenio consta de un Preámbulo, el cual consigna los motivos por los cuales las Partes decidieron adoptarlo, y 27 Artículos, donde se despliegan las normas que conforman su cuerpo principal y dispositivo.

Preámbulo

En el Preámbulo, la Conferencia General de la OIT pone énfasis en la importancia que tienen los trabajadores domésticos en la economía mundial, así como en el poco valor que se le otorga a su trabajo, que es realizado principalmente por mujeres y niñas, muchas de las cuales son migrantes o forman parte de comunidades desfavorecidas, particularmente vulnerables a la discriminación con respecto a las condiciones de empleo y de trabajo, así como a otros abusos de los derechos humanos. 

Asimismo, recuerda que los Convenios y las recomendaciones internacionales del trabajo se aplican a todos los trabajadores, incluidos los trabajadores domésticos, destacándose como bases fundamentales los Convenios de la OIT, tales como: el Convenio sobre los Trabajadores Migrantes, el Convenio sobre los Trabajadores con Responsabilidades Familiares, el Convenio sobre Agencias de Empleo Privadas. Además son pertinentes otros instrumentos internacionales, tales como: la Declaración Universal de Derechos Humanos,  el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Convención contra la Delincuencia Organizada Transnacional; en particular su Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente Mujeres y Niños.

El Preámbulo reconoce también las condiciones particulares en que se efectúa el trabajo doméstico, habida cuenta de las cuales es conveniente complementar las normas de ámbito general con normas específicas para los trabajadores domésticos, de forma tal que éstos puedan ejercer plenamente sus derechos, a la par con las demás categorías de trabajadores, de manera de incorporar plenamente a las trabajadoras y los trabajadores domésticos al sistema internacional de normas laborales, lo que es un avance fundamental hacia la realización del trabajo decente para todos. 

Articulado
En el articulado del Convenio, se regulan las siguientes materias: definiciones, ámbito de aplicación, obligaciones para el Estado Miembro, la prevalencia de disposiciones más favorables, y disposiciones comunes en un tratado de esta naturaleza.
Definiciones

El Convenio establece las siguientes definiciones, para la mejor aplicación del mismo:

i. Trabajo Doméstico: El trabajo realizado en un hogar u hogares, o para los mismos.

ii. Trabajador doméstico: Toda persona, de género femenino o masculino, que realiza un trabajo doméstico en el marco de una relación de trabajo. Una persona que realice trabajo doméstico únicamente de forma ocasional o esporádica, sin que este trabajo sea una ocupación profesional, no se considera trabajador doméstico.

Ámbito de aplicación

Las disposiciones del Convenio se aplicarán a todos los trabajadores domésticos, salvo a quienes se haya excluido, total o parcialmente, de acuerdo a ciertas condiciones y cumpliendo determinados requisitos establecidos en el mismo.

Obligaciones para los Estados Miembros
El Convenio establece una serie de obligaciones para los Estados Miembros, en relación a las materias que a continuación se señalan.

i. Promoción y protección de los derechos humanos: 
Todo Estado Miembro deberá asegurar la promoción y la protección efectiva de los derechos humanos de todos los trabajadores domésticos, de conformidad con las disposiciones del Convenio, destacando: la libertad de asociación, la libertad sindical y el reconocimiento efectivo del derecho de negociación colectiva; la eliminación de todas las formas de trabajo forzoso u obligatorio; la abolición efectiva del trabajo infantil; y la eliminación de la discriminación en materia de empleo y ocupación.

ii. Establecimiento de edad mínima: Los Estado Miembros deberán fijar una edad mínima para los trabajadores domésticos. Esta edad no podrá ser inferior a la edad mínima estipulada en la legislación nacional para los trabajadores en general, y deberá ser compatible con lo dispuesto en el Convenio Sobre Edad Mínima (Convenio 138), de 1973, y en el Convenio Sobre las Peores Formas de Trabajo Infantil (Convenio 182), de 1999, ambos de la OIT.
Asimismo, deberán adoptar todas las medidas conducentes a asegurar que el trabajo efectuado por trabajadores domésticos menores de 18 años, pero mayores de la edad mínima para el empleo, no los prive de la escolaridad obligatoria, ni comprometa sus oportunidades para acceder a la enseñanza superior o a una formación profesional.

iii. Protección contra el abuso, acoso y violencia: Los Estados Miembros deberán adoptar todas las medidas para asegurar que los trabajadores domésticos reciban una efectiva protección contra toda forma de abuso, acoso y violencia.

iv. Condiciones equitativas y trabajo decente: El Estado Miembro deberá adoptar las medidas necesarias para asegurar que los trabajadores domésticos, como también los trabajadores en general, disfruten de condiciones de empleo equitativas y condiciones de trabajo decentes.

Asimismo, si los trabajadores residen donde trabajan, deberán tomarse las medidas conducentes a asegurar que disfruten de condiciones de trabajo decentes, que respeten su privacidad.

v. Información sobre las condiciones del empleo: El Estado Miembro deberá adoptar las medidas que aseguren que los trabajadores domésticos sean informados sobre sus condiciones de empleo en forma adecuada, verificable y fácilmente comprensible, de preferencia, mediante contratos escritos en conformidad con la legislación nacional o con convenios colectivos, que incluyan, en particular: el nombre y los apellidos del empleador y del trabajador y la dirección respectiva; la dirección del lugar o los lugares de trabajo habituales; la fecha de inicio del contrato y, cuando éste se suscriba para un período específico, su duración; el tipo de trabajo por realizar; la remuneración, el método de cálculo de la misma y la periodicidad de los pagos; las horas normales de trabajo; las vacaciones anuales pagadas y los períodos de descanso diarios y semanales; el suministro de alimentos y alojamiento, cuando proceda; el período de prueba, cuando proceda; las condiciones de repatriación, cuando proceda; y las condiciones relativas a la terminación de la relación de trabajo, inclusive todo plazo de preaviso que han de respetar el trabajador doméstico o el empleador.

vi. Trabajadores domésticos migrantes: Todo Estado Miembro, en la legislación nacional, deberá disponer que los trabajadores domésticos migrantes que son contratados en un país para prestar servicio doméstico en otro, reciban por escrito una oferta de empleo o un contrato de trabajo que sea ejecutorio en el país donde los trabajadores prestarán servicio, que incluyan las condiciones de empleo señaladas en el artículo 7 del Convenio, antes de cruzar las fronteras nacionales con el fin de incorporarse al empleo doméstico al que se refiere la oferta o el contrato.

Lo anterior no se aplicará a los trabajadores que tengan libertad de movimiento con fines de empleo en virtud de acuerdos bilaterales, regionales o multilaterales o en el marco de organizaciones de integración económica regional.

Igualmente, cada Estado deberá adoptar medidas para cooperar con otros Estados Miembros, a fin de asegurar la aplicación efectiva de las disposiciones del Convenio a los trabajadores domésticos migrantes y especificar, mediante la legislación u otras medidas, las condiciones según las cuales los trabajadores domésticos migrantes tienen derecho a la repatriación tras la expiración o terminación del contrato de trabajo en virtud del cual fueron empleados.

vii. Lugar de residencia: Todo Estado Miembro deberá adoptar todas las medidas (1) para asegurar que los trabajadores domésticos puedan alcanzar libremente con el empleador o potencial empleador un acuerdo sobre si residirán o no en el hogar para el que trabajan; (2) para asegurar que los trabajadores domésticos que residan en el hogar para el que trabajan no estén obligados a permanecer en el mismo o a acompañar a sus miembros durante los períodos de descanso diarios, semanales o durante las vacaciones anuales; y, (3) para asegurar que los trabajadores domésticos tengan derecho a conservar sus documentos de viaje y de identidad.

viii. Jornada de trabajo: El Estado Miembro deberá adoptar las medidas necesarias para asegurar la igualdad de trato entre los trabajadores domésticos y los trabajadores en general, en lo relacionado con las horas de trabajo, la compensación de las horas extraordinarias, los períodos de descanso diarios y semanales, y las vacaciones anuales pagadas, en conformidad con la legislación nacional o con convenios colectivos, considerando las características especiales del trabajo doméstico.

El período de descanso semanal deberá ser al menos de 24 horas consecutivas y los períodos durante los cuales los trabajadores domésticos no disponen libremente de su tiempo y permanecen a disposición del hogar para responder a posibles requerimientos a sus servicios, deberán considerarse como horas de trabajo, en la medida en que se determine en la legislación nacional o en convenios colectivos o con arreglo a cualquier otro mecanismo acorde con la práctica nacional.

ix. Salario mínimo: Todo Estado Miembro adoptará las medidas para asegurar que los trabajadores domésticos se beneficien de un régimen de salario mínimo, allí donde ese régimen exista, y que la remuneración se establezca sin discriminación por motivo de sexo.
x. Forma de pago: La forma de pago de los salarios de los trabajadores domésticos deberá ser en efectivo, a intervalos regulares y como mínimo una vez al mes, sin perjuicio de otras modalidades, siempre que éstas cuenten con el consentimiento del trabajador interesado.

xi. Entorno seguro y saludable: El Convenio establece el derecho de todo trabajador doméstico a un entorno de trabajo seguro y saludable. En consideración a lo anterior, los Estados Miembros, en conformidad con la legislación y la práctica nacionales, deberán adoptar medidas eficaces, teniendo debidamente en cuenta las características específicas del trabajo doméstico, a fin de asegurar tales derechos, estableciendo como posibilidad la progresividad de tales medidas, en consulta con las organizaciones más representativas de los empleadores y de los trabajadores.

xii. Condiciones no menos favorables: Todo Estado Miembro, teniendo debidamente en cuenta las características específicas del trabajo doméstico y actuando en conformidad con la legislación nacional, deberá adoptar medidas apropiadas a fin de asegurar que los trabajadores domésticos disfruten de condiciones no menos favorables que las condiciones aplicables a los trabajadores en general con respecto a la protección de la seguridad social, inclusive en lo relativo a la maternidad. Tales medidas podrán aplicarse progresivamente, en consulta con las organizaciones más representativas de los empleadores y de los trabajadores.

xiii. Proteger de prácticas abusivas: Para proteger efectivamente a los trabajadores domésticos  contratados o colocados por agencias de empleo privadas, incluidos los trabajadores domésticos migrantes, contra las prácticas abusivas, los Estados Miembros deberán cumplir una serie de obligaciones, entre ellas: determinar las condiciones que regirán el funcionamiento de las agencias de empleo privadas que contratan o colocan a trabajadores domésticos; asegurar la existencia de un mecanismo y procedimientos adecuados para la investigación de las quejas; considerar, cuando se contrate a los trabajadores domésticos en un país para prestar servicio en otro país, la concertación de acuerdos bilaterales, regionales o multilaterales con el fin de prevenir abusos y  prácticas fraudulentas en la contratación, la colocación y el empleo; adoptar medidas para asegurar que los honorarios cobrados por las agencias de empleo privadas no se descuenten de la remuneración de los trabajadores domésticos. Para estos fines se deben celebrar consultas con las organizaciones más representativas de los empleadores y de los trabajadores.

xiv. Asegurar el acceso efectivo a la Justicia: Todo Estado Miembro deberá adoptar medidas, de conformidad con la legislación y la práctica nacionales, a fin de asegurar que todos los trabajadores domésticos, ya sea en persona o por medio de un representante, tengan acceso efectivo a los tribunales o a otros mecanismos de resolución de conflictos en condiciones no menos favorables que las condiciones previstas para los trabajadores en general.
xv. Puesta en práctica del Convenio: En consulta con las organizaciones más representativas de los empleadores y de los trabajadores, el Estado Miembro tiene la obligación de poner en práctica las disposiciones del Convenio por medio de la legislación y de convenios colectivos o de otras medidas adicionales acordes con la práctica nacional, extendiendo o adaptando medidas existentes a fin de aplicarlas también a los trabajadores domésticos o elaborando medidas específicas para este sector, según proceda.

No afectación de disposiciones más favorables

Lo señalado en el Convenio no afectará a las disposiciones más favorables que sean aplicables a los trabajadores domésticos en virtud de otros convenios internacionales del trabajo.
Cláusulas habituales
Finalmente, el texto del Convenio recoge las cláusulas finales habituales y necesarias contenidas en los acuerdos internacionales de esta naturaleza tales como: registro de ratificaciones ante Director General de la OIT, entrada en vigor internacional del Convenio y entrada en vigor para cada miembro, denuncia, registro ante Naciones Unidas, memoria sobre la aplicación del Convenio, procedimiento en caso que se adopte un convenio revisor y textos auténticos.

En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente proyecto de acuerdo.

PROYECTO DE ACUERDO:

“ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébase el “Convenio 189, Sobre el Trabajo Decente para las Trabajadoras y los Trabajadores Domésticos”, adoptado por la Organización Internacional del Trabajo, el 16 de junio de 2011.”.

Dios guarde a V.E.,


(Fdo.):Michelle Bachelet Jeria, Presidenta de la República.- Heraldo Muñoz Valenzuela, Ministro de Relaciones Exteriores.- Javiera Blanco Suárez, Ministra del Trabajo y Previsión Social.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL, EN PRIMER TRÁMITE, SOBRE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES

(7.563-07)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de informar respecto del proyecto de reforma constitucional de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Espina, García, Tuma y Zaldívar, y del ex Senador señor Chadwick. 

Con fecha 5 de abril de 2011 se dio cuenta del proyecto en la Sala, pasando a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. Con esa misma fecha, a petición del Honorable Senador señor Tuma, la Sala acordó cambiar la tramitación y dispuso que el proyecto fuese conocido por la Comisión de Economía. 

______________

Cabe hacer presente que durante la discusión de este proyecto la Comisión tuvo a la vista el proyecto de reforma constitucional, iniciado en moción de los Honorables Senadores señora Allende y señores Araya, De Urresti, Larraín y Montes, que incorpora en el numeral 21° del artículo 19 de la Constitución Política de la República el deber del Estado de proteger y garantizar el ejercicio de los derechos de los consumidores y el principio pro consumidor (boletín N° 9.463-03), y que ambos proyectos fueron considerados conjuntamente.

Asimismo, es del caso destacar que la Comisión acordó proponer a la Sala fusionar ambas iniciativas.
______________

A una o más sesiones en que la Comisión estudió el proyecto asistieron especialmente invitados las siguientes personas:

Los abogados y profesores de derecho constitucional, señores Víctor Manuel Avilés y Gastón Gómez.


El abogado y profesor de derecho económico, señor Richard Tepper.


El abogado de la Unidad de Asesoría Técnica Parlamentaria de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor James Wilkins.


También estuvieron presentes en una o más sesiones en las siguientes personas:


Del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo: los Asesores del Ministro, señores Adrián Fuentes, Nader Mufdi y Pablo Valladares; y la Asesora del SERNAC, señora Constanza Ibarra.


De la Secretaría General de la Presidencia, los asesores, señores Octavio del Favero y Giovanni Semería. 


Los asesores señores Leonardo Contreras, Martín Covacevich (Honorable Senador señor Espina) y Gonzalo Quiroz (Honorable Senadora señora Lily Pérez). 


Del Centro Democracia y Comunidad, los asesores señora Constanza Torres y señor Cristián Mundaca. 


De la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras, ABIF, el señor Hugo Bello.

_____________
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


En conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 de la Carta Fundamental, el artículo único de este proyecto de reforma constitucional debe ser aprobado por las dos terceras partes de los Senadores en ejercicio, por tratarse de una reforma al Capítulo III de la Constitución Política de la República, “De Los Derechos y Deberes Constitucionales”.

OBJETIVOS DEL PROYECTO


La iniciativa en estudio tiene por objeto Consagrar, a nivel constitucional, en el artículo 19 N° 21, relativo a la libre iniciativa en materia económica, el deber del Estado de fomentar la protección de los derechos de los consumidores.

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

A. ANTECEDENTES JURÍDICOS

1. – La Constitución Política de la República, en particular el numeral 21, del artículo 19.

2. - Ley N°19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores.

B. ANTECEDENTES DE HECHO

La Moción que dio origen a la tramitación de este proyecto menciona los siguientes fundamentos, que justifican la propuesta:
1. La Constitución chilena consagra los principios fundamentales que rigen la actividad económica del país, estableciendo la libertad en materia económica como pilar esencial, como al igual la subsidiariedad del Estado en el mismo ámbito.

2. La libertad, en sus más diversos sentidos, es así un elemento que permea todo el sistema societario y constitucional, el cual encuentra cabida no sólo en el artículo 1, inciso primero, de la Carta Fundamental, que reconoce a la libertad como un elemento consustancial de las personas, al indicar que éstas “nacen libres”, sino que luego en diversas disposiciones constitucionales, como el referido a la libertad personal (artículo 19, Nº 7), a la libertad de elección en materia acceso a las acciones de salud (artículo 19, Nº 9), a la libertad de trabajo (artículo 19, Nº 16), etc.

3. No obstante esta amplia libertad reconocida por el constituyente, y considerando la historia económica de nuestro país, se consagró en el artículo 19, Nº 21 expresamente el derecho a desarrollar cualquiera actividad económica que no sea contraria a la moral, al orden público o a la seguridad nacional, respetando las normas legales que la regulen.

4. Por su parte, el artículo 19, Nº 22, reiteró igualmente un principio fundamental que sustenta, inspira todo el andamiaje constitucional, tal es, la igualdad ante la ley y la proscripción de la arbitrariedad en el trato que deben dar el Estado y sus organismos en materia económica. Si bien esta garantía fundamental está consagrada en términos amplios en el artículo 19, Nº 2, el constituyente, igualmente en el conocimiento de nuestra historia económica y legislativa, precisó su aplicación en materia económica y la reiteró en el artículo 109, inciso final de la Carta Magna respecto del Banco Central. Esta garantía implica, también, el deber del Estado de promover el bien común, evitando la existencia de grupos privilegiados.

5. Si bien, la libertad económica reconoce limitaciones de índole moral, de orden público y de seguridad nacional, en ocasiones éstas no resultan suficientes para garantizar de manera efectiva el desarrollo igualitario de las relaciones económicas, lo que se traduce en desequilibrios y asimetrías entre agentes con un peso económico y de negociación no equivalentes entre sí, que pueden perpetuarse en el tiempo, consolidando una situación contraria a la libertad personal y al derecho a participar con igualdad de oportunidades en la vida nacional, tal como se señala en el artículo 1°, inciso final de la Carta Fundamental.

6. Superar lo anterior, supone ajustar el marco constitucional de manera de asegurar la satisfacción que las exigencias de bien común imponen al Estado para que el sistema económico se encuentre efectivamente al servicio de la persona humana, lo que implica necesariamente reconocer y resguardar la libertad consustancial de las personas, en todos los ámbitos, inclusive en el económico, pero igualmente que exista igualdad de oportunidades de crecimiento personal y material y que, de esta manera, se creen las condiciones sociales que permitan a todos y a cada uno de los integrantes de la comunidad nacional una mayor realización espiritual y material posible, con pleno respeto de los derechos y garantías que esta Constitución establece (Art. 1, inciso 4° de la Constitución).

7. Al respecto cabe reconocer, que la globalización ha conllevado un cambio sustancial en materia de relaciones económicas, caracterizado por la apertura de los mercados, la movilidad de los bienes y servicios y, en fin, por la conformación de grandes conglomerados empresariales en un escenario más competitivo. Lo anterior, conlleva necesariamente el deber del Estado de resguardar la libertad económica, la que puede estar amenazada por las actividades super regulatorias del propio Estado y sus organismos, pero igualmente por el profundo desnivel que puede suscitarse al interior del mercado, cuando el mismo se caracteriza por pocos oferentes y una multiplicidad de consumidores, carentes de información derechos.

8. Como respuesta a ello, surge, entonces, las innovaciones legislativas orientadas a generar más transparencia y a otorgar mayores derechos a los consumidores, como a instituir mecanismos y organismos orientados a garantizar un adecuado funcionamiento del libre mercado, como son el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia y la Fiscalía Nacional Económica. Lo anterior se entiende por el hecho de que la actividad económica se desarrolla dentro de una sociedad en que la producción, el consumo, los intercambios y los conflictos se producen en forma masiva. Así, una cantidad creciente de actividades afectan no sólo a los sujetos individualmente considerados, sino a clases, colectividades o grupos, cuyas relaciones presentan características particulares y una importancia hasta hace poco desconocida.

En síntesis, los intereses de los consumidores ofrecen una dimensión colectiva si se observan desde la perspectiva general de aquéllos como grupo de interés y una perspectiva individual, y si se contemplan desde la óptica del sujeto titular del derecho, que puede resultar lesionado en una ocasión concreta.

9. Desde otro punto de vista, la garantía del consumidor, en cuanto derecho fundamental, tiene una doble dimensión: una de carácter subjetiva, tendiente a establecer derechos individuales; y una objetiva, en cuanto reflejo de los valores superiores de un ordenamiento y cuya manifestación debe darse sobre toda la normativa constitucional.
Es en esta segunda perspectiva que la Constitución chilena tiene un desafío pendiente, pues no contiene un mandato al Estado de proteger a los consumidores, materia que sí se efectúa a nivel legal, como de reconocer igualmente sus derechos.

10. La importancia de una consagración constitucional de estos derechos, mediante el establecimiento de un inciso especial que haga referencia a ellos, y que exprese, a este respecto, valores superiores dentro del ordenamiento económico constitucional, está en que proporciona un marco de referencia obligatorio a las actuaciones de los poderes públicos, dirigidas a conseguir esos objetivos y a sus concretas plasmaciones normativas. Por parte de los H. Diputados Eugenio Tuma (actual Senador), María Eugenia Mella, Jorge Burgos, Gabriel Ascencio, Eduardo Saffirio y Ezequiel Silva existió una iniciativa sobre similar materia, pero con propuestas normativas diversas, la que se encuentra archivada en la H. Cámara de Diputados la que solicitamos se tenga a la vista al momento de debatir y resolver esta iniciativa legal.

11. Por todo lo señalado, a continuación se propone una reforma constitucional destinada a consagrar constitucionalmente el deber del Estado de fomentar la protección de los derechos de los consumidores en los términos que se indica: pone de relieve, en primer término, la necesidad de equilibrar la relación entre la comunidad y las empresas, que se ha transformado en una sentida necesidad de los chilenos, producto de los abusos que muchas veces son víctimas los consumidores en su relación con las distintas empresas proveedoras de servicios básicos y otros, tales como, electricidad, agua, gas, retail, telefonía, internet, servicios financieros, cable, entre otros, materia en la que se han ido logrando avances importantes, dotando a la ciudadanía de mayores instrumentos de control y mejores resguardos legales.

__________________
DISCUSIÓN EN GENERAL

La Comisión inició la discusión general en sesión de 4 de agosto del año en curso, invitando a los abogados y profesores de derecho constitucional señores Víctor Manuel Avilés y Gastón Gómez.
SEÑOR VÍCTOR MANUEL AVILÉS.
Expuso sobre las ideas generales del proyecto en el contexto social, constitucional y jurídico. 

En primer término, explicó el contexto sociológico de estos proyectos. Al respecto señaló que actualmente hay una ciudanía que demanda mayores derechos y existe cierto rechazo a asumir deberes y responsabilidades. Hoy se demanda un rol más activo del Estado en la protección de derechos. Existe en general un debilitamiento del aprecio ciudadano al Congreso Nacional y a la ley, en cuanto herramienta de regulación de su vida diaria.
Desde el punto de vista constitucional apreciamos que existe un amplio desconocimiento de la Constitución, en parte porque los problemas que regula la Constitución están lejos de las situaciones del día a día de los ciudadanos; un alto desapego, y crítica, en general, al marco constitucional vigente, y un movimiento en la ciudadanía bastante mayoritario por cambios constitucionales, especialmente lo que tiene que ver con el reconocimiento de más y nuevos derechos.

Además existe una discusión sobre cuál es entorno en el cual debe darse este proyecto de reforma constitucional tendiente a establecer más derechos. 
Etapas de aproximación del derecho a la economía.
Desde el punto de vista jurídico hay grandes momentos de la relación entre el derecho y el mundo de la economía y el de los consumidores en específico. 

1.- Etapa Liberal.

No se percibe un interés colectivo, sino que simplemente hay un interés individual. En consecuencia, la misión del derecho, del deber ser, es simplemente permitir que las cosas se mantengan como naturalmente están dadas por los derechos individuales. Por lo tanto, en esta época se consagran derechos especialmente individuales como son los derechos de primera generación: propiedad, igualdad y bienestar.
Derecho (deber ser) y economía (ser), se consideran ámbitos separados y, por ello, el derecho no interviene mayormente en la economía.

La labor del Estado y del Juez es evitar simplemente que se altere el orden natural. Y sancionar cuando ha sido alterado por algún particular.

En este contexto jurídico, que se da principalmente hasta el Siglo XlX, no existe la consagración expresa de los derechos de los consumidores como tal. Sin embargo, ya se reconocen incipientemente en la legislación y en las Constituciones algunos derechos que tienen un alcance en los consumidores. Por ejemplo, nuestro Código Civil reconoce circunstancias que afectan la validez de la celebración de un contrato cuando ha existido error, fuerza o dolo. Prohíbe la condonación del dolo futuro, lo que podría encontrarse en algunos contratos de adhesión muy propios de las situaciones de consumo masivo. En suma, detecta problemas de consumo, sin identificar al consumidor como un sujeto de derecho propiamente tal. Lo anterior era debido a que no existía el derecho económico como una rama autónoma, sino que sólo eran reconocidos el derecho civil y el comercial.

Mayormente, se regulan vicios del consentimiento y derechos patrimoniales, con excepciones, como el caso de la abolición de los mayorazgos y fideicomisos sucesivos, así como el principio de la libre circulación de los bienes.

Hay regulación pro consumidor dispersa: Vicios consentimiento; responsabilidad contractual; vicios redhibitorios; criterio de interpretación de contratos contra redactor; prohibición de la condonación del dolo futuro.
2 a.- Mixto estatista (Keynes, gran parte del S. XX)
Se asume el interés económico individual como mayormente contrapuesto al colectivo.
Surge el derecho como una herramienta reglamentaria y regulatoria. El derecho y su contenido de normas propias del deber ser, debe forzar y encuadrar la economía, que es propio del mundo ontológico o del ser.
Se consagran derechos económicos y sociales o de segunda generación (Constitución de Weimar y de México) y derechos individuales irrenunciables, como, por ejemplo, los derechos laborales. La labor del legislador es activa. 
En este entorno tampoco se aprecia un gran desarrollo del derecho del consumidor. Nace el derecho económico como expresión próxima al derecho administrativo y surgen las regulaciones específicas y legales de los mercados, de la producción y la comercialización, más que el derecho de los consumidores, como normas que permiten al Estado regular.  Las regulaciones dictadas en su ejercicio, limitan la autonomía de la voluntad.

2 b.- Mixto libertario.
El Estado percibe la existencia de un interés individual y de un interés colectivo y deja de mantenerse en el campo de mero observador de este orden natural de libertades e igualdades y entiende que tiene una misión que lograr, cual es que las libertades e igualdades que están consagradas teóricamente sean a su vez plasmadas en la realidad.
3.- Etapa contemporánea.

Existe el interés colectivo y el individual, de manera no contrapuesta. El interés colectivo busca asegurar y expandir el goce efectivo de los derechos y libertades individuales. Igualmente, el derecho (deber ser) debe encuadrar la economía (ser). 
Surge el debate de los derechos colectivos, de los pueblos y los de tercera generación. 
El derecho económico se aleja del administrativo (salvo lo regulatorio) y se aproxima al derecho comercial y al derecho constitucional. El Estado busca que más personas puedan ejercer su libertad y sus derechos en igualdad de condiciones. Surge el derecho del consumidor. En una etapa posterior se constitucionaliza, como ha ocurrido en la Comunidad Europea, España y Latinoamérica.
¿Cuál ha sido la experiencia comparada en materia de reconocimiento constitucional de los derechos de los consumidores?

Europa.

Existe toda una tradición que viene de la Comunidad Europea, en cuanto a:

a.- La promoción y protección por parte de los Estados.

b.- El reconociendo de la necesidad de fomentar la asociación entre consumidores en la  agencia de sus intereses.

Latinoamérica y España.

La consagración constitucional de los derechos de los consumidores difiere de país en país.
En el caso de México, por ejemplo, se consagra en conjunto con las facultades que se le entregan al Estado para regular la economía y la circulación de bienes y servicios. Es decir, un encargo, bajo reserva de ley, de regular ampliamente el sector real de los bienes “necesarios para la economía nacional o en consumo popular” (Art. 29). Se encarga a la ley proteger al consumidor y propiciar la organización de ellos.

En el caso de Ecuador. Se consagra extensiva y detalladamente (Art. 92). Encarga a la ley crear mecanismos de control de calidad y procedimientos de defensa del consumidor. Constitucionaliza la responsabilidad civil y penal de los productores por la no prestación conforme la publicidad y descripción de la “etiqueta”. El Estado auspicia la creación de asociaciones y consagra la responsabilidad del Estado como prestador de servicios públicos

En el caso de Argentina. Se consagra en conjunto con las normas sobre protección de la libre y limpia competencia, así como la calidad de los servicios públicos (Art. 42). Consumidores y usuarios “en la relación de consumo”; protección de la salud, seguridad e intereses; información veraz, libre elección; trato equitativo y digno. Las autoridades deben fomentar estos derechos y las asociaciones, y la ley debe proveer mecanismos y procedimientos eficaces de solución de controversias.

En el caso de España. Regula esta materia dentro del Capítulo III, sobre “principios rectores de la política social y económica”. Encarga la protección a los poderes públicos, a través de procedimientos eficaces. Asimismo la Constitución de España le da contenido al derecho en los casos de seguridad, salud, información, educación y asociatividad.
Resalta dos particularidades propias del derecho constitucional del derecho del consumidor en España:

1.- Está reconocido como principio general rector de la economía y de la política. En consecuencia, señala expresamente que los particulares podrán invocar este derecho al consumidor sólo en aquellos casos que la ley lo haya reconocido y regulado. Así, el artículo 51 establece estos derechos de los consumidores y el artículo 53.3 señala que estos derechos podrán ser invocados por los particulares “según la ley”, en la medida que hayan sido regulados por el legislador.

Al efecto, encarga a la ley regular el comercio interior y el régimen de autorización de productos.

2.- El principio pro consumidor se desarrolló, principalmente, a la luz de la ley. Es decir, tuvo un desarrollo legal (principio pro consumidor en normas y contratos). Así, es la ley la herramienta que permite a las personas invocar estos derechos. Y en consecuencia es la ley la que ha establecido este principio pro consumidor.

¿Qué es el principio pro consumidor? 

Es el principio que indica que el juez ante cualquier alternativa o interpretación de una norma legal o ante cualquier alternativa de interpretación de un contrato de adhesión en una relación de consumo, tiene que privilegiar aquella alternativa razonable que sea a favor del consumidor.

Es decir, cualquier error o ambigüedad en la redacción de una ley o de un contrato siempre va a pesar en contra del que ha de estar en una situación de predominio.

Contenidos en las distintas consagraciones constitucionales del derecho del consumidor.

A continuación, el profesor Avilés resumió los contenidos que ha detectado en las distintas consagraciones constitucionales del derecho del consumidor.

1.- Encargo al legislador o a los poderes públicos de promover y proteger los derechos del consumidor.
2.- Algún grado de definición de los derechos o su contenido, como seguridad, salud, información, educación, no discriminación, pronta reparación en caso de daño, trato digno, etcétera.
3.- Como garantía de estos derechos, se encarga la promoción y protección de las asociaciones y la creación de mecanismos expeditos de reparación.
4.- Asimismo, en algunos casos, se consagra junto a las bases de la libre competencia y de la regulación del sector real, en cuanto a la libre circulación de bienes y servicios.
5.- En algunos casos se indica como sujeto pasivo no solo a los particulares que están en una situación de preeminencia en la relación de consumo, sino que también al Estado en su calidad de proveedor de bienes y servicios.

¿Cuáles son los problemas y desafíos de este tipo de regulaciones?

1.- Lo primero, es la definición del sujeto titular de estas garantías. En otras palabras, ¿Estamos estableciendo un derecho a favor de un ente colectivo “consumidor”, o estamos estableciendo derechos a la persona individual en situación de consumo? 
2.- La definición del sujeto pasivo de las normas que consagran los derechos de los consumidores a nivel constitucional. ¿Solamente el Estado, en cuanto se le encarga promover la vigencia y protección de estos derechos, o también los particulares que están en situación de preeminencia en la relación de consumo, básicamente los proveedores de bienes y servicios?
3.- La definición de la relación de consumo.

4.- La relación de estas garantías con los demás derechos y garantías constitucionales. ¿Son una garantía de ellos y no pueden ir contra ellos? Mencionó el caso del Convenio OIT 169, según el cual el límite son los derechos fundamentales. 

En su parecer, la consagración del derecho del consumidor en la Constitución no es la consagración de un derecho a un ente colectivo, sino que es la consagración de los derechos de personas individuales en una situación de consumo.

En consecuencia, no se presenta esta dificultad sino que simplemente estamos frente a una categoría especial de derechos individuales.
5.- ¿Qué nivel de garantía? En el caso actual la incorporación artículo 19, sin modificar el artículo 20, podría cargar también la posibilidad de acción de protección. 

6.- ¿Cuál es la ubicación más adecuada para consagrar estos derechos al interior de la Constitución? 
Las propuestas que estamos viendo lo consagran en el 19, número 21, que contiene las ideas centrales del orden público económico. Sin embargo, las redacciones tienen características especiales porque tienen de sujeto pasivo principalmente al Estado.

¿Cuáles son las ideas para una consagración a nivel Constitucional?

1.- La primera, y quizás la más relevante, es considerar algún grado de flexibilidad. La Constitución puede establecer el contenido mínimo de los derechos a los consumidores, pero debe a la vez permitir que el legislador complemente esta legislación, de manera tal que la legislación no quede fosilizada en la Constitución, y se pueda hacer cargo de las relaciones de consumo.
2.- Tomando nota de la existencia en las relaciones de consumo de una situación de desequilibrio entre el prestador del servicio y la persona que accede a los mismos, es conveniente encargar al Estado la promoción de los derechos de los consumidores.
3.- Es posible reconocer la consagración previa de derechos y darle un contenido específico, como los referidos a la salud; a la propiedad, a la no discriminación; a la información, etcétera.
4.- Sembrar alguna base de la idea de irrenunciabilidad general y previa, en un marco similar al del derecho laboral, en el sentido de consagrar normas con un mínimo irrenunciable.
5.- También debiera pensarse si es bueno incluir a nivel constitucional al Estado como sujeto pasivo de este derecho. Es decir, que se puedan hacer valer estos derechos no solamente frente a particulares en una relación de preeminencia, sino que, también, en el caso que el Estado y provea bienes y servicios.
6.- Encargar al legislador la creación de mecanismos eficaces de protección.

7.- Junto con fomentar la asociación de consumidores, establecer el derecho y también el deber del consumidor de informarse. A la vez reconocer que existe un deber de los consumidores, una vez entregada la información, de formarse una opinión antes de consumir.

Análisis general de los proyectos.

En primer término, el profesor Avilés señaló que existe un piso importante respecto de la materia que abordan ambos proyectos de reforma constitucional, y, en consecuencia, el debate que abren no es una discusión artificial sobre la materia, desde la perspectiva del momento social actual, constitucional o jurídico, y forma parte de la evolución natural de nuestra Constitución. 

a.- Respecto del proyecto de los Honorables Senadores señores Espina, García, Tuma y Zaldívar y ex Senador señor Chadwick.
-Estima adecuado el grado de extensión y desarrollo. Es equilibrado con la actual Constitución, que no es minimalista, pero que tampoco desarrolla tan extensamente los derechos, salvo excepciones, como la propiedad minera (Artículo 19 N° 24).
-Establece claramente el deber del Estado de fomentar la protección de los derechos del consumidor.

Pero también planteó algunas dudas sobre el proyecto, como las siguientes:
1.- ¿Es adecuada la ubicación, considerando que primeramente el sujeto pasivo es el Estado, en cuanto su contenido es una orden al Estado de fomentar la protección de estos derechos?

2.- ¿Consagra los derechos del consumidor o sólo encarga al Estado su fomento?

3.- ¿Hay diferencia entre derechos del consumidor y el derecho a la libre elección?

4.- ¿La reparación depende de la ley?

5.- ¿Se reconoce la asimetría de las posiciones de los actores?

Sugiere encargar al legislador la definición de los derechos del consumidor y, entre ellos, los que se indican y los demás que contempla la Constitución.

b.- Respecto del proyecto de los Honorables Senadores señora Allende y señores Araya, De Urresti, Larraín y Montes.

1.- Pareciera tener un desarrollo de detalle superior al propiamente constitucional. Reitera que, en el caso de España, el desarrollo del principio “pro consumidor” se ha dado a nivel legal y contractual. No le parece necesario consagrar este principio a nivel Constitucional.

2.- Rescata el inciso segundo, en cuanto a que aporta al otro proyecto la protección a derechos como son la salud y la seguridad, además del fomento a las asociaciones, como propia de la protección que el Estado debe dar a los consumidores.

Conclusiones y propuesta.

Ambos proyectos contienen propuestas bastantes complementarias, que podrían ser recogidas en una sola propuesta unificada. Así, introduciendo algunos cambios, ésta debe dejar claramente establecido que el proyecto consagra derechos constitucionales y no solamente encarga al Estado el fomento de determinadas normas, y que, a su vez, se haga cargo de la necesidad de fomentar las asociaciones; y de la seguridad, y salud de los consumidores, como elementos propios de esta consagración constitucional.
En tal entendido formuló una propuesta mixta, del siguiente tenor:

“La Constitución reconoce y ampara los derechos de las personas en su calidad de consumidores y usuarios. Dichos derechos se podrán hacer valer frente a los particulares y al Estado, en tanto prestador de servicios públicos, en la forma que indique la ley. Será deber del Estado promover los derechos de los consumidores reconocidos en esta Constitución y los demás que señale la ley, los que podrán declararse por ella como irrenunciables. Serán derechos de los consumidores, además de los que reconozca como tales la ley, la libre elección de los bienes y servicios, la protección de la salud y la seguridad, el acceso a una información suficiente y veraz así como el derecho a no ser discriminado arbitrariamente y a obtener una reparación integral y oportuna en caso de sufrir daños. El Estado promoverá las asociaciones de consumidores para el fomento y defensa de estos derechos. Las personas tendrán el deber de educarse para el consumo en base a la información que, responsablemente, entreguen los proveedores.”.
_______________


PROFESOR GASTÓN GÓMEZ.


En primer lugar señaló que la exposición del profesor Avilés le ahorra la necesidad de abordar materias constitucionales y legales de larga data sobre el tema en cuestión. Así, su exposición entrará directamente al análisis de ambos proyectos. 


Sin perjuicio de lo indicado, le pareció necesario formular una pregunta previa, especialmente en momentos en que está muy en boga el tema de las reformas constitucionales. Si vamos a incorporar unas normas como las propuestas en los proyectos, cabe preguntarse qué es lo que debe estar en una Carta Fundamental y qué no.


En esta línea hizo presente que la protección de los derechos del consumidor y, en general, la institucionalidad que brota de la legislación, no necesariamente debe estar toda consagrada constitucionalmente.


Más allá de las cuestiones ideológicas que nos parezcan, el asunto apunta a qué es lo que técnicamente hablando debe estar consagrado en una Constitución. 


Existen al menos dos tradiciones constitucionales: 


-La primera, que definió como más antigua, y que corresponde a la europea; la norteamericana y la japonesa, presupone que la Constitución es un pacto fundamental entre la ciudadanía que genera un orden político y que establece un conjunto de derechos fundamentales que actúan, a su vez, como límites de la actuación del Estado. Según esta tradición, sólo algunas contadas materias deben estar en la Constitución, porque al elevar a rango constitucional una determinada materia o asuntos abordados, tiende a rigidizar y a omitir o a impedir el funcionamiento de la democracia, porque normalmente se requiere de quórums muy altos para la aprobación de modificaciones o de las legislaciones que de ella se derivan.


Citó como ejemplo, que la Constitución alemana tiene 115 artículos, la española, 164; la italiana, 138; la rusa, 137; la estadounidense, 7 más las enmiendas constitucionales.


La idea que subyace en estas constituciones y sus respectivas tradiciones constitucionales, es que el resto de las materias no deben ser resueltas por la Constitución sino que democráticamente, en el libre juego de las mayorías. 


Sobre la base de lo anteriormente señalado, la configuración de los derechos del consumidor y la institucionalidad en torno a ellos es típicamente un asunto que corresponde al campo de las mayorías políticas.


Hizo notar que el citado artículo 64 de la Constitución de España, sobre los derechos del consumidor, se encuentra dentro un Capítulo que no establece derechos, sino que principios rectores de la actividad económica.


-La segunda tradición constitucional, encabezada por Brasil, en América Latina, cuya Carta Fundamental tiene 245 artículos, siendo cada uno de éstos de gran extensión. Junto con la constitución de la India, la brasilera debe ser una de las más voluminosas del mundo. También destacó otras constituciones de esta tradición, como la de Ecuador, con 440 artículos; la de Venezuela, con 350 artículos; la de Bolivia, con 235 artículos. 


Lo anteriormente expuesto respecto de las tradiciones constitucionales es el fundamento para preguntarse con rigor sobre qué debe estar consagrado con rango constitucional y qué no debe tener tal carácter. Todas las expresiones ideológicas, así como los deseos, anhelos y proposiciones que existen en el libre juego democrático, podrían aspirar genuinamente a formar parte de la Constitución. Pero, en tal caso, se introducirían serías limitaciones al señalado libre juego democrático.


En tal contexto, los proyectos de reforma constitucional actualmente analizados por la Comisión de Economía se introducen en el artículo 19 N° 21 de la Constitución Política de la República, esto es, dentro del Capítulo III sobre los Deberes y Derechos Constitucionales, el cual requiere para su modificación un quórum altísimo, de dos tercios de los senadores y diputados en ejercicio, de acuerdo a lo establecido en la Constitución. Es decir, es introducir una decisión muy importante para el país, porque genera enormes consecuencias institucionales.


En lo referido al contenido de una Carta Fundamental, y teniendo en cuenta las dos tradiciones constitucionales antes señaladas, existen dos grandes criterios de selección respecto a lo que debe consagrarse a nivel constitucional, que son los siguientes:


-Un primer criterio según el cual el contenido de la Constitución deben ser los derechos fundamentales. En el caso chileno, consagrados en el artículo 19, amparado en la oración “la Constitución asegura a todas las personas”. Este criterio es una expresión de una vieja tradición constitucional de asignar o relacionar los derechos, con una profunda raíz, con valores y principios trascendentes como la dignidad, la libertad y la igualdad humanas. Tal tradición se vincula con una cierta universalidad, en el sentido de constituir derechos que universalmente reconocemos a todas las personas. 


Dentro de este primer criterio, no encajan bien los derechos del consumidor. Por este motivo, al revisar la Constitución de España, así como un gran número de constituciones europeas, por ejemplo, se advierte que los derechos del consumidor no están ubicados derechamente como derechos fundamentales. Eso es así porque técnicamente hay una diferencia importante entre consagrar normas objetivas de valor y consagrar derechos fundamentales. La diferencia es evidente, porque las primeras son normas que imponen al Estado una determinada prosecución y objetivos (el Estado fomentará; el Estado debe perseguir); en cambio las segundas consagran un derecho fundamental. 


Resumiendo, y en términos generales, la selección está dada en que los derechos que han de consagrarse en la Constitución son aquellos que universal y generalmente se han de reconocer a todos los ciudadanos, sin distinción de especie alguna y sin ningún tipo de categorización.


Otra cuestión es la siguiente, ¿Qué es lo que constitucionalmente estamos agregando al ubicar un principio o un derecho dentro de  las Constitución siendo que ya está consagrado en la ley? En otras palabras, donde trazaremos la línea para distinguir el nivel constitucional del legal.


Teniendo presente lo anteriormente expuesto, resulta evidente que las instituciones vinculadas al derecho del consumidor en nuestro país poseen un enorme desarrollo y se han fortalecido en forma permanente. Así, su consagración constitucional no parece agregar nada sustancial a lo que ya se ha hecho en materia legal.


Agregó que tiende a ser escéptico y que toma distancia de este tipo de normas objetivas de valor, porque, además de lo ya señalado, en los proyectos que nos convocan advertimos que los dos proyectos, pero particularmente el de los Honorables Senadores señora Allende y señores Araya, De Urresti, Larraín y Montes, no clarifican con precisión suficiente si se refieren a obligaciones puramente del Estado o también a los derechos del consumidor como derechos constitucionales. Este punto es fundamental, toda vez que al consagrar las normas en el artículo 19 N° 21 de la Constitución, lo que se está haciendo es consagrar prima facie el carácter de derechos autoejecutables a través del recurso de protección, así como, también, a través del amparo económico. Si bien esta última acción está relativamente en desuso por la jurisprudencia de la Corte Suprema, igualmente estaría vigente y disponible para estos casos.


Destacó que los dos proyectos de reforma constitucional proponen normas objetivas de valor interesantes y valiosas; y que ambos también proponen incorporar normas en el artículo 19 N° 21. Pero así como tienen semejanzas, también tienen diferencias y matices entre ellos.


Llamó la atención sobre las implicancias constitucionales que tiene el inciso primero del proyecto de los Honorables Senadores señora Allende y señores Araya, De Urresti, Larraín y Montes, que estable lo siguiente:


“Establézcase el principio pro consumidor, como principio rector de la legislación nacional, estableciéndose que en la hermenéutica legal o contractual de los diferentes actos o convenciones que se suscriban o se verifiquen por consumidores, ya sea en el análisis de normas o cláusulas que merezcan dudas o problemas en su interpretación, siempre primará la que establezca la condición más benigna para el consumidor.”.


Al respecto, el señor Gómez hizo presente que tal norma le parece adecuada si estuviera en el ámbito legal, pero en el ámbito constitucional la misma  introduce consideraciones que resulta importante subrayar:


- En primer lugar, la norma contenida en el inciso primero anteriormente transcrito, importa constitucionalizar el principio pro consumidor cada vez que haya un análisis de norma; dudas o problemas de interpretación. 


Sin embargo, la tradición constitucional chilena considera que la genuina apreciación e interpretación de los textos de los contractos o de los actos jurídicos cae dentro de la función jurisdiccional.  Tal tarea ha sido definida por el Tribunal Constitucional, en consonancia con el Tribunal Constitucional de España, como la función de solucionar los casos o conflictos que se susciten conforme a un procedimiento y por medio de sentencia que posea autoridad de cosa juzgada. A mayor abundamiento, hizo presente que en el caso español, los jueces no son libres para resolver los casos sino que han de hacerlo conforme al sistema de fuentes, tanto constitucionales como legales que el propio sistema establece.


Así, en este orden de ideas, dentro del campo de la función jurisdiccional está la autonomía del juez para interpretar y para resolver sobre las dudas que se susciten en materia contractual. Por tal motivo, constitucionalizarlo implica necesariamente pasar por alto tal autonomía propia de la función jurisdiccional, la que tradicionalmente han poseído los jueces dentro de nuestro derecho. No hay que olvidar que la norma señala que “siempre primará la que establezca la condición más benigna para el consumidor.”. Esto último presupone pasar por alto los derechos desde el punto de vista constitucional que también poseen otros actores dentro del mismo sistema.


En su parecer, tal norma introduce un cambio en la historia constitucional del país en cuanto a cómo se ha entendido la jurisdicción. Cambio, por lo demás, de enormes implicancias.


Básicamente, entendemos que un estado de derecho presupone que la Constitución define las pautas; el legislador hace la ley, y los jueces, con autonomía e imparcialidad, resuelven los casos que conocen.


- En segundo término, y en relación a la segunda parte de la norma objetiva de valor indicó que ambos proyectos de reforma constitucional contienen proposiciones relativamente semejantes. 


El énfasis del proyecto de los Honorables Senadores señores Espina, y del ex Senador señor Chadwick, García, Tuma y Zaldívar es más comprensivo en torno a la protección de los derechos del consumidor; la libre elección de los bienes; información suficiente; la no discriminación y a la reparación de los daños, todo ello en conformidad a la ley. Resaltó que tales objetivos cubren la totalidad del espectro de lo que persigue proteger y, en ese sentido, es completa.


Sin embargo, el segundo proyecto, de los Honorables Senadores señora Allende y señores De Urresti, Larraín, Araya y Montes presupone una intensidad bastante más fuerte en el rol del Estado al prescribir que el deber del Estado no solo ha de consistir en fomentar, como dice el otro proyecto, sino que también en proteger y garantizar el ejercicio de los derechos de los consumidores. 


Ello abre una situación compleja entre el recurso de protección y los tribunales competentes en materia de derecho de los consumidores. Es así porque existirían dos tipos de jurisdicciones que podrían conocer las cuestiones relativas a los derechos del consumidor. Esto introduce una cierta inestabilidad y discusión sobre el particular que le parece nociva. En la actualidad, el sistema de protección y de garantía que ofrece la ley del consumidor parece ser más fuerte y menos complejo que atribuirlo al recurso de protección.

_______________


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Pizarro, agradeció a los profesores por sus intervenciones y ofreció el uso de la palabra.


El Honorable Senador señor Tuma agradeció las brillantes exposiciones de los profesores Avilés y Gómez, y destacó la experiencia y especialidad de ambos constitucionalistas. Asimismo, valoró la orientación que realizan, condición fundamental para la aprobación de un buen proyecto, que, por sobre todo, cumpla con los objetivos buscados, que es garantizar de mejor manera los derechos de los consumidores.


En tal sentido, la tipificación que contempla el proyecto del cual es autor, junto con otros señores parlamentarios, está dada en función del carácter específico de quien cumple la condición previa de ser precisamente un consumidor. En otras palabras, no responde al hecho de ser persona sino por la condición particular de ser consumidor.


Hizo notar que la limitación que impone la Constitución a las mociones de parlamentarios le impide garantizar de una mejor manera los derechos de los consumidores, porque hubiese querido que el proyecto de reforma constitucional no sólo estableciera que el deber del Estado de garantizar los derechos de los consumidores, sino que se creara un defensor de los derechos de los consumidores. 


En su parecer, si no se logra articular un mecanismo que garantice los derechos consagrados por la Constitución, podría ocurrir que el precepto resulte siendo nada más que una declaración de principios u de buenas intenciones, un precepto meramente declarativo.

Tanto en el caso de los consumidores, como en otros también, le preocupa especialmente la asimetría entre vendedor y consumidor, que permanece incluso después del acto de reclamo por parte del consumidor. Lo anteriormente expuesto se debe, en lo sustantivo, a que carece de herramientas para hacerlo. El proyecto de modificaciones a las funciones y facultades del Servicio Nacional del Consumidor podría lograr disminuir en algo la referida asimetría.


En  su opinión, una reforma a la Constitución que realmente logre garantizar los derechos de los consumidores pasa por consagrar la figura del Defensor de los Derechos Ciudadanos, con la finalidad que los derechos no sean meras declaraciones sino que sean reales y exigibles. Pero ello no está dentro del ámbito de la iniciativa de los parlamentarios, salvo que contara con el patrocinio del Ejecutivo. ´


La experiencia de nuestro país nos indica que el recurso de protección no ha sido una herramienta eficaz. Más aún, habiendo sido violado los derechos fundamentales de las personas, los recursos no tuvieron la eficacia que se espera de ellos. La situación sería radicalmente distinta si el país contase con una institución del Estado que defienda el respeto y la aplicación efectiva de tales derechos.

La Honorable Senadora señor Lily Pérez agradeció la concurrencia de los dos profesores y los felicitó por sus exposiciones.

Luego, destacó que comparte la idea que inspira a ambos proyectos de reforma constitucional. No obstante lo anteriormente señalado, advierte sobre el riesgo de generar frustración dentro de la opinión pública y de la gente a la cual el proyecto propone proteger, al elevar a rango constitucional una norma de estas características y que no resulte ser más que letra muerta, toda vez que el N° 21 del artículo 19 está referido a la libertad económica y, en particular, de la obligación del Estado para garantizar que tal libertad sea respetada en su rol dentro de la economía. En este marco bien acotado, resulta difícil consagrar un derecho pro consumidor sin romper la armonía constitucional de la norma citada.


Por otra parte, respecto al fondo, cita la idea planteada por el profesor Gómez en el sentido que también hay derechos de rango constitucional, como son los derechos en materia de salud y de educación. Se pregunta qué ocurrirá si con la reforma se agrega el derecho pro consumidor, en el sentido de si tendrán todos ellos el mismo rango o existirá una valoración distinta entre ellos o dependiendo de la situación en que sean invocados. Parece obvio que no tienen la misma categoría, basados en la simple constatación que no son iguales, a pesar de compartir el rango de ser recogidos y consagrados por la Constitución como derechos fundamentales. En suma, su interés es levantar su inquietud sobre la complejidad de tratar proyectos de esta naturaleza, complejidad y efectos.


Reiteró que aplaude las motivaciones de los autores de ambos proyectos. Sin embargo, planteó que se cometería un error al elevar a rango constitucional una materia de la naturaleza que aborda toda vez que, en su parecer, lo único que se lograría sería generar una expectativa que, de no tener los efectos esperados, terminará creando gran frustración.


Citando al profesor Avilés, en el sentido que el contexto actual está marcado por un ambiente de desconfianza hacia la actividad pública, así como una desconexión entre los preceptos constitucionales y la realidad, este tipo de iniciativas es de aquellas que podrían crear un efecto boomerang, sin perjuicio de compartir su espíritu.


Adelantó que, en su opinión, de ser aprobada la idea de legislar, sería necesario introducir en el texto de los proyectos importantes modificaciones, tanto de forma como de fondo.


El Honorable Senador señor Navarro señaló que cada vez que se suscita un debate en una materia de rango constitucional, lo primero en que piensa es que la Constitución ha sido modificada reiteradamente. Agregó que una constitución monárquica, presidencialista o autoritaria, deja poco espacio para el poder ciudadano. La Constitución da cuenta del régimen presidencialista. Luego, cada vez que surge un planteamiento por introducir reformas que den lugar a una fuente de poder distinto, en el caso en debate, como consecuencia de reconocer y consagrar derechos, se provoca una colisión. 


Destacó a los constitucionalistas, señalando que tiene sentido y rigor lo planteado por ambos. Sin embargo, dentro del contexto de una Constitución en la cual todo el poder reside en el Presidente de la República, y en la que el Parlamento tiene limitadas facultades, como todos lo saben, pensar en consagrar un derecho en favor de los consumidores es especial, porque la Constitución tiene elementos faltantes anteriores. 


En su parecer la Constitución está agotada. No es la Constitución para un Chile del Siglo XXI. No es una Constitución que interprete a la mayoría ciudadana. 


¿Cuál es el sentido de una constitución? Es un pacto social que regula la convivencia. En su parecer la Constitución tiene grandes limitantes, por lo que una norma de segunda o tercera generación, referida a la protección de los derechos de los Consumidores, queda disonante.


Sin perjuicio de lo señalado anteriormente, considera legítimo el debate, que debiera estar presente también en la discusión de una nueva Constitución para un Chile moderno.


Piensa que en ésta y otras materias la institución que falta es la del ombusman.


Desde otra perspectiva, señaló que si hay derecho a emprender y desarrollar actividad económica, éste no puede ser jamás en contra de los ciudadanos. El mercado no equilibra, el mercado es cruel. No existe una relación de igualdad entre el productor y el consumidor, por lo que se requieren cambios profundos. Está probado que hay un abuso de los derechos colectivos, que también son individuales. 


El Honorable Senador Señor Jorge Pizarro también agradeció la presencia y participación de los abogados.

Luego, formuló comentarios sobre la materia abordada. 


En relación a una materia de procedimiento, hizo presente que la idea detrás de tratar conjuntamente ambos proyectos de reforma constitucional es converger en un solo texto. 


En tal sentido, le parece razonable que ambos se complementen, sobre la base de las siguientes consideraciones:


-El proyecto de los Honorables Senadores señores de Espina, García, Tuma, Zaldívar y Chadwick (Boletín N° 7.563-07), plantea consagrar el deber del Estado de fomentar la protección de los derechos; establecer que no pueden ser discriminados esos consumidores, y, además considerar la reparación si es que se genera algún daño. Es decir, el proyecto contiene una definición teórica que es una señal pública potente.


-Por su parte, el proyecto de los Honorables Senadores señora Allende y señores Araya, De Urresti, Larraín y Montes (boletín N° 9.463) no plantea lo mismo que el proyecto anterior, sino que propone establecer el principio pro consumidor.


-Le parece más lógico apoyarse en el primer proyecto porque establece de manera más precisa cómo se puede garantizar y proteger los derechos de los consumidores. 

En resumen, le parece que es posible refundir los dos textos y de mejorar la redacción final.


Luego, el profesor Gómez señaló compartir plenamente lo propuesto por el señor Presidente de la Comisión.


Al respecto indicó que los dos proyectos en discusión no son equivalentes, toda vez que mientras uno propone fomentar, el otro propone garantizar y proteger. Ambas son normas objetivas de valor. Ambas establecen un deber del Estado, es decir, una obligación del Estado frente a todas sus instituciones y organismos. 

Efectivamente ambos proyectos pueden fusionarse para establecer una sola norma. Sería lógico hacerlo de ese modo, permitiendo impulsar desde distintos ángulos tanto los derechos del consumidores; el derecho de acceso a los bienes; los derechos frente al daño, y fomentar la educación y la salud. 


Advierte que el énfasis de proteger y garantizar parece un énfasis extraordinariamente fuerte, toda vez que ello supone que siempre y bajo cualquier circunstancia puede generarse una promesa incumplida, como lo señaló la Honorable Senadora señora Pérez. 


A mayor abundamiento, presupone poner toda la estructura del Estado en favor del derecho del consumidor. En este sentido comparte lo que ha dicho el Senador Tuma, perfectamente sería posible impulsar en Chile un sistema de protección más sofisticado de lo que hoy día tenemos, a través del ombusman o defensor del pueblo.


Sobre esto último, destacó que en los países Nórdicos el ombusman no sólo defiende los derechos del consumidor, sino que también defienden los derechos de los usuarios y de los beneficiarios. En otros términos, protege al ciudadano que no es solo consumidor, sino que se relaciona con el Estado.


Naturalmente el ombusman sería la opción correcta, pero mientras tanto corresponde fortalecer la ley y las instituciones que establecen el derecho al consumidor actualmente. No hay que consagrar una norma constitucional que lo único que hará será impedir los juegos democráticos que se requieren y va a introducir objeciones desde el punto de vista de minorías. 
_________________


Finalizado el debate, la Comisión aprobó el proyecto en general, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Pérez y señores Navarro, Pizarro y Tuma. (Unanimidad, 4x0).


Luego, y con la misma votación, adoptó los siguientes acuerdos:

1.- Elaborar un texto que refunda ambas iniciativas, en la idea de consagrar en la Constitución el deber del Estado de resguardar y garantizar los derechos de los consumidores

2.- Solicitar a la solicitar a la Biblioteca del Congreso Nacional que estudie las dos mociones, el derecho comparado en la materia y proponga a la Comisión un texto refundido sobre el particular.

3.- A proposición de la Honorable Senadora señora Pérez, invitar al profesor señor Richard Tepper.

_________________


En sesión de 29 de septiembre, la Comisión escuchó, en primer término, al profesor de derecho constitucional señor Richard Tepper, quien realizó un análisis de los proyectos de reforma constitucional que consagran la protección al consumidor

En primer término hizo presente que ambos proyectos de reforma constitucional le generan sensaciones encontradas, lo que desarrollará más adelante durante en su exposición, pero adelantó que detecta problemas en ambos.


Previo al análisis de cada iniciativa, hizo un breve relato sobre la situación actual en materia de normas constitucionales económicas. 


En efecto, destacó que nuestra Constitución, a diferencia de la mayoría de las constituciones de los demás países del mundo, no tiene un capítulo dedicado especialmente a la materia económica, sino que, por el contrario, contiene normas dispersas, como la regulación del Banco Central, la consagración de ciertos derechos fundamentales, lo que es conocido como el principio de subsidiaridad, o incluso la iniciativa legislativa exclusiva del Presidente de la República respecto de proyectos que importen gastos. 


En este orden de materias, destacó que dentro de la constitución económica es posible distinguir dos grupos de normas que tienen una importancia relevante, en cuanto constituyen normas básicas de nuestro sistema económico: en primer lugar, la regulación de la propiedad, y, en segundo lugar, la norma a la cual aluden los proyectos en debate, es decir la contenida en el N° 21 del artículo 19.


Estimó necesario tener presente que el citado artículo 19 N° 21 regula en su inciso primero lo que se ha denominado libertad económica. Pese a que la Constitución indica que se trata de un derecho a desarrollar cualquier actividad económica, doctrinalmente no es un derecho sino que una libertad, en cuanto campo de abstención del Estado frente al particular para que éste ejerza su actividad en el mercado. 


Por su parte, el  párrafo o inciso segundo,  establece la denominada Regla del Estado Empresario. Es decir, ¿qué necesita el Estado para participar en la economía? Una ley de quórum calificado que lo autorice. Luego, el Estado deberá regirse para estos efectos por la legislación común aplicable a los particulares, salvo que otra ley de quórum calificado lo exima de aquélla.


Entrando en materia referida a la protección del consumidor, destacó su importancia y señaló que debe serlo tanto económica como jurídicamente, por diversas consideraciones, como las siguientes:

 
-Eficiencia económica. La protección del consumidor soluciona ciertas asimetrías de información existentes en el mercado, en el cual el proveedor siempre tendrá más información sobre el producto y sobre el precio que el consumidor.


-Un motivo de justicia. La protección del consumidor es la protección de la parte más débil de una relación contractual.


–Un beneficio social. La redistribución de la riqueza. Compartido con la libre competencia. Logran una distribución más justa de la riqueza en el sentido que los recursos que no deben ser traspasados al empresario –proveedor- terminan en las manos del consumidor. Evita el intercambio injusto, en el sentido que el precio no sea más alto del que debe ser o que el producto entregado no sea el que corresponde. Dicho así, la protección del consumidor cumple un rol clave dentro de la distribución final de la riqueza dentro de la sociedad.


No obstante lo anteriormente señalado, planteó si la protección y defensa del consumidor, por más importante que esta sea, debe ser consagrada a nivel constitucional. ¿Debe ser una garantía a este nivel? 


Tal interrogante es procedente por distintas consideraciones. En primer término, la Constitución supuestamente consagra el acuerdo mínimo político y jurídico. Luego, cabe preguntarse si es la protección parte de tal acuerdo político y jurídico básico de una sociedad. Adelantó no tener una respuesta definitiva al respecto, sin perjuicio de lo cual, en primer término, no le parece que así sea.

Agregó que toda vez que la Constitución no cuenta con un capítulo sobre normas económicas, la única posibilidad de consagrar la protección del consumidor es dentro del capítulo sobre derechos fundamentales. Pero cabe hacerse la siguiente pregunta: ¿Es posible hacer una analogía entre la protección al consumidor con los demás derechos constitucionales fundamentales? ¿Es tan importante como el derecho a la vida, el derecho a la propiedad, la libertad económica, la equidad tributaria, entre otros? Estima que si estamos en el campo de los derechos fundamentales es algo contradictorio incluir dentro de éstos la protección al consumidor.

-En tercer lugar, señaló que la preocupación que más lo afecta es que podrían formularse cuestionamientos sobre la operatividad real de la norma. Los principales problemas en materia de consumidor en Chile no están a nivel constitucional sino que están a nivel legal. Es decir, en la gráfica de la pirámide legal, los problemas se encuentran en la base y no arriba. En efecto, en materia legal no está consagrado un principio pro consumidor; las facultades del SERNAC están referidas principalmente a información y a educación, y no a fiscalización; tampoco están regulados adecuadamente los contratos de adhesión, por mencionar algunas situaciones. Reiteró que es a este nivel donde se encuentra el problema de la protección de los derechos de los consumidores y no a nivel constitucional. Por ello manifestó su preocupación en cuanto a que consagrar esto como una garantía constitucional no solucione en nada los problemas existentes.


Luego señaló que sí existen constituciones que consagran o contemplan entre sus normas la protección el consumidor. Anunció que se referirá a los siguientes tres modelos, que consideran lo mencionado de una manera distinta.


1.- La Constitución española. Contiene un capítulo de normas económicas. Consagra la protección al consumidor como parte de los deberes de los poderes públicos:

“1. Los poderes públicos garantizarán la defensa de los consumidores y usuarios, protegiendo mediante procedimientos eficaces, la seguridad, la salud y los legítimos intereses económicos de los mismos.


2. Los poderes públicos promoverán la información y la educación de los consumidores y usuarios, fomentarán sus organizaciones y oirán a éstas en las cuestiones que puedan afectar a aquéllos, en los términos que la ley establezca.


3. En el marco de lo dispuesto por los apartados anteriores, la ley regulará el comercio interior y el régimen de autorización de productos comerciales.”.

2.- Constitución argentina. 


En el primer inciso de la norma, establece ciertos derechos del consumidor: “Los consumidores y usuarios de bienes y servicios tienen derecho, en la relación de consumo, a la protección de su salud, seguridad e intereses económicos; a una información adecuada y veraz; a la libertad de elección, y a condiciones de trato equitativo y digno.”.

Los incisos segundo y tercero, de un modo similar a la Constitución española, establecen un deber de las autoridades estatales, así como, también, definen las materias que deberán ser abordadas por la vía legislativa: 


“Las autoridades proveerán a la protección de esos derechos, a la educación para el consumo, a la defensa de la competencia contra toda forma de distorsión de los mercados, al control de los monopolios naturales y legales, al de la calidad y eficiencia de los servicios públicos, y a la constitución de asociaciones de consumidores y de usuarios. 


La legislación establecerá procedimientos eficaces para la prevención y solución de conflictos, y los marcos regulatorios de los servicios públicos de competencia nacional, previendo la necesaria participación de las asociaciones de consumidores y usuarios y de las provincias interesadas, en los organismos de control.”. 


3.- Constitución brasileña.

Considera que es el modelo más interesante en esta materia.


Destacó que el artículo 170 adopta una técnica muy escasa en el ámbito constitucional, que en Chile no está considerada de modo alguno, cual es consagrar 9 principios sobre los cuales debe fundarse la economía.

“El orden económico, fundado en la valoración del trabajo humano y en la libre iniciativa, tiene por fin asegurar a todos una existencia digna, de acuerdo con los dictados de la Justicia Social, observando los siguientes principios:

1. soberanía nacional;

2. propiedad privada;

3. función social de la propiedad;

4. libre concurrencia; 

5. defensa del consumidor; 

6. defensa del medio ambiente;

7. reducción de las desigualdades regionales y sociales;

8. busca del pleno empleo;

9. tratamiento favorable para las empresas brasileñas de capital nacional de pequeño porte”.


En Chile se habla mucho de la existencia de un orden público económico, pero en su parecer, partiendo de las normas constitucionales vigentes, sobre el particular, no resulta posible sostener que realmente existe. No así en Brasil, país respecto del cual es posible sostener que cuenta con normas que establecen claramente un orden público económico, dentro de los cuales está precisamente la defensa del consumidor.


Advierte que la Constitución de Brasil no va más allá, sólo consagra la defensa del consumidor, quedando finalmente a criterio de los tribunales de justicia determinar su real sentido y alcance.


A continuación, formuló observaciones y críticas particulares a cada uno de los proyectos de reforma constitucional.


-Análisis particular del boletín N° 7563-07, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Espina, García, Tuma y Zaldívar y del ex Senador señor Chadwick.

Establece un deber del Estado y lo ubica en el inciso primero del N° 21 del artículo 19 de la Constitución, que quedaría del siguiente tenor:


“21°. El derecho a desarrollar cualquier actividad económica que no sea contraria a la moral, al orden público o a la seguridad nacional, respetando las normas legales que la regulen. Es deber del Estado fomentar la protección de los derechos de los consumidores, la libre elección de los bienes y servicios, una información suficiente, veraz y oportuna, como su derecho a no ser discriminados arbitrariamente y a ser reparados de los daños sufridos, en conformidad a la ley.


El Estado y sus organismos podrán desarrollar actividades empresariales o participar en ellas sólo si una ley de quórum calificado los autoriza. En tal caso, esas actividades estarán sometidas a la legislación común aplicable a los particulares, sin perjuicio de las excepciones que por motivos calificados establezca la ley, la que deberá ser, asimismo, de quórum calificado.”.


Al respecto, el profesor señor Tepper señaló que esta proposición adolece de un problema de orden dogmático, en el sentido de incluir la norma en el artículo 19 N° 21, que no tiene relación alguna con la protección de los consumidores. Destacó que en la línea de una sistemática constitucional pura, la protección a los consumidores no puede estar consagrada en este numeral. 


Para ejemplificar lo anterior, hizo presente que de aprobarse el proyecto la norma quedaría estructurada con el siguiente orden y contenido: en el primer inciso establecería qué particulares y de qué modo pueden actuar en el mercado; luego consagraría la protección al consumidor, materia que no tiene que ver con lo anterior, y, finalmente, consagra las circunstancias en las cuales el Estado puede desarrollar actividades empresariales o participar en ellas. Así, los consumidores quedan nadando entre dos normas cuyos sentidos y alcances son muy precisos. Además, no es del caso desestimar los efectos que ellos generaría toda vez que este numeral 21 del artículo 19 ha tenido variadas interpretaciones desde que se dictó la Constitución. Por lo tanto, resultaría peligroso, realizar cualquier modificación al mismo que no tenga que ver con el ámbito que regula. 


A modo de ejemplo, el actual inciso primero que garantiza el derecho a desarrollar cualquier actividad económica, es entendido como un derecho de los emprendedores en el mercado. Consagrar la protección a los consumidores en el mismo inciso, podría generar que la norma vigente sea interpretada de un modo distinto.


Frente a los problemas señalados, señaló que considera dos posibles soluciones:


-Llevarlo a un párrafo 3° del mismo numeral. De este modo no rompe la sistemática del actual artículo 19 N° 21.

-Moverlo hacia el numeral 22°, relativo a la no discriminación del Estado en materia económica. Esta solución le agrada más que la anterior, precisamente porque su contenido tiene relación con la materia de los proyectos, toda vez que la protección al consumidor por parte del Estado es una discriminación positiva, no arbitraria. En efecto, es discriminación positiva porque el Estado le da un trato distinto al consumidor, justificado en que es la parte más débil dentro de una relación contractual. 


Por esta vía hay más armonía, toda vez que la Constitución garantiza la no discriminación; da ejemplos y establece reglas muy claras, y finalmente, consagra el derecho de protección al consumidor en el entendido que el Estado sí hace una excepción y lo discrimina positivamente, precisamente protegiéndolo.


-Análisis particular del boletín N° 9463-03, iniciado en moción de los Honorables Senadores señora Allende y señores Araya, De Urresti, Larraín y Montes que incorpora en el numeral 21° del artículo 19 de la Constitución Política de la República el deber del Estado de proteger y garantizar el ejercicio de los derechos de los consumidores y el principio pro consumidor.

Señaló que este proyecto tiene problemas más serios que el anterior. Adelantó que, en su opinión, éste no debería ser aprobado. 


En primer lugar, comparte con el otro proyecto el mismo problema de sistemática, motivo por el cual se remitió a lo que señaló al respecto.


En segundo lugar, el proyecto tiene problemas serios de redacción y de contenido.


“Establézcase el principio pro consumidor, como principio rector de la legislación nacional…”, como lo propone el encabezado, tiene problemas de interpretación porque admite al menos tres variantes distintas de interpretación:


a.- Que es un principio que estará por sobre la legislación, lo cual es una referencia innecesaria porque las normas constitucionales en su esencia rigen por sobre las normas legales;


b.- Si es principio rector de la legislación nacional, cabe preguntarse si se refiere a toda la legislación y no sólo a la legislación pro consumidor, lo cual también es innecesario toda vez que la Constitución no está solo sobre este tipo de legislación, sino que cualquier referencia que se haga al derecho del consumidor en la Constitución abarcaría estas dos posibilidades.


c.- Finalmente, si es principio rector de la legislación nacional, todas las normas legislativas quedarían sometidas al principio de interpretación de cualquier norma contractual o legal. Al igual que lo señalado en las letras a.- y b.- también es innecesario porque está contenido en lo que propone a continuación.


Luego, la frase “como principio rector de legislación nacional” es redundante, innecesaria y hasta contradictoria.


Respecto de lo sigue a continuación del encabezado recién analizado, afirmó que tiene deficiencias de redacción que hacen difícil su comprensión. No consigue resolver la finalidad de una norma como la propuesta, estableciéndose que en la hermenéutica legal o contractual de los diferentes actos o convenciones que se suscriban o se verifiquen por consumidores, ya sea en el análisis de normas o cláusulas que merezcan dudas o problemas en su interpretación, siempre primará la que establezca la condición más benigna para el consumidor.

A mayor abundamiento se pregunta si la norma le impone al legislador el deber de tomar en cuenta la interpretación del principio al momento de legislar o si el juez siempre debe interpretar las normas sobre la base de un principio pro consumidor.


Dentro de este punto, señaló que el principio pro consumidor siempre se ha establecido como propio de la interpretación de los contratos, no como interpretación de las normas jurídicas.


Por tanto, en esta parte, lo propuesto por la norma sale de lo que tradicionalmente se ha entendido como principio pro consumidor en la legislación comparada. Además, luego de consagrar un principio en la Constitución, los actores jurídicos, entre ellos los jueces y los estudiosos del derecho, determinan qué principio jurídico está presente en aquél, por lo que requiere una redacción precisa y clara.


¿Es apropiado consagrar un principio pro consumidor a nivel constitucional? Estima que no es legítimo ni necesario consagrar un principio de interpretación contractual a nivel constitucional. Al contrario, parece mucho más útil consagrarlo a nivel legal, específicamente en la ley de protección de los derechos de los consumidores.

En otro orden de ideas, planteó que ambos proyectos tienen un problema común en relación a las acciones jurisdiccionales, de orden práctico y de enorme relevancia, toda vez que de aprobarse los textos propuestos sin modificaciones, es posible que frente a una infracción del derecho del consumidor, haya una triple concurrencia de acciones.

En efecto, la ley ya consagra las acciones de la ley del consumidor. Sin embargo el artículo 19 N° 21 por su parte está protegido por otras dos acciones: las de protección y la de amparo económico. El recurso de protección ha sido catalogado como una acción cautelar, ofreciendo protección rápida y eficaz frente a cualquier vulneración de los derechos constitucionales para los cuales está considerado. El recurso de protección protege el artículo 19 N° 21 de manera íntegra. Luego, la aprobación de los proyectos requiere una modificación al artículo 20, que contempla el recurso de protección. Finalmente, la acción de amparo económico que originalmente busca únicamente proteger al particular de una intervención del Estado en el campo empresarial que esté autorizada por una ley de quórum calificado. El problema que se ha suscitado es que la ley que consagra el amparo económico se refiere a la totalidad del artículo 19 N° 21, y la Corte Suprema ha sido vacilante respecto al sentido y alcance de tal recurso, en el sentido si sólo protege solamente la regla del Estado empresario, contenida en el inciso segundo, o también la libertad económica, establecida en el inciso primero. Si a lo anteriormente expuesto, se agrega una cláusula de protección al consumidor, no le extrañaría que la interpretación de la Corte Suprema pueda variar en cuanto a si la citada acción también cubre esta nueva garantía.

Agregó que, en este punto del debate, es necesario tomar una decisión, en el sentido de si se quiere consagrar la protección de los derechos de los consumidores a nivel constitucional, como una cláusula garantía constitucional, es necesario adoptar una decisión política entre las siguientes dos alternativas: 


¿Derecho constitucional con  acción asociada o deber del Estado consagrado como derecho? 


Como conclusiones a su exposición destacó lo siguiente:


1) La norma que se pretende modificar es una de las de más alta importancia dentro de las normas económicas del país.


2) La protección al consumidor es una herramienta fundamental, pero es dudosa la utilidad e idoneidad de su consagración constitucional. 


3) Ha sido consagrada en otras constituciones, pero con distintos modelos de redacción. 


4) Ambos proyectos tienen ciertos problemas particulares que es necesario atender en su discusión. 


5) Además, presentan un problema conjunto: pueden generar un entramado de acciones legales y constitucionales que podría conspirar contra el fin buscado.  

_____________


A continuación, la Comisión escuchó al señor James Wilkins, profesional de Asesoría Técnica Parlamentaria de la Biblioteca del Congreso Nacional, BCN, quien presentó el trabajo realizado por él, a petición de la Comisión, denominado “Protección constitucional al consumidor: Legislación comparada y proyectos de Reforma Constitucional”.


“Se reconocen al menos dos propósitos que motivan la incorporación de los derechos de los gobernados a la preceptiva constitucional: a) definir derechos ya consagrados en el ordenamiento jurídico nacional a objeto de precisarlo, distinguiéndolo y diferenciándolo de otros derechos; b) delimitar el derecho en su extensión y ejercicio.


En el espacio iberoamericano, de diecinueve países, solo Chile y Uruguay carecen de un marco constitucional de protección de los derechos de los consumidores. Fuera del ámbito regional, en tanto, la situación es variada. Algunas legislaciones elevan la protección al consumidor a rango constitucional, como garantía, otros sólo la reconocen en estatutos especiales de rango legal.

Además, la expresión “establézcase” utilizada al comienzo de ambos incisos a objeto de consagrar el principio pro consumidor y el deber estatal de garantía y fomento, genera dudas en cuanto a los fines perseguidos, pues de su lectura, y en el contexto de su inserción en texto constitucional, da a entender que la Constitución ordenaría establecer, por un medio que no explicita, dichos principio y deberes y no –como lo entendemos- de que la Constitución los consagra directamente.


Se reconocen al menos dos propósitos que motivan la incorporación de los derechos de los gobernados a la preceptiva constitucional: a) definir derechos ya consagrados en el ordenamiento jurídico nacional a objeto de precisarlo, distinguiéndolo y diferenciándolo de otros derechos; b) delimitar el derecho en su extensión y ejercicio.


En el espacio iberoamericano, de diecinueve países, solo Chile y Uruguay carecen de un marco constitucional de protección de los derechos de los consumidores. Fuera del ámbito regional, en tanto, la situación es variada. Algunas legislaciones elevan la protección al consumidor a rango constitucional, como garantía, otros sólo la reconocen en estatutos especiales de rango legal.


Se encuentran actualmente en discusión en la Comisión de Economía del Senado dos iniciativas de Reforma Constitucional tendientes consagrar con esa jerarquía regulatoria la protección de los consumidores: Boletín Nº 7.563-7 y Boletín Nº 9463-3. Éstas proponen explicitar la protección al consumidor bajo la fórmula de garantía constitucional, lo que se podría traducir, entre otras, en las siguientes incidencias regulatorias: 

-Se le otorgaría una protección a los consumidores de rango constitucional;

-Los derechos de los consumidores integrarían el catálogo de derechos fundamentales contenidos en la Constitución, obligando al Estado a promoverlos y protegerlos;

-Sus normas integrarían el marco regulatorio del Orden Público Económico, regulando y protegiendo a la parte económicamente más débil de la relación de consumo;

-De aprobarse alguna o ambas iniciativas, la interpretación del ordenamiento legal y reglamentario de protección al consumidor debería efectuarse desde la Constitución, de manera sistemática e integrando los principios constitucionales de protección al consumidor; y

-Ambas propuestas de reforma, buscan introducir modificaciones al artículo 19 Nº 21 de la Constitución, con lo que se le proporcionaría a los derechos del consumidor protección jurisdiccional constitucional, a través del recurso de protección, del artículo 20 de la Constitución, y por medio del recurso de amparo económico, dispuesto en la Ley Nº 18.971.

__________________

A solicitud de la Comisión de Economía del Senado, se revisa la consagración de la protección al consumidor a nivel constitucional. En primer lugar, se revisa el objeto que generalmente es tenido a la vista para elevar el establecimiento de ciertos principios, derechos y garantías a dicho nivel regulatorio. Luego, a título de muestra, se describe la situación de reconocimiento constitucional de derechos asociados a la protección al consumidor en la legislación de diez países, considerando tanto aquellos que expresamente consagran a nivel constitucional tales derechos, como aquellos que lo hacen a menor nivel.


Por último, también por petición de la Comisión de Economía del Senado, se analizan dos reformas constitucionales destinadas a elevar a rango constitucional la protección de los derechos de los consumidores, comentándolas tanto en sus aspectos sustantivos como adjetivos.


Siguiendo a Silva Bascuñán, son diversos los propósitos que motivan la incorporación de los derechos de los gobernados a la preceptiva constitucional, destacando, principalmente, dos
:


1. Definir el concepto del derecho.

Esto supone incorporar a la Carta fundamental aquellos derechos “que la comunidad estima indiscutiblemente considerados”, consagrados en el ordenamiento jurídico nacional con un tratamiento que permite definir su concepto con una precisión que pueda distinguirlo y diferenciarlo de otros derechos. De acuerdo al citado autor, su inclusión en la Constitución “contribuye a ilustrar a la ciudadanía en el conocimiento y respeto de la afirmación formulada al referirse a la facultad que indica”;


2.- Delimitar el derecho en su extensión y ejercicio.

Este objetivo implica la enunciación y definición en la Carta Fundamental, pero no sólo para admitir y asegurar tales derechos, sino para delimitarlos en su extensión o ejercicio, pues a juicio de este autor, “nadie podría razonablemente pretender derechos y libertades que no admitieran otras vallas que el capricho de quien fuere su titular y esté en condiciones de invocarlos y hacerlos valer”.


Cabe señalar que, desde el punto de vista de la eficacia, la Constitución, al consagrar un derecho, no sólo lo define, fijando su contenido, o lo delimita o restringe, sino que simultáneamente establece los recursos disponibles para quienes gozan del reconocimiento de tales seguridades, y que buscan obtener que a través de su ejercicio “resulten prácticamente efectivas
”. 


Conforme al Atlas Iberoamericano de Protección al Consumidor
, de los diecinueve países iberoamericanos, solo Chile y Uruguay carecen de un marco constitucional de protección de los derechos de los consumidores. Los demás países consideran en sus respectivos estatutos constitucionales, con mayor o menor intensidad de desarrollo y con diversos contenidos, normas que consagran derechos, principios, inviolabilidades o seguridades relativas a la protección al consumidor.


Fuera del ámbito regional, la situación es variada: allí donde algunas legislaciones elevan la protección al consumidor a rango constitucional, como garantía, otras sólo la reconocen en estatutos especiales de rango legal, en ambos casos, sin perjuicio de las delegaciones a normas de jerarquía legal y/o reglamentaria para el desarrollo regulatorio de la institución.


Para Javier López Camargo
, el reconocimiento constitucional de derechos de protección de los consumidores permite materializar la igualdad y restablecer el equilibrio de las relaciones entre empresas y consumidores, en especial en una economía de mercado que se limita a aplicar los principios de la economía clásica, como autonomía de la voluntad. 


Según el citado autor
, muchas legislaciones han consagrado en sus constituciones, preceptos, valores y principios que dan sustento a la protección de los consumidores, “convirtiendo en una realidad jurídica lo que ya era una realidad socio-económica”. Tal medida –continúa López Camargo- actúa como “idea motriz de una serie de acciones de política legislativa”. 

Sin perjuicio de lo anterior, han influido en la consagración constitucional del derecho de los consumidores documentos de organismos supranacionales referidos a la protección de los consumidores, estos son, la Carta de Protección de los Consumidores, aprobado por la Asamblea Consultiva del Consejo de Europa en 1973, el Informe publicado por la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE) en 1972 sobre la política de protección a los consumidores en los Estados miembros de dicha organización, y la Resolución del Consejo de Ministros de la entonces Comunidad Económica Europea de abril de 1975, denominado “Programa Preliminar de la Comunidad Económica Europea para una política de protección e información a los consumidores
.


En Argentina la legislación protectora del consumidor tiene una consagración constitucional
, que reconoce en calidad de garantía el derecho de los consumidores y usuarios de bienes y servicios a la protección de su salud, seguridad e intereses económicos; a una información adecuada y veraz; a la libertad de elección, y a condiciones de trato equitativo y digno. Además, obliga a las autoridades a proveer protección a esos derechos, a educar para el consumo, entre otros mandatos explícitos
.


A nivel legal, el principal cuerpo normativo sobre protección de los consumidores lo constituye la Ley Nº 24.240, de Defensa del Consumidor
, que norma, entre otros aspectos, la información al consumidor, la protección a la salud de los consumidores, las condiciones de contratación; la responsabilidad de los proveedores; las cláusulas abusivas; y las asociaciones de consumidores.


En España la protección a los consumidores también se encuentra garantizada a nivel constitucional, específicamente en el Capítulo III del Título I, “De los Principios rectores de la política social y económica”, que trata sobre los derechos y deberes Fundamentales”. Al efecto, la Constitución Española ordena a los poderes públicos garantizar la defensa de los consumidores y usuarios, protegiendo, mediante procedimientos eficaces, la seguridad, la salud y los legítimos intereses económicos de los mismos. A su vez, los mandata a promover la información y la educación de los consumidores y usuarios, fomentando sus organizaciones y oyendo a éstas en las cuestiones que puedan afectar a los primeros.


A nivel legal, el tratamiento de la materia en análisis se desarrolla en la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios
, la que establece el marco de derechos y obligaciones en la materia.


En Suiza, desde el año 2000 la protección del consumidor forma parte de la Constitución
. El artículo 97 dispone el deber de la Confederación de tomar medidas destinadas a proteger a los consumidores; así como de elaborar la normativa sobre las vías jurídicas abiertas para las asociaciones de consumidores. De la misma manera, obliga a los cantones a prever un procedimiento de conciliación o bien un procedimiento judicial simple y rápido para ciertos litigios. 


A nivel legal, desde el año 1992, en Suiza se encuentra vigente la Ley de la información de los consumidores
, la que, como su nombre lo indica, tiene como finalidad principal la información objetiva de éstos, mediante el establecimiento de un catálogo de obligaciones y derechos, así como de normas relativas al apoyo financiero a las organizaciones de consumidores. 


En Colombia, el Título II de la Constitución Política
, relativo a “Los Derechos, Garantías y Deberes”, dispone de un capítulo relativo a “los derechos colectivos y del ambiente”, el cual dispone de normas que consagran en este rango aspectos relativos a la protección al consumidor, y que se traducen en los siguientes mandatos:


-La ley regulará el control de calidad de bienes y servicios ofrecidos y prestados a la comunidad, así como la información que debe suministrarse al público en su comercialización;


-Serán responsables, de acuerdo con la ley, quienes en la producción y en la comercialización de bienes y servicios, atenten contra la salud, la seguridad y el adecuado aprovisionamiento a consumidores y usuarios; y


-El Estado garantizará la participación de las organizaciones de consumidores y usuarios en el estudio de las disposiciones que les conciernen. Para gozar de este derecho las organizaciones deben ser representativas y observar procedimientos democráticos internos.


El Capítulo I de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
, que trata de los Derechos Humanos y sus Garantías, dispone en su artículo 28 que “la ley protegerá a los consumidores y propiciará su organización para el mejor cuidado de sus intereses”. 


Esta misma norma regula precios y distribución de determinados productos considerados necesarios para la economía nacional o “el consumo popular”.


El artículo 65 de la Constitución Política del Perú
 establece como principio del “Régimen Económico Constitucional” que el Estado defiende el interés de los consumidores y usuarios, garantizando “el derecho a la información sobre los bienes y servicios que se encuentran a su disposición en el mercado. Asimismo vela, en particular, por la salud y la seguridad de la población”.


El Título II de la Constitución Política de Brasil
, relativo a derechos y garantías fundamentales, reconoce como una de éstas la protección al consumidor. Específicamente, el numeral XXXII del Catálogo de derechos y garantías dispone que “el Estado, por medio de la ley, promoverá la defensa del consumidor”.


Luego, en materia de orden público económico, denominado “Orden Económico y Financiero” (Título VII), se reconoce como principio de este, numero V) “la defensa del consumidor”. 


En el derecho alemán no existe una ley única de protección al consumidor, por lo que su regulación ha derivado en la consagración de normas puntuales en diversas textos legales. De éstos, destacan
:


-En el Código Civil las normas sobre protección a los consumidores en materia de compra de bienes de consumo, créditos de consumo, arriendo de inmuebles, entre otros aspectos; 


-En el derecho público, la Ley de alimentos y de los objetos de uso cotidiano, la Ley de higiene de la carne y la Ley de los remedios médicos; y


-Desde el año 2008, la Ley de información del consumidor (Verbraucherinformationsgesetz)
, que reconoce a toda persona el derecho de acceso a la información oficial sobre productos alimenticios y otros productos destinados al consumidor. 


En Estados Unidos de Norteamérica (indistintamente EE.UU., en adelante) la protección de los derechos de los consumidores se encuentra consagrada tanto por normas de rango legal, federal, estatal como local. A ello se suman fuentes propias del origen de sistema legal (anglosajón) y que incluye las sentencias judiciales. 


Las materias reguladas por estas normas cubren un amplio espectro material, e incluyen diversos aspectos relacionados con la actividad comercial, tales como la publicidad, las ventas y servicios, los fraudes, etc., pudiendo las normas estatales extenderse a otras prácticas comerciales no amparadas por la legislación federal, como las ventas puerta a puerta o las cobranzas abusivas.


La legislación federal
 sobre la materia se encuentra dispersa en múltiples cuerpos normativos, siendo los principales los siguientes:

Por su parte, las agencias gubernamentales también regulan diversos aspectos contenidos en la legislación del consumidor. Entre estas agencias se encuentran la Comisión de Seguridad de los Productos de los Consumidores (Consumer Product Safety Commission) y la Junta de Protección Financiera de los Consumidores (Consumer Financial Protection Board)
. Todas las reglas y regulaciones dictadas por estos organismos están incluidas en el Código Federal de Regulaciones (Code of Federal Regulations - CFR).


Por otra parte, a nivel estatal, todos los estados poseen normas de protección al consumidor que prohíben prácticas engañosas y desleales. Estas leyes, conocidas comúnmente como “estatutos de prácticas desleales y engañosas” (Unfair and Deceptive Acts and Practices – UDAP), proporcionan protecciones básicas o mínimas para los consumidores respecto a prácticas abusivas de la industria y el comercio
.


En Francia el derecho de los consumidores no reconoce consagración constitucional, sino sólo a nivel legal. En este nivel regulatorio, el desarrollo de la materia se concentra en el Código del Consumo
, el cual tiene por objeto exclusivo recoger toda la normativa de protección al consumidor.


Dividido en libros, este código trata, entre otras materias: la obligación de información a los consumidores; las prácticas comerciales reglamentadas (publicidad) y las prácticas comerciales ilícitas; las condiciones generales de los contratos; la calidad de los productos y de los servicios; y la protección contra el endeudamiento.

_________


Se discuten actualmente en la Comisión de Economía del Senado dos iniciativas de Reforma Constitucional tendientes a consagrar, con esa jerarquía regulatoria, la protección de los consumidores. Se trata de los boletines Nº 7.563-7 y Nº 9.463-3
.


De acuerdo a los fundamentos de ambas iniciativas, el marco constitucional vigente carecería de referentes normativos jerárquicos que aseguren y garanticen la protección del consumidor, especialmente en los ámbitos referidos a salud y seguridad en el consumo, libre elección de los bienes y servicios, información suficiente, veraz y oportuna, no discriminación en el consumo, derecho a reparación, educación, la salud y la seguridad en el consumo de bienes o servicios, y en el reconocimiento y fortalecimiento de las asociaciones de consumidores.


A nivel constitucional no existiría un reconocimiento expreso de la protección del consumidor y la definición de su contenido. Sin embargo, Ricardo Sandoval sostiene la existencia de un reconocimiento implícito de los derechos de los consumidores, entre otras, en las siguientes normas constitucionales
: libertad para adquirir toda clase de bienes, consagrada en el artículo 19 Nº 23; principio de no discriminación arbitraria del artículo 19 Nº 22; igualdad de las personas, del artículo 19 Nº 2; derecho a la protección de la salud, del artículo 19 Nº 9; y el derecho de asociación del artículo 19 Nº 15.


Las dos iniciativas de reforma constitucional proponen explicitar la protección al consumidor bajo la fórmula de garantía constitucional, lo que se traduciría, entre otras, en las siguientes incidencias regulatorias: 

-Se le otorgaría una protección a los consumidores de rango constitucional;

-Los derechos de los consumidores integrarían el catálogo de derechos fundamentales contenidos en la Constitución, obligando al Estado a promoverlos y protegerlos;

-Sus normas integrarían el marco regulatorio del llamado Orden Público Económico, regulando y protegiendo a la parte económicamente más débil de la relación de consumo;

-De aprobarse alguna o ambas iniciativas, la interpretación del ordenamiento legal y reglamentario de protección al consumidor debería efectuarse desde la Constitución, de manera sistemática e integrando los principios constitucionales de protección al consumidor;

-Ambas propuestas de reforma buscan introducir modificaciones al artículo 19 Nº 21 de la Constitución, con lo que se le proporcionaría a los derechos del consumidor protección jurisdiccional constitucional, a través del recurso de protección, del artículo 20 de la Constitución, y por medio del recurso de amparo económico, dispuesto en la Ley Nº 18.971.


1.- Boletín Nº 7.563, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Espina, García, Tuma y Zaldívar y del ex Senador señor Chadwick.

En su parte dispositiva de este proyecto
 propone agregar la siguiente frase al final del inciso primero del numeral 21 del artículo 19:


“Es deber del Estado fomentar la protección de los derechos de los consumidores, la libre elección de los bienes y servicios, una información suficiente, veraz y oportuna, como su derecho a no ser discriminados arbitrariamente y a ser reparados de los daños sufridos, en conformidad a la ley.”


Considerando que los derechos fundamentales, como bien lo señala la iniciativa, tienen una doble dimensión: una de carácter subjetiva, que se materializa en la consagración de derechos individuales; y una objetiva, en cuanto “reflejo de los valores superiores de un ordenamiento y cuya manifestación debe darse sobre toda la normativa constitucional”, la propuesta contenida en esta iniciativa satisface este segundo aspecto, pues supone el reconocimiento de una garantía programática del Estado, que se traduce en el deber de éste de fomentar la protección de los derechos de los consumidores”, en general, y de fomentar, en particular, aspectos específicos referidos a éstos, como son, el derecho a libre elección, el derecho a información, derecho a no ser discriminado arbitrariamente, y el derecho a reparación.


Esta propuesta, en definitiva, cumple con el objetivo descrito por Silva Bascuñán, de incorporar a la Carta fundamental un derecho ya consagrado en el ordenamiento jurídico nacional con un tratamiento que permite definir su concepto con una precisión que lo distingue y diferencia de otros derechos. Su inclusión, por tanto, busca contribuir a ilustrar a la ciudadanía en el conocimiento y respeto de los principios asociados a dicho derecho, generando el deber del estado de ajustar su actuar a éste.


Lo anterior se deduce del hecho de que la propuesta genera un deber, sin reconocer expresamente el derecho. El sujeto pasivo del deber es el Estado, y el objeto del mismo es “fomentar”. De acuerdo a su redacción, dicho fomento debe ejercerse, en primer lugar sobre “la protección de los derechos de los consumidores”. Luego, dicho fomento, debe ejercerse, también, sobre un catálogo de derechos que individualiza”. 


Sin embargo, la redacción de esta iniciativa puede resultar confusa cuando trata separadamente la protección de los derechos de los consumidores y el citado catálogo, siendo que estos últimos son los derechos que dan contenido a “los derechos de los consumidores”. Tal redundancia puede significar una errónea interpretación, que excluya del deber del Estado la protección de algún derecho del consumidor, no incorporado en el citado catálogo.


En cuanto a la técnica legislativa, su ubicación, dentro de la garantía del 19 número 21, “derecho a desarrollar cualquier actividad económica” produce el efecto de que frente a infracciones al deber de fomento, los afectados puedan recurrir de protección y/o de amparo económico. Lo anterior, podría suponer judicializar por esta vía conflictos relacionados al consumo, acciones que se sumarían a las de  nivel legal ya existentes en  la Ley Nº 19.496. 


2.- Boletín Nº 9.463, iniciado en moción de los Honorables Senadores señora Allende y señores Araya, De Urresti, Larraín y Montes que incorpora en el numeral 21° del artículo 19 de la Constitución Política de la República el deber del Estado de proteger y garantizar el ejercicio de los derechos de los consumidores y el principio pro consumidor

En su parte dispositiva de este proyecto de ley
, esta iniciativa propone agregar los siguientes incisos segundo y tercero nuevos al numeral 21 del artículo 19, pasando los actuales segundo y tercero a ser cuarto y quinto, respectivamente: 


“Establézcase el principio pro consumidor, como principio rector de la legislación nacional, estableciéndose que en la hermenéutica legal o contractual de los diferentes actos o convenciones que se suscriban o se verifiquen por consumidores, ya sea en el análisis de normas o cláusulas que merezcan dudas o problemas en su interpretación, siempre primará la que establezca la condición más benigna para el consumidor.


Establézcase además, que es deber del Estado y sus instituciones proteger y garantizar el ejercicio de los derechos de los consumidores, ya sea en forma individual o colectiva, fomentando la educación, la salud y la seguridad en el consumo de bienes o servicios, así como el reconocimiento y fortalecimiento de las asociaciones de consumidores que se creen para tales efectos". 


La propuesta, en el primer inciso, propone establecer en la Constitución el principio pro consumidor como elemento rector de la legislación nacional, ordenando, acto seguido, su primacía en el ámbito de la hermenéutica legal y contractual.


Esta parte de la propuesta lo que hace es explicitar los efectos legales propios al reconocimiento a nivel constitucional de un principio o derecho. Es decir, desarrolla la incidencia jurídica que por su sólo reconocimiento constitucional tendría el derecho o principio asociado a la protección de los consumidores, ya descritos: jerarquía e interpretación. Por lo anterior, bastaría con reconocer el derecho para que el efecto descrito en el inciso propuesto se produzca.


En lo que se refiere al segundo inciso propuesto, la iniciativa establece, respecto del Estado, dos deberes: a) de reconocer y garantizar el ejercicio de los derechos de los consumidores; y b) de fomentar un catálogo de derechos asociados a la protección de los consumidores (educación, salud y la seguridad en el consumo; y reconocimiento y fortalecimiento de las asociaciones de consumidores).


En cuanto al deber del Estado de “reconocer y garantizar”, cabe señalar que tal deber nace de la sola consagración del derecho en la Constitución. En otras palabras, la sola consagración del derecho en su calidad de “fundamental” hace nacer para el Estado el deber de reconocerlo y garantizarlo.

El deber de fomento, al circunscribirse a determinados derechos asociados a la protección de los consumidores, al igual que la otra iniciativa de reforma revisada, puede implicar en su aplicación una eventual exclusión del deber de fomento a la protección de algún derecho del consumidor no considerado expresamente, o un énfasis mayor a los primeros por sobre los segundos.


En cuanto a la técnica legislativa, y al igual que la iniciativa anterior, la ubicación de los principios y garantías en el artículo 19 número 21, produciría el efecto de facultar a toda persona para recurrir de protección y/o de amparo económico, sin perjuicio que a nivel legal se reconocen medios especiales, específicos y formales de reclamo (Ley Nº 19.496).

_____________

En sesión de 1 de octubre la Comisión conoció nuevamente el parecer del profesor señor Víctor Manuel Avilés, solicitado por especial encargo del Honorable Senador señor Espina.


En esta oportunidad, la Comisión tuvo a la vista  un documento remitido por el profesor del siguiente tenor:


“1. Como se manifestó en la Comisión de Economía, quien suscribe esta nota es partidario de la incorporación de los derechos de los consumidores a nivel constitucional, bajo las siguientes consideraciones: i) el alcance de los mismos debe poder ser determinado legalmente y no fosilizarse a nivel constitucional. Ello, por cuanto las condiciones cambiantes de tiempo en tiempo, así como la expresión de las mayorías, hacen necesario que se pueda ampliar o incluso restringir el alcance de los derechos de los consumidores; ii) dado que la expresión “derechos de los consumidores” es indeterminada, su consagración constitucional como tal puede contribuir a afectar otros derechos y libertades constitucionales, sin un correlato claro en la seguridad jurídica. Por ello, la definición de su alcance debe realizarla el legislador, de tiempo en tiempo; iii) por su parte, dada su naturaleza difusa, estos derechos no tienen la misma condición que los derechos y garantías contenidos en la mayoría de los numerales del artículo 19. Por lo mismo, su consagración constitucional debe traducirse simplemente en un mandato al Estado y, en particular, al legislador, de propender a su definición, promoción y resguardo, y; iv) como consecuencia de todo lo anterior, no creemos que por su naturaleza estos nuevos derechos puedan ser objeto de una acción de emergencia como el denominado recurso de protección. De lo contrario, serían los jueces quienes determinarían el alcance de políticas públicas.


2. Atendido lo anterior, sugerimos que se incorpore el siguiente texto, como inciso segundo del numeral 21 del artículo 19, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero: “Es deber del Estado resguardar los derechos de los consumidores que indique la ley. Dicha ley deberá promover la educación de los consumidores para un consumo responsable y la elección libre e informada de los bienes y servicios, así como facilitar el acceso a procedimientos eficaces para el ejercicio de los derechos que en ella se consagren”. 


3. Consecuentemente, deberá modificarse el artículo 20, en cuanto a incorporar a continuación de la expresión “21°, seguida de una coma, la expresión “con excepción de lo dispuesto en el inciso segundo,”.


4. En nuestra opinión, la ubicación propuesta para esta norma es la que mejor se encuadra en la actual Constitución Política de la República, toda vez que en el mismo numeral, junto con consagrar la libertad de empresa, se establece la obligación de respetar las normas legales que regulen la actividad. Como consecuencia de ello, se entiende como razonable que se establezca en este punto un deber del Estado de consagrar legalmente los  derechos de los consumidores, pues los mismos podrían implicar una limitación a la forma de ejercer la libertad de comercio. No obstante ello, siguiendo el modelo de la Constitución española, la norma propuesta sería, más que un derecho, una directriz o principio que debe guiar la actividad del Estado.”.

__________


Luego, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Pizarro, ofreció el uso de la palabra.


El Honorable Senador señor Eugenio Tuma, consultó  sobre los efectos que tendrá en la defensa de los derechos de los consumidores una norma como la propuesta.

El Honorable Senador señor Jorge Pizarro recordó que la Comisión acordó consagrar en la Constitución el deber del Estado de resguardar y garantizar los derechos de los consumidores. Agregó que respecto de cuáles son éstos, la norma propone que sean aquéllos que establece la ley. Ese es el sentido de la segunda parte de la disposición, la que textualmente señala: “Dicha ley deberá promover la educación de los consumidores para un consumo responsable y la elección libre e informada de los bienes y servicios, así como facilitar el acceso a procedimientos eficaces para el ejercicio de los derechos que en ella se consagren.”. 

Destacó la pertinencia y el equilibrio interno del mandato constitucional, el que, en primer término, consagra el deber del Estado en relación al resguardo y garantía de los derechos de los consumidores, y, luego, delega en la ley el desarrollo de los derechos de los consumidores. 

En la misma línea, el Honorable Senador señor Alberto Espina hizo notar que no todos los derechos garantizados por la Constitución tienen el mismo tratamiento ni el mismo mecanismo de protección.


Dicho lo anterior, la norma propuesta por el profesor Avilés plantea consagrar constitucionalmente el deber del Estado de resguardar el derecho de los consumidores. Éste pasará a ser un deber que el Estado tiene que asumir activamente en todo. 


Lo fundamental es que esta consagración constitucional permitirá pasar de un Estado indiferente en materia de protección de los derechos de los consumidores a un Estado proactivo en relación a la materia. Lo anterior importa que la ciudadanía podrá exigir tal pro actividad. Así, en todas las normas que se dicten, medidas que se adopten y se apliquen, políticas públicas y proyectos de ley, entre otros, esta garantía tendrá que estar resguardada porque será un deber del Estado velar por dicha protección.


Indicó que consultó la opinión de varios constitucionalistas y todos estimaron que la incorporación de una norma de este carácter constituye un cambio sustancial respecto del rol del Estado en esta materia.  


En cuanto si esto dará origen al recurso de protección, agregó que, de ser así, se generaría una expectativa inconmensurable. Carece de sustento permitir el recurso de protección para cada violación particular de los derechos del consumidor. 


Por las consideraciones anteriores, esta propuesta delimita el resguardo de esta nueva garantía al amparo económico, cuando proceda, así como a aquéllas que el legislador quiera establecer a futuro. 


Finalizó señalando que la proposición en análisis resuelve bien la materia en debate porque, además, formula una modificación en el artículo 20, en términos de excluir esta nueva garantía del recurso de protección. 


En cuanto a la pregunta sobre en qué ayuda esta modificación, o de qué sirve, el Honorable Senador señor Espina destacó los siguientes dos puntos: 

-Establecer una obligación y un deber del Estado que en todas sus políticas públicas cumpla con lo aquí consagrado. El Estado cumplirá tal obligación a través de la ley.

-No generar una falsa expectativa. Por ello, no lo hace susceptible de recurso de protección. Sobre este punto hizo presente que el criterio de la Corte Suprema es rechazar los recursos de protección respecto de situaciones que no sean extraordinariamente graves.


El Honorable Senador añadió que esta es la redacción que  aparece como la más adecuada para cumplir con la doble finalidad antes señalada. 


Será la primera vez que Chile tendrá una protección de esta naturaleza respecto de los derechos del consumidor, la que, por cierto, ya existe en muchos otros países del mundo.

________


--En votación, la Comisión acordó aprobar el proyecto en particular, por la unanimidad de los miembros presentes,  Honorables Senadores señora Pérez y señores Tuma y Pizarro. (Unanimidad 3x0)

--Luego, por la misma votación unánime, adoptó los siguientes acuerdos:


1.- De conformidad a lo establecido en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, proponer al Senado discutir el proyecto en general y particular a la vez.


2.- Proponer fusionar esta iniciativa con el proyecto de reforma constitucional iniciado en moción de los Honorables Senadores señora Allende y señores Araya, De Urresti, Larraín y Montes que incorpora en el numeral 21° del artículo 19 de la Constitución Política de la República el deber del Estado de proteger y garantizar el ejercicio de los derechos de los consumidores y el principio pro consumidor, contenido en el boletín N° 9.463-03.

_________

TEXTO DEL PROYECTO


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Economía tiene el honor de proponeros la aprobación del siguiente: 

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Constitución Política de la República: 


1.- Incorpórase en el numeral 21 del artículo 19, un inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero, del siguiente tenor: 


“Es deber del Estado resguardar los derechos de los consumidores que indique la ley. Dicha ley deberá promover la educación de los consumidores para un consumo responsable y la elección libre e informada de los bienes y servicios, así como facilitar el acceso a procedimientos eficaces para el ejercicio de los derechos que en ella se consagren.”. 


2.- Incorpórase en el artículo 20, a continuación de la expresión “21°, seguida de una coma, la expresión “con excepción de lo dispuesto en el inciso segundo,”.”.

_______________

Acordado en sesiones celebradas los días 23 de julio, 4 de agosto, 29 de septiembre y 1 de octubre de 2014, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Jorge Pizarro Soto (Presidente), señora Lily Pérez San Martín y señores Alejandro Navarro Brain, Jaime Orpis Bouchon y Eugenio Tuma Zedán.
Valparaíso, a 7 de octubre de 2014.

(Fdo.): Pedro Fadic Ruiz, Abogado Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL, EN PRIMER TRÁMITE, QUE INCORPORA EN EL NUMERAL 21° DEL ARTÍCULO 19 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPÚBLICA EL DEBER DEL ESTADO DE PROTEGER Y GARANTIZAR EL EJERCICIO DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES Y EL PRINCIPIO PRO CONSUMIDOR

(9.463-03)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de informar respecto del proyecto de reforma constitucional de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en moción de los Honorables Senadores señora Allende y señores Araya, De Urresti, Larraín y Montes que incorpora en el numeral 21° del artículo 19 de la Constitución Política de la República el deber del Estado de proteger y garantizar el ejercicio de los derechos de los consumidores y el principio pro consumidor. 

______________

Se dio cuenta del proyecto en la Sala en sesión de 22 de julio del año en curso, oportunidad en la cual el Senado dispuso que el proyecto fuese conocido por la Comisión de Economía. 
______________

Cabe hacer presente que durante la discusión de este proyecto la Comisión tuvo a la vista el proyecto de reforma constitucional sobre protección de los derechos de los consumidores, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Espina, García, Tuma y Zaldívar y del ex Senador señor Chadwick, boletín N° 7.563-07, y que ambos proyectos fueron considerados conjuntamente.

Asimismo, es del caso destacar que la Comisión acordó proponer a la Sala fusionar ambas iniciativas.

______________

A una o más sesiones en que la Comisión estudió el proyecto asistieron especialmente invitados las siguientes personas:

Los abogados y profesores de derecho constitucional, señores Víctor Manuel Avilés y Gastón Gómez.


El abogado y profesor de derecho económico, señor Richard Tepper.


El abogado de la Unidad de Asesoría Técnica Parlamentaria de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor James Wilkins.


También estuvieron presentes en una o más sesiones en las siguientes personas:


Del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo: los Asesores del Ministro, señores Adrián Fuentes, Nader Mufdi y Pablo Valladares; y la Asesora del SERNAC, señora Constanza Ibarra.


De la Secretaría General de la Presidencia, el Asesor, señores Octavio del Favero y Giovanni Semería. 


Los Asesores, señores Leonardo Contreras, Martín Covacevich (Honorable Senador señor Espina) y Gonzalo Quiroz (Honorable Senadora señora Lily Pérez). 


Del Centro Democracia y Comunidad, los Asesores señora Constanza Torres y señor Cristián Mundaca. 


De la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras, ABIF, el señor Hugo Bello.

_____________
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


En conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 de la Carta Fundamental, el artículo único de este proyecto de reforma constitucional debe ser aprobado por las dos terceras partes de los Senadores en ejercicio, por tratarse de una reforma al Capítulo III de la Constitución Política de la República, “De Los Derechos y Deberes Constitucionales”.

OBJETIVOS DEL PROYECTO


La iniciativa en estudio tiene por objeto consagrar el principio pro consumidor a nivel constitucional, y elevar al mismo rango la protección de los derechos de los consumidores, garantizando su ejercicio y reconocimiento, obligando al estado y sus instituciones a hacer efectiva su protección, desarrollo y fomento.
ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

A. ANTECEDENTES JURÍDICOS

1. – La Constitución Política de la República, en particular el numeral 21, del artículo 19.

2. - Ley N°19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores.

B. ANTECEDENTES DE HECHO

La Moción que dio origen a la tramitación de este proyecto menciona los siguientes fundamentos, que justifican la propuesta:
1) Actualmente en nuestra Constitución no existe un principio que garantice la plena eficacia de los derechos de los consumidores, a través del reconocimiento de la preeminencia que debe poseer y ostentar la protección de la salud, el deber de educación y la seguridad en el consumo de bienes o servicios.

2) Que diversas Constituciones en el mundo, ya sea la Española o la Portuguesa, y en algunos países Latinoamericanos ya se ha incluido y establecido la protección de los derechos del consumidor en rango constitucional, a saber:

a) En el art. 170 de la Constitución de Brasil se dispone que "el orden económico, fundado en la valoración del trabajo humano y en la libre iniciativa, tiene por fin asegurar a todos una existencia digna, de acuerdo con los dictados de la Justicia Social, observando los siguientes principios: I. soberanía nacional; II. propiedad privada; III. función social de la propiedad; IV. libre concurrencia; V. defensa del consumidor; VI. defensa del medio ambiente".

b) En la Constitución Argentina de 1994, se estableció en el capítulo segundo de la primera parte de la Constitución, en su artículo 42, en su parte sobre el derecho que tienen "los consumidores y usuarios de bienes y servicios, en la relación de consumo, a la protección de su salud, seguridad e intereses económicos; a una información adecuada y veraz; a la libertad de elección y a condiciones de trato equitativo y digno". En desarrollo de las facultades de intervención del Estado, la Constitución Política dispuso que "las autoridades proveerán a la protección de esos derechos, a la educación para el consumo, a la defensa de la competencia contra toda forma de distorsión de los mercados, al control de los monopolios naturales y legales, al de la calidad y eficiencia de los servicios públicos, y a la constitución de asociaciones de consumidores y de usuarios".

c) En el caso de Colombia, El art. 334 de su Constitución Política, consagra la intervención del Estado, en la producción, distribución, utilización y consumo de los bienes, y en los servicios públicos y privados, para racionalizar la economía con el fin de conseguir el mejoramiento de la calidad de vida de sus habitantes. Sin embargo, para hacerla aplicable al consumo se debe concordar con el art. 78 de la Constitución Política, que establece la protección del consumidor como un derecho colectivo, según el cual será la ley la que regulará el control de calidad de bienes y servicios ofrecidos y prestados a la comunidad, así como la información que debe suministrarse al público en su comercialización.

3) Que, desde la perspectiva del fomento y desarrollo de las Asociaciones de Consumidores, debemos tener presente que es deber del Estado proteger y fomentar los grupos intermedios, en tal sentido, el inciso tercero del art. 1° de la Constitución, previene que: "El Estado reconoce y ampara a los grupos intermedios a través de los cuales se organiza y estructura la sociedad y les garantiza la adecuada autonomía para cumplir sus propios fines específicos"
Considerando además, el enorme aporte que han significado estas asociaciones en la protección de los derechos de los consumidores, es que se hace necesario su reconocimiento a nivel constitucional.

4) Dado el Principio de Supremacía Constitucional, y la necesidad de establecer la protección de los derechos de los consumidores y el Principio Pro Consumidor en rango constitucional.

Idea Matriz:

Consagrar el Principio Pro Consumidor a nivel Constitucional, y elevar al mismo rango la protección de los derechos de los consumidores, garantizando su ejercicio y reconocimiento, obligando al estado y sus instituciones a hacer efectiva su protección, desarrollo y fomento.

Por lo anteriormente expuesto, vengo en proponer y presentar a ustedes, el siguiente:

PROYECTO DE LEY

"Artículo Único: agréguese en un nuevo inciso segundo, un nuevo inciso tercero y un nuevo inciso cuarto en el numeral 21° del artículo 19° de la Constitución Política de la República, quedando el actual inciso segundo, como inciso quinto; en los siguientes términos:

Establézcase el principio pro consumidor, como principio rector de la legislación nacional, estableciéndose que en la hermenéutica legal o contractual de los diferentes actos o convenciones que se suscriban o se verifiquen por consumidores, ya sea en el análisis de normas o cláusulas que merezcan dudas o problemas en su interpretación, siempre primará la que establezca la condición más benigna para el consumidor.

Establézcase además, que es deber del Estado y sus instituciones proteger y garantizar el ejercicio de los derechos de los consumidores, ya sea en forma individual o colectiva, fomentando la educación, la salud y la seguridad en el consumo de bienes o servicios, así como el reconocimiento y fortalecimiento de las asociaciones de consumidores que se creen para tales efectos.".
__________________
DISCUSIÓN EN GENERAL

La Comisión inició la discusión general en sesión de 4 de agosto del año en curso, invitando a los abogados y profesores de derecho constitucional señores Víctor Manuel Avilés y Gastón Gómez.
SEÑOR VÍCTOR MANUEL AVILÉS.
Expuso sobre las ideas generales del proyecto en el contexto social, constitucional y jurídico. 

En primer término, explicó el contexto sociológico de estos proyectos. Al respecto señaló que actualmente hay una ciudanía que demanda mayores derechos y existe cierto rechazo a asumir deberes y responsabilidades. Hoy se demanda un rol más activo del Estado en la protección de derechos. Existe en general un debilitamiento del aprecio ciudadano al Congreso Nacional y a la ley, en cuanto herramienta de regulación de su vida diaria.
Desde el punto de vista constitucional apreciamos que existe un amplio desconocimiento de la Constitución, en parte porque los problemas que regula la Constitución están lejos de las situaciones del día a día de los ciudadanos; un alto desapego, y crítica, en general, al marco constitucional vigente, y un movimiento en la ciudadanía bastante mayoritario por cambios constitucionales, especialmente lo que tiene que ver con el reconocimiento de más y nuevos derechos.

Además existe una discusión sobre cuál es entorno en el cual debe darse este proyecto de reforma constitucional tendiente a establecer más derechos. 
Etapas de aproximación del derecho a la economía.
Desde el punto de vista jurídico hay grandes momentos de la relación entre el derecho y el mundo de la economía y el de los consumidores en específico. 

1.- Etapa Liberal.

No se percibe un interés colectivo, sino que simplemente hay un interés individual. En consecuencia, la misión del derecho, del deber ser, es simplemente permitir que las cosas se mantengan como naturalmente están dadas por los derechos individuales. Por lo tanto, en esta época se consagran derechos especialmente individuales como son los derechos de primera generación: propiedad, igualdad y bienestar.
Derecho (deber ser) y economía (ser), se consideran ámbitos separados y, por ello, el derecho no interviene mayormente en la economía.

La labor del Estado y del Juez es evitar simplemente que se altere el orden natural. Y sancionar cuando ha sido alterado por algún particular.

En este contexto jurídico, que se da principalmente hasta el Siglo XlX, no existe la consagración expresa de los derechos de los consumidores como tal. Sin embargo, ya se reconocen incipientemente en la legislación y en las Constituciones algunos derechos que tienen un alcance en los consumidores. Por ejemplo, nuestro Código Civil reconoce circunstancias que afectan la validez de la celebración de un contrato cuando ha existido error, fuerza o dolo. Prohíbe la condonación del dolo futuro, lo que podría encontrarse en algunos contratos de adhesión muy propios de las situaciones de consumo masivo. En suma, detecta problemas de consumo, sin identificar al consumidor como un sujeto de derecho propiamente tal. Lo anterior era debido a que no existía el derecho económico como una rama autónoma, sino que sólo eran reconocidos el derecho civil y el comercial.

Mayormente, se regulan vicios del consentimiento y derechos patrimoniales, con excepciones, como el caso de la abolición de los mayorazgos y fideicomisos sucesivos, así como el principio de la libre circulación de los bienes.

Hay regulación pro consumidor dispersa: Vicios consentimiento; responsabilidad contractual; vicios redhibitorios; criterio de interpretación de contratos contra redactor; prohibición de la condonación del dolo futuro.
2 a.- Mixto estatista (Keynes, gran parte del S. XX)
Se asume el interés económico individual como mayormente contrapuesto al colectivo.
Surge el derecho como una herramienta reglamentaria y regulatoria. El derecho y su contenido de normas propias del deber ser, debe forzar y encuadrar la economía, que es propio del mundo ontológico o del ser.
Se consagran derechos económicos y sociales o de segunda generación (Constitución de Weimar y de México) y derechos individuales irrenunciables, como, por ejemplo, los derechos laborales. La labor del legislador es activa. 
En este entorno tampoco se aprecia un gran desarrollo del derecho del consumidor. Nace el derecho económico como expresión próxima al derecho administrativo y surgen las regulaciones específicas y legales de los mercados, de la producción y la comercialización, más que el derecho de los consumidores, como normas que permiten al Estado regular.  Las regulaciones dictadas en su ejercicio, limitan la autonomía de la voluntad.

2 b.- Mixto libertario.
El Estado percibe la existencia de un interés individual y de un interés colectivo y deja de mantenerse en el campo de mero observador de este orden natural de libertades e igualdades y entiende que tiene una misión que lograr, cual es que las libertades e igualdades que están consagradas teóricamente sean a su vez plasmadas en la realidad.
3.- Etapa contemporánea.

Existe el interés colectivo y el individual, de manera no contrapuesta. El interés colectivo busca asegurar y expandir el goce efectivo de los derechos y libertades individuales. Igualmente, el derecho (deber ser) debe encuadrar la economía (ser). 
Surge el debate de los derechos colectivos, de los pueblos y los de tercera generación. 
El derecho económico se aleja del administrativo (salvo lo regulatorio) y se aproxima al derecho comercial y al derecho constitucional. El Estado busca que más personas puedan ejercer su libertad y sus derechos en igualdad de condiciones. Surge el derecho del consumidor. En una etapa posterior se constitucionaliza, como ha ocurrido en la Comunidad Europea, España y Latinoamérica.
¿Cuál ha sido la experiencia comparada en materia de reconocimiento constitucional de los derechos de los consumidores?

Europa.

Existe toda una tradición que viene de la Comunidad Europea, en cuanto a:

a.- La promoción y protección por parte de los Estados.

b.- El reconociendo de la necesidad de fomentar la asociación entre consumidores en la  agencia de sus intereses.

Latinoamérica y España.

La consagración constitucional de los derechos de los consumidores difiere de país en país.
En el caso de México, por ejemplo, se consagra en conjunto con las facultades que se le entregan al Estado para regular la economía y la circulación de bienes y servicios. Es decir, un encargo, bajo reserva de ley, de regular ampliamente el sector real de los bienes “necesarios para la economía nacional o en consumo popular” (Art. 29). Se encarga a la ley proteger al consumidor y propiciar la organización de ellos.

En el caso de Ecuador. Se consagra extensiva y detalladamente (Art. 92). Encarga a la ley crear mecanismos de control de calidad y procedimientos de defensa del consumidor. Constitucionaliza la responsabilidad civil y penal de los productores por la no prestación conforme la publicidad y descripción de la “etiqueta”. El Estado auspicia la creación de asociaciones y consagra la responsabilidad del Estado como prestador de servicios públicos

En el caso de Argentina. Se consagra en conjunto con las normas sobre protección de la libre y limpia competencia, así como la calidad de los servicios públicos (Art. 42). Consumidores y usuarios “en la relación de consumo”; protección de la salud, seguridad e intereses; información veraz, libre elección; trato equitativo y digno. Las autoridades deben fomentar estos derechos y las asociaciones, y la ley debe proveer mecanismos y procedimientos eficaces de solución de controversias.

En el caso de España. Regula esta materia dentro del Capítulo III, sobre “principios rectores de la política social y económica”. Encarga la protección a los poderes públicos, a través de procedimientos eficaces. Asimismo la Constitución de España le da contenido al derecho en los casos de seguridad, salud, información, educación y asociatividad.
Resalta dos particularidades propias del derecho constitucional del derecho del consumidor en España:

1.- Está reconocido como principio general rector de la economía y de la política. En consecuencia, señala expresamente que los particulares podrán invocar este derecho al consumidor sólo en aquellos casos que la ley lo haya reconocido y regulado. Así, el artículo 51 establece estos derechos de los consumidores y el artículo 53.3 señala que estos derechos podrán ser invocados por los particulares “según la ley”, en la medida que hayan sido regulados por el legislador.

Al efecto, encarga a la ley regular el comercio interior y el régimen de autorización de productos.

2.- El principio pro consumidor se desarrolló, principalmente, a la luz de la ley. Es decir, tuvo un desarrollo legal (principio pro consumidor en normas y contratos). Así, es la ley la herramienta que permite a las personas invocar estos derechos. Y en consecuencia es la ley la que ha establecido este principio pro consumidor.

¿Qué es el principio pro consumidor? 

Es el principio que indica que el juez ante cualquier alternativa o interpretación de una norma legal o ante cualquier alternativa de interpretación de un contrato de adhesión en una relación de consumo, tiene que privilegiar aquella alternativa razonable que sea a favor del consumidor.

Es decir, cualquier error o ambigüedad en la redacción de una ley o de un contrato siempre va a pesar en contra del que ha de estar en una situación de predominio.

Contenidos en las distintas consagraciones constitucionales del derecho del consumidor.

A continuación, el profesor Avilés resumió los contenidos que ha detectado en las distintas consagraciones constitucionales del derecho del consumidor.

1.- Encargo al legislador o a los poderes públicos de promover y proteger los derechos del consumidor.
2.- Algún grado de definición de los derechos o su contenido, como seguridad, salud, información, educación, no discriminación, pronta reparación en caso de daño, trato digno, etcétera.
3.- Como garantía de estos derechos, se encarga la promoción y protección de las asociaciones y la creación de mecanismos expeditos de reparación.
4.- Asimismo, en algunos casos, se consagra junto a las bases de la libre competencia y de la regulación del sector real, en cuanto a la libre circulación de bienes y servicios.
5.- En algunos casos se indica como sujeto pasivo no solo a los particulares que están en una situación de preeminencia en la relación de consumo, sino que también al Estado en su calidad de proveedor de bienes y servicios.

¿Cuáles son los problemas y desafíos de este tipo de regulaciones?

1.- Lo primero, es la definición del sujeto titular de estas garantías. En otras palabras, ¿Estamos estableciendo un derecho a favor de un ente colectivo “consumidor”, o estamos estableciendo derechos a la persona individual en situación de consumo? 
2.- La definición del sujeto pasivo de las normas que consagran los derechos de los consumidores a nivel constitucional. ¿Solamente el Estado, en cuanto se le encarga promover la vigencia y protección de estos derechos, o también los particulares que están en situación de preeminencia en la relación de consumo, básicamente los proveedores de bienes y servicios?
3.- La definición de la relación de consumo.

4.- La relación de estas garantías con los demás derechos y garantías constitucionales. ¿Son una garantía de ellos y no pueden ir contra ellos? Mencionó el caso del Convenio OIT 169, según el cual el límite son los derechos fundamentales. 

En su parecer, la consagración del derecho del consumidor en la Constitución no es la consagración de un derecho a un ente colectivo, sino que es la consagración de los derechos de personas individuales en una situación de consumo.

En consecuencia, no se presenta esta dificultad sino que simplemente estamos frente a una categoría especial de derechos individuales.
5.- ¿Qué nivel de garantía? En el caso actual la incorporación artículo 19, sin modificar el artículo 20, podría cargar también la posibilidad de acción de protección. 

6.- ¿Cuál es la ubicación más adecuada para consagrar estos derechos al interior de la Constitución? 
Las propuestas que estamos viendo lo consagran en el 19, número 21, que contiene las ideas centrales del orden público económico. Sin embargo, las redacciones tienen características especiales porque tienen de sujeto pasivo principalmente al Estado.

¿Cuáles son las ideas para una consagración a nivel Constitucional?

1.- La primera, y quizás la más relevante, es considerar algún grado de flexibilidad. La Constitución puede establecer el contenido mínimo de los derechos a los consumidores, pero debe a la vez permitir que el legislador complemente esta legislación, de manera tal que la legislación no quede fosilizada en la Constitución, y se pueda hacer cargo de las relaciones de consumo.
2.- Tomando nota de la existencia en las relaciones de consumo de una situación de desequilibrio entre el prestador del servicio y la persona que accede a los mismos, es conveniente encargar al Estado la promoción de los derechos de los consumidores.
3.- Es posible reconocer la consagración previa de derechos y darle un contenido específico, como los referidos a la salud; a la propiedad, a la no discriminación; a la información, etcétera.
4.- Sembrar alguna base de la idea de irrenunciabilidad general y previa, en un marco similar al del derecho laboral, en el sentido de consagrar normas con un mínimo irrenunciable.
5.- También debiera pensarse si es bueno incluir a nivel constitucional al Estado como sujeto pasivo de este derecho. Es decir, que se puedan hacer valer estos derechos no solamente frente a particulares en una relación de preeminencia, sino que, también, en el caso que el Estado y provea bienes y servicios.
6.- Encargar al legislador la creación de mecanismos eficaces de protección.

7.- Junto con fomentar la asociación de consumidores, establecer el derecho y también el deber del consumidor de informarse. A la vez reconocer que existe un deber de los consumidores, una vez entregada la información, de formarse una opinión antes de consumir.

Análisis general de los proyectos.

En primer término, el profesor Avilés señaló que existe un piso importante respecto de la materia que abordan ambos proyectos de reforma constitucional, y, en consecuencia, el debate que abren no es una discusión artificial sobre la materia, desde la perspectiva del momento social actual, constitucional o jurídico, y forma parte de la evolución natural de nuestra Constitución. 

a.- Respecto del proyecto de los Honorables Senadores señores Espina, García, Tuma y Zaldívar y ex Senador señor Chadwick.
-Estima adecuado el grado de extensión y desarrollo. Es equilibrado con la actual Constitución, que no es minimalista, pero que tampoco desarrolla tan extensamente los derechos, salvo excepciones, como la propiedad minera (Artículo 19 N° 24).
-Establece claramente el deber del Estado de fomentar la protección de los derechos del consumidor.

Pero también planteó algunas dudas sobre el proyecto, como las siguientes:
1.- ¿Es adecuada la ubicación, considerando que primeramente el sujeto pasivo es el Estado, en cuanto su contenido es una orden al Estado de fomentar la protección de estos derechos?

2.- ¿Consagra los derechos del consumidor o sólo encarga al Estado su fomento?

3.- ¿Hay diferencia entre derechos del consumidor y el derecho a la libre elección?

4.- ¿La reparación depende de la ley?

5.- ¿Se reconoce la asimetría de las posiciones de los actores?

Sugiere encargar al legislador la definición de los derechos del consumidor y, entre ellos, los que se indican y los demás que contempla la Constitución.

b.- Respecto del proyecto de los Honorables Senadores señora Allende y señores Araya, De Urresti, Larraín y Montes.

1.- Pareciera tener un desarrollo de detalle superior al propiamente constitucional. Reitera que, en el caso de España, el desarrollo del principio “pro consumidor” se ha dado a nivel legal y contractual. No le parece necesario consagrar este principio a nivel Constitucional.

2.- Rescata el inciso segundo, en cuanto a que aporta al otro proyecto la protección a derechos como son la salud y la seguridad, además del fomento a las asociaciones, como propia de la protección que el Estado debe dar a los consumidores.

Conclusiones y propuesta.

Ambos proyectos contienen propuestas bastantes complementarias, que podrían ser recogidas en una sola propuesta unificada. Así, introduciendo algunos cambios, ésta debe dejar claramente establecido que el proyecto consagra derechos constitucionales y no solamente encarga al Estado el fomento de determinadas normas, y que, a su vez, se haga cargo de la necesidad de fomentar las asociaciones; y de la seguridad, y salud de los consumidores, como elementos propios de esta consagración constitucional.
En tal entendido formuló una propuesta mixta, del siguiente tenor:

“La Constitución reconoce y ampara los derechos de las personas en su calidad de consumidores y usuarios. Dichos derechos se podrán hacer valer frente a los particulares y al Estado, en tanto prestador de servicios públicos, en la forma que indique la ley. Será deber del Estado promover los derechos de los consumidores reconocidos en esta Constitución y los demás que señale la ley, los que podrán declararse por ella como irrenunciables. Serán derechos de los consumidores, además de los que reconozca como tales la ley, la libre elección de los bienes y servicios, la protección de la salud y la seguridad, el acceso a una información suficiente y veraz así como el derecho a no ser discriminado arbitrariamente y a obtener una reparación integral y oportuna en caso de sufrir daños. El Estado promoverá las asociaciones de consumidores para el fomento y defensa de estos derechos. Las personas tendrán el deber de educarse para el consumo en base a la información que, responsablemente, entreguen los proveedores.”.
_______________


PROFESOR GASTÓN GÓMEZ.


En primer lugar señaló que la exposición del profesor Avilés le ahorra la necesidad de abordar materias constitucionales y legales de larga data sobre el tema en cuestión. Así, su exposición entrará directamente al análisis de ambos proyectos. 


Sin perjuicio de lo indicado, le pareció necesario formular una pregunta previa, especialmente en momentos en que está muy en boga el tema de las reformas constitucionales. Si vamos a incorporar unas normas como las propuestas en los proyectos, cabe preguntarse qué es lo que debe estar en una Carta Fundamental y qué no.


En esta línea hizo presente que la protección de los derechos del consumidor y, en general, la institucionalidad que brota de la legislación, no necesariamente debe estar toda consagrada constitucionalmente.


Más allá de las cuestiones ideológicas que nos parezcan, el asunto apunta a qué es lo que técnicamente hablando debe estar consagrado en una Constitución. 


Existen al menos dos tradiciones constitucionales: 


-La primera, que definió como más antigua, y que corresponde a la europea; la norteamericana y la japonesa, presupone que la Constitución es un pacto fundamental entre la ciudadanía que genera un orden político y que establece un conjunto de derechos fundamentales que actúan, a su vez, como límites de la actuación del Estado. Según esta tradición, sólo algunas contadas materias deben estar en la Constitución, porque al elevar a rango constitucional una determinada materia o asuntos abordados, tiende a rigidizar y a omitir o a impedir el funcionamiento de la democracia, porque normalmente se requiere de quórums muy altos para la aprobación de modificaciones o de las legislaciones que de ella se derivan.


Citó como ejemplo, que la Constitución alemana tiene 115 artículos, la española, 164; la italiana, 138; la rusa, 137; la estadounidense, 7 más las enmiendas constitucionales.


La idea que subyace en estas constituciones y sus respectivas tradiciones constitucionales, es que el resto de las materias no deben ser resueltas por la Constitución sino que democráticamente, en el libre juego de las mayorías. 


Sobre la base de lo anteriormente señalado, la configuración de los derechos del consumidor y la institucionalidad en torno a ellos es típicamente un asunto que corresponde al campo de las mayorías políticas.


Hizo notar que el citado artículo 64 de la Constitución de España, sobre los derechos del consumidor, se encuentra dentro un Capítulo que no establece derechos, sino que principios rectores de la actividad económica.


-La segunda tradición constitucional, encabezada por Brasil, en América Latina, cuya Carta Fundamental tiene 245 artículos, siendo cada uno de éstos de gran extensión. Junto con la constitución de la India, la brasilera debe ser una de las más voluminosas del mundo. También destacó otras constituciones de esta tradición, como la de Ecuador, con 440 artículos; la de Venezuela, con 350 artículos; la de Bolivia, con 235 artículos. 


Lo anteriormente expuesto respecto de las tradiciones constitucionales es el fundamento para preguntarse con rigor sobre qué debe estar consagrado con rango constitucional y qué no debe tener tal carácter. Todas las expresiones ideológicas, así como los deseos, anhelos y proposiciones que existen en el libre juego democrático, podrían aspirar genuinamente a formar parte de la Constitución. Pero, en tal caso, se introducirían serías limitaciones al señalado libre juego democrático.


En tal contexto, los proyectos de reforma constitucional actualmente analizados por la Comisión de Economía se introducen en el artículo 19 N° 21 de la Constitución Política de la República, esto es, dentro del Capítulo III sobre los Deberes y Derechos Constitucionales, el cual requiere para su modificación un quórum altísimo, de dos tercios de los senadores y diputados en ejercicio, de acuerdo a lo establecido en la Constitución. Es decir, es introducir una decisión muy importante para el país, porque genera enormes consecuencias institucionales.


En lo referido al contenido de una Carta Fundamental, y teniendo en cuenta las dos tradiciones constitucionales antes señaladas, existen dos grandes criterios de selección respecto a lo que debe consagrarse a nivel constitucional, que son los siguientes:


-Un primer criterio según el cual el contenido de la Constitución deben ser los derechos fundamentales. En el caso chileno, consagrados en el artículo 19, amparado en la oración “la Constitución asegura a todas las personas”. Este criterio es una expresión de una vieja tradición constitucional de asignar o relacionar los derechos, con una profunda raíz, con valores y principios trascendentes como la dignidad, la libertad y la igualdad humanas. Tal tradición se vincula con una cierta universalidad, en el sentido de constituir derechos que universalmente reconocemos a todas las personas. 


Dentro de este primer criterio, no encajan bien los derechos del consumidor. Por este motivo, al revisar la Constitución de España, así como un gran número de constituciones europeas, por ejemplo, se advierte que los derechos del consumidor no están ubicados derechamente como derechos fundamentales. Eso es así porque técnicamente hay una diferencia importante entre consagrar normas objetivas de valor y consagrar derechos fundamentales. La diferencia es evidente, porque las primeras son normas que imponen al Estado una determinada prosecución y objetivos (el Estado fomentará; el Estado debe perseguir); en cambio las segundas consagran un derecho fundamental. 


Resumiendo, y en términos generales, la selección está dada en que los derechos que han de consagrarse en la Constitución son aquellos que universal y generalmente se han de reconocer a todos los ciudadanos, sin distinción de especie alguna y sin ningún tipo de categorización.


Otra cuestión es la siguiente, ¿Qué es lo que constitucionalmente estamos agregando al ubicar un principio o un derecho dentro de  las Constitución siendo que ya está consagrado en la ley? En otras palabras, donde trazaremos la línea para distinguir el nivel constitucional del legal.


Teniendo presente lo anteriormente expuesto, resulta evidente que las instituciones vinculadas al derecho del consumidor en nuestro país poseen un enorme desarrollo y se han fortalecido en forma permanente. Así, su consagración constitucional no parece agregar nada sustancial a lo que ya se ha hecho en materia legal.


Agregó que tiende a ser escéptico y que toma distancia de este tipo de normas objetivas de valor, porque, además de lo ya señalado, en los proyectos que nos convocan advertimos que los dos proyectos, pero particularmente el de los Honorables Senadores señora Allende y señores Araya, De Urresti, Larraín y Montes, no clarifican con precisión suficiente si se refieren a obligaciones puramente del Estado o también a los derechos del consumidor como derechos constitucionales. Este punto es fundamental, toda vez que al consagrar las normas en el artículo 19 N° 21 de la Constitución, lo que se está haciendo es consagrar prima facie el carácter de derechos autoejecutables a través del recurso de protección, así como, también, a través del amparo económico. Si bien esta última acción está relativamente en desuso por la jurisprudencia de la Corte Suprema, igualmente estaría vigente y disponible para estos casos.


Destacó que los dos proyectos de reforma constitucional proponen normas objetivas de valor interesantes y valiosas; y que ambos también proponen incorporar normas en el artículo 19 N° 21. Pero así como tienen semejanzas, también tienen diferencias y matices entre ellos.


Llamó la atención sobre las implicancias constitucionales que tiene el inciso primero del proyecto de los Honorables Senadores señora Allende y señores Araya, De Urresti, Larraín y Montes, que estable lo siguiente:


“Establézcase el principio pro consumidor, como principio rector de la legislación nacional, estableciéndose que en la hermenéutica legal o contractual de los diferentes actos o convenciones que se suscriban o se verifiquen por consumidores, ya sea en el análisis de normas o cláusulas que merezcan dudas o problemas en su interpretación, siempre primará la que establezca la condición más benigna para el consumidor.”.


Al respecto, el señor Gómez hizo presente que tal norma le parece adecuada si estuviera en el ámbito legal, pero en el ámbito constitucional la misma  introduce consideraciones que resulta importante subrayar:


- En primer lugar, la norma contenida en el inciso primero anteriormente transcrito, importa constitucionalizar el principio pro consumidor cada vez que haya un análisis de norma; dudas o problemas de interpretación. 


Sin embargo, la tradición constitucional chilena considera que la genuina apreciación e interpretación de los textos de los contractos o de los actos jurídicos cae dentro de la función jurisdiccional.  Tal tarea ha sido definida por el Tribunal Constitucional, en consonancia con el Tribunal Constitucional de España, como la función de solucionar los casos o conflictos que se susciten conforme a un procedimiento y por medio de sentencia que posea autoridad de cosa juzgada. A mayor abundamiento, hizo presente que en el caso español, los jueces no son libres para resolver los casos sino que han de hacerlo conforme al sistema de fuentes, tanto constitucionales como legales que el propio sistema establece.


Así, en este orden de ideas, dentro del campo de la función jurisdiccional está la autonomía del juez para interpretar y para resolver sobre las dudas que se susciten en materia contractual. Por tal motivo, constitucionalizarlo implica necesariamente pasar por alto tal autonomía propia de la función jurisdiccional, la que tradicionalmente han poseído los jueces dentro de nuestro derecho. No hay que olvidar que la norma señala que “siempre primará la que establezca la condición más benigna para el consumidor.”. Esto último presupone pasar por alto los derechos desde el punto de vista constitucional que también poseen otros actores dentro del mismo sistema.


En su parecer, tal norma introduce un cambio en la historia constitucional del país en cuanto a cómo se ha entendido la jurisdicción. Cambio, por lo demás, de enormes implicancias.


Básicamente, entendemos que un estado de derecho presupone que la Constitución define las pautas; el legislador hace la ley, y los jueces, con autonomía e imparcialidad, resuelven los casos que conocen.


- En segundo término, y en relación a la segunda parte de la norma objetiva de valor indicó que ambos proyectos de reforma constitucional contienen proposiciones relativamente semejantes. 


El énfasis del proyecto de los Honorables Senadores señores Espina, y del ex Senador señor Chadwick, García, Tuma y Zaldívar es más comprensivo en torno a la protección de los derechos del consumidor; la libre elección de los bienes; información suficiente; la no discriminación y a la reparación de los daños, todo ello en conformidad a la ley. Resaltó que tales objetivos cubren la totalidad del espectro de lo que persigue proteger y, en ese sentido, es completa.


Sin embargo, el segundo proyecto, de los Honorables Senadores señora Allende y señores De Urresti, Larraín, Araya y Montes presupone una intensidad bastante más fuerte en el rol del Estado al prescribir que el deber del Estado no solo ha de consistir en fomentar, como dice el otro proyecto, sino que también en proteger y garantizar el ejercicio de los derechos de los consumidores. 


Ello abre una situación compleja entre el recurso de protección y los tribunales competentes en materia de derecho de los consumidores. Es así porque existirían dos tipos de jurisdicciones que podrían conocer las cuestiones relativas a los derechos del consumidor. Esto introduce una cierta inestabilidad y discusión sobre el particular que le parece nociva. En la actualidad, el sistema de protección y de garantía que ofrece la ley del consumidor parece ser más fuerte y menos complejo que atribuirlo al recurso de protección.

_______________


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Pizarro, agradeció a los profesores por sus intervenciones y ofreció el uso de la palabra.


El Honorable Senador señor Tuma agradeció las brillantes exposiciones de los profesores Avilés y Gómez, y destacó la experiencia y especialidad de ambos constitucionalistas. Asimismo, valoró la orientación que realizan, condición fundamental para la aprobación de un buen proyecto, que, por sobre todo, cumpla con los objetivos buscados, que es garantizar de mejor manera los derechos de los consumidores.


En tal sentido, la tipificación que contempla el proyecto del cual es autor, junto con otros señores parlamentarios, está dada en función del carácter específico de quien cumple la condición previa de ser precisamente un consumidor. En otras palabras, no responde al hecho de ser persona sino por la condición particular de ser consumidor.


Hizo notar que la limitación que impone la Constitución a las mociones de parlamentarios le impide garantizar de una mejor manera los derechos de los consumidores, porque hubiese querido que el proyecto de reforma constitucional no sólo estableciera que el deber del Estado de garantizar los derechos de los consumidores, sino que se creara un defensor de los derechos de los consumidores. 


En su parecer, si no se logra articular un mecanismo que garantice los derechos consagrados por la Constitución, podría ocurrir que el precepto resulte siendo nada más que una declaración de principios u de buenas intenciones, un precepto meramente declarativo.

Tanto en el caso de los consumidores, como en otros también, le preocupa especialmente la asimetría entre vendedor y consumidor, que permanece incluso después del acto de reclamo por parte del consumidor. Lo anteriormente expuesto se debe, en lo sustantivo, a que carece de herramientas para hacerlo. El proyecto de modificaciones a las funciones y facultades del Servicio Nacional del Consumidor podría lograr disminuir en algo la referida asimetría.


En  su opinión, una reforma a la Constitución que realmente logre garantizar los derechos de los consumidores pasa por consagrar la figura del Defensor de los Derechos Ciudadanos, con la finalidad que los derechos no sean meras declaraciones sino que sean reales y exigibles. Pero ello no está dentro del ámbito de la iniciativa de los parlamentarios, salvo que contara con el patrocinio del Ejecutivo. ´


La experiencia de nuestro país nos indica que el recurso de protección no ha sido una herramienta eficaz. Más aún, habiendo sido violado los derechos fundamentales de las personas, los recursos no tuvieron la eficacia que se espera de ellos. La situación sería radicalmente distinta si el país contase con una institución del Estado que defienda el respeto y la aplicación efectiva de tales derechos.

La Honorable Senadora señor Lily Pérez agradeció la concurrencia de los dos profesores y los felicitó por sus exposiciones.

Luego, destacó que comparte la idea que inspira a ambos proyectos de reforma constitucional. No obstante lo anteriormente señalado, advierte sobre el riesgo de generar frustración dentro de la opinión pública y de la gente a la cual el proyecto propone proteger, al elevar a rango constitucional una norma de estas características y que no resulte ser más que letra muerta, toda vez que el N° 21 del artículo 19 está referido a la libertad económica y, en particular, de la obligación del Estado para garantizar que tal libertad sea respetada en su rol dentro de la economía. En este marco bien acotado, resulta difícil consagrar un derecho pro consumidor sin romper la armonía constitucional de la norma citada.


Por otra parte, respecto al fondo, cita la idea planteada por el profesor Gómez en el sentido que también hay derechos de rango constitucional, como son los derechos en materia de salud y de educación. Se pregunta qué ocurrirá si con la reforma se agrega el derecho pro consumidor, en el sentido de si tendrán todos ellos el mismo rango o existirá una valoración distinta entre ellos o dependiendo de la situación en que sean invocados. Parece obvio que no tienen la misma categoría, basados en la simple constatación que no son iguales, a pesar de compartir el rango de ser recogidos y consagrados por la Constitución como derechos fundamentales. En suma, su interés es levantar su inquietud sobre la complejidad de tratar proyectos de esta naturaleza, complejidad y efectos.


Reiteró que aplaude las motivaciones de los autores de ambos proyectos. Sin embargo, planteó que se cometería un error al elevar a rango constitucional una materia de la naturaleza que aborda toda vez que, en su parecer, lo único que se lograría sería generar una expectativa que, de no tener los efectos esperados, terminará creando gran frustración.


Citando al profesor Avilés, en el sentido que el contexto actual está marcado por un ambiente de desconfianza hacia la actividad pública, así como una desconexión entre los preceptos constitucionales y la realidad, este tipo de iniciativas es de aquellas que podrían crear un efecto boomerang, sin perjuicio de compartir su espíritu.


Adelantó que, en su opinión, de ser aprobada la idea de legislar, sería necesario introducir en el texto de los proyectos importantes modificaciones, tanto de forma como de fondo.


El Honorable Senador señor Navarro señaló que cada vez que se suscita un debate en una materia de rango constitucional, lo primero en que piensa es que la Constitución ha sido modificada reiteradamente. Agregó que una constitución monárquica, presidencialista o autoritaria, deja poco espacio para el poder ciudadano. La Constitución da cuenta del régimen presidencialista. Luego, cada vez que surge un planteamiento por introducir reformas que den lugar a una fuente de poder distinto, en el caso en debate, como consecuencia de reconocer y consagrar derechos, se provoca una colisión. 


Destacó a los constitucionalistas, señalando que tiene sentido y rigor lo planteado por ambos. Sin embargo, dentro del contexto de una Constitución en la cual todo el poder reside en el Presidente de la República, y en la que el Parlamento tiene limitadas facultades, como todos lo saben, pensar en consagrar un derecho en favor de los consumidores es especial, porque la Constitución tiene elementos faltantes anteriores. 


En su parecer la Constitución está agotada. No es la Constitución para un Chile del Siglo XXI. No es una Constitución que interprete a la mayoría ciudadana. 


¿Cuál es el sentido de una constitución? Es un pacto social que regula la convivencia. En su parecer la Constitución tiene grandes limitantes, por lo que una norma de segunda o tercera generación, referida a la protección de los derechos de los Consumidores, queda disonante.


Sin perjuicio de lo señalado anteriormente, considera legítimo el debate, que debiera estar presente también en la discusión de una nueva Constitución para un Chile moderno.


Piensa que en ésta y otras materias la institución que falta es la del ombusman.


Desde otra perspectiva, señaló que si hay derecho a emprender y desarrollar actividad económica, éste no puede ser jamás en contra de los ciudadanos. El mercado no equilibra, el mercado es cruel. No existe una relación de igualdad entre el productor y el consumidor, por lo que se requieren cambios profundos. Está probado que hay un abuso de los derechos colectivos, que también son individuales. 


El Honorable Senador Señor Jorge Pizarro también agradeció la presencia y participación de los abogados.

Luego, formuló comentarios sobre la materia abordada. 


En relación a una materia de procedimiento, hizo presente que la idea detrás de tratar conjuntamente ambos proyectos de reforma constitucional es converger en un solo texto. 


En tal sentido, le parece razonable que ambos se complementen, sobre la base de las siguientes consideraciones:


-El proyecto de los Honorables Senadores señores de Espina, García, Tuma, Zaldívar y Chadwick (Boletín N° 7.563-07), plantea consagrar el deber del Estado de fomentar la protección de los derechos; establecer que no pueden ser discriminados esos consumidores, y, además considerar la reparación si es que se genera algún daño. Es decir, el proyecto contiene una definición teórica que es una señal pública potente.


-Por su parte, el proyecto de los Honorables Senadores señora Allende y señores Araya, De Urresti, Larraín y Montes (boletín N° 9.463) no plantea lo mismo que el proyecto anterior, sino que propone establecer el principio pro consumidor.


-Le parece más lógico apoyarse en el primer proyecto porque establece de manera más precisa cómo se puede garantizar y proteger los derechos de los consumidores. 

En resumen, le parece que es posible refundir los dos textos y de mejorar la redacción final.


Luego, el profesor Gómez señaló compartir plenamente lo propuesto por el señor Presidente de la Comisión.


Al respecto indicó que los dos proyectos en discusión no son equivalentes, toda vez que mientras uno propone fomentar, el otro propone garantizar y proteger. Ambas son normas objetivas de valor. Ambas establecen un deber del Estado, es decir, una obligación del Estado frente a todas sus instituciones y organismos. 

Efectivamente ambos proyectos pueden fusionarse para establecer una sola norma. Sería lógico hacerlo de ese modo, permitiendo impulsar desde distintos ángulos tanto los derechos del consumidores; el derecho de acceso a los bienes; los derechos frente al daño, y fomentar la educación y la salud. 


Advierte que el énfasis de proteger y garantizar parece un énfasis extraordinariamente fuerte, toda vez que ello supone que siempre y bajo cualquier circunstancia puede generarse una promesa incumplida, como lo señaló la Honorable Senadora señora Pérez. 


A mayor abundamiento, presupone poner toda la estructura del Estado en favor del derecho del consumidor. En este sentido comparte lo que ha dicho el Senador Tuma, perfectamente sería posible impulsar en Chile un sistema de protección más sofisticado de lo que hoy día tenemos, a través del ombusman o defensor del pueblo.


Sobre esto último, destacó que en los países Nórdicos el ombusman no sólo defiende los derechos del consumidor, sino que también defienden los derechos de los usuarios y de los beneficiarios. En otros términos, protege al ciudadano que no es solo consumidor, sino que se relaciona con el Estado.


Naturalmente el ombusman sería la opción correcta, pero mientras tanto corresponde fortalecer la ley y las instituciones que establecen el derecho al consumidor actualmente. No hay que consagrar una norma constitucional que lo único que hará será impedir los juegos democráticos que se requieren y va a introducir objeciones desde el punto de vista de minorías. 
_________________


Finalizado el debate, la Comisión aprobó el proyecto en general, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Pérez y señores Navarro, Pizarro y Tuma. (Unanimidad, 4x0).


Luego, y con la misma votación, adoptó los siguientes acuerdos:

1.- Elaborar un texto que refunda ambas iniciativas, en la idea de consagrar en la Constitución el deber del Estado de resguardar y garantizar los derechos de los consumidores

2.- Solicitar a la solicitar a la Biblioteca del Congreso Nacional que estudie las dos mociones, el derecho comparado en la materia y proponga a la Comisión un texto refundido sobre el particular.

3.- A proposición de la Honorable Senadora señora Pérez, invitar al profesor señor Richard Tepper.

_________________


En sesión de 29 de septiembre, la Comisión escuchó, en primer término, al profesor de derecho constitucional señor Richard Tepper, quien realizó un análisis de los proyectos de reforma constitucional que consagran la protección al consumidor

En primer término hizo presente que ambos proyectos de reforma constitucional le generan sensaciones encontradas, lo que desarrollará más adelante durante en su exposición, pero adelantó que detecta problemas en ambos.


Previo al análisis de cada iniciativa, hizo un breve relato sobre la situación actual en materia de normas constitucionales económicas. 


En efecto, destacó que nuestra Constitución, a diferencia de la mayoría de las constituciones de los demás países del mundo, no tiene un capítulo dedicado especialmente a la materia económica, sino que, por el contrario, contiene normas dispersas, como la regulación del Banco Central, la consagración de ciertos derechos fundamentales, lo que es conocido como el principio de subsidiaridad, o incluso la iniciativa legislativa exclusiva del Presidente de la República respecto de proyectos que importen gastos. 


En este orden de materias, destacó que dentro de la constitución económica es posible distinguir dos grupos de normas que tienen una importancia relevante, en cuanto constituyen normas básicas de nuestro sistema económico: en primer lugar, la regulación de la propiedad, y, en segundo lugar, la norma a la cual aluden los proyectos en debate, es decir la contenida en el N° 21 del artículo 19.


Estimó necesario tener presente que el citado artículo 19 N° 21 regula en su inciso primero lo que se ha denominado libertad económica. Pese a que la Constitución indica que se trata de un derecho a desarrollar cualquier actividad económica, doctrinalmente no es un derecho sino que una libertad, en cuanto campo de abstención del Estado frente al particular para que éste ejerza su actividad en el mercado. 


Por su parte, el  párrafo o inciso segundo,  establece la denominada Regla del Estado Empresario. Es decir, ¿qué necesita el Estado para participar en la economía? Una ley de quórum calificado que lo autorice. Luego, el Estado deberá regirse para estos efectos por la legislación común aplicable a los particulares, salvo que otra ley de quórum calificado lo exima de aquélla.


Entrando en materia referida a la protección del consumidor, destacó su importancia y señaló que debe serlo tanto económica como jurídicamente, por diversas consideraciones, como las siguientes:

 
-Eficiencia económica. La protección del consumidor soluciona ciertas asimetrías de información existentes en el mercado, en el cual el proveedor siempre tendrá más información sobre el producto y sobre el precio que el consumidor.


-Un motivo de justicia. La protección del consumidor es la protección de la parte más débil de una relación contractual.


–Un beneficio social. La redistribución de la riqueza. Compartido con la libre competencia. Logran una distribución más justa de la riqueza en el sentido que los recursos que no deben ser traspasados al empresario –proveedor- terminan en las manos del consumidor. Evita el intercambio injusto, en el sentido que el precio no sea más alto del que debe ser o que el producto entregado no sea el que corresponde. Dicho así, la protección del consumidor cumple un rol clave dentro de la distribución final de la riqueza dentro de la sociedad.


No obstante lo anteriormente señalado, planteó si la protección y defensa del consumidor, por más importante que esta sea, debe ser consagrada a nivel constitucional. ¿Debe ser una garantía a este nivel? 


Tal interrogante es procedente por distintas consideraciones. En primer término, la Constitución supuestamente consagra el acuerdo mínimo político y jurídico. Luego, cabe preguntarse si es la protección parte de tal acuerdo político y jurídico básico de una sociedad. Adelantó no tener una respuesta definitiva al respecto, sin perjuicio de lo cual, en primer término, no le parece que así sea.

Agregó que toda vez que la Constitución no cuenta con un capítulo sobre normas económicas, la única posibilidad de consagrar la protección del consumidor es dentro del capítulo sobre derechos fundamentales. Pero cabe hacerse la siguiente pregunta: ¿Es posible hacer una analogía entre la protección al consumidor con los demás derechos constitucionales fundamentales? ¿Es tan importante como el derecho a la vida, el derecho a la propiedad, la libertad económica, la equidad tributaria, entre otros? Estima que si estamos en el campo de los derechos fundamentales es algo contradictorio incluir dentro de éstos la protección al consumidor.

-En tercer lugar, señaló que la preocupación que más lo afecta es que podrían formularse cuestionamientos sobre la operatividad real de la norma. Los principales problemas en materia de consumidor en Chile no están a nivel constitucional sino que están a nivel legal. Es decir, en la gráfica de la pirámide legal, los problemas se encuentran en la base y no arriba. En efecto, en materia legal no está consagrado un principio pro consumidor; las facultades del SERNAC están referidas principalmente a información y a educación, y no a fiscalización; tampoco están regulados adecuadamente los contratos de adhesión, por mencionar algunas situaciones. Reiteró que es a este nivel donde se encuentra el problema de la protección de los derechos de los consumidores y no a nivel constitucional. Por ello manifestó su preocupación en cuanto a que consagrar esto como una garantía constitucional no solucione en nada los problemas existentes.


Luego señaló que sí existen constituciones que consagran o contemplan entre sus normas la protección el consumidor. Anunció que se referirá a los siguientes tres modelos, que consideran lo mencionado de una manera distinta.


1.- La Constitución española. Contiene un capítulo de normas económicas. Consagra la protección al consumidor como parte de los deberes de los poderes públicos:

“1. Los poderes públicos garantizarán la defensa de los consumidores y usuarios, protegiendo mediante procedimientos eficaces, la seguridad, la salud y los legítimos intereses económicos de los mismos.


2. Los poderes públicos promoverán la información y la educación de los consumidores y usuarios, fomentarán sus organizaciones y oirán a éstas en las cuestiones que puedan afectar a aquéllos, en los términos que la ley establezca.


3. En el marco de lo dispuesto por los apartados anteriores, la ley regulará el comercio interior y el régimen de autorización de productos comerciales.”.

2.- Constitución argentina. 


En el primer inciso de la norma, establece ciertos derechos del consumidor: “Los consumidores y usuarios de bienes y servicios tienen derecho, en la relación de consumo, a la protección de su salud, seguridad e intereses económicos; a una información adecuada y veraz; a la libertad de elección, y a condiciones de trato equitativo y digno.”.

Los incisos segundo y tercero, de un modo similar a la Constitución española, establecen un deber de las autoridades estatales, así como, también, definen las materias que deberán ser abordadas por la vía legislativa: 


“Las autoridades proveerán a la protección de esos derechos, a la educación para el consumo, a la defensa de la competencia contra toda forma de distorsión de los mercados, al control de los monopolios naturales y legales, al de la calidad y eficiencia de los servicios públicos, y a la constitución de asociaciones de consumidores y de usuarios. 


La legislación establecerá procedimientos eficaces para la prevención y solución de conflictos, y los marcos regulatorios de los servicios públicos de competencia nacional, previendo la necesaria participación de las asociaciones de consumidores y usuarios y de las provincias interesadas, en los organismos de control.”. 


3.- Constitución brasileña.

Considera que es el modelo más interesante en esta materia.


Destacó que el artículo 170 adopta una técnica muy escasa en el ámbito constitucional, que en Chile no está considerada de modo alguno, cual es consagrar 9 principios sobre los cuales debe fundarse la economía.

“El orden económico, fundado en la valoración del trabajo humano y en la libre iniciativa, tiene por fin asegurar a todos una existencia digna, de acuerdo con los dictados de la Justicia Social, observando los siguientes principios:

1. soberanía nacional;

2. propiedad privada;

3. función social de la propiedad;

4. libre concurrencia; 

5. defensa del consumidor; 

6. defensa del medio ambiente;

7. reducción de las desigualdades regionales y sociales;

8. busca del pleno empleo;

9. tratamiento favorable para las empresas brasileñas de capital nacional de pequeño porte”.


En Chile se habla mucho de la existencia de un orden público económico, pero en su parecer, partiendo de las normas constitucionales vigentes, sobre el particular, no resulta posible sostener que realmente existe. No así en Brasil, país respecto del cual es posible sostener que cuenta con normas que establecen claramente un orden público económico, dentro de los cuales está precisamente la defensa del consumidor.


Advierte que la Constitución de Brasil no va más allá, sólo consagra la defensa del consumidor, quedando finalmente a criterio de los tribunales de justicia determinar su real sentido y alcance.


A continuación, formuló observaciones y críticas particulares a cada uno de los proyectos de reforma constitucional.


-Análisis particular del boletín N° 7563-07, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Espina, García, Tuma y Zaldívar y del ex Senador señor Chadwick.

Establece un deber del Estado y lo ubica en el inciso primero del N° 21 del artículo 19 de la Constitución, que quedaría del siguiente tenor:


“21°. El derecho a desarrollar cualquier actividad económica que no sea contraria a la moral, al orden público o a la seguridad nacional, respetando las normas legales que la regulen. Es deber del Estado fomentar la protección de los derechos de los consumidores, la libre elección de los bienes y servicios, una información suficiente, veraz y oportuna, como su derecho a no ser discriminados arbitrariamente y a ser reparados de los daños sufridos, en conformidad a la ley.


El Estado y sus organismos podrán desarrollar actividades empresariales o participar en ellas sólo si una ley de quórum calificado los autoriza. En tal caso, esas actividades estarán sometidas a la legislación común aplicable a los particulares, sin perjuicio de las excepciones que por motivos calificados establezca la ley, la que deberá ser, asimismo, de quórum calificado.”.


Al respecto, el profesor señor Tepper señaló que esta proposición adolece de un problema de orden dogmático, en el sentido de incluir la norma en el artículo 19 N° 21, que no tiene relación alguna con la protección de los consumidores. Destacó que en la línea de una sistemática constitucional pura, la protección a los consumidores no puede estar consagrada en este numeral. 


Para ejemplificar lo anterior, hizo presente que de aprobarse el proyecto la norma quedaría estructurada con el siguiente orden y contenido: en el primer inciso establecería qué particulares y de qué modo pueden actuar en el mercado; luego consagraría la protección al consumidor, materia que no tiene que ver con lo anterior, y, finalmente, consagra las circunstancias en las cuales el Estado puede desarrollar actividades empresariales o participar en ellas. Así, los consumidores quedan nadando entre dos normas cuyos sentidos y alcances son muy precisos. Además, no es del caso desestimar los efectos que ellos generaría toda vez que este numeral 21 del artículo 19 ha tenido variadas interpretaciones desde que se dictó la Constitución. Por lo tanto, resultaría peligroso, realizar cualquier modificación al mismo que no tenga que ver con el ámbito que regula. 


A modo de ejemplo, el actual inciso primero que garantiza el derecho a desarrollar cualquier actividad económica, es entendido como un derecho de los emprendedores en el mercado. Consagrar la protección a los consumidores en el mismo inciso, podría generar que la norma vigente sea interpretada de un modo distinto.


Frente a los problemas señalados, señaló que considera dos posibles soluciones:


-Llevarlo a un párrafo 3° del mismo numeral. De este modo no rompe la sistemática del actual artículo 19 N° 21.

-Moverlo hacia el numeral 22°, relativo a la no discriminación del Estado en materia económica. Esta solución le agrada más que la anterior, precisamente porque su contenido tiene relación con la materia de los proyectos, toda vez que la protección al consumidor por parte del Estado es una discriminación positiva, no arbitraria. En efecto, es discriminación positiva porque el Estado le da un trato distinto al consumidor, justificado en que es la parte más débil dentro de una relación contractual. 


Por esta vía hay más armonía, toda vez que la Constitución garantiza la no discriminación; da ejemplos y establece reglas muy claras, y finalmente, consagra el derecho de protección al consumidor en el entendido que el Estado sí hace una excepción y lo discrimina positivamente, precisamente protegiéndolo.


-Análisis particular del boletín N° 9463-03, iniciado en moción de los Honorables Senadores señora Allende y señores Araya, De Urresti, Larraín y Montes que incorpora en el numeral 21° del artículo 19 de la Constitución Política de la República el deber del Estado de proteger y garantizar el ejercicio de los derechos de los consumidores y el principio pro consumidor.

Señaló que este proyecto tiene problemas más serios que el anterior. Adelantó que, en su opinión, éste no debería ser aprobado. 


En primer lugar, comparte con el otro proyecto el mismo problema de sistemática, motivo por el cual se remitió a lo que señaló al respecto.


En segundo lugar, el proyecto tiene problemas serios de redacción y de contenido.


“Establézcase el principio pro consumidor, como principio rector de la legislación nacional…”, como lo propone el encabezado, tiene problemas de interpretación porque admite al menos tres variantes distintas de interpretación:


a.- Que es un principio que estará por sobre la legislación, lo cual es una referencia innecesaria porque las normas constitucionales en su esencia rigen por sobre las normas legales;


b.- Si es principio rector de la legislación nacional, cabe preguntarse si se refiere a toda la legislación y no sólo a la legislación pro consumidor, lo cual también es innecesario toda vez que la Constitución no está solo sobre este tipo de legislación, sino que cualquier referencia que se haga al derecho del consumidor en la Constitución abarcaría estas dos posibilidades.


c.- Finalmente, si es principio rector de la legislación nacional, todas las normas legislativas quedarían sometidas al principio de interpretación de cualquier norma contractual o legal. Al igual que lo señalado en las letras a.- y b.- también es innecesario porque está contenido en lo que propone a continuación.


Luego, la frase “como principio rector de legislación nacional” es redundante, innecesaria y hasta contradictoria.


Respecto de lo sigue a continuación del encabezado recién analizado, afirmó que tiene deficiencias de redacción que hacen difícil su comprensión. No consigue resolver la finalidad de una norma como la propuesta, estableciéndose que en la hermenéutica legal o contractual de los diferentes actos o convenciones que se suscriban o se verifiquen por consumidores, ya sea en el análisis de normas o cláusulas que merezcan dudas o problemas en su interpretación, siempre primará la que establezca la condición más benigna para el consumidor.

A mayor abundamiento se pregunta si la norma le impone al legislador el deber de tomar en cuenta la interpretación del principio al momento de legislar o si el juez siempre debe interpretar las normas sobre la base de un principio pro consumidor.


Dentro de este punto, señaló que el principio pro consumidor siempre se ha establecido como propio de la interpretación de los contratos, no como interpretación de las normas jurídicas.


Por tanto, en esta parte, lo propuesto por la norma sale de lo que tradicionalmente se ha entendido como principio pro consumidor en la legislación comparada. Además, luego de consagrar un principio en la Constitución, los actores jurídicos, entre ellos los jueces y los estudiosos del derecho, determinan qué principio jurídico está presente en aquél, por lo que requiere una redacción precisa y clara.


¿Es apropiado consagrar un principio pro consumidor a nivel constitucional? Estima que no es legítimo ni necesario consagrar un principio de interpretación contractual a nivel constitucional. Al contrario, parece mucho más útil consagrarlo a nivel legal, específicamente en la ley de protección de los derechos de los consumidores.

En otro orden de ideas, planteó que ambos proyectos tienen un problema común en relación a las acciones jurisdiccionales, de orden práctico y de enorme relevancia, toda vez que de aprobarse los textos propuestos sin modificaciones, es posible que frente a una infracción del derecho del consumidor, haya una triple concurrencia de acciones.

En efecto, la ley ya consagra las acciones de la ley del consumidor. Sin embargo el artículo 19 N° 21 por su parte está protegido por otras dos acciones: las de protección y la de amparo económico. El recurso de protección ha sido catalogado como una acción cautelar, ofreciendo protección rápida y eficaz frente a cualquier vulneración de los derechos constitucionales para los cuales está considerado. El recurso de protección protege el artículo 19 N° 21 de manera íntegra. Luego, la aprobación de los proyectos requiere una modificación al artículo 20, que contempla el recurso de protección. Finalmente, la acción de amparo económico que originalmente busca únicamente proteger al particular de una intervención del Estado en el campo empresarial que esté autorizada por una ley de quórum calificado. El problema que se ha suscitado es que la ley que consagra el amparo económico se refiere a la totalidad del artículo 19 N° 21, y la Corte Suprema ha sido vacilante respecto al sentido y alcance de tal recurso, en el sentido si sólo protege solamente la regla del Estado empresario, contenida en el inciso segundo, o también la libertad económica, establecida en el inciso primero. Si a lo anteriormente expuesto, se agrega una cláusula de protección al consumidor, no le extrañaría que la interpretación de la Corte Suprema pueda variar en cuanto a si la citada acción también cubre esta nueva garantía.

Agregó que, en este punto del debate, es necesario tomar una decisión, en el sentido de si se quiere consagrar la protección de los derechos de los consumidores a nivel constitucional, como una cláusula garantía constitucional, es necesario adoptar una decisión política entre las siguientes dos alternativas: 


¿Derecho constitucional con  acción asociada o deber del Estado consagrado como derecho? 


Como conclusiones a su exposición destacó lo siguiente:


1) La norma que se pretende modificar es una de las de más alta importancia dentro de las normas económicas del país.


2) La protección al consumidor es una herramienta fundamental, pero es dudosa la utilidad e idoneidad de su consagración constitucional. 


3) Ha sido consagrada en otras constituciones, pero con distintos modelos de redacción. 


4) Ambos proyectos tienen ciertos problemas particulares que es necesario atender en su discusión. 


5) Además, presentan un problema conjunto: pueden generar un entramado de acciones legales y constitucionales que podría conspirar contra el fin buscado.  

_____________


A continuación, la Comisión escuchó al señor James Wilkins, profesional de Asesoría Técnica Parlamentaria de la Biblioteca del Congreso Nacional, BCN, quien presentó el trabajo realizado por él, a petición de la Comisión, denominado “Protección constitucional al consumidor: Legislación comparada y proyectos de Reforma Constitucional”.


“Se reconocen al menos dos propósitos que motivan la incorporación de los derechos de los gobernados a la preceptiva constitucional: a) definir derechos ya consagrados en el ordenamiento jurídico nacional a objeto de precisarlo, distinguiéndolo y diferenciándolo de otros derechos; b) delimitar el derecho en su extensión y ejercicio.


En el espacio iberoamericano, de diecinueve países, solo Chile y Uruguay carecen de un marco constitucional de protección de los derechos de los consumidores. Fuera del ámbito regional, en tanto, la situación es variada. Algunas legislaciones elevan la protección al consumidor a rango constitucional, como garantía, otros sólo la reconocen en estatutos especiales de rango legal.

Además, la expresión “establézcase” utilizada al comienzo de ambos incisos a objeto de consagrar el principio pro consumidor y el deber estatal de garantía y fomento, genera dudas en cuanto a los fines perseguidos, pues de su lectura, y en el contexto de su inserción en texto constitucional, da a entender que la Constitución ordenaría establecer, por un medio que no explicita, dichos principio y deberes y no –como lo entendemos- de que la Constitución los consagra directamente.


Se reconocen al menos dos propósitos que motivan la incorporación de los derechos de los gobernados a la preceptiva constitucional: a) definir derechos ya consagrados en el ordenamiento jurídico nacional a objeto de precisarlo, distinguiéndolo y diferenciándolo de otros derechos; b) delimitar el derecho en su extensión y ejercicio.


En el espacio iberoamericano, de diecinueve países, solo Chile y Uruguay carecen de un marco constitucional de protección de los derechos de los consumidores. Fuera del ámbito regional, en tanto, la situación es variada. Algunas legislaciones elevan la protección al consumidor a rango constitucional, como garantía, otros sólo la reconocen en estatutos especiales de rango legal.


Se encuentran actualmente en discusión en la Comisión de Economía del Senado dos iniciativas de Reforma Constitucional tendientes consagrar con esa jerarquía regulatoria la protección de los consumidores: Boletín Nº 7.563-7 y Boletín Nº 9463-3. Éstas proponen explicitar la protección al consumidor bajo la fórmula de garantía constitucional, lo que se podría traducir, entre otras, en las siguientes incidencias regulatorias: 

-Se le otorgaría una protección a los consumidores de rango constitucional;

-Los derechos de los consumidores integrarían el catálogo de derechos fundamentales contenidos en la Constitución, obligando al Estado a promoverlos y protegerlos;

-Sus normas integrarían el marco regulatorio del Orden Público Económico, regulando y protegiendo a la parte económicamente más débil de la relación de consumo;

-De aprobarse alguna o ambas iniciativas, la interpretación del ordenamiento legal y reglamentario de protección al consumidor debería efectuarse desde la Constitución, de manera sistemática e integrando los principios constitucionales de protección al consumidor; y

-Ambas propuestas de reforma, buscan introducir modificaciones al artículo 19 Nº 21 de la Constitución, con lo que se le proporcionaría a los derechos del consumidor protección jurisdiccional constitucional, a través del recurso de protección, del artículo 20 de la Constitución, y por medio del recurso de amparo económico, dispuesto en la Ley Nº 18.971.

__________________

A solicitud de la Comisión de Economía del Senado, se revisa la consagración de la protección al consumidor a nivel constitucional. En primer lugar, se revisa el objeto que generalmente es tenido a la vista para elevar el establecimiento de ciertos principios, derechos y garantías a dicho nivel regulatorio. Luego, a título de muestra, se describe la situación de reconocimiento constitucional de derechos asociados a la protección al consumidor en la legislación de diez países, considerando tanto aquellos que expresamente consagran a nivel constitucional tales derechos, como aquellos que lo hacen a menor nivel.


Por último, también por petición de la Comisión de Economía del Senado, se analizan dos reformas constitucionales destinadas a elevar a rango constitucional la protección de los derechos de los consumidores, comentándolas tanto en sus aspectos sustantivos como adjetivos.


Siguiendo a Silva Bascuñán, son diversos los propósitos que motivan la incorporación de los derechos de los gobernados a la preceptiva constitucional, destacando, principalmente, dos
:


1. Definir el concepto del derecho.

Esto supone incorporar a la Carta fundamental aquellos derechos “que la comunidad estima indiscutiblemente considerados”, consagrados en el ordenamiento jurídico nacional con un tratamiento que permite definir su concepto con una precisión que pueda distinguirlo y diferenciarlo de otros derechos. De acuerdo al citado autor, su inclusión en la Constitución “contribuye a ilustrar a la ciudadanía en el conocimiento y respeto de la afirmación formulada al referirse a la facultad que indica”;


2.- Delimitar el derecho en su extensión y ejercicio.

Este objetivo implica la enunciación y definición en la Carta Fundamental, pero no sólo para admitir y asegurar tales derechos, sino para delimitarlos en su extensión o ejercicio, pues a juicio de este autor, “nadie podría razonablemente pretender derechos y libertades que no admitieran otras vallas que el capricho de quien fuere su titular y esté en condiciones de invocarlos y hacerlos valer”.


Cabe señalar que, desde el punto de vista de la eficacia, la Constitución, al consagrar un derecho, no sólo lo define, fijando su contenido, o lo delimita o restringe, sino que simultáneamente establece los recursos disponibles para quienes gozan del reconocimiento de tales seguridades, y que buscan obtener que a través de su ejercicio “resulten prácticamente efectivas
”. 


Conforme al Atlas Iberoamericano de Protección al Consumidor
, de los diecinueve países iberoamericanos, solo Chile y Uruguay carecen de un marco constitucional de protección de los derechos de los consumidores. Los demás países consideran en sus respectivos estatutos constitucionales, con mayor o menor intensidad de desarrollo y con diversos contenidos, normas que consagran derechos, principios, inviolabilidades o seguridades relativas a la protección al consumidor.


Fuera del ámbito regional, la situación es variada: allí donde algunas legislaciones elevan la protección al consumidor a rango constitucional, como garantía, otras sólo la reconocen en estatutos especiales de rango legal, en ambos casos, sin perjuicio de las delegaciones a normas de jerarquía legal y/o reglamentaria para el desarrollo regulatorio de la institución.


Para Javier López Camargo
, el reconocimiento constitucional de derechos de protección de los consumidores permite materializar la igualdad y restablecer el equilibrio de las relaciones entre empresas y consumidores, en especial en una economía de mercado que se limita a aplicar los principios de la economía clásica, como autonomía de la voluntad. 


Según el citado autor
, muchas legislaciones han consagrado en sus constituciones, preceptos, valores y principios que dan sustento a la protección de los consumidores, “convirtiendo en una realidad jurídica lo que ya era una realidad socio-económica”. Tal medida –continúa López Camargo- actúa como “idea motriz de una serie de acciones de política legislativa”. 

Sin perjuicio de lo anterior, han influido en la consagración constitucional del derecho de los consumidores documentos de organismos supranacionales referidos a la protección de los consumidores, estos son, la Carta de Protección de los Consumidores, aprobado por la Asamblea Consultiva del Consejo de Europa en 1973, el Informe publicado por la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE) en 1972 sobre la política de protección a los consumidores en los Estados miembros de dicha organización, y la Resolución del Consejo de Ministros de la entonces Comunidad Económica Europea de abril de 1975, denominado “Programa Preliminar de la Comunidad Económica Europea para una política de protección e información a los consumidores
.


En Argentina la legislación protectora del consumidor tiene una consagración constitucional
, que reconoce en calidad de garantía el derecho de los consumidores y usuarios de bienes y servicios a la protección de su salud, seguridad e intereses económicos; a una información adecuada y veraz; a la libertad de elección, y a condiciones de trato equitativo y digno. Además, obliga a las autoridades a proveer protección a esos derechos, a educar para el consumo, entre otros mandatos explícitos
.


A nivel legal, el principal cuerpo normativo sobre protección de los consumidores lo constituye la Ley Nº 24.240, de Defensa del Consumidor
, que norma, entre otros aspectos, la información al consumidor, la protección a la salud de los consumidores, las condiciones de contratación; la responsabilidad de los proveedores; las cláusulas abusivas; y las asociaciones de consumidores.


En España la protección a los consumidores también se encuentra garantizada a nivel constitucional, específicamente en el Capítulo III del Título I, “De los Principios rectores de la política social y económica”, que trata sobre los derechos y deberes Fundamentales”. Al efecto, la Constitución Española ordena a los poderes públicos garantizar la defensa de los consumidores y usuarios, protegiendo, mediante procedimientos eficaces, la seguridad, la salud y los legítimos intereses económicos de los mismos. A su vez, los mandata a promover la información y la educación de los consumidores y usuarios, fomentando sus organizaciones y oyendo a éstas en las cuestiones que puedan afectar a los primeros.


A nivel legal, el tratamiento de la materia en análisis se desarrolla en la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios
, la que establece el marco de derechos y obligaciones en la materia.


En Suiza, desde el año 2000 la protección del consumidor forma parte de la Constitución
. El artículo 97 dispone el deber de la Confederación de tomar medidas destinadas a proteger a los consumidores; así como de elaborar la normativa sobre las vías jurídicas abiertas para las asociaciones de consumidores. De la misma manera, obliga a los cantones a prever un procedimiento de conciliación o bien un procedimiento judicial simple y rápido para ciertos litigios. 


A nivel legal, desde el año 1992, en Suiza se encuentra vigente la Ley de la información de los consumidores
, la que, como su nombre lo indica, tiene como finalidad principal la información objetiva de éstos, mediante el establecimiento de un catálogo de obligaciones y derechos, así como de normas relativas al apoyo financiero a las organizaciones de consumidores. 


En Colombia, el Título II de la Constitución Política
, relativo a “Los Derechos, Garantías y Deberes”, dispone de un capítulo relativo a “los derechos colectivos y del ambiente”, el cual dispone de normas que consagran en este rango aspectos relativos a la protección al consumidor, y que se traducen en los siguientes mandatos:


-La ley regulará el control de calidad de bienes y servicios ofrecidos y prestados a la comunidad, así como la información que debe suministrarse al público en su comercialización;


-Serán responsables, de acuerdo con la ley, quienes en la producción y en la comercialización de bienes y servicios, atenten contra la salud, la seguridad y el adecuado aprovisionamiento a consumidores y usuarios; y


-El Estado garantizará la participación de las organizaciones de consumidores y usuarios en el estudio de las disposiciones que les conciernen. Para gozar de este derecho las organizaciones deben ser representativas y observar procedimientos democráticos internos.


El Capítulo I de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
, que trata de los Derechos Humanos y sus Garantías, dispone en su artículo 28 que “la ley protegerá a los consumidores y propiciará su organización para el mejor cuidado de sus intereses”. 


Esta misma norma regula precios y distribución de determinados productos considerados necesarios para la economía nacional o “el consumo popular”.


El artículo 65 de la Constitución Política del Perú
 establece como principio del “Régimen Económico Constitucional” que el Estado defiende el interés de los consumidores y usuarios, garantizando “el derecho a la información sobre los bienes y servicios que se encuentran a su disposición en el mercado. Asimismo vela, en particular, por la salud y la seguridad de la población”.


El Título II de la Constitución Política de Brasil
, relativo a derechos y garantías fundamentales, reconoce como una de éstas la protección al consumidor. Específicamente, el numeral XXXII del Catálogo de derechos y garantías dispone que “el Estado, por medio de la ley, promoverá la defensa del consumidor”.


Luego, en materia de orden público económico, denominado “Orden Económico y Financiero” (Título VII), se reconoce como principio de este, numero V) “la defensa del consumidor”. 


En el derecho alemán no existe una ley única de protección al consumidor, por lo que su regulación ha derivado en la consagración de normas puntuales en diversas textos legales. De éstos, destacan
:


-En el Código Civil las normas sobre protección a los consumidores en materia de compra de bienes de consumo, créditos de consumo, arriendo de inmuebles, entre otros aspectos; 


-En el derecho público, la Ley de alimentos y de los objetos de uso cotidiano, la Ley de higiene de la carne y la Ley de los remedios médicos; y


-Desde el año 2008, la Ley de información del consumidor (Verbraucherinformationsgesetz)
, que reconoce a toda persona el derecho de acceso a la información oficial sobre productos alimenticios y otros productos destinados al consumidor. 


En Estados Unidos de Norteamérica (indistintamente EE.UU., en adelante) la protección de los derechos de los consumidores se encuentra consagrada tanto por normas de rango legal, federal, estatal como local. A ello se suman fuentes propias del origen de sistema legal (anglosajón) y que incluye las sentencias judiciales. 


Las materias reguladas por estas normas cubren un amplio espectro material, e incluyen diversos aspectos relacionados con la actividad comercial, tales como la publicidad, las ventas y servicios, los fraudes, etc., pudiendo las normas estatales extenderse a otras prácticas comerciales no amparadas por la legislación federal, como las ventas puerta a puerta o las cobranzas abusivas.


La legislación federal
 sobre la materia se encuentra dispersa en múltiples cuerpos normativos, siendo los principales los siguientes:

Por su parte, las agencias gubernamentales también regulan diversos aspectos contenidos en la legislación del consumidor. Entre estas agencias se encuentran la Comisión de Seguridad de los Productos de los Consumidores (Consumer Product Safety Commission) y la Junta de Protección Financiera de los Consumidores (Consumer Financial Protection Board)
. Todas las reglas y regulaciones dictadas por estos organismos están incluidas en el Código Federal de Regulaciones (Code of Federal Regulations - CFR).


Por otra parte, a nivel estatal, todos los estados poseen normas de protección al consumidor que prohíben prácticas engañosas y desleales. Estas leyes, conocidas comúnmente como “estatutos de prácticas desleales y engañosas” (Unfair and Deceptive Acts and Practices – UDAP), proporcionan protecciones básicas o mínimas para los consumidores respecto a prácticas abusivas de la industria y el comercio
.


En Francia el derecho de los consumidores no reconoce consagración constitucional, sino sólo a nivel legal. En este nivel regulatorio, el desarrollo de la materia se concentra en el Código del Consumo
, el cual tiene por objeto exclusivo recoger toda la normativa de protección al consumidor.


Dividido en libros, este código trata, entre otras materias: la obligación de información a los consumidores; las prácticas comerciales reglamentadas (publicidad) y las prácticas comerciales ilícitas; las condiciones generales de los contratos; la calidad de los productos y de los servicios; y la protección contra el endeudamiento.

_________


Se discuten actualmente en la Comisión de Economía del Senado dos iniciativas de Reforma Constitucional tendientes a consagrar, con esa jerarquía regulatoria, la protección de los consumidores. Se trata de los boletines Nº 7.563-7 y Nº 9.463-3
.


De acuerdo a los fundamentos de ambas iniciativas, el marco constitucional vigente carecería de referentes normativos jerárquicos que aseguren y garanticen la protección del consumidor, especialmente en los ámbitos referidos a salud y seguridad en el consumo, libre elección de los bienes y servicios, información suficiente, veraz y oportuna, no discriminación en el consumo, derecho a reparación, educación, la salud y la seguridad en el consumo de bienes o servicios, y en el reconocimiento y fortalecimiento de las asociaciones de consumidores.


A nivel constitucional no existiría un reconocimiento expreso de la protección del consumidor y la definición de su contenido. Sin embargo, Ricardo Sandoval sostiene la existencia de un reconocimiento implícito de los derechos de los consumidores, entre otras, en las siguientes normas constitucionales
: libertad para adquirir toda clase de bienes, consagrada en el artículo 19 Nº 23; principio de no discriminación arbitraria del artículo 19 Nº 22; igualdad de las personas, del artículo 19 Nº 2; derecho a la protección de la salud, del artículo 19 Nº 9; y el derecho de asociación del artículo 19 Nº 15.


Las dos iniciativas de reforma constitucional proponen explicitar la protección al consumidor bajo la fórmula de garantía constitucional, lo que se traduciría, entre otras, en las siguientes incidencias regulatorias: 

-Se le otorgaría una protección a los consumidores de rango constitucional;

-Los derechos de los consumidores integrarían el catálogo de derechos fundamentales contenidos en la Constitución, obligando al Estado a promoverlos y protegerlos;

-Sus normas integrarían el marco regulatorio del llamado Orden Público Económico, regulando y protegiendo a la parte económicamente más débil de la relación de consumo;

-De aprobarse alguna o ambas iniciativas, la interpretación del ordenamiento legal y reglamentario de protección al consumidor debería efectuarse desde la Constitución, de manera sistemática e integrando los principios constitucionales de protección al consumidor;

-Ambas propuestas de reforma buscan introducir modificaciones al artículo 19 Nº 21 de la Constitución, con lo que se le proporcionaría a los derechos del consumidor protección jurisdiccional constitucional, a través del recurso de protección, del artículo 20 de la Constitución, y por medio del recurso de amparo económico, dispuesto en la Ley Nº 18.971.


1.- Boletín Nº 7.563, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Espina, García, Tuma y Zaldívar y del ex Senador señor Chadwick.

En su parte dispositiva de este proyecto
 propone agregar la siguiente frase al final del inciso primero del numeral 21 del artículo 19:


“Es deber del Estado fomentar la protección de los derechos de los consumidores, la libre elección de los bienes y servicios, una información suficiente, veraz y oportuna, como su derecho a no ser discriminados arbitrariamente y a ser reparados de los daños sufridos, en conformidad a la ley.”


Considerando que los derechos fundamentales, como bien lo señala la iniciativa, tienen una doble dimensión: una de carácter subjetiva, que se materializa en la consagración de derechos individuales; y una objetiva, en cuanto “reflejo de los valores superiores de un ordenamiento y cuya manifestación debe darse sobre toda la normativa constitucional”, la propuesta contenida en esta iniciativa satisface este segundo aspecto, pues supone el reconocimiento de una garantía programática del Estado, que se traduce en el deber de éste de fomentar la protección de los derechos de los consumidores”, en general, y de fomentar, en particular, aspectos específicos referidos a éstos, como son, el derecho a libre elección, el derecho a información, derecho a no ser discriminado arbitrariamente, y el derecho a reparación.


Esta propuesta, en definitiva, cumple con el objetivo descrito por Silva Bascuñán, de incorporar a la Carta fundamental un derecho ya consagrado en el ordenamiento jurídico nacional con un tratamiento que permite definir su concepto con una precisión que lo distingue y diferencia de otros derechos. Su inclusión, por tanto, busca contribuir a ilustrar a la ciudadanía en el conocimiento y respeto de los principios asociados a dicho derecho, generando el deber del estado de ajustar su actuar a éste.


Lo anterior se deduce del hecho de que la propuesta genera un deber, sin reconocer expresamente el derecho. El sujeto pasivo del deber es el Estado, y el objeto del mismo es “fomentar”. De acuerdo a su redacción, dicho fomento debe ejercerse, en primer lugar sobre “la protección de los derechos de los consumidores”. Luego, dicho fomento, debe ejercerse, también, sobre un catálogo de derechos que individualiza”. 


Sin embargo, la redacción de esta iniciativa puede resultar confusa cuando trata separadamente la protección de los derechos de los consumidores y el citado catálogo, siendo que estos últimos son los derechos que dan contenido a “los derechos de los consumidores”. Tal redundancia puede significar una errónea interpretación, que excluya del deber del Estado la protección de algún derecho del consumidor, no incorporado en el citado catálogo.


En cuanto a la técnica legislativa, su ubicación, dentro de la garantía del 19 número 21, “derecho a desarrollar cualquier actividad económica” produce el efecto de que frente a infracciones al deber de fomento, los afectados puedan recurrir de protección y/o de amparo económico. Lo anterior, podría suponer judicializar por esta vía conflictos relacionados al consumo, acciones que se sumarían a las de  nivel legal ya existentes en  la Ley Nº 19.496. 


2.- Boletín Nº 9.463, iniciado en moción de los Honorables Senadores señora Allende y señores Araya, De Urresti, Larraín y Montes que incorpora en el numeral 21° del artículo 19 de la Constitución Política de la República el deber del Estado de proteger y garantizar el ejercicio de los derechos de los consumidores y el principio pro consumidor

En su parte dispositiva de este proyecto de ley
, esta iniciativa propone agregar los siguientes incisos segundo y tercero nuevos al numeral 21 del artículo 19, pasando los actuales segundo y tercero a ser cuarto y quinto, respectivamente: 


“Establézcase el principio pro consumidor, como principio rector de la legislación nacional, estableciéndose que en la hermenéutica legal o contractual de los diferentes actos o convenciones que se suscriban o se verifiquen por consumidores, ya sea en el análisis de normas o cláusulas que merezcan dudas o problemas en su interpretación, siempre primará la que establezca la condición más benigna para el consumidor.


Establézcase además, que es deber del Estado y sus instituciones proteger y garantizar el ejercicio de los derechos de los consumidores, ya sea en forma individual o colectiva, fomentando la educación, la salud y la seguridad en el consumo de bienes o servicios, así como el reconocimiento y fortalecimiento de las asociaciones de consumidores que se creen para tales efectos". 


La propuesta, en el primer inciso, propone establecer en la Constitución el principio pro consumidor como elemento rector de la legislación nacional, ordenando, acto seguido, su primacía en el ámbito de la hermenéutica legal y contractual.


Esta parte de la propuesta lo que hace es explicitar los efectos legales propios al reconocimiento a nivel constitucional de un principio o derecho. Es decir, desarrolla la incidencia jurídica que por su sólo reconocimiento constitucional tendría el derecho o principio asociado a la protección de los consumidores, ya descritos: jerarquía e interpretación. Por lo anterior, bastaría con reconocer el derecho para que el efecto descrito en el inciso propuesto se produzca.


En lo que se refiere al segundo inciso propuesto, la iniciativa establece, respecto del Estado, dos deberes: a) de reconocer y garantizar el ejercicio de los derechos de los consumidores; y b) de fomentar un catálogo de derechos asociados a la protección de los consumidores (educación, salud y la seguridad en el consumo; y reconocimiento y fortalecimiento de las asociaciones de consumidores).


En cuanto al deber del Estado de “reconocer y garantizar”, cabe señalar que tal deber nace de la sola consagración del derecho en la Constitución. En otras palabras, la sola consagración del derecho en su calidad de “fundamental” hace nacer para el Estado el deber de reconocerlo y garantizarlo.

El deber de fomento, al circunscribirse a determinados derechos asociados a la protección de los consumidores, al igual que la otra iniciativa de reforma revisada, puede implicar en su aplicación una eventual exclusión del deber de fomento a la protección de algún derecho del consumidor no considerado expresamente, o un énfasis mayor a los primeros por sobre los segundos.


En cuanto a la técnica legislativa, y al igual que la iniciativa anterior, la ubicación de los principios y garantías en el artículo 19 número 21, produciría el efecto de facultar a toda persona para recurrir de protección y/o de amparo económico, sin perjuicio que a nivel legal se reconocen medios especiales, específicos y formales de reclamo (Ley Nº 19.496).

_____________

En sesión de 1 de octubre la Comisión conoció nuevamente el parecer del profesor señor Víctor Manuel Avilés, solicitado por especial encargo del Honorable Senador señor Espina.


En esta oportunidad, la Comisión tuvo a la vista  un documento remitido por el profesor del siguiente tenor:


“1. Como se manifestó en la Comisión de Economía, quien suscribe esta nota es partidario de la incorporación de los derechos de los consumidores a nivel constitucional, bajo las siguientes consideraciones: i) el alcance de los mismos debe poder ser determinado legalmente y no fosilizarse a nivel constitucional. Ello, por cuanto las condiciones cambiantes de tiempo en tiempo, así como la expresión de las mayorías, hacen necesario que se pueda ampliar o incluso restringir el alcance de los derechos de los consumidores; ii) dado que la expresión “derechos de los consumidores” es indeterminada, su consagración constitucional como tal puede contribuir a afectar otros derechos y libertades constitucionales, sin un correlato claro en la seguridad jurídica. Por ello, la definición de su alcance debe realizarla el legislador, de tiempo en tiempo; iii) por su parte, dada su naturaleza difusa, estos derechos no tienen la misma condición que los derechos y garantías contenidos en la mayoría de los numerales del artículo 19. Por lo mismo, su consagración constitucional debe traducirse simplemente en un mandato al Estado y, en particular, al legislador, de propender a su definición, promoción y resguardo, y; iv) como consecuencia de todo lo anterior, no creemos que por su naturaleza estos nuevos derechos puedan ser objeto de una acción de emergencia como el denominado recurso de protección. De lo contrario, serían los jueces quienes determinarían el alcance de políticas públicas.


2. Atendido lo anterior, sugerimos que se incorpore el siguiente texto, como inciso segundo del numeral 21 del artículo 19, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero: “Es deber del Estado resguardar los derechos de los consumidores que indique la ley. Dicha ley deberá promover la educación de los consumidores para un consumo responsable y la elección libre e informada de los bienes y servicios, así como facilitar el acceso a procedimientos eficaces para el ejercicio de los derechos que en ella se consagren”. 


3. Consecuentemente, deberá modificarse el artículo 20, en cuanto a incorporar a continuación de la expresión “21°, seguida de una coma, la expresión “con excepción de lo dispuesto en el inciso segundo,”.


4. En nuestra opinión, la ubicación propuesta para esta norma es la que mejor se encuadra en la actual Constitución Política de la República, toda vez que en el mismo numeral, junto con consagrar la libertad de empresa, se establece la obligación de respetar las normas legales que regulen la actividad. Como consecuencia de ello, se entiende como razonable que se establezca en este punto un deber del Estado de consagrar legalmente los  derechos de los consumidores, pues los mismos podrían implicar una limitación a la forma de ejercer la libertad de comercio. No obstante ello, siguiendo el modelo de la Constitución española, la norma propuesta sería, más que un derecho, una directriz o principio que debe guiar la actividad del Estado.”.

__________


Luego, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Pizarro, ofreció el uso de la palabra.


El Honorable Senador señor Eugenio Tuma, consultó  sobre los efectos que tendrá en la defensa de los derechos de los consumidores una norma como la propuesta.

El Honorable Senador señor Jorge Pizarro recordó que la Comisión acordó consagrar en la Constitución el deber del Estado de resguardar y garantizar los derechos de los consumidores. Agregó que respecto de cuáles son éstos, la norma propone que sean aquéllos que establece la ley. Ese es el sentido de la segunda parte de la disposición, la que textualmente señala: “Dicha ley deberá promover la educación de los consumidores para un consumo responsable y la elección libre e informada de los bienes y servicios, así como facilitar el acceso a procedimientos eficaces para el ejercicio de los derechos que en ella se consagren.”. 

Destacó la pertinencia y el equilibrio interno del mandato constitucional, el que, en primer término, consagra el deber del Estado en relación al resguardo y garantía de los derechos de los consumidores, y, luego, delega en la ley el desarrollo de los derechos de los consumidores. 

En la misma línea, el Honorable Senador señor Alberto Espina hizo notar que no todos los derechos garantizados por la Constitución tienen el mismo tratamiento ni el mismo mecanismo de protección.


Dicho lo anterior, la norma propuesta por el profesor Avilés plantea consagrar constitucionalmente el deber del Estado de resguardar el derecho de los consumidores. Éste pasará a ser un deber que el Estado tiene que asumir activamente en todo. 


Lo fundamental es que esta consagración constitucional permitirá pasar de un Estado indiferente en materia de protección de los derechos de los consumidores a un Estado proactivo en relación a la materia. Lo anterior importa que la ciudadanía podrá exigir tal pro actividad. Así, en todas las normas que se dicten, medidas que se adopten y se apliquen, políticas públicas y proyectos de ley, entre otros, esta garantía tendrá que estar resguardada porque será un deber del Estado velar por dicha protección.


Indicó que consultó la opinión de varios constitucionalistas y todos estimaron que la incorporación de una norma de este carácter constituye un cambio sustancial respecto del rol del Estado en esta materia.  


En cuanto si esto dará origen al recurso de protección, agregó que, de ser así, se generaría una expectativa inconmensurable. Carece de sustento permitir el recurso de protección para cada violación particular de los derechos del consumidor. 


Por las consideraciones anteriores, esta propuesta delimita el resguardo de esta nueva garantía al amparo económico, cuando proceda, así como a aquéllas que el legislador quiera establecer a futuro. 


Finalizó señalando que la proposición en análisis resuelve bien la materia en debate porque, además, formula una modificación en el artículo 20, en términos de excluir esta nueva garantía del recurso de protección. 


En cuanto a la pregunta sobre en qué ayuda esta modificación, o de qué sirve, el Honorable Senador señor Espina destacó los siguientes dos puntos: 

-Establecer una obligación y un deber del Estado que en todas sus políticas públicas cumpla con lo aquí consagrado. El Estado cumplirá tal obligación a través de la ley.

-No generar una falsa expectativa. Por ello, no lo hace susceptible de recurso de protección. Sobre este punto hizo presente que el criterio de la Corte Suprema es rechazar los recursos de protección respecto de situaciones que no sean extraordinariamente graves.


El Honorable Senador añadió que esta es la redacción que  aparece como la más adecuada para cumplir con la doble finalidad antes señalada. 


Será la primera vez que Chile tendrá una protección de esta naturaleza respecto de los derechos del consumidor, la que, por cierto, ya existe en muchos otros países del mundo.

________


--En votación, la Comisión acordó aprobar el proyecto en particular, por la unanimidad de los miembros presentes,  Honorables Senadores señora Pérez y señores Tuma y Pizarro. (Unanimidad 3x0)

--Luego, por la misma votación unánime, adoptó los siguientes acuerdos:


1.- De conformidad a lo establecido en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, proponer al Senado discutir el proyecto en general y particular a la vez.


2.- Proponer fusionar esta iniciativa con el proyecto de reforma constitucional sobre protección de los derechos de los consumidores, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Espina, García, Tuma y Zaldívar y del ex Senador señor Chadwick, boletín N° 7.563-07.

_________

TEXTO DEL PROYECTO


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Economía tiene el honor de proponeros la aprobación del siguiente: 

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Constitución Política de la República: 


1.- Incorpórase en el numeral 21 del artículo 19, un inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero, del siguiente tenor: 


“Es deber del Estado resguardar los derechos de los consumidores que indique la ley. Dicha ley deberá promover la educación de los consumidores para un consumo responsable y la elección libre e informada de los bienes y servicios, así como facilitar el acceso a procedimientos eficaces para el ejercicio de los derechos que en ella se consagren.”. 


2.- Incorpórase en el artículo 20, a continuación de la expresión “21°, seguida de una coma, la expresión “con excepción de lo dispuesto en el inciso segundo,”.”.

_______________

Acordado en sesiones celebradas los días 23 de julio, 4 de agosto, 29 de septiembre y 1 de octubre de 2014, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Jorge Pizarro Soto (Presidente), señora Lily Pérez San Martín y señores Alejandro Navarro Brain, Jaime Orpis Bouchon y Eugenio Tuma Zedán.
Valparaíso, a 7 de octubre de 2014.

(Fdo.): Pedro Fadic Ruiz, Abogado Secretario de la Comisión.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR CHAHUÁN, SEÑORAS ALLENDE Y MUÑOZ Y SEÑORES PÉREZ VARELA Y PIZARRO, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE LA CONMEMORACIÓN DEL DÍA MUNDIAL DEL AGUA EL 22 DE MARZO DE CADA AÑO

(9.622-09)

Mediante Resolución A/RES/47/193 , de fecha 22 de diciembre de 1992, la Asamblea General de las Naciones Unidas, declaró que el 22 de marzo de cada año, se conmemore en cada país miembro, el Día Mundial del Agua, acogiendo así la propuesta surgida en la Conferencia de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente y el Desarrollo efectuada en Río de Janeiro, Brasil, en ese mismo año.  
Desde entonces, en cada una de esas conmemoraciones, tanto los diversos Secretarios Generales de la Organización como los Directores de sus organismos especializados han hecho fervientes llamados a los países que la integran, para que tomen conciencia sobre la importancia del agua para la supervivencia y desarrollo de los pueblos.
En este contexto, resulta importante recordar las reflexiones que hizo en una de estas celebraciones, el Director General de la FAO, Jacques Diouf, al señalar: “Afrontar la escasez del agua será el problema del Siglo XXI”.
Y estas sabias palabras reflejan la magnitud de esta situación que afecta a gran parte de las naciones, considerando que el agua es esencial para la vida, pero existe mucha escasez de este vital elemento en gran parte del orbe, lo que provoca miles de muertes, por enfermedades transmitidas por el agua, y la sequía afecta constantemente a muchos países, fenómeno del cual no está exento nuestro territorio, especialmente por las transformaciones provocadas por los cambios climáticos y el calentamiento global del planeta.
Por lo tanto, resulta indispensable que los integrantes de nuestra comunidad, desde su educación preescolar tomen conciencia de la importancia que reviste el agua, tanto para la supervivencia de los seres humanos, como para la agricultura, la biodiversidad, la minería e incluso, la energía.
Durante la celebración del “Día Mundial del Agua”, en el año 2003, el entonces Secretario General de las Naciones Unidas de la época, Kofi Anan, manifestó: “En la Cumbre Mundial sobre Desarrollo Sostenible en Johannesburgo celebrada en el mes de Septiembre del año 2002, se estableció como compromiso la meta de reducir a la mitad el número de personas sin acceso a servicios básicos de saneamiento, también para el año 2015. Si fallamos en lograr estos objetivos, las consecuencias serán graves: persistencia y expansión de enfermedades mortales; mayor daño para el medio ambiente global, amenazas a la seguridad alimentaria y a la estabilidad misma. Y mientras los problemas hídricos en los países en desarrollo sean más agudos, los países desarrollados también se encontrarán en riesgo. El mundo necesita mejorar su manejo de los recursos hídricos. Necesitamos un sistema de irrigación mucho más eficiente, una agricultura e industria mucho menos tóxica y nuevas inversiones en servicios e infraestructura del agua.”
Como se puede apreciar de la lectura de estas acertadas aseveraciones, la crisis hídrica que afecta a tantos países, es de tal envergadura, que constituye a no dudarlo, una situación urgente para el desarrollo humano y la dignidad de los pueblos, por lo que se requiere hacer los máximos esfuerzos para dotar de agua potable, apta para el consumo humano y servicios sanitarios adecuados.
Por ello, se hace necesario que nuestra comunidad adopte un compromiso para ordenar y racionalizar los recursos hídricos, asumiendo la importancia que reviste para un desarrollo nacional sustentable durante el presente siglo.
En tal virtud, no nos cabe duda que la conmemoración del Día Mundial del Agua que mediante esta moción se propone, constituirá una oportunidad ineludible para que los organismos sectoriales pertinentes del Estado, hagan una difusión nacional sobre la importancia del recurso hídrico en todas nuestras actividades cotidianas como para los procesos productivos.
Por tal motivo, venimos en someter a la aprobación del Senado de la República, el siguiente 

PROYECTO DE LEY:

Artículo único: “Establécese el 22 de marzo de cada año, como el Día Mundial del Agua”.

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- Adriana Muñoz D’Albora, Senadora.- Víctor Pérez Varela, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.

5

MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR BIANCHI, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LAS FUENTES DE LOS INGRESOS DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS Y ELIMINA EL FINANCIAMIENTO PRIVADO DE LAS CAMPAÑAS ELECTORALES

(9.632-06)

El financiamiento de la actividad política hoy en día se encuentra fuertemente cuestionado sobre todo por el caso que en los últimos días se ha dado a conocer del supuesto financiamiento ilegal que un poderoso grupo económico efectuó a un partido político para sus campañas.
Sin embargo, este "problema", de la relación entre dinero y política desde hace tiempo no es algo nuevo en nuestro país, lo anterior fundamentalmente porque las normas que regulan la actividad parecen en apariencia ser muy claras, pero muchas veces estas no son siempre cabalmente cumplidas, o si son cumplidas, estas favorecen en particular a uno o• dos grupos políticos, los que cuentan al momento de competir con una enorme ventaja por sobre cualquier otro emprendimiento político, ya que pueden contar con recursos suficientes para copar el espacio propagandístico y público en general.
El gran tema de este "problema" del financiamiento privado de la política es que finalmente al poder, una persona natural o jurídica elegir donar a un partido político o candidatura en particular, la relación de dependencia que persiste luego de que el partido político o la candidatura llega al poder es del todo evidente o al menos sospechosa, en cuanto a que estos deben necesariamente favorecer los intereses de dicho donante, cuestión desde todo punto de vista repudiable puesto que las decisiones de las autoridades electas democráticamente no pueden estar determinadas por las presiones que alguna persona o grupo económico puede ejercer sobre ellas en virtud de un aporte o donación efectuado previamente.
El marco del financiamiento de la actividad política está dado por la ley 18.603 orgánica constitucional sobre partidos políticos y la ley 19.884 sobre transparencia, límite y control del gasto electoral.
La ley orgánica constitucional de partidos políticos establece un Título V que se denomina "del financiamiento de los partidos políticos"
Según el artículo 33 de dicha ley los ingresos de los partidos políticos estarán constituidos por las cotizaciones ordinarias o extraordinarias que efectúen sus afiliados, por las donaciones, por las asignaciones testamentarias que se hagan en su favor y por los frutos y productos de los bienes de su patrimonio.
El mismo Capítulo encarga al Servicio Electoral la fiscalización de los ingresos y gastos de los partidos políticos.
Sobre esta ley creemos que se debe por un lado eliminar toda posibilidad de que los ingresos de los partidos políticos estén constituidos por donaciones y por asignaciones testamentarias que se hagan a su favor, puesto que ambas formas de financiamiento sin duda que constituyen un seria amenaza de control e influencia por parte de los donantes sobre dichos partidos políticos, cuestión a todas luces condenable si es que se quiere contar con partidos políticos libres y transparentes frente a la ciudadanía.
Por su parte la ley 19.884 sobre transparencia, límite y control del gasto electoral, en su Título II establece una completa regulación del financiamiento de las campañas.
El financiamiento de las campañas electorales está constituido por un financiamiento privado y un financiamiento público.
El financiamiento privado consiste en toda contribución en dinero, o estimable en dinero, que se efectúe a un candidato o partido político, sea que se materialice bajo la forma de mutuo, donación, comodato o cualquier acto o contrato a título gratuito, destinado al financiamiento de gastos electorales.
Este financiamiento tiene un límite, ninguna persona puede aportar a un mismo candidato, y en una misma elección, una suma que exceda al equivalente en pesos de mil unidades de fomento en el caso de candidatos a alcalde, consejero regional o concejal; de mil doscientas cincuenta unidades de fomento tratándose de candidatos a diputado o senador y de dos mil unidades de fomento en el caso de candidatos presidenciales.
El otro límite está dado para el total de aportes que una misma persona puede realizar a distintos candidatos o a un partido político en una misma elección el cual no puede exceder, del equivalente en pesos, de diez mil unidades de fomento.
Por las mismas razones dadas para el financiamiento de los partidos políticos a través de donaciones o asignaciones testamentarias, creemos que esta forma de financiar campañas políticas mediante aportes de privados a un candidato en particular deben ser eliminados, puesto que sin duda que dicho candidato al ser electo, con toda probabilidad deberá responder frente a dicho privado por el aporte hecho, cuestión a todas luces repudiable en una democracia en donde se requiere que las autoridades representen en sus decisiones el interés general y no el particular de alguna persona o grupo.
Por las razones anteriores es que venimos en presentar el siguiente:

Proyecto de ley

Artículo 1 Sustitúyase en la ley 18.603 Orgánica Constitucional sobre partidos políticos el artículo 33 por el siguiente artículo 33 nuevo:
Artículo 33 Los ingresos de los partidos políticos estarán constituidos por las cotizaciones ordinarias o extraordinarias que efectúen sus afiliados y por los frutos y productos de los bienes de su patrimonio.
Los partidos inscritos o en formación sólo podrán tener ingresos de origen nacional.
Artículo 2 Modifíquese la ley número 19.884 sobre transparencia, límite y control del gasto electoral de la manera que sigue:
1) En el Titulo II deróguese íntegramente el párrafo 1 denominado "Del financiamiento privado".

2) En el Título II deróguese íntegramente el párrafo 3 denominado "De la trasparencia del financiamiento.

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR BIANCHI, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE CREA UN FONDO DE FORTALECIMIENTO DE LA ACTIVIDAD POLÍTICA

(9.633-06)

En el ámbito de la discusión que se está dando hoy en día en nuestro país sobre el financiamiento de la actividad política recientemente se ha presentado un proyecto de ley que dice relación con los aportes privados a partidos políticos y candidaturas.
El gran tema de este "problema" del financiamiento privado de la política es que finalmente al poder, una persona natural o jurídica elegir donar a un partido político o candidatura en particular, la relación de dependencia que persiste luego de que el partido político o la candidatura llega al poder es del todo evidente o al menos sospechosa, en cuanto a que estos deben necesariamente favorecer los intereses de dicho donante, cuestión desde todo punto de vista repudiable puesto que las decisiones de las autoridades electas democráticamente no pueden estar determinadas por las presiones que alguna persona o grupo económico puede ejercer sobre ellas en virtud de un aporte o donación efectuado previamente.
El marco del financiamiento de la actividad política está dado por la ley 18.603 orgánica constitucional sobre partidos políticos y la ley 19.884 sobre transparencia, límite y control del gasto electoral.
La ley orgánica constitucional de partidos políticos establece un Título V que se denomina "del financiamiento de los partidos políticos".
Según el artículo 33 de dicha ley los ingresos de los partidos políticos estarán constituidos por las cotizaciones ordinarias o extraordinarias que efectúen sus afiliados, por las donaciones, por las asignaciones testamentarias que se hagan en su favor y por los frutos y productos de los bienes de su patrimonio.
El mismo Capítulo encarga al Servicio Electoral la fiscalización de los ingresos y gastos de los partidos políticos.
Sobre esta ley creemos que se debe por un lado eliminar toda posibilidad de que los ingresos de los partidos políticos estén constituidos por donaciones y por asignaciones testamentarias que se hagan a su favor, puesto que ambas formas de financiamiento sin duda que constituyen un seria amenaza de control e influencia por parte de los donantes sobre dichos partidos políticos, cuestión a todas luces condenable si es que se quiere contar con partidos políticos libres y transparentes frente a la ciudadanía.
Por su parte la ley 19.884 sobre transparencia, límite y control del gasto electoral, en su Título II establece una completa regulación del financiamiento de las campañas.
El financiamiento de las campañas electorales está constituido por un financiamiento privado y un financiamiento público.
El financiamiento privado consiste en toda contribución en dinero, o estimable en dinero, que se efectúe a un candidato o partido político, sea que se materialice bajo la forma de mutuo, donación, comodato o cualquier acto o contrato a título gratuito, destinado al financiamiento de gastos electorales.
Este financiamiento tiene un límite, ninguna persona puede aportar a un mismo candidato, y en una misma elección, una suma que exceda al equivalente en pesos de mil unidades de fomento en el caso de candidatos a alcalde, consejero regional o concejal; de mil doscientas cincuenta unidades de fomento tratándose de candidatos a diputado o senador y de dos mil unidades de fomento en el caso de candidatos presidenciales.
El otro límite está dado para el total de aportes que una misma persona puede realizar a distintos candidatos o a un partido político en una misma elección el cual no puede exceder, del equivalente en pesos, de diez mil unidades de fomento.
Por las mismas razones dadas para el financiamiento de los partidos políticos a través de donaciones o asignaciones testamentarias, creemos que esta forma de financiar campañas políticas mediante aportes de privados a un candidato en particular deben ser eliminados, puesto que sin duda que dicho candidato al ser electo, con toda probabilidad deberá responder frente a dicho privado por el aporte hecho, cuestión a todas luces repudiable en una democracia en donde se requiere que las autoridades representen en sus decisiones el interés general y no el particular de alguna persona o grupo.
Por lo anterior es que este senador ya ha presentado un proyecto de ley presentado que propone derogar todas estas normas que permiten un financiamiento directo por parte de personas jurídicas o naturales privadas a partidos políticos y candidaturas.
Pues bien descartada la posibilidad de financiamiento privado tanto de los partidos políticos así como también de los gastos electorales, debemos proponer una forma de financiamiento de la actividad política que sea de carácter pública y que otorgue garantías de transparencia, control y límite y que permita por sobretodo una competencia en igualdad de condiciones económicas entre todas las fuerzas políticas de nuestro sistema.
Por lo anterior es que proponemos la creación de un Fondo Público para el financiamiento de la actividad política.
Dicho Fondo estará constituido por los recursos que contemple la ley de presupuestos y por los aportes que personas jurídicas y naturales privadas efectúen bajo la modalidad de donación la cual tendrá el beneficio de poder ser imputado hasta un cierto límite al pago de impuesto a la renta por parte de dicho donantes.
El Fondo será Administrado por el Servicio Electoral y repartido entre las distintas fuerzas políticas de acuerdo a la reglamentación que del mismo se efectué por la ley, pudiendo tener como destino el financiamiento de partidos políticos así como también de candidaturas políticas.
Creemos que este cambio radical en la forma en que se financia la actividad política es la única forma en que el sistema democrático pueda otorgar garantías de transparencia y probidad a la ciudadanía, dando a todos los ciudadanos la suficiente garantía de que las autoridades elegidas no responderán a intereses particulares en sus actuaciones y decisiones.
Por las razones anteriores es que venimos en presentar el siguiente:

Proyecto de Reforma Constitucional

Artículo Único Incorpórese en la Constitución Política de la República el siguiente Capítulo IX nuevo

Capítulo IX
Del Fondo de fortalecimiento de la actividad política
Artículo 95 El Fondo de fortalecimiento de la actividad política estará destinado a financiar a las organizaciones políticas que la ley reconozca como tales así como también los gastos electorales de las candidaturas a cargos de elección popular.
Dicho fondo estará constituido por los recursos que anualmente contemple la ley de presupuestos y por las donaciones que efectúen tanto personas jurídicas como naturales de carácter nacional.
Las donaciones que se efectúe al Fondo podrán ser imputadas al pago de impuesto a la renta que deban efectuar los respectivos donantes, con los límites que la ley establezca.
Artículo 96 La administración del Fondo corresponderá al Servicio electoral.
La ley establecerá la forma en que se distribuirán los recursos del Fondo entre las distintas organizaciones políticas y candidaturas, debiendo siempre garantizarse una distribución equitativa, transparente y que permita una competencia igualitaria entre los distintos partidos políticos y candidaturas.
(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORA ALLENDE Y SEÑORES DE URRESTI, HARBOE Y WALKER, DON PATRICIO, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 19 N° 7°, LETRA I), DE LA CARTA FUNDAMENTAL, EN MATERIA DE DERECHO A LA ACCIÓN DE INDEMNIZACIÓN POR ERROR JUDICIAL

(9.634-07)

Considerandos:

a) La responsabilidad es un Principio que se manifiesta en todo nuestro ordenamiento jurídico, teniendo así existencia en las distintas ramas del derecho, tanto en el derecho público como en el derecho privado.
b) Actualmente en Chile, existen dos regímenes sobre la responsabilidad del Estado, a saber: Por daños causados por resoluciones judiciales manifiestamente erróneas o injustificadas y por daños provenientes de conductas injustificadamente erróneas o arbitrarias realizadas por el Ministerio Público.
c) Además, en el artículo 4° de la Ley Orgánica Constitucional de las Bases Generales de la Administración del Estado, Ley 18.575, se establece un principio general de responsabilidad de la Administración estatal, limitando ésta a los daños derivados del ejercicio de sus funciones y sin perjuicio de la responsabilidad personal del funcionario causante del daño.
d) En nuestro ordenamiento jurídico se establece la responsabilidad del Estado en su Rol Jurisdiccional en sede Penal, estableciendo entre otras normas, lo establecido en la letra i) de la letra N° 7 del art. 19° de la Constitución Política de la República y el art. 5° de la ley 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público.

e) Así las cosas, "la responsabilidad del Estado en el ejercicio de sus potestades admite diversas manifestaciones concretas en nuestro derecho positivo, y que guardan relación con la división funcional del poder estatal y su tamaño. La responsabilidad y el control del poder público son reglas de oro consubstanciales a todo Estado de Derecho. En consecuencia, la responsabilidad patrimonial del Estado, en sus facetas: Estado Legislador, Estado Juzgador y Estado Administrador, viene a constituir un principio rector del Estado de Derecho y, por lo tanto, parte integrante del sistema de garantías sociales, políticas y jurídicas que caracterizan a esta forma jurídico-política de Estado, y también un principio rector de la república democrática como forma política del Estado".
(Jellinek, Georg (1970): Teoría General del Estado (Traduce. Fernando de los Ríos, Buenos Aires, Editorial Albatros), pp. 591 y ss., también de Zúñiga U., Francisco (2005): Responsabilidad Patrimonial del Estado Legislador (Santiago, Editorial LexisNexis).
Así, podemos sostener que el fundamento actual de la responsabilidad del Estado, ya se trate del Estado Legislador, Estado Juzgador o Estado Administrador, no es otro que el Estado de Derecho y sus presupuestos, cuya finalidad última es proteger a los gobernados en sus derechos. Un Estado de Derecho "irresponsable" es una contradicción en sus propios términos. Estado de Derecho y responsabilidad son conceptos correlativos.
f) En ese contexto, "la responsabilidad patrimonial del Estado Juzgador tiene su fuente en el acto jurisdiccional o "resolución judicial (sentencia judicial condenatoria o "sometimiento a proceso" término obsoleto en gran medida después de la reforma constitucional de 2005 y de la reforma procesal penal) que incurre en error judicial, con consecuencias dañosas para la víctima. Encuentra su reconocimiento garantístico en el artículo 19 N° 7, letra i), de la Constitución. En lo que dice relación con la responsabilidad del Estado por error judicial, cabe precisar que ella se ha desplazado fundamentalmente al aspecto penal y se suele definir como "toda antinomia producida entre la verdad material y la verdad oficial, no captada por el juzgador" (F. Puig Peña).
g) Así las cosas, la Defensoría Penal Pública, ha trabajado en el "PROYECTO INOCENTES", en el cual buscan reparar el error judicial, cuando una persona es afectada por el Poder Punitivo del Estado, a pesar de ser inocente.
h) En ese mismo orden de ideas, en el "Proyecto Inocentes", han sistematizado las causas frecuentes de error judicial en materia Penal, señalando a su respecto que: "Estas causas de error han sido sistematizadas según los siguientes aspectos: identificación errónea por parte de víctimas o testigos; declaración falsa, es decir imputaciones fundadas en una declaración donde intencionadamente se imputa un falso ilícito; falsa confesión, situaciones o estados que llevan a una persona a auto inculparse falsamente; error en procedimiento pericial o ciencia limitada, referida a pericias o procedimientos periciales erróneos; conducta inadecuada de agentes del Estado, sea negligente o dolosamente y que han tenido directa incidencia en la imputación.
Por último, conducta inadecuada del defensor, que se refiere a abogados negligentes que han omitido diligencias esenciales a favor de su cliente"
Por consiguiente, en razón de lo anterior, vengo en presentar y en proponer a ustedes el siguiente,

PROYECTO DE LEY

ARTÍCULO ÚNICO: En razón de la indemnización por error judicial en materia Penal, Modifíquese la letra i) del Numeral 7 del art. 19° de la Constitución Política de la República en los siguientes términos:
a) Modifíquese la letra i) del N° 7 del art. 19° de la Constitución Política de la República: "i) Un vez dictado sobreseimiento definitivo o sentencia absolutoria, el que hubiere sido formalizado, sometido a proceso, o sometido a alguna medida restrictiva o privativa de libertad o de algún otro derecho o garantía fundamental, podrá pedir que la Corte Suprema declare que dicho acto fue erróneo o arbitrario, y tendrá derecho a ser indemnizado por la responsabilidad objetiva del Estado o de sus órganos, de todos los perjuicios patrimoniales y morales que haya sufrido.
La indemnización será determinada judicialmente en procedimiento breve y sumario y en él la prueba se apreciará en conciencia".
(Fdo.): Isabel Allende Bussi, Senadora.- Alfonso de Urresti Longton, Senador.- Felipe Harboe Bascuñán, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORA ALLENDE Y SEÑORES DE URRESTI, HARBOE Y WALKER, DON PATRICIO, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL RÉGIMEN DE RESPONSABILIDAD CIVIL DEL ESTADO POR CONDUCTAS INJUSTIFICADAMENTE ERRÓNEAS O ARBITRARIAS DEL MINISTERIO PÚBLICO, REGULADO EN EL INCISO PRIMERO DEL ARTÍCULO 5° DE LA LEY N° 19.640

(9.635-07)
Considerandos:

a) La responsabilidad es un Principio que se manifiesta en todo nuestro ordenamiento jurídico, teniendo así existencia en las distintas ramas del derecho, tanto en el derecho público como en el derecho privado.
b) Actualmente en Chile, existen dos regímenes sobre la responsabilidad del Estado, a saber: Por daños causados por resoluciones judiciales manifiestamente erróneas o injustificadas y por daños provenientes de conductas injustificadamente erróneas o arbitrarias realizadas por el Ministerio Público.
c) Además, en el artículo 4° de la Ley Orgánica Constitucional de las Bases Generales de la Administración del Estado, Ley 18.575, se establece un principio general de responsabilidad de la Administración estatal, limitando ésta a los daños derivados del ejercicio de sus funciones y sin perjuicio de la responsabilidad personal del funcionario causante del daño.
d) En nuestro ordenamiento jurídico se establece la responsabilidad del Estado en su Rol Jurisdiccional en sede Penal, estableciendo entre otras normas, lo establecido en la letra i) de la letra N° 7 del art. 19° de la Constitución Política de la República y el art. 5° de la ley 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público.
Así, podemos sostener que el fundamento actual de la responsabilidad del Estado, ya se trate del Estado Legislador, Estado Juzgador o Estado Administrador, no es otro que el Estado de Derecho y sus presupuestos, cuya finalidad última es proteger a los gobernados en sus derechos. Un Estado de Derecho "irresponsable" es una contradicción en sus propios términos. Estado de Derecho y responsabilidad son conceptos correlativos.

e) En ese contexto, "la responsabilidad patrimonial del Estado Juzgador tiene su fuente en el acto jurisdiccional o "resolución judicial (sentencia judicial condenatoria o "sometimiento a proceso" término obsoleto en gran medida después de la reforma constitucional de 2005 y de la reforma procesal penal) que incurre en error judicial, con consecuencias dañosas para la víctima. Encuentra su reconocimiento garantístico en el artículo 19 N° 7, letra i), de la Constitución. En lo que dice relación con la responsabilidad del Estado por error judicial, cabe precisar que ella se ha desplazado fundamentalmente al aspecto penal y se suele definir como "toda antinomia producida entre la verdad material y la verdad oficial, no captada por el juzgador" (E. Puig Peña).
f) Así las cosas, la Defensoría Penal Pública, ha trabajado en el "PROYECTO INOCENTES", en el cual buscan reparar el error judicial, cuando una persona es afectada por el Poder Punitivo del Estado, a pesar de ser inocente.
g) En ese mismo orden de ideas, en el "Proyecto Inocentes", han sistematizado las causas frecuentes de error judicial en materia Penal, señalando a su respecto que: "Estas causas de error han sido sistematizadas según los siguientes aspectos: identificación errónea por parte de víctimas o testigos; declaración falsa, es decir imputaciones fundadas en una declaración donde intencionadamente se imputa un falso ilícito; falsa confesión, situaciones o estados que llevan a una persona a auto inculparse falsamente; error en procedimiento pericial o ciencia limitada, referida a pericias o procedimientos periciales erróneos; conducta inadecuada de agentes del Estado, sea negligente o dolosamente y que han tenido directa incidencia en la imputación. Por último, conducta inadecuada del defensor, que se refiere a abogados negligentes que han omitido diligencias esenciales a favor de su cliente"
Por consiguiente, en razón de lo anterior, vengo en presentar y en proponer a ustedes el siguiente,

PROYECTO DE LEY

ARTÍCULO ÚNICO: En razón de la indemnización por error judicial en materia Penal, Modifíquese el inciso primero del art. 5° de la ley 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público, en los siguientes términos:
"El Estado será responsable de forma objetiva, de las conductas erróneas o arbitrarias que efectúe el Ministerio Público, en las que se haya afectado algún derecho fundamental, de conformidad con lo establecido en la letra i) del numeral 7 del artículo 19° de la Constitución Política de la República".

(Fdo.): Isabel Allende Bussi, Senadora.- Alfonso de Urresti Longton, Senador.- Felipe Harboe Bascuñán, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES WALKER, DON PATRICIO Y ARAYA, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE EXCLUYE EN EL DELITO DE ESTUPRO, SANCIONADO EN EL ARTÍCULO 363 DEL CÓDIGO PENAL, LA APLICACIÓN DE LAS PENAS SUSTITUTIVAS ESTABLECIDAS EN EL ARTÍCULO 1° DE LA LEY N° 18.216

(9.636-07)

I. ANTECEDENTES.

1- Delito de Estupro.

El delito de estupro consiste en el acceso carnal, por vía vaginal anal, o bucal, a una persona menor de edad (menos 18), pero mayor de 14 años, que presta su consentimiento al acto sexual. Sin embargo, se trataría de un consentimiento dado por la víctima a través de un engaño conforme las circunstancias exigidas. En efecto, para configurar el delito se requiere de la concurrencia de alguna de las circunstancias enumeradas en el artículo 363 N° 1 a 4 del Código Penal (C.P): cuando el hechor abusa de una anomalía o perturbación mental, aún transitoria de ésta, que por su menor entidad no es constitutiva de enajenación o trastorno; cuando aproveche una relación de dependencia con aquélla; cuando abuse del grave desamparo en que se encuentra; y cuando se la engaña abusando de su inexperiencia o ignorancia sexual.
La acción prohibida y la oportunidad de consumación en este delito es la misma que en el delito de violación, consistente en la penetración carnal (artículo 363 del Código Penal). En otros términos, la conducta es idéntica a la de la violación del artículo 361 C.P. La única diferencia es que el sujeto pasivo debe ser menor de 18 años y mayor de 14 años, cumplidos, y que la voluntad de la víctima debe considerarse viciada, pues concurren las circunstancias del artículo 363 N° 1 a 4 del Código Penal, constituyendo una diferencia fundamental con la violación, pues en esta última la víctima no consiente.
El bien jurídico afectado es la libertad sexual individual, y el sujeto pasivo puede ser cualquier persona menor de edad pero mayor de 14 años, hombre o mujer.
El delito requiere dolo directo, excluyendo la posibilidad de culpa.
La pena principal es presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo, es decir, de 3 años y 1 día a 10 años, sin perjuicio de las penas accesorias, de los artículos 28 o 29, según corresponda y demás especiales de los artículos 370 bis, 371 y 372, del Código Penal.
2.- Ley N° 18.216, aspectos generales.

La Ley N° 18.216 establece un conjunto de medidas alternativas a la ejecución de las penas privativas o restrictivas de libertad, con el objeto de favorecer la reinserción de los condenados por delitos de baja penalidad, evitando los posibles efectos criminógenos de su encarcelamiento.
Alfredo Etcheberry señala que estas medidas son aplicadas en casos de penas privativas de libertad de corta duración para con evitar las consecuencias perniciosas de dichas penas y promover la enmienda del delincuente.
La Ley N° 18.216 dispone en su Artículo 1°:
"Artículo 1°.- La ejecución de las penas privativas o restrictivas de libertad podrá sustituirse por el tribunal que las imponga, por alguna de las siguientes penas:
a) Remisión condicional.

b) Reclusión parcial.

e) Libertad vigilada.

d) Libertad vigilada intensiva.

e) Expulsión, en el caso señalado en el artículo 34.

f) Prestación de servicios en beneficio de la comunidad.

(...)".
3- Casos en que no proceden las penas sustitutivas, según la Ley N° 18.216.

A continuación se señalan brevemente los casos en que no proceden las penas alternativas de la Ley N° 18.216.
El Artículo l°, citado, dispone que no proceden estos beneficios en los siguientes casos, salvo si la pena se ha determinado considerando la circunstancia atenuante de responsabilidad penal del art. 11 N° 1 del Código Penal de irreprochable conducta anterior:
• Secuestro con rescate (art. 141, inciso 3° C.P.)

• Secuestro por más de 15 días o con daño grave en la persona o intereses del secuestrado (art. 141, inciso 4° C.P.).

• Secuestro con homicidio, violación, violación sodomítica o lesiones (art. 141, inciso 5° C.P.).

• Sustracción de un menor de 18 años (art. 142 C, P.).

• Violación (art. 361 C.P.).

• Violación a menor de 14 años (art. 362 C.P.).

• Violación con homicidio (art. 372 bis).

• Parricidio y Femicidio (art. 390 C.P.).

• Homicidio calificado (art. 391 N° 1 C.P.).
Luego, continúa el artículo, disponiendo que en ningún caso procederá la medida alternativa de Prestación de servicios en beneficio de la comunidad, en caso de condenados por crímenes o simples delitos señalados por las leyes N° 20.000, que sustituye la ley N° 19.366 que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas; 19.366, que Sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, dicta y modifica diversas disposiciones legales y deroga ley N° 18.403; y 18.403, que Sanciona el tráfico ilícito de drogas y estupefacientes y deroga la Ley N° 17.934.".
También dispone la norma, que "No se aplicará ninguna de las penas sustitutivas contempladas en esta ley a las personas que hubieren sido condenadas con anterioridad por alguno de dichos crímenes o simples delitos en virtud de sentencia ejecutoriada, hayan cumplido o no efectivamente la condena, a menos que les hubiere sido reconocida la circunstancia atenuante prevista por el artículo 22 de la ley N° 20.000.", de cooperación eficaz.
Finalmente, el artículo citado dispone que el tribunal no podrá aplicar las penas sustitutivas del inciso primero a los autores del delito consumado de robo con violencia o intimidación en las personas (artículo 436, inciso primero, del Código Penal, figura residual), que hubiesen sido condenados anteriormente por alguno de los delitos de robo con violencia o intimidación en las personas, sea que la violencia o la intimidación tenga lugar antes del robo para facilitar su ejecución, en el acto de cometerlo o después de cometido para favorecer su impunidad (art. 433); (artículo 436, inciso primero, del Código Penal, figura residual), y robo con fuerza en las cosas efectuado en lugar habitado o destinado a la habitación o en sus dependencias (art. 440 C. P.).
II.-
FUNDAMENTOS

1.- Las Penas Sustitutivas de la Ley N° 18.216 no son procedentes para el delito de violación, entre otros. El delito de Estupro es una Violación, con la única particularidad de que la víctima es una persona menor de edad, pero mayor de 14 años, que presta su consentimiento al acto sexual. Sin embargo, se trataría de un consentimiento obtenido mediante un engaño, pues se requiere de la concurrencia de alguna de las circunstancias enumeradas en el artículo 363 N° 1 a 4 del Código Penal: cuando el hechor abusa de una anomalía o perturbación mental, aún transitoria de ésta, que por su menor entidad no es constitutiva de enajenación o trastorno; cuando aproveche una relación de dependencia con aquélla; cuando abuse del grave desamparo en que se encuentra y cuando se la engaña abusando de su inexperiencia o ignorancia sexual.
Por lo tanto, desde el punto de vista de la reprochabilidad social de la conducta, el delito de Estupro puede ser tanto o más reprochable que el delito de violación, pareciendo entonces incoherente que se puedan conceder los beneficios de la Ley N° 18.216 a los responsables de Estupro, y no a los de Violación.
2.- Las penas del delito de Estupro y de violación son las mismas: Presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo, es decir, de 3 años y 1 día a 10 años.
Por lo tanto, no hay diferencia entre un violador y un autor de estupro, desde el punto de vista del tiempo que el responsable debiera cumplir en prisión. Desde este punto de vista, no se entiende que el segundo si tenga la posibilidad de acceder a los beneficios de la Ley N° 18.216.
Se estima que para que las penas alternativas de la Ley N° 18.216 sean inaplicables respecto del Estupro, habría que modificar el artículo 1° de dicha norma, incluyendo en su inciso segundo, la expresión "363" a continuación de la expresión "361", y en el artículo 30 de la Ley N° 18.216, eliminando al estupro como beneficiario de las penas sustitutivas de la Ley N° 18.216.
Atendidas las consideraciones formuladas, vengo en proponer el siguiente,
PROYECTO DE LEY

Artículo único: Introdúcese la siguiente modificación a la Ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad:
a.- Agregase al artículo 1° de la Ley N° 18.216, incluyendo en su inciso segundo, la expresión "363" a continuación de la expresión "361".

(Fdo.): Patricio Walker Prieto, Senador.- Pedro Araya Guerrero, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES OSSANDÓN, ALLAMAND, BIANCHI, GARCÍA-HUIDOBRO Y GUILLIER, CON EL QUE PIDEN AL MINISTERIO DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES QUE SE INCLUYA EN LOS EXÁMENES TEÓRICOS DE OBTENCIÓN DE LICENCIAS DE CONDUCIR CLASES B Y C EL CONOCIMIENTO DE LAS NORMAS QUE RIGEN A LOS CICLISTAS

(S 1.733-12)

Considerando:

1. Que los trayectos realizados en bicicleta han aumentado exponencialmente a nivel nacional, sobre todo en las grandes ciudades. Se estima que en Santiago los viales en este medio de transporte superarían el millón de trayectos diarios para el año 2015.
2. Que la bicicleta es un vehículo de mayor vulnerabilidad en relación a los automóviles debido a la ausencia de carrocería protectora, por lo que en caso de accidente el riesgo de lesiones es mayor. Se calcula, según cifras de la Organización Mundial de la Salud, que Chile es el segundo país sudamericano donde más ciclistas mueren.
3. Que es fundamental, urgente y necesario promover la educación vial en los conductores de automóviles respecto de las normas y otras reglas en que se desenvuelven los ciclistas. Asimismo, hay que considerar que en nuestro país la única forma de fiscalizar los conocimientos de la Ley del Transito es a través del examen para obtener la licencia de conducir.
4. Que es fundamental para Chile y sus habitantes que la legislación y la reglamentación chilena se adapten al innegable aumento de ciclistas, así como al aumento de trayectos diarios en este vehículo de transporte.
Por las razones antes expuestas,
EL SENADO DE LA REPÚBLICA ACUERDA

Solicitar al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones incluir en los exámenes teóricos para obtener las licencias de conducir de clase B y clase C preguntas que abarquen conocimientos contenidos en la Ley 18.290 de Tránsito respecto de las normas que rigen a los ciclistas.
(Fdo.): Manuel José Ossandón Irarrázabal, Senador.- Andrés Allamand Zavala, Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES OSSANDÓN, BIANCHI, GARCÍA-HUIDOBRO Y GUILLIER, CON EL QUE PIDEN AL SEÑOR MINISTRO DE HACIENDA QUE REALICE GESTIONES ANTE EL DIRECTORIO DEL BANCO DEL ESTADO DE CHILE PARA LA ELIMINACIÓN DE LOS COBROS POR GIROS, TRANSFERENCIAS Y CONSULTAS DE SALDO O, EN SU DEFECTO, QUE ESTABLEZCA UNA CANTIDAD DE OPERACIONES MENSUALES EXENTAS DE PAGO

(S 1.734-12)
CONSIDERANDO

1. Que el BancoEstado ha sido un pilar fundamental en el desarrollo del ahorro, fomento y progreso de millones de familias chilenas que, no pudiendo acceder a los instrumentos bancarios del mercado, han encontrado en esta institución pública una acogida para su planificación financiera.
Además, en el último tiempo, el BancoEstado ha sido una eficaz herramienta complementaria de diversas políticas públicas en orden a mejorar la inclusión financiera y el pago de beneficios sociales, permitiendo, por un lado, disminuir costos al Fisco en la implementación de dichos beneficios y, por el otro, ampliar y mejorar la cobertura de ellos.
Al respecto, es importante tener a la vista que, el objeto del Banco, de acuerdo al artículo 3° del Decreto Ley 2.079, es "prestar servicios bancarios y financieros con el objeto de favorecer el desarrollo de las actividades económicas nacionales".
2. Que, en este sentido, la llamada "Cuenta Rut" ha venido a cumplir un claro rol social, permitiendo el acceso a la banca a cualquier chileno, sin ninguna clase de requisito, salvo poseer un RUT.
Sin embargo, la operación de dicho instrumento debe ceñirse a las reglas de una institución que, en tanta empresa pública, está llamada a ser autosuficiente y autosustentable. En tal sentido deben, entenderse los cobros que realiza el BancoEstado por concepto de giros en cajeros automáticos como una forma atenuada de cobro por mantención de las cuentas.
3. Sin perjuicio de ello, resulta atendible, teniendo a la vista los resultados financieros del Banco entre 2012 y 2013, que dicha institución, en conjunto con el Ministerio de Hacienda, puedan estudiar la factibilidad de eliminar los cobros realizados por el Banco por concepto de giros en cajeros automáticos,
 transferencias y consultas de saldos. O en su defecto, se estudie el establecer una cantidad de operaciones exentas por mes. Esto habida cuenta del especial rol social que cumple la mencionada "Cuenta RUT", especialmente en los quintiles de menores ingresos.
4. Por último, resulta importante tener a la vista el pronunciamiento de la H. Cámara de Diputados, que aprobó una solicitud en este mismo sentido a través del Proyecto de Resolución N°104 que "Solicita el Término de cobro de comisiones por "Consulta de Saldo" y "Giros" por BancoEstado", presentado por las H. Diputadas Nogueira, Núñez y Provoste y por los H. Diputados Sandoval, Fuenzalida, Urrutia, Auth, Ward, Kast (don Felipe) y Coloma.
Por lo anterior, el Senado acuerda aprobar el siguiente:
PROYECTO DE ACUERDO

Con el objeto de solicitar al Ministro de Hacienda que realice las gestiones ante el Directorio del BancoEstado para que se evalúe la posibilidad de eliminar los cobros por giros, transferencias y consulta de saldos que efectúa esta institución o, en su defecto, se establezca una cantidad de operaciones exentas por mes.

(Fdo.): Manuel José Ossandón Irarrázabal, Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES PROKURICA, BIANCHI, DE URRESTI, ESPINA, GARCÍA, GARCÍA-HUIDOBRO, GUILLIER, HORVATH, LARRAÍN Y MONTES, CON EL QUE SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE DISPONGA LAS MEDIDAS NECESARIAS PARA DAR CUMPLIMIENTO A LAS SENTENCIAS EJECUTORIADAS QUE OBTUVIERON 848 PROFESORES DE LAS COMUNAS DE CHAÑARAL, VALLENAR, PARRAL, CAUQUENES, CHANCO Y PELLUHUE, EN CONTRA DE SUS RESPECTIVAS MUNICIPALIDADES, POR LA DENOMINADA “DEUDA HISTÓRICA”

(S 1.735-12)
Considerando:

1.- Que, el año 1981 se dictó el decreto ley N° 3.551 que dispuso un régimen de remuneraciones para el sector público, estableciendo en su artículo 40, una asignación especial no imponible para el personal docente dependiente del Ministerio de Educación;
2.- Que, el referido decreto ley estableció una asignación especial para el magisterio, correspondiente al 90% de sus remuneraciones para el caso de los titulados y de un 50% para los no titulados;
3.- Que, para hacer efectivo el pago de este beneficio se fijó un calendario a cumplirse entre 1981 y 1984. Sin embargo y, a pesar que se fijó como último plazo para su pago el mes de enero de 1988, la mayoría de los profesores no alcanzó a percibir el 100% de la asignación;
4.- Que, en razón de su pago diferido, los profesores traspasados en 1981 y 1982 percibieron el 25% del total de la asignación y los traspasados en 1986, el 65%. Las cuotas correspondientes a diciembre de 1986 y 1987 y enero de 1988 no fueron pagadas a los profesionales;
5.- Que, el no pago de esta asignación especial, obligó a los docentes a interponer demandas en contra de los municipios con resultados diversos. En algunos casos perdiendo dichas acciones y en otros, obteniendo sentencias favorables, como es el caso de las, comunas de Vallenar, Chañaral, Parral, Cauquenes, Chanco y Pelluhue. Sólo en las comunas de Vallenar y Chañaral, se han efectuado pagos parciales que superan, en total los 1.000 millones de pesos;
6.- Que, ante el incumplimiento de los respectivos municipios a las sentencias ejecutoriadas, el año 2005, los afectados presentaron una denuncia ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (Washington D.C), en contra del Estado de Chile.
7.- Que, con fecha 18 de abril de 2013, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), resolvió la admisibilidad de la demanda en contra del Estado chileno, que hicieron 848 profesores por la llamada deuda histórica, poniéndose a disposición de las partes a fin de llegar a una solución.
8.- Que el Senado en 6 oportunidades, entre los años 2000 y 2013, ha acordado solicitar al Presidente de la República, el estudio y proposición de una solución definitiva, dentro de las posibilidades del erario nacional, que permitiera poner término a la deuda que el Estado de Chile adquirió con sus profesores, por el no pago oportuno de la asignación establecida en el artículo 40 del Decreto Ley N°3.551, manifestándole, además, su disposición de apoyo a la fórmula que se acordara, en tanto ella requiera aprobación legislativa;
9.- Que, sin embargo, a pesar de la voluntad de la unanimidad de todos los Honorables Senadores de dar una pronta solución a este problema, los distintos gobiernos en reiteradas ocasiones han manifestado su negativa a ella, manifestando que la asignación especial contenida en el artículo 40 del DL.3551, no corresponde al personal docente traspasado a la administración municipal o simplemente que este tema no está en la agenda Presidencial.
10.- Que, han transcurrido más de 20 años de un largo camino recorrido, de promesas incumplidas y de largos litigios. La gran mayoría de los decentes afectados poseen avanzada edad, muchos de ellos se encuentran enfermos o con pensiones muy bajas y otros, han fallecido esperando una respuesta de las autoridades.
Por lo anterior, el Senado acuerda aprobar el siguiente proyecto de acuerdo:
PROYECTO DE ACUERDO:

Se solicita a S. E. la Presidenta de la República, disponer las medidas necesarias para dar cumplimiento a las resoluciones judiciales dictadas a favor de 848 profesores de las comunas de Chañaral, Vallenar, Parral, Cauquenes, Chanco y Pelluhue, que obtuvieron sentencias ejecutoriadas en contra de sus respectivos municipios, por la denominada Deuda Histórica.

(Fdo.): Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Alfonso de Urresti Longton, Senador.- Alberto Espina Otero, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Carlos Montes Cisternas, Senador.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE CREA EL MINISTERIO DE LA MUJER Y LA EQUIDAD DE GÉNERO, Y MODIFICA NORMAS LEGALES QUE INDICA

(9.287-06)


Oficio Nº 11.522


VALPARAÍSO, 8 de octubre de 2014

Con motivo del mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que crea el Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género y modifica normas legales que indica, correspondiente al boletín N°9287-06, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:
“TÍTULO I

Del Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género
Párrafo 1º

Naturaleza, Objeto y Funciones

Artículo 1º.- Créase el Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género, en adelante “el Ministerio”, como la Secretaría de Estado encargada de colaborar con el Presidente o Presidenta de la República en el diseño, coordinación y evaluación de las políticas, planes y programas destinados a promover la equidad de género, la igualdad de derechos y de procurar la eliminación de toda forma de discriminación en contra de las mujeres.

El Ministerio, actuando como órgano rector, velará por la coordinación, consistencia y coherencia de las políticas, planes y programas en materia de equidad de género, los que deberán incorporarse en forma transversal en la actuación del Estado.

Artículo 2º.- Al Ministerio le corresponderá planificar y desarrollar políticas y medidas especiales con pertinencia cultural, destinadas a favorecer la igualdad de derechos y de oportunidades entre hombres y mujeres, procurando eliminar toda forma de discriminación basada en el género, la plena participación de las mujeres en los planos cultural, político, económico y social, así como el ejercicio de sus libertades fundamentales y velar por el cumplimiento de las obligaciones contenidas en los tratados internacionales ratificados por Chile en la materia y que se encuentren vigentes.

Artículo 3°.- El Ministerio tendrá las siguientes funciones y atribuciones:

a) Proponer al Presidente o Presidenta de la República políticas, normas, planes y programas orientados a la equidad de género, a la igualdad de derechos y a procurar eliminar toda forma de discriminación contra las mujeres, coordinarlos y velar por su implementación, a fin de garantizar el cumplimiento de sus objetivos y evaluar su aplicación transversal en la actuación del Estado. Además, le corresponderá la formulación, coordinación y evaluación de un Plan Nacional de Igualdad.
b) Proponer al Presidente o Presidenta de la República iniciativas legales, reglamentarias y administrativas en las materias de su competencia y evaluar su aplicación.
Las proposiciones e implementaciones que efectúe el Ministerio tendrán pertinencia cultural, reconocerán la diversidad de las mujeres y deberán asegurar el pleno desarrollo y autonomía de las mujeres y la mejora de su posición a fin de garantizarles el goce de sus derechos en igualdad de condiciones y oportunidades con los hombres, su plena participación en la vida laboral, social, económica y cultural del país, y su acceso a cargos de elección popular y funciones públicas.
A su vez, reconociendo la diversidad de las mujeres y sus diferentes opciones de vida, el Ministerio promoverá la protección de aquellas que desarrollen su proyecto de maternidad.
c) Desarrollar políticas, planes y programas destinados a atender, prevenir, erradicar y sancionar la violencia contra las mujeres, generando los espacios de coordinación entre los organismos de la Administración del Estado a nivel nacional, regional y local.
d) Promover la igualdad de derechos y obligaciones entre los hombres y las mujeres en las relaciones familiares, así como el reconocimiento de la responsabilidad común en cuanto a la educación, el cuidado y el desarrollo de los hijos e hijas.

e) Impulsar, coordinar y evaluar la incorporación de la perspectiva de género en las políticas y planes de los diversos ministerios y servicios a nivel nacional y regional.
f) Velar por la transformación de estereotipos, prejuicios y prácticas sociales y culturales que naturalizan y reproducen la discriminación contra las mujeres.
g) Velar por el cumplimiento de los tratados internacionales sobre derechos humanos de las mujeres y la equidad de género, ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, especialmente aquellos que guarden relación con la eliminación de todas las formas de discriminación y de violencia contra las mujeres.

h) Mantener vínculos de cooperación con organismos internacionales dedicados a los derechos humanos de las mujeres y la equidad de género, sin perjuicio de las atribuciones que le correspondan al Ministerio de Relaciones Exteriores.
i) Colaborar con organismos del sector público, a nivel nacional, regional y local, y asesorarlos en la formulación e incorporación de criterios de género en sus políticas y programas, evaluaciones y procesos de planificación.
j) Celebrar convenios de colaboración y cooperación con organismos públicos y privados, nacionales e internacionales, para el cumplimiento de sus fines.

k) Establecer y administrar un sistema de información pública sobre el cumplimiento y aplicación de la normativa vigente sobre equidad de género.
l) Desarrollar estudios e investigaciones necesarios para el cumplimiento de su objeto. Para tal efecto, estará facultado para solicitar a los órganos de la Administración del Estado la información disponible que requiera para el cumplimiento de sus funciones.

m) Realizar procesos de capacitación a los funcionarios públicos y funcionarias públicas en materias relacionadas con las funciones encomendadas al Ministerio, los que también podrán otorgarse a particulares.
n) Mantener un diagnóstico de indicadores de género y velar por su incorporación en la planificación del desarrollo social y económico, y en la Administración del Estado.
ñ) Elaborar anualmente informes sobre la situación de las mujeres, el ejercicio de sus derechos humanos y de la equidad de género a nivel nacional, regional y local.
o) Colaborar con las autoridades competentes a nivel nacional, regional y local en la preparación, aprobación y desarrollo de programas de educación, promoción y difusión de las políticas de género, orientados a la creación de una conciencia y cultura nacional sobre la equidad de género y a promover la participación ciudadana responsable en estas materias. 

p) Realizar las demás funciones y atribuciones que la ley le encomiende.

Artículo 4°.- El Ministerio podrá proponer medidas, planes y programas de carácter temporal que impliquen ventajas concretas para las mujeres o que prevengan o compensen las desventajas que puedan afectarlas en los ámbitos público, político, laboral, social, económico o cultural, con el fin de alcanzar la mayor igualdad posible entre hombres y mujeres.

Párrafo 2°

De la organización

Artículo 5°.- El Ministerio se organizará de la siguiente manera:

a) El Ministro o Ministra de la Mujer y la Equidad de Género.

b) El Subsecretario o Subsecretaria.

c) Secretarías Regionales Ministeriales.

Un reglamento expedido por el Ministerio determinará la estructura interna, de conformidad a lo dispuesto en la ley N°18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado. Para efectos de establecer la estructura interna deberán considerarse, a lo menos, las siguientes divisiones: Estudios y Capacitación en Género; Planificación y Control de Gestión; Políticas de Igualdad a la que, entre otras funciones, le corresponderá transversalizar la perspectiva de género en el quehacer del Estado, participar en las reformas legales que sean pertinentes, velar por el cumplimiento de las obligaciones y relaciones internacionales del Ministerio y la generación de instancias de participación a nivel central y regional. Además, podrá establecer otras áreas que sean necesarias para dar cumplimiento a los objetivos, funciones y atribuciones del Ministerio.

Artículo 6°.- En cada región del país habrá una Secretaría Regional Ministerial, a cargo de un Secretario o Secretaria Regional Ministerial, que dependerá técnica y administrativamente del Ministerio, quien asesorará al Intendente o Intendenta, velará por la coordinación de los programas que se desarrollen a nivel regional y local, así como las acciones emprendidas con recursos del Ministerio.
Artículo 7°.- Corresponderá a la Secretaría Regional Ministerial:

a) Prestar asesoría técnica al Intendente o Intendenta.
b) Elaborar una agenda regional de igualdad de derechos y equidad de género y velar por su ejecución.

c) Impulsar la incorporación de la perspectiva de género en las políticas, planes y programas de los órganos de la Administración del Estado con competencia en la región.

d) Impulsar la participación de las mujeres de la región en las políticas, planes y programas vinculados con la promoción de sus derechos y la equidad de género.

e) Colaborar con el Ministerio en la coordinación de las acciones y diagnósticos de género regionales.

f) Colaborar con las municipalidades y el gobierno regional en las materias de equidad de género.

g) Desempeñar las demás funciones y atribuciones que le encomiende la ley.

Párrafo 3°

Del Comité Interministerial para la Igualdad de Derechos y la Equidad de Género y del Consejo Asesor

Artículo 8°.- Créase el Comité Interministerial para la Igualdad de Derechos y la Equidad de Género, cuya función será colaborar en la implementación de las políticas, planes y programas orientados a la igualdad de derechos entre mujeres y hombres, incorporando la perspectiva de género en la actuación del Estado. El Comité es una instancia de coordinación, información, orientación y acuerdo para las políticas públicas en esta materia.

El Comité estará integrado por:

a) El Ministro o Ministra de la Mujer y la Equidad de Género, quien lo presidirá.
b) El Ministro o Ministra del Interior y Seguridad Pública.
c) El Ministro o Ministra de Defensa Nacional.
d) El Ministro o Ministra de Hacienda.
e) El Ministro Secretario o Ministra Secretaria General de la Presidencia.
f) El Ministro o Ministra de Economía, Fomento y Turismo.
g) El Ministro o Ministra de Desarrollo Social.
h) El Ministro o Ministra de Educación.
i) El Ministro o Ministra de Justicia.
j) El Ministro o Ministra del Trabajo y Previsión Social.
k) El Ministro o Ministra de Salud.
l) El Ministro o Ministra de Agricultura.
m) El Ministro o Ministra de Vivienda y Urbanismo.
n) El Ministro Presidente o Ministra Presidenta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes.

Sin perjuicio de lo anterior, el Ministro o Ministra de la Mujer y la Equidad de Género podrá invitar a participar, con derecho a voz, a otros Ministros o Ministras de Estado, funcionarios o funcionarias de la Administración del Estado o personas de reconocida competencia en el ámbito de las políticas de igualdad de derechos y de equidad de género.
El Comité establecerá, mediante acuerdo, las normas necesarias para su funcionamiento interno y el adecuado cumplimiento de las funciones que le son encomendadas.
La Subsecretaría de la Mujer y la Equidad de Género prestará al Comité el apoyo administrativo necesario para su funcionamiento. El Subsecretario o Subsecretaria será el Secretario Ejecutivo o Secretaria Ejecutiva del Comité.
Artículo 9°.- Créase un Consejo Asesor, cuya función será prestar asesoría al Ministro o Ministra en materias de igualdad de derechos y de equidad de género.

El Consejo estará integrado por diez personas de reconocida experiencia en el ámbito de las materias antes mencionadas, y serán designadas por el Ministro o Ministra de la Mujer y la Equidad de Género.

Los miembros del Consejo durarán hasta cuatro años en sus cargos mientras cuenten con la confianza del Ministro o Ministra.
El ejercicio del cargo de consejero o consejera será ad honorem e incompatible con cualquier cargo directivo de organizaciones o asociaciones relacionadas con las atribuciones y funciones del Ministerio.

Un reglamento, expedido por el Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género, establecerá las normas necesarias para la designación de sus integrantes y el funcionamiento del Consejo.

Párrafo 4°

Del Personal

Artículo 10.- El personal del Ministerio estará afecto a las disposiciones de la ley Nº18.834 sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, y en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley N°249, de 1974, y su legislación complementaria.

TÍTULO II

Del Fondo para la Equidad de Género

Artículo 11.- Créase el Fondo para la Equidad de Género, administrado por el Servicio Nacional de la Mujer y la Equidad de Género, con el objeto de contribuir al financiamiento de proyectos nacionales, regionales o locales, de programas y actividades de educación y difusión, destinados a fortalecer la participación, asociatividad y liderazgo de las mujeres, en el marco de la equidad de género y los derechos humanos de las mismas. Los recursos del Fondo se consultarán anualmente en la ley de Presupuestos del Sector Público.
En el mes de enero de cada año, el Subsecretario o Subsecretaria de la Mujer y la Equidad de Género aprobará, por resolución exenta, los componentes o líneas de acción anual del Fondo para la Equidad de Género y lo enviará al Director o Directora del Servicio Nacional de la Mujer y la Equidad de Género para su ejecución. 

El Director o Directora deberá remitir, en la primera quincena del mes de diciembre del año anterior, una propuesta para efectos del inciso anterior. Asimismo, enviará un estado de la ejecución de los recursos asignados durante la ejecución de ese año.

La adjudicación de los recursos del fondo se efectuará por resolución del Director o Directora que, además, deberá ser visada por el Subsecretario o Subsecretaria.

Un reglamento, dictado a través del Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género, suscrito también por el Ministro o Ministra de Hacienda, establecerá las normas de administración y operación del Fondo para la Equidad de Género, los criterios objetivos para otorgar los recursos, las reglas de funcionamiento y los medios para verificar el correcto uso de los fondos asignados a la finalidad señalada en el inciso primero.

TÍTULO III

Disposiciones Finales

Artículo 12.- A contar de la fecha en que entre en funciones el Ministerio, el Servicio Nacional de la Mujer se denominará "Servicio Nacional de la Mujer y la Equidad de Género". En consecuencia, modifícase en tal sentido dicha expresión en todas las referencias en que aparezca.

TÍTULO IV

Otras Disposiciones

Artículo 13.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°19.023, que creó el Servicio Nacional de la Mujer:

1) Modifícase el artículo 1º de la siguiente forma:
a) Sustitúyese la frase “Servicio Nacional de la Mujer” por la de “Servicio Nacional de la Mujer y la Equidad de Género”.

b) Reemplázase la frase “Ministerio de Planificación y Cooperación” por la de “Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género”.

c) Agrégase el siguiente inciso segundo: 

“El Servicio estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en el Título VI de la ley N°19.882.”.

2) Reemplázase el artículo 2º por el siguiente:

“Artículo 2°.- El Servicio Nacional de la Mujer y la Equidad de Género estará encargado de ejecutar las políticas, planes y programas que le encomiende el Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género.

En especial, le corresponderán las siguientes funciones y atribuciones:

a) Implementar políticas, planes y programas con pertinencia cultural, orientados a la equidad de género, a la igualdad de derechos y a procurar eliminar toda forma de discriminación contra las mujeres, incluido el Plan Nacional de Igualdad.
b) Ejecutar programas que fomenten el desarrollo integral de las mujeres y la equidad de género en los distintos ámbitos de la vida nacional.
c) Ejecutar programas que velen por la plena participación de las mujeres en la vida laboral, social, económica y cultural del país, y su acceso a cargos de elección popular y funciones públicas, como asimismo, aquellos que promuevan el desarrollo y autonomía de las mujeres.
d) Ejecutar programas destinados a prevenir, erradicar y sancionar la violencia contra las mujeres e intrafamiliar.
e) Ejecutar medidas que promuevan el reconocimiento y respeto de las mujeres y de la equidad de género en los distintos ámbitos de la vida nacional.
f) Coordinar con los distintos servicios y organismos públicos la ejecución de las políticas, planes y programas relativos a la equidad de género y a procurar eliminar toda forma de discriminación contra las mujeres.
g) Celebrar convenios con organismos públicos y privados, tanto nacionales como internacionales, para el cumplimiento de las funciones y atribuciones del servicio.
h) Solicitar a los órganos de la Administración del Estado la información y antecedentes que estime necesarios, relacionados con materias propias de sus respectivas esferas de competencia, que el Director Nacional requiera para el cumplimiento de sus funciones.
i) Administrar el Fondo para la Equidad de Género.
j) Desempeñar las demás funciones y atribuciones que le encomiende la ley.”.

3) Sustitúyese en el artículo 3° la frase “Servicio Nacional de la Mujer” por la de “Servicio Nacional de la Mujer y la Equidad de Género”.

4) Reemplázase el inciso primero del artículo 4º por el siguiente:
“La dirección superior, técnica y administrativa del Servicio Nacional de la Mujer y la Equidad de Género estará a cargo del Director del Servicio Nacional de la Mujer y la Equidad de Género.”.

5) Reemplázase la letra d) del artículo 5º por la siguiente:

“d) Solicitar a los órganos de la Administración del Estado la información disponible que el Servicio Nacional de la Mujer y la Equidad de Género requiera para el cumplimiento de sus funciones.”.

6) Deróganse los artículos 7°, 8° y 9°.

7) Sustitúyese en el artículo 10 la frase “Servicio Nacional de la Mujer” por la de “Servicio Nacional de la Mujer y la Equidad de Género”.

8) Sustitúyese en el artículo 12 la expresión “Servicio Nacional de la Mujer” por “Servicio de la Mujer y la Equidad de Género”.
9) Reemplázase en el artículo 13 la frase “Servicio Nacional de la Mujer” por la de “Servicio Nacional de la Mujer y la Equidad de Género”.

10) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 14 la frase “Servicio Nacional de la Mujer” por la siguiente: “Servicio Nacional de la Mujer y la Equidad de Género”, y elimínase su inciso segundo.

11) Derógase el artículo 15.

12) Reemplázase en el artículo 16 la frase “Servicio Nacional de la Mujer” por la siguiente: “Servicio Nacional de la Mujer y la Equidad de Género”.

13) Deróganse los artículos 17, 18 y 19.

Artículo 14.- Suprímese la letra f) del inciso segundo del artículo 1º de la ley Nº19.863.

Artículo 15.- Elimínase, en el artículo trigésimo sexto de la ley Nº19.882, la frase “Servicio Nacional de la Mujer”.

Artículo 16.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 4° de la ley N°20.066:

1) Reemplázase, en sus incisos primero y tercero, la frase “Servicio Nacional de la Mujer” por “Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género”.

2) Suprímese la letra c) de su inciso tercero, pasando la actual letra d) a ser c).

3) Agrégase el siguiente inciso cuarto:
“Corresponderá al Servicio Nacional de la Mujer y la Equidad de Género prestar asistencia técnica a los organismos que intervengan en la aplicación de esta ley que así lo requieran.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- Facúltase al Presidente o Presidenta de la República para que, dentro del plazo de un año contado de la fecha de publicación de esta ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Desarrollo Social, los que también deberán ser suscritos por el Ministro o Ministra de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1) Fijar las plantas de personal de la Subsecretaría de la Mujer y la Equidad de Género y dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de ésta. En especial, podrá determinar los grados y niveles de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas; el número de cargos para cada grado y planta; los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones y los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 8º de la ley Nº18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. Asimismo, determinará las normas necesarias para la aplicación de la asignación de modernización de la ley N°19.553, en su aplicación transitoria. Además, establecerá las normas para el encasillamiento en las plantas, el cual podrá incluir a los funcionarios o funcionarias que se traspasen del Servicio Nacional de la Mujer.

2) Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios y funcionarias titulares de planta y a contrata, desde el Servicio Nacional de la Mujer a la Subsecretaría de la Mujer y la Equidad de Género. En el respectivo decreto con fuerza de ley que fije la planta de personal, se determinará la forma en que se realizará el traspaso y el número de funcionarios o funcionarias que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, pudiéndose establecer, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La individualización del personal traspasado y su encasillamiento, cuando corresponda, se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente o Presidenta de la República”, por intermedio del Ministerio de Desarrollo Social o del Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género, según corresponda.
3) Determinar la dotación máxima del personal de la Subsecretaría de la Mujer y la Equidad de Género, a cuyo respecto no regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del decreto con fuerza de ley Nº29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.

4) Modificar la planta del Servicio Nacional de la Mujer, que pasará a llamarse Servicio Nacional de la Mujer y la Equidad de Género, permitiendo la creación, transformación y supresión de cargos y la modificación de denominaciones y grados. Asimismo, podrá fijar nuevos requisitos y determinar los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº19.882 y en el artículo 8° de la ley Nº18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, cuando corresponda. Además, podrá modificar su dotación máxima de personal, a cuyo respecto no regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del citado decreto con fuerza de ley Nº29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.
5) Determinar la o las fechas para la entrada en vigencia del articulado permanente de esta ley, de las plantas que fije, del traspaso y del encasillamiento que se practique y de la iniciación de actividades del Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género. Además, determinará la entrada en vigencia de las modificaciones a que se refiere el numeral anterior.
6) Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de la facultad señalada en los numerales 1) y 4) de este artículo no serán exigibles para efectos del encasillamiento respecto de los funcionarios o funcionarias titulares y a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley. Asimismo, a los funcionarios o funcionarias a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.

7) El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones respecto del personal al que afecte:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios o funcionarias fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.

b) No podrá significar pérdida del empleo, cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios y funcionarias, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores y trabajadoras del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

c) Los funcionarios o funcionarias traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

8) Traspasar, en lo que corresponda, los bienes que determine, desde el Servicio Nacional de la Mujer al Fisco, para que sean destinados al Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género.

Artículo segundo.- El mayor gasto que se derive del ejercicio de la facultad del artículo primero transitorio, considerando su efecto año completo, no podrá exceder la cantidad de $4.020.480 miles.

Artículo tercero.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto del Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género y transferirá a éste los fondos del Servicio Nacional de la Mujer, que pasará a llamarse Servicio Nacional de la Mujer y la Equidad de Género, necesarios para que cumpla sus funciones, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, programas, asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

Artículo cuarto.- El funcionario o funcionaria que, a la fecha de publicación del o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio, se encuentre desempeñando el cargo de Director o Directora Nacional del Servicio Nacional de la Mujer, mientras mantenga dicho nombramiento, continuará percibiendo las remuneraciones que por ley le correspondan, incluida la asignación de dirección superior del artículo 1° de la ley N°19.863.

Artículo quinto.- En tanto no se constituya el Servicio de Bienestar del Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género, todos sus funcionarios y funcionarias podrán afiliarse o continuar afiliados al del Servicio Nacional de la Mujer y la Equidad de Género.

Los funcionarios y funcionarias de planta y a contrata del Servicio Nacional de la Mujer que sean traspasados al Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género podrán conservar su afiliación a las asociaciones de funcionarios del señalado servicio. Dicha afiliación se mantendrá vigente hasta que el Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género haya constituido su propia asociación. Con todo, transcurridos dos años contados desde la fecha de entrada en vigencia del decreto con fuerza de ley a que se refiere el número 5) del artículo primero transitorio, cesará, por el solo ministerio de la ley, su afiliación a las asociaciones de funcionarios de la institución de origen.

Artículo sexto.- El mayor gasto fiscal que signifique la aplicación de esta ley, en su primer año de vigencia, se financiará con cargo a los recursos que se le transfieran al Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género, de conformidad a lo dispuesto en el artículo tercero transitorio. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con tales recursos.

Para los años posteriores, el mayor gasto se financiará con cargo a los recursos que se contemplen en las respectivas leyes de presupuestos para el sector público.”.

*****

Hago presente a Vuestra Excelencia que el inciso primero del artículo 8° del proyecto de ley fue aprobado, en general, con el voto favorable de 103 diputados, mientras que en particular, lo fue por 101 votos a favor, en ambos casos de un total de 119 diputados en ejercicio.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Lautaro Carmona Soto, Presidente en ejercicio de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados
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